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PARTE GENERAL

Tema 1

La Ley de transparencia y el acceso a la información pública en 
Cataluña: obligaciones de transparencia y límites a las obligaciones de 
transparencia, la información pública y el derecho de acceso; límites y 
acceso parcial a la información pública: principios, proporcionalidad 
y temporalidad. Las cartas de servicios y la evaluación permanente de 

los servicios públicos.

Ley 19/2014 transparencia de Cataluña

L19-2014-CAT · BOE-A-2015-470 · arts. 5 a 15 · arts. 18 a 25 · arts. 59 a 60 — 21 incluidos

TÍTULO II De la transparencia

CAPÍTULO I Transparencia en la actividad pública

Artículo 5. Disposiciones generales.
1. Los sujetos obligados deben adoptar las medidas necesarias para facilitar a las personas el conocimiento de
la información pública. La información sujeta al régimen de transparencia debe hacerse pública en las sedes
electrónicas y los sitios web de los sujetos obligados, de forma clara, estructurada y en formato reutilizable.
2. A los efectos de lo establecido por el apartado 1, los sujetos obligados deben garantizar la transparencia de la
información pública mediante un sistema integral de información y conocimiento en formato electrónico,
cuyo diseño debe fundamentarse en el uso preferente de los sistemas de gestión de documentos públicos,
como facilitadores de datos y documentos auténticos, en el marco de interoperabilidad del sector público.
3. El sistema integral al que se refiere el apartado 2 debe permitir a las personas un acceso fácil y gratuito a la
información pública, con el fin de fomentar su conocimiento y de facilitar la participación y colaboración
responsable en los asuntos públicos.
4. El sistema se fundamenta en el Portal de la Transparencia, que es el instrumento básico y general de gestión
de documentos públicos para dar cumplimiento y efectividad a las obligaciones de transparencia establecidas
por la Ley, y en las sedes electrónicas o sitios web correspondientes. El Portal de la Transparencia debe incluir
el Registro de grupos de interés, regulado por el título IV, y los canales de participación y los procedimientos
participativos en trámite.
5. El Portal de la Transparencia está organizado y gestionado por la Administración de la Generalidad, y
también integra la información de las administraciones locales y de las administraciones y entidades incluidas
en el artículo 3.1.a, b, c, d y e. Las administraciones locales y el resto de administraciones y entidades pueden
crear sus propios portales de transparencia, el acceso a cuyo contenido debe facilitarse desde el Portal de la
Transparencia de la Generalidad, de forma interconectada y que facilite la integración. Todos los portales
deben disponer de un buscador que permita un acceso rápido, fácil y comprensible a la información y que
incorpore mecanismos de alerta sobre los datos que se han actualizado.
6. El Portal de la Transparencia y los portales que eventualmente se creen de acuerdo con lo establecido por el
apartado 5 deben configurarse como una plataforma electrónica de publicidad activa en internet, deben ser
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fácilmente identificables y deben contener el enlace de las sedes electrónicas de las administraciones públicas
o entidades correspondientes. También deben cumplir las recomendaciones de la Iniciativa de Accesibilidad
Web para facilitar su acceso a las personas con discapacidad.
7. Los sujetos a los que se refiere el artículo 3.1.d y e deben cumplir sus obligaciones de transparencia en los
términos establecidos por el artículo 3.2.

Artículo 6. Obligaciones de transparencia.
1. Para hacer efectivo el principio de transparencia, los sujetos obligados deben adoptar las siguientes
actuaciones:

a) Difundir la información pública de interés general de forma veraz y objetiva, para que las personas
puedan conocer la actuación y el funcionamiento de la Administración pública y ejercer el control de dicha
actuación.
b) Garantizar que la información a la que se refiere la letra a se difunde de forma constante y se actualiza
permanentemente, con la indicación expresa de la fecha en que se actualizó por última vez y, si es posible,
de la fecha en que ha de volver a actualizarse.
c) Organizar la información de forma que sea fácilmente accesible y comprensible para las personas y que
facilite una ágil y rápida consulta mediante instrumentos de búsqueda dotados de las características
técnicas que lo garanticen.
d) Ordenar temáticamente la información para que su localización sea fácil e intuitiva. Dicha ordenación
debe realizarse, como mínimo, con criterios temáticos y cronológicos, siguiendo el cuadro de clasificación
documental corporativo –si se dispone de él– e incorporando índices o guías de consulta.
e) Facilitar la consulta de la información con el uso de medios informáticos en formatos fácilmente
comprensibles y que permitan la interoperabilidad y la reutilización.

2. Las obligaciones de transparencia establecidas por la presente ley son mínimas y generales, y se entienden
sin perjuicio de las que pueda establecer de forma más detallada y específica la legislación aplicable.
3. Los sujetos obligados deben establecer procedimientos basados en indicadores objetivos para evaluar el
cumplimiento de las obligaciones de transparencia. En los procedimientos de evaluación debe garantizarse la
participación de expertos independientes y de los ciudadanos.

Artículo 7. Límites a las obligaciones de transparencia.
1. Los límites aplicables a las obligaciones de transparencia son los mismos que el título III establece para el
derecho de acceso a la información pública, especialmente los relativos a la protección de datos de carácter
personal.
2. El principio de transparencia debe interpretarse y aplicarse en todos los casos de forma preferente.
Cualquier limitación en la aplicación del principio de transparencia debe fundamentarse en un límite o una
excepción expresamente establecidos por una norma con rango de ley.

CAPÍTULO II Publicidad activa

Artículo 8. Información sujeta al régimen de transparencia.
1. La Administración pública, en aplicación del principio de transparencia, debe hacer pública la información
relativa a:

a) La organización institucional y la estructura administrativa.
b) La gestión económica, contable, presupuestaria y patrimonial.
c) Las decisiones y actuaciones de especial relevancia jurídica.
d) La plantilla, la relación de puestos de trabajo y el régimen retributivo.
e) Los procedimientos administrativos relacionados con el ejercicio de sus competencias.
f) Los contratos y convenios.
g) Las convocatorias y el otorgamiento de las subvenciones y ayudas públicas.
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h) Los informes y estudios.
i) Los planes, programas y memorias generales.
j) La información estadística.
k) La información geográfica.
l) Las materias y actuaciones cuya publicidad se establezca por norma.
m) Cualquier materia de interés público, y las informaciones solicitadas con más frecuencia por vía del
ejercicio del derecho de acceso a la información pública.

2. La información pública relativa a las materias a las que se refiere el apartado 1 debe comprender todos los
datos y documentos con el alcance y la precisión que determinan los artículos 9 a 15. La información debe ser
congruente con la finalidad de conocimiento prevista en cada caso y debe ser adecuada y completa en cuanto
al contenido informativo que determina la Ley.

Artículo 9. Transparencia en la organización institucional y la estructura administrativa.
1. La información relativa a la organización institucional y la estructura administrativa que la Administración
debe hacer pública en aplicación del principio de transparencia debe incluir:

a) La descripción de la organización de la Administración y de los organismos y entes públicos vinculados o
dependientes, así como de las sociedades, fundaciones públicas y consorcios de que forma parte la
Administración, con la inclusión de un organigrama actualizado.
b) La estructura organizativa interna de la Administración y de los organismos y entidades a los que se
refiere la letra a, con la identificación de los responsables de los distintos órganos y su perfil y trayectoria
profesionales.
c) Las funciones que tienen atribuidas la Administración y los organismos y entidades a los que se refiere la
letra a, con indicación del ente, entidad u órgano que las ejerce en cada caso.
d) La relación de puestos de trabajo del personal funcionario, laboral y eventual, y la plantilla y la relación
de contratos temporales y de interinajes no vinculados a ningún puesto de trabajo de dicha relación de
puestos.
e) Las convocatorias y los resultados de los procesos selectivos de provisión y promoción del personal.
f) La relación de altos cargos.
g) Las listas que eventualmente se creen para acceder a los procesos de formación y promoción.
h) La relación de los puestos ocupados por personal adscrito por los adjudicatarios de contratos firmados
con la Administración que, en virtud del contrato, realice una actividad, un servicio o una obra con
carácter permanente en una dependencia o un establecimiento público, así como el régimen de dedicación
y el régimen retributivo de dicho personal y las tareas que realiza.
i) Los convenios, acuerdos y pactos de naturaleza funcionarial, laboral y sindical.
j) El catálogo de los servicios prestados, las cartas de servicios existentes y la información sobre los
resultados de las evaluaciones de calidad y de la incidencia social de las políticas públicas.
k) Los acuerdos relativos a la creación, la participación y el funcionamiento de los entes públicos, las
sociedades y fundaciones públicas, los consorcios y demás entidades vinculadas a la Administración
pública.
l) La información relativa a los canales de participación y los procedimientos participativos en trámite, de
acuerdo con lo establecido por la presente ley y la Ley de consultas populares no referendarias y de otras
formas de participación ciudadana, para hacer difusión y facilitar la participación ciudadana.
m) Las resoluciones dictadas por el órgano competente, en aplicación de la normativa sobre el régimen de
incompatibilidades de los altos cargos, con la forma y las condiciones que se determinen por reglamento.
n) Las infracciones cometidas y las sanciones aplicadas a los altos cargos de la Administración de la
Generalidad y al personal directivo de su sector público, en los términos del artículo 90 bis.

2. La información organizativa debe incluir el número de liberados sindicales que hay en el ámbito de la
Administración y los entes que dependen de ella, con la indicación de los sindicatos correspondientes, los
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costes que las liberaciones generan a la Administración y el número de horas sindicales utilizadas.
Se añade la letra n) por el art. 48.1 de la Ley 2/2021, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-953

Artículo 10. Transparencia en las decisiones y actuaciones de relevancia jurídica.
1. La información relativa a las decisiones y actuaciones con relevancia jurídica que la Administración debe
hacer pública en aplicación del principio de transparencia debe incluir:

a) Las normas aprobadas por la Administración pública –de las cuales tienen que estar disponibles las
versiones en el formato originario y, en el caso de las normas que hayan sido modificadas, las versiones
consolidadas– y los datos relativos a la evaluación de la aplicación de las normas.
b) Las directivas, instrucciones, circulares y respuestas anonimizadas a consultas planteadas que tengan
especial incidencia sobre la interpretación y la aplicación de las normas.
c) Los procedimientos normativos en curso de elaboración, con la indicación del estado de tramitación en
que se encuentran.
d) Las memorias y los documentos justificativos de la tramitación de los proyectos o anteproyectos
normativos, los distintos textos de las disposiciones y la relación y valoración de los documentos originados
por los procedimientos de información pública y participación ciudadana y por la intervención de los
grupos de interés, en su caso.
e) El catálogo actualizado de todos los procedimientos administrativos, con la indicación de los que están
disponibles en formato electrónico, el sentido del silencio administrativo y los recursos que pueden
interponerse con relación a las resoluciones que ponen fin a los mismos.
f) Los actos administrativos, las declaraciones responsables y las comunicaciones previas que puedan tener
incidencia sobre el dominio público o la gestión de los servicios públicos, y aquellos otros en que lo
aconsejen razones de especial interés público.
g) Los actos que hayan sido objeto de un procedimiento de revisión en vía administrativa.
h) Las resoluciones administrativas y judiciales que puedan tener relevancia pública y las resoluciones
judiciales definitivas que afecten a las personas obligadas al cumplimiento de la presente ley, por razón del
ejercicio de las funciones y responsabilidades que les atribuye.
i) Los dictámenes de la Comisión Jurídica Asesora y de los demás órganos consultivos.

2. En el caso de las letras c y d del apartado 1, la información también debe incluir los documentos que, de
acuerdo con la normativa aplicable, deben ser sometidos a un período de información pública durante la
tramitación, y también el contenido íntegro de los textos de los anteproyectos de ley y de los proyectos de
reglamento.
3. En el caso de las letras f, g, h, e i del apartado 1, la información no debe incluir datos o referencias
personales.

Artículo 11. Transparencia en la gestión económica, contable, presupuestaria y patrimonial.
1. La información relativa a la gestión económica y presupuestaria que la Administración debe hacer pública
en aplicación del principio de transparencia debe incluir:

a) El presupuesto, con la descripción de las partidas presupuestarias anuales y los datos de su ejecución –de
forma que pueda conocerse el grado de ejecución con carácter trimestral– y de su liquidación, así como el
cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.
b) Las retribuciones, indemnizaciones y dietas, las actividades y los bienes de los miembros del Gobierno,
de los altos cargos de la Administración pública y del personal directivo de los entes públicos, las
sociedades, las fundaciones y los consorcios, y las indemnizaciones que han de percibir al dejar de ejercer
su cargo.
c) Las cuentas anuales completas preceptivas y los informes de auditoría de cuentas y de fiscalización de
los órganos de control externo que las hayan emitido.
d) Las resoluciones dictadas por el órgano competente para instruir y resolver los expedientes relativos a
las declaraciones de actividades, patrimoniales y de intereses de los altos cargos y a la inscripción en los
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registros correspondientes, en aplicación de la normativa sobre incompatibilidades de los altos cargos.
e) La información general sobre las retribuciones, indemnizaciones y dietas percibidas por los empleados
públicos, agrupada en función de los niveles y cuerpos.
f) El coste de las campañas de publicidad institucional, desglosando los distintos conceptos de la campaña
y el importe contratado a cada medio de comunicación.

2. La información relativa a la gestión patrimonial debe incluir:
a) La información sobre los datos más relevantes del inventario general del patrimonio en lo relativo a los
bienes inmuebles de dominio público y patrimoniales y a los bienes muebles de especial valor.
b) La información económica relativa a la gestión del patrimonio.

Artículo 12. Transparencia en materia de planificación y programación.
1. La Administración debe hacer públicos, en aplicación del principio de transparencia, los planes y
programas anuales y plurianuales, de carácter general o sectorial, que establecen las directrices estratégicas
de las políticas públicas. Asimismo, deben publicarse las auditorías internas y externas de evaluación de la
calidad de los servicios públicos.
2. La información a la que se refiere el apartado 1 debe incluir, como mínimo, las actuaciones que deben
realizarse, los medios que deben utilizarse para ejecutar los planes y programas, sus plazos de cumplimiento,
la memoria económica y los estudios e informes técnicos justificativos.
3. La información pública a la que se refiere el apartado 1 debe incluir los criterios y la metodología para
evaluar el cumplimiento de los planes y programas y el resultado de su evaluación, una vez ejecutados.
4. La Administración debe hacer públicos el plan territorial general, los planes territoriales parciales, los
planes directores territoriales, los planes territoriales sectoriales, los planes directores urbanísticos, los planes
de ordenación urbanística municipal, el plan de espacios de interés natural y los demás planes y programas
que deban elaborarse en cumplimiento de una norma con rango de ley y los planes que deben publicarse con
carácter obligatorio.
5. La Administración debe hacer públicas las modificaciones de los planes y programas y la información
económica, geográfica y urbanística, de elaboración propia o externa, que haya utilizado para elaborarlos y
para evaluar su ejecución.

CAPÍTULO III Transparencia en la gestión administrativa

Artículo 13. Transparencia en la contratación pública.
1. La transparencia en el ámbito de los contratos suscritos por los sujetos obligados es aplicable a todos los
contratos, incluidos los patrimoniales y los menores. La información pública relativa a los contratos debe
incluir:

a) La información sobre las entidades y los órganos de contratación, con la indicación de su denominación
exacta, el teléfono y las direcciones postales y electrónicas.
b) La información sobre las licitaciones en trámite, que debe comprender como mínimo el tipo de contrato,
su objeto, el contenido económico, los pliegos de cláusulas administrativas y las condiciones de ejecución.
c) La información sobre los contratos programados.
d) Los contratos suscritos, con la indicación de su objeto, el importe de la licitación y de adjudicación, el
procedimiento utilizado para contratar y la identidad del adjudicatario, la duración, el número de
licitadores, los criterios de adjudicación, el cuadro comparativo de ofertas y sus respectivas puntuaciones,
así como los acuerdos e informes técnicos del proceso de contratación. Esta información debe estar
actualizada y referirse, como mínimo, a los últimos cinco años.
e) Las modificaciones contractuales, las prórrogas de los contratos, las licitaciones anuladas y las
resoluciones anticipadas.
f) Los datos del registro público de contratos y del registro oficial de licitadores y empresas clasificadas.
g) Los acuerdos y criterios interpretativos de los órganos consultivos de contratación.
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h) Una relación anonimizada de las preguntas y respuestas más frecuentes en las consultas en materia de
contratación.
i) Las resoluciones de los recursos especiales, de las cuestiones de nulidad y de las resoluciones judiciales
definitivas en materia de contratación, así como los actos de desistimiento, renuncia y resolución de
contratos.

2. La información en materia de contratación pública debe constar en un espacio diferenciado del Portal de la
Transparencia, configurado como una plataforma electrónica de publicidad específica en este ámbito.
3. La Administración pública debe dar publicidad de forma constante y actualizada a los datos estadísticos
sobre los porcentajes y el volumen presupuestario de los contratos adjudicados de acuerdo con cada uno de los
procedimientos establecidos por la legislación de contratos del sector público. También debe dar publicidad al
volumen presupuestario contratado por los distintos adjudicatarios en los últimos cinco años.
4. En los contratos de gestión de servicios públicos y de concesión de obras públicas, deben hacerse públicos
los siguientes datos para facilitar su conocimiento a los usuarios:

a) Las condiciones y obligaciones asumidas por los gestores con relación a la calidad, el acceso al servicio y
los requisitos de prestación del servicio.
b) Los derechos y deberes de los usuarios.
c) Las facultades de inspección, control y sanción que puede ejercer la Administración con relación a la
prestación del servicio.
d) El procedimiento para formular quejas o reclamaciones.

Artículo 14. Transparencia en los convenios de colaboración.
1. La transparencia en el ámbito de los convenios de colaboración es aplicable a todos los convenios y
encargos de gestión suscritos entre los sujetos obligados y las personas privadas y públicas.
2. La información pública relativa a los convenios de colaboración debe incluir, como mínimo:

a) La relación de los convenios vigentes, con la indicación de la fecha, las partes que los firman, el objeto,
los derechos y las obligaciones de cualquier tipo que generen y el período de vigencia.
b) Las eventuales modificaciones de cualquiera de los parámetros a los que se refiere la letra a, y la fecha y
la forma en que se hayan producido.
c) La información relativa al cumplimiento y la ejecución de los convenios.

3. Las obligaciones de publicidad establecidas por el presente artículo deben hacerse efectivas mediante el
Registro de convenios de colaboración y cooperación de la Generalidad, que debe integrarse en el Portal de la
Transparencia.

Artículo 15. Transparencia en la actividad subvencional.
1. La información relativa a las subvenciones y ayudas públicas que los sujetos obligados deben hacer pública
en aplicación del principio de transparencia debe incluir:

a) Una relación actualizada de las subvenciones y otras ayudas que los sujetos obligados tengan previsto
convocar durante el ejercicio presupuestario, con la indicación de su objeto o finalidad y la descripción de
las condiciones para ser beneficiario de ellas.
b) Los objetivos, a efectos de utilidad pública o social, que pretende alcanzar la subvención o la ayuda y los
efectos que la medida de fomento puede producir en el mercado, en su caso.
c) Las subvenciones y ayudas públicas otorgadas, con la indicación de su importe, objeto y beneficiarios.
Esta información debe incluir las subvenciones y ayudas, debe estar actualizada y debe referirse a los
últimos cinco años. También debe incluir las subvenciones y ayudas otorgadas sin publicidad y
concurrencia si estos requisitos se han exceptuado, en los casos establecidos legalmente. En el caso de
subvenciones y ayudas públicas otorgadas por motivos de vulnerabilidad social, debe preservarse la
identidad de los beneficiarios.
d) La información relativa al control financiero de las subvenciones y ayudas públicas otorgadas.
e) La justificación o rendición de cuentas por parte de los beneficiarios de la subvención o ayuda otorgada.
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2. Las bases reguladoras de la concesión de subvenciones y ayudas públicas que puedan otorgarse por un
importe superior a 10.000 euros deben incluir la obligación de los beneficiarios, si son personas jurídicas, de
comunicar a los sujetos obligados la información relativa a las retribuciones de sus órganos de dirección o
administración, al efecto de hacerlas públicas. En los supuestos legales en que no se aplique un proceso de
concurrencia para otorgar las subvenciones o ayudas, esta obligación debe incluir el correspondiente acto o
convenio.

TÍTULO III De la información pública

CAPÍTULO I Acceso a la información pública

Artículo 18. Derecho de acceso a la información pública.
1. Las personas tienen el derecho a acceder a la información pública, a la que se refiere el artículo 2.b, a título
individual o en nombre y representación de cualquier persona jurídica legalmente constituida.
2. El ejercicio de este derecho no está condicionado a la concurrencia de un interés personal, no queda sujeto
a motivación y no requiere la invocación de ninguna norma.
3. El derecho de acceso a la información pública puede ejercerse a partir de los dieciséis años.

Artículo 19. Información pública.
1. El derecho de acceso a la información pública incluye cualquier forma o soporte en que esta información
haya sido elaborada o en que se conserve.
2. Las administraciones públicas deben adoptar las medidas organizativas necesarias para garantizar el
cumplimiento del derecho de acceso a la información pública, de acuerdo con lo establecido por el presente
título.
3. Las administraciones públicas, con el mismo fin al que se refiere el apartado 2, deben establecer un sistema
de gestión de documentos, información y datos integrado que permita la interoperatividad entre las
administraciones, la localización de cualquier documento o información y la vinculación automática de cada
documento o conjunto de datos a su régimen de acceso y publicidad.

CAPÍTULO II Límites y acceso parcial a la información pública

Artículo 20. Principios generales.
1. El derecho de acceso a la información pública se garantiza a todas las personas, de acuerdo con lo
establecido por la presente ley. El derecho de acceso a la información pública solamente puede ser denegado o
restringido por las causas expresamente establecidas por las leyes.
2. Las limitaciones legales al derecho de acceso a la información pública deben ser aplicadas de acuerdo con
su finalidad, teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso concreto, deben interpretarse siempre
restrictivamente en beneficio de este derecho y no pueden ampliarse por analogía.
3. Para aplicar límites al derecho de acceso a la información pública, la Administración no dispone de potestad
discrecional y debe indicar en cada caso los motivos que lo justifican. En la motivación debe explicitarse el
límite aplicado y razonar debidamente las causas que fundamentan su aplicación.
4. Los límites al derecho de acceso a la información pública deben aplicarse de acuerdo con los principios de
igualdad y de interdicción de la arbitrariedad.
5. El derecho de acceso a la información pública se garantiza de acuerdo con lo establecido por la presente ley,
y específicamente mediante los instrumentos establecidos por el capítulo IV de este título.

Artículo 21. Límites al derecho de acceso a la información pública.
1. El derecho de acceso a la información pública puede ser denegado o restringido si el conocimiento o
divulgación de la información conlleva un perjuicio para:

a) La seguridad pública.
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b) La investigación o la sanción de las infracciones penales, administrativas o disciplinarias.
c) El secreto o la confidencialidad en los procedimientos tramitados por la Administración pública, si el
secreto o la confidencialidad están establecidos por una norma con rango de ley.
d) El principio de igualdad de las partes en los procesos judiciales o la tutela judicial efectiva.
e) Los derechos de los menores de edad.
f) La intimidad y los demás derechos privados legítimos.
g) El secreto profesional y los derechos de propiedad intelectual e industrial.

2. El derecho de acceso a la información pública también puede ser denegado o restringido si la información
tiene la condición de protegida y así lo establece expresamente una norma con rango de ley.
3. Tiene la condición de protegida, en todos los casos, la información relativa a los menores de edad cuyo
conocimiento o divulgación puede condicionar el libre desarrollo de su personalidad en el futuro. El acceso a
la información puede ser denegada en este supuesto, salvo que pueda garantizarse su carácter anónimo, y sin
perjuicio de lo que establecen los artículos siguientes.

Artículo 22. Proporcionalidad y temporalidad.
1. Los límites aplicados al derecho de acceso a la información pública deben ser proporcionales al objeto y la
finalidad de protección. La aplicación de dichos límites debe atender a las circunstancias de cada caso
concreto, especialmente la concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el acceso a la
información.
2. Los límites del derecho de acceso a la información pública son temporales si así lo establece la ley que los
regula, y se mantienen mientras perduran las razones que justifican su aplicación.

Artículo 23. Datos personales especialmente protegidos.
Las solicitudes de acceso a la información pública deben ser denegadas si la información que se desea obtener
contiene datos personales especialmente protegidos, como los relativos a la ideología, la afiliación sindical, la
religión, las creencias, el origen racial, la salud y la vida sexual, así como los relativos a la comisión de
infracciones penales o administrativas que no conlleven la amonestación pública al infractor, salvo que el
afectado lo consienta expresamente mediante un escrito que debe acompañar la solicitud.

Artículo 24. Protección de datos personales.
1. Se debe dar acceso a la información pública si se trata de información directamente relacionada con la
organización, el funcionamiento o la actividad pública de la Administración que contenga datos personales
meramente identificativos salvo que, excepcionalmente, en el caso concreto tenga que prevalecer la
protección de datos personales u otros derechos constitucionalmente protegidos.
2. Si se trata de otra información que contiene datos personales no incluidos en el artículo 23, se puede dar
acceso a la información, previa ponderación razonada del interés público en la divulgación y los derechos de
las personas afectadas. Para realizar dicha ponderación deben tenerse en cuenta, entre otras, las siguientes
circunstancias:

a) El tiempo transcurrido.
b) La finalidad del acceso, especialmente si tiene una finalidad histórica, estadística o científica, y las
garantías que se ofrezcan.
c) El hecho de que se trate de datos relativos a menores de edad.
d) El hecho de que pueda afectar a la seguridad de las personas.

3. Las solicitudes de acceso a la información pública que se refieran solamente a datos personales del
solicitante deben resolverse de acuerdo con la regulación del derecho de acceso establecido por la legislación
de protección de datos de carácter personal.

Artículo 25. Acceso parcial a la información y a la documentación públicas.
1. Si es de aplicación alguno de los límites de acceso a la información pública establecidos por los artículos
anteriores, la denegación de acceso solamente afecta a la parte correspondiente de la documentación, y debe
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autorizarse el acceso restringido al resto de los datos.
2. Si la restricción de acceso o la ocultación parcial de datos dificulta la comprensión de la información, el
interesado puede solicitar audiencia a la Administración para aclarar su interpretación. La Administración
puede aportar las aclaraciones contextuales necesarias siempre que no revelen la información que ha sido
legalmente ocultada.
3. En el caso de acceso parcial a la información pública, la Administración debe garantizar, por los medios más
adecuados, la reserva de la información afectada por las limitaciones legales.

TÍTULO V Del buen gobierno

CAPÍTULO II Derecho a una buena administración y a unos servicios públicos de calidad

Artículo 59. Sistemas de gestión de la calidad de los servicios públicos.
1. La Administración pública debe garantizar que los servicios de su competencia se prestan en condiciones
mínimas y razonables de calidad, y debe incluir cartas de servicio en el marco regulador de los servicios
públicos finalistas que gestiona directamente.
2. En el caso de los servicios que se prestan a través de redes, pueden aprobarse cartas base de los servicios
que fijen los estándares mínimos de calidad de servicio comunes a todos los centros que la integran. A los
efectos de esta ley se entiende por red el conjunto de dos o más unidades que prestan un mismo servicio en
régimen de descentralización funcional o desconcentración.
3. La existencia de cartas base no excluye que puedan aprobarse cartas propias de uno o algunos centros de la
red a fin de declarar estándares de calidad más exigentes que los establecidos en la carta base.
4. Las cartas de servicio deben tener, como mínimo, el siguiente contenido:

a) La organización del servicio.
b) La identificación de los responsables de la gestión.
c) La relación de servicios que se prestan.
d) Los estándares mínimos de calidad del servicio desglosados, en su caso, por categorías de prestaciones,
y los indicadores para evaluar su aplicación.
e) Las condiciones de acceso a los servicios.
f) Las medidas de reparación o corrección en caso de incumplimiento de los estándares mínimos
establecidos en las cartas.
g) Los derechos y deberes de los usuarios.
h) El régimen económico aplicable, con indicación de las tasas y los precios públicos que sean aplicables,
en su caso.
i) La forma que tienen los usuarios de los servicios de presentar quejas y sugerencias.
j) Las vías que pueden utilizar los usuarios para obtener información y orientación con relación al servicio
público.

5. Los estándares mínimos de calidad declarados en las cartas de servicio son exigibles para la Administración
cuando el servicio se presta en las condiciones normales para las que se establecieron y sin perturbaciones
ajenas que alteren su funcionamiento. Si concurren razones excepcionales sobrevenidas que afecten a su
funcionamiento de manera extraordinaria, pueden suspenderse temporalmente uno o algunos de los
estándares mínimos de calidad declarados en la carta y los derechos directamente derivados de esta. En el
ámbito de la Administración de la Generalidad, la suspensión se hace efectiva mediante resolución motivada
del titular del departamento o departamentos que aprobaron la carta. La resolución de suspensión debe
determinar la causa que la motiva, el alcance y las consecuencias de la suspensión. La duración de la
suspensión en ningún caso puede extenderse más allá de la causa excepcional que la motiva y, en su caso, del
plazo estrictamente necesario para remover los obstáculos o afectaciones ocasionados.
6. En el ámbito de la Administración de la Generalidad y su sector público institucional, las cartas de servicios
se aprueban por resolución de los titulares de los departamentos competentes de los servicios objeto de las
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cartas, previo informe favorable de la unidad departamental competente en materia de calidad. Los consejos
comarcales, los municipios de gran población y los consejos de veguería deben aprobar las cartas de los
servicios de competencia municipal que gestionen, de acuerdo con lo que determina la legislación de régimen
local. Las cartas de servicio y sus actualizaciones entran en vigor a partir de su publicación en los
correspondientes diarios oficiales.
7. En el ámbito de los servicios públicos prestados mediante gestión indirecta, el aseguramiento de la calidad
del servicio se hace efectivo a través de los mecanismos concretos de control de la ejecución que establece la
legislación aplicable con relación a los medios de control y garantía de la calidad.
Se modifica por el art. 179.1 de la Ley 5/2020, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2020-5569

Redactado conforme a la corrección de erratas publicada en DOGC núm. 8135, de 18 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5901

Artículo 60. Evaluación permanente de los servicios públicos.
1. Los usuarios tienen el derecho a ser consultados periódicamente y de forma regular sobre su grado de
satisfacción en cuanto a los servicios públicos y las actividades gestionadas por la Administración pública.
2. La Administración responsable del servicio objeto de consulta debe establecer los indicadores de acuerdo
con los que deben elaborarse las encuestas y la periodicidad de las consultas.
3. Las consultas a las que se refiere el presente artículo deben realizarse preferentemente a los usuarios del
servicio, sin perjuicio de que puedan tener alcance general en el caso de los servicios básicos, garantizando
siempre el anonimato de los participantes.
4. El instrumento que debe utilizarse con carácter general para realizar la encuesta a la que se refiere el
presente artículo y para recibir las opiniones de los usuarios es el Portal de la Transparencia. A tal efecto, el
Portal debe contener un espacio específico, al que debe darse publicidad en general y, específicamente, en los
centros y espacios donde se presta el servicio. El Portal de la Transparencia debe publicar el resultado de las
encuestas.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 1
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. La información relativa a las subvenciones y ayudas públicas que debe hacerse pública en aplicación del 
principio de transparencia incluye:

A) La justificación o rendición de cuentas por parte de los beneficiarios de la subvención o ayuda otorgada.

B) La identidad de los beneficiarios de todas las subvenciones y ayudas otorgadas por motivos de vulnerabilidad 
social.

C) Las subvenciones y ayudas otorgadas únicamente durante el ejercicio presupuestario en curso.

D) La información relativa al control financiero de las subvenciones y ayudas previstas, aunque no hayan sido 
otorgadas.

2. Para aplicar límites al derecho de acceso a la información pública, la Administración:

A) Dispone de potestad discrecional y debe indicar únicamente el límite aplicado.

B) Puede aplicar los límites sin motivación cuando concurran circunstancias de interés general.

C) Debe justificar la decisión, aunque no está obligada a explicitar el límite aplicado.

D) No dispone de potestad discrecional y debe motivar en cada caso los motivos que justifican la aplicación del 
límite.
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3. Las solicitudes de acceso a la información pública que se refieran solamente a datos personales del 
solicitante deben resolverse conforme a:

A) La regulación del derecho de acceso establecida por la legislación de protección de datos de carácter 
personal.

B) La ponderación entre el interés público en la divulgación y los derechos de las personas afectadas.

C) Las reglas generales de acceso a la información pública, sin aplicar límites por protección de datos.

D) La regulación específica de los datos personales especialmente protegidos.

4. Con carácter general, ¿qué instrumento debe utilizarse para realizar las encuestas sobre la satisfacción de 
los usuarios de los servicios públicos y recibir sus opiniones?

A) La sede electrónica de la Administración responsable del servicio.

B) El Portal de la Transparencia.

C) El registro electrónico de la Administración pública.

D) El buzón de sugerencias del centro donde se presta el servicio.

5. En relación con la información sobre decisiones y actuaciones de relevancia jurídica que debe hacerse 
pública, señale la opción correcta:

A) La información sobre los procedimientos normativos en curso no debe indicar el estado de tramitación en 
que se encuentran.

B) La información sobre los actos administrativos y las resoluciones judiciales debe incluir siempre los datos y 
referencias personales.

C) La información relativa a determinados actos administrativos, actos revisados en vía administrativa, 
resoluciones y dictámenes no debe incluir datos o referencias personales.

D) La información pública debe limitarse a las normas aprobadas y a las directivas, instrucciones y circulares de 
especial incidencia.

6. La información relativa a la organización institucional y la estructura administrativa que debe hacerse 
pública incluye, entre otros contenidos:

A) La relación de puestos de trabajo únicamente del personal funcionario, junto con las convocatorias de los 
procesos selectivos de provisión, pero no sus resultados.

B) La identificación de los responsables de los órganos administrativos, sin incluir información sobre su perfil 
ni sobre su trayectoria profesionales.

C) El catálogo de los servicios prestados y las cartas de servicios existentes, pero no la información sobre los 
resultados de las evaluaciones de calidad.

D) La relación de puestos ocupados por personal adscrito por adjudicatarios de contratos que realice una 
actividad, servicio u obra con carácter permanente en una dependencia o establecimiento público, junto con su 
dedicación, retribución y tareas.

7. En relación con los límites aplicables al derecho de acceso a la información pública, señale la opción 
correcta:

A) Deben ser proporcionales únicamente a la finalidad de protección y aplicarse con carácter indefinido.

B) Deben atender a criterios generales, sin valorar las circunstancias del caso concreto ni la existencia de 
intereses superiores.

C) Son temporales en todo caso y dejan de aplicarse aunque persistan las razones que justificaron su 
establecimiento.

D) Deben ser proporcionales al objeto y a la finalidad de protección, y se mantienen mientras perduran las 
razones que justifican su aplicación.
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8. La información pública relativa a los convenios de colaboración debe incluir, como mínimo:

A) La relación de los convenios vigentes, con la indicación de las partes que los firman, el objeto y la fecha de 
publicación, sin incluir los derechos y obligaciones que generen.

B) La relación de los convenios vigentes y extinguidos, con la indicación de las partes que los firman, el objeto y 
el período de vigencia, sin referencia a sus modificaciones.

C) La relación de los convenios vigentes, con la indicación de la fecha, las partes que los firman, el objeto, los 
derechos y las obligaciones que generen y el período de vigencia.

D) La relación de los convenios vigentes, con la indicación de la fecha, las partes que los firman, el objeto y el 
período de vigencia, sin incluir la información sobre su cumplimiento y ejecución.

9. En relación con las limitaciones legales al derecho de acceso a la información pública, señale la opción 
correcta:

A) Deben aplicarse de forma extensiva cuando existan circunstancias que aconsejen restringir el acceso y 
pueden ampliarse por analogía.

B) La Administración dispone de potestad discrecional para aplicarlas, sin necesidad de indicar en cada caso los 
motivos que lo justifican.

C) Deben interpretarse restrictivamente en beneficio del derecho de acceso y no pueden ampliarse por analogía.

D) Pueden aplicarse sin atender a los principios de igualdad y de interdicción de la arbitrariedad cuando exista 
una causa legal.

10. Para ponderar razonadamente el interés público en la divulgación y los derechos de las personas 
afectadas cuando la información pública contiene datos personales no incluidos en la categoría de datos 
especialmente protegidos, debe tenerse en cuenta:

A) La condición funcionarial o laboral de las personas cuyos datos aparecen en la información.

B) La finalidad del acceso, especialmente si es histórica, estadística o científica, y las garantías ofrecidas.

C) La existencia de una autorización judicial previa para acceder a la información solicitada.

D) El lugar de residencia de la persona que presenta la solicitud de acceso.

SOLUCIONES 1 A · 2 D · 3 A · 4 B · 5 C · 6 D · 7 D · 8 C · 9 C · 10 B

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 2

Datos de carácter personal y datos especialmente protegidos. El 
consentimiento. El derecho de información. Los derechos de las 

personas interesadas. Tipos de infracciones y su prescripción. Ley de 
la Autoridad Catalana de Protección de Datos: definición y funciones.

Reglamento (UE) 2016/679 (RGPD)

RGPD · CELEX-32016R0679 · arts. 4 a 23 — 20 incluidos

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 4. Definiciones.
A efectos del presente Reglamento se entenderá por:
1) «datos personales»: toda información sobre una persona física identificada o identificable («el interesado»);
se considerará persona física identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o
indirectamente, en particular mediante un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de
identificación, datos de localización, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad
física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona;
2) «tratamiento»: cualquier operación o conjunto de operaciones realizadas sobre datos personales o
conjuntos de datos personales, ya sea por procedimientos automatizados o no, como la recogida, registro,
organización, estructuración, conservación, adaptación o modificación, extracción, consulta, utilización,
comunicación por transmisión, difusión o cualquier otra forma de habilitación de acceso, cotejo o
interconexión, limitación, supresión o destrucción;
3) «limitación del tratamiento»: el marcado de los datos de carácter personal conservados con el fin de limitar
su tratamiento en el futuro;
4) «elaboración de perfiles»: toda forma de tratamiento automatizado de datos personales consistente en
utilizar datos personales para evaluar determinados aspectos personales de una persona física, en particular
para analizar o predecir aspectos relativos al rendimiento profesional, situación económica, salud,
preferencias personales, intereses, fiabilidad, comportamiento, ubicación o movimientos de dicha persona
física;
5) «seudonimización»: el tratamiento de datos personales de manera tal que ya no puedan atribuirse a un
interesado sin utilizar información adicional, siempre que dicha información adicional figure por separado y
esté sujeta a medidas técnicas y organizativas destinadas a garantizar que los datos personales no se atribuyan
a una persona física identificada o identificable;
6) «fichero»: todo conjunto estructurado de datos personales, accesibles con arreglo a criterios determinados,
ya sea centralizado, descentralizado o repartido de forma funcional o geográfica;
7) «responsable del tratamiento» o «responsable»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u
otro organismo que, solo o junto con otros, determine los fines y medios del tratamiento; si el Derecho de la
Unión o de los Estados miembros determina los fines y medios del tratamiento, el responsable del tratamiento
o los criterios específicos para su nombramiento podrá establecerlos el Derecho de la Unión o de los Estados
miembros;
8) «encargado del tratamiento» o «encargado»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro
organismo que trate datos personales por cuenta del responsable del tratamiento;
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9) «destinatario»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro organismo al que se
comuniquen datos personales, se trate o no de un tercero. No obstante, no se considerarán destinatarios las
autoridades públicas que puedan recibir datos personales en el marco de una investigación concreta de
conformidad con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros; el tratamiento de tales datos por dichas
autoridades públicas será conforme con las normas en materia de protección de datos aplicables a los fines del
tratamiento;
10) «tercero»: persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u organismo distinto del interesado, del
responsable del tratamiento, del encargado del tratamiento y de las personas autorizadas para tratar los datos
personales bajo la autoridad directa del responsable o del encargado;
11) «consentimiento del interesado»: toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca
por la que el interesado acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento
de datos personales que le conciernen;
12) «violación de la seguridad de los datos personales»: toda violación de la seguridad que ocasione la
destrucción, pérdida o alteración accidental o ilícita de datos personales transmitidos, conservados o tratados
de otra forma, o la comunicación o acceso no autorizados a dichos datos;
13) «datos genéticos»: datos personales relativos a las características genéticas heredadas o adquiridas de una
persona física que proporcionen una información única sobre la fisiología o la salud de esa persona, obtenidos
en particular del análisis de una muestra biológica de tal persona;
14) «datos biométricos»: datos personales obtenidos a partir de un tratamiento técnico específico, relativos a
las características físicas, fisiológicas o conductuales de una persona física que permitan o confirmen la
identificación única de dicha persona, como imágenes faciales o datos dactiloscópicos;
15) «datos relativos a la salud»: datos personales relativos a la salud física o mental de una persona física,
incluida la prestación de servicios de atención sanitaria, que revelen información sobre su estado de salud;
16) «establecimiento principal»:
a) en lo que se refiere a un responsable del tratamiento con establecimientos en más de un Estado miembro, el
lugar de su administración central en la Unión, salvo que las decisiones sobre los fines y los medios del
tratamiento se tomen en otro establecimiento del responsable en la Unión y este último establecimiento tenga
el poder de hacer aplicar tales decisiones, en cuyo caso el establecimiento que haya adoptado tales decisiones
se considerará establecimiento principal;
b) en lo que se refiere a un encargado del tratamiento con establecimientos en más de un Estado miembro, el
lugar de su administración central en la Unión o, si careciera de esta, el establecimiento del encargado en la
Unión en el que se realicen las principales actividades de tratamiento en el contexto de las actividades de un
establecimiento del encargado en la medida en que el encargado esté sujeto a obligaciones específicas con
arreglo al presente Reglamento;
17) «representante»: persona física o jurídica establecida en la Unión que, habiendo sido designada por escrito
por el responsable o el encargado del tratamiento con arreglo al artículo 27, represente al responsable o al
encargado en lo que respecta a sus respectivas obligaciones en virtud del presente Reglamento;
18) «empresa»: persona física o jurídica dedicada a una actividad económica, independientemente de su
forma jurídica, incluidas las sociedades o asociaciones que desempeñen regularmente una actividad
económica;
19) «grupo empresarial»: grupo constituido por una empresa que ejerce el control y sus empresas controladas;
20) «normas corporativas vinculantes»: las políticas de protección de datos personales asumidas por un
responsable o encargado del tratamiento establecido en el territorio de un Estado miembro para
transferencias o un conjunto de transferencias de datos personales a un responsable o encargado en uno o
más países terceros, dentro de un grupo empresarial o una unión de empresas dedicadas a una actividad
económica conjunta;
21) «autoridad de control»: la autoridad pública independiente establecida por un Estado miembro con arreglo
a lo dispuesto en el artículo 51;
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22) «autoridad de control interesada»: la autoridad de control a la que afecta el tratamiento de datos personales
debido a que: a) el responsable o el encargado del tratamiento está establecido en el territorio del Estado
miembro de esa autoridad de control; b) los interesados que residen en el Estado miembro de esa autoridad de
control se ven sustancialmente afectados o es probable que se vean sustancialmente afectados por el
tratamiento, o c) se ha presentado una reclamación ante esa autoridad de control;
23) «tratamiento transfronterizo»: a) el tratamiento de datos personales realizado en el contexto de las
actividades de establecimientos en más de un Estado miembro de un responsable o un encargado del
tratamiento en la Unión, si el responsable o el encargado está establecido en más de un Estado miembro, o b)
el tratamiento de datos personales realizado en el contexto de las actividades de un único establecimiento de
un responsable o un encargado del tratamiento en la Unión, pero que afecta sustancialmente o es probable
que afecte sustancialmente a interesados en más de un Estado miembro;
24) «objeción pertinente y motivada»: la objeción a una propuesta de decisión sobre la existencia o no de
infracción del presente Reglamento, o sobre la conformidad con el presente Reglamento de acciones previstas
en relación con el responsable o el encargado del tratamiento, que demuestre claramente la importancia de
los riesgos que entraña el proyecto de decisión para los derechos y libertades fundamentales de los
interesados y, en su caso, para la libre circulación de datos personales dentro de la Unión;
25) «servicio de la sociedad de la información»: todo servicio conforme a la definición del artículo 1, apartado
1, letra b), de la Directiva (UE) 2015/1535 del Parlamento Europeo y del Consejo (19);
26) «organización internacional»: una organización internacional y sus entes subordinados de Derecho
internacional público o cualquier otro organismo creado mediante un acuerdo entre dos o más países o en
virtud de tal acuerdo.

CAPÍTULO II Principios

Artículo 5. Principios relativos al tratamiento.
1. Los datos personales serán:

a) tratados de manera lícita, leal y transparente en relación con el interesado («licitud, lealtad y
transparencia»);
b) recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no serán tratados ulteriormente de manera
incompatible con dichos fines; de acuerdo con el artículo 89, apartado 1, el tratamiento ulterior de los datos
personales con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica e histórica o fines
estadísticos no se considerará incompatible con los fines iniciales («limitación de la finalidad»);
c) adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines para los que son tratados
(«minimización de datos»);
d) exactos y, si fuera necesario, actualizados; se adoptarán todas las medidas razonables para que se
supriman o rectifiquen sin dilación los datos personales que sean inexactos con respecto a los fines para los
que se tratan («exactitud»);
e) mantenidos de forma que se permita la identificación de los interesados durante no más tiempo del
necesario para los fines del tratamiento de los datos personales; los datos personales podrán conservarse
durante períodos más largos siempre que se traten exclusivamente con fines de archivo en interés público,
fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado
1, sin perjuicio de la aplicación de las medidas técnicas y organizativas apropiadas que impone el presente
Reglamento a fin de proteger los derechos y libertades del interesado («limitación del plazo de
conservación»);
f) tratados de tal manera que se garantice una seguridad adecuada de los datos personales, incluida la
protección contra el tratamiento no autorizado o ilícito y contra su pérdida, destrucción o daño accidental,
mediante la aplicación de medidas técnicas u organizativas apropiadas («integridad y confidencialidad»).

2. El responsable del tratamiento será responsable del cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 1 y capaz
de demostrarlo («responsabilidad proactiva»).
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Artículo 6. Licitud del tratamiento.
1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes condiciones:

a) el interesado dio su consentimiento para el tratamiento de sus datos personales para uno o varios fines
específicos;
b) el tratamiento es necesario para la ejecución de un contrato en el que el interesado es parte o para la
aplicación a petición de este de medidas precontractuales;
c) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al responsable del
tratamiento;
d) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física;
e) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el
ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento;
f) el tratamiento es necesario para la satisfacción de intereses legítimos perseguidos por el responsable del
tratamiento o por un tercero, siempre que sobre dichos intereses no prevalezcan los intereses o los
derechos y libertades fundamentales del interesado que requieran la protección de datos personales, en
particular cuando el interesado sea un niño. Lo dispuesto en la letra f) del párrafo primero no será de
aplicación al tratamiento realizado por las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones.

2. Los Estados miembros podrán mantener o introducir disposiciones más específicas a fin de adaptar la
aplicación de las normas del presente Reglamento con respecto al tratamiento en cumplimiento del apartado
1, letras c) y e), fijando de manera más precisa requisitos específicos de tratamiento y otras medidas que
garanticen un tratamiento lícito y equitativo, con inclusión de otras situaciones específicas de tratamiento a
tenor del capítulo IX.
3. La base del tratamiento indicado en el apartado 1, letras c) y e), deberá ser establecida por:

a) el Derecho de la Unión, o b) el Derecho de los Estados miembros que se aplique al responsable del
tratamiento. La finalidad del tratamiento deberá quedar determinada en dicha base jurídica o, en lo relativo
al tratamiento a que se refiere el apartado 1, letra e), será necesaria para el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento.
Dicha base jurídica podrá contener disposiciones específicas para adaptar la aplicación de normas del
presente Reglamento, entre otras: las condiciones generales que rigen la licitud del tratamiento por parte
del responsable; los tipos de datos objeto de tratamiento; los interesados afectados; las entidades a las que
se pueden comunicar datos personales y los fines de tal comunicación; la limitación de la finalidad; los
plazos de conservación de los datos, así como las operaciones y los procedimientos del tratamiento,
incluidas las medidas para garantizar un tratamiento lícito y equitativo, como las relativas a otras
situaciones específicas de tratamiento a tenor del capítulo IX. El Derecho de la Unión o de los Estados
miembros cumplirá un objetivo de interés público y será proporcional al fin legítimo perseguido.

4. Cuando el tratamiento para otro fin distinto de aquel para el que se recogieron los datos personales no esté
basado en el consentimiento del interesado o en el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que
constituya una medida necesaria y proporcional en una sociedad democrática para salvaguardar los objetivos
indicados en el artículo 23, apartado 1, el responsable del tratamiento, con objeto de determinar si el
tratamiento con otro fin es compatible con el fin para el cual se recogieron inicialmente los datos personales,
tendrá en cuenta, entre otras cosas:

a) cualquier relación entre los fines para los cuales se hayan recogido los datos personales y los fines del
tratamiento ulterior previsto;
b) el contexto en que se hayan recogido los datos personales, en particular por lo que respecta a la relación
entre los interesados y el responsable del tratamiento;
c) la naturaleza de los datos personales, en concreto cuando se traten categorías especiales de datos
personales, de conformidad con el artículo 9, o datos personales relativos a condenas e infracciones
penales, de conformidad con el artículo 10;
d) las posibles consecuencias para los interesados del tratamiento ulterior previsto;
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e) la existencia de garantías adecuadas, que podrán incluir el cifrado o la seudonimización.

Artículo 7. Condiciones para el consentimiento.
1. Cuando el tratamiento se base en el consentimiento del interesado, el responsable deberá ser capaz de
demostrar que aquel consintió el tratamiento de sus datos personales.
2. Si el consentimiento del interesado se da en el contexto de una declaración escrita que también se refiera a
otros asuntos, la solicitud de consentimiento se presentará de tal forma que se distinga claramente de los
demás asuntos, de forma inteligible y de fácil acceso y utilizando un lenguaje claro y sencillo. No será
vinculante ninguna parte de la declaración que constituya infracción del presente Reglamento.
3. El interesado tendrá derecho a retirar su consentimiento en cualquier momento. La retirada del
consentimiento no afectará a la licitud del tratamiento basada en el consentimiento previo a su retirada. Antes
de dar su consentimiento, el interesado será informado de ello. Será tan fácil retirar el consentimiento como
darlo.
4. Al evaluar si el consentimiento se ha dado libremente, se tendrá en cuenta en la mayor medida posible el
hecho de si, entre otras cosas, la ejecución de un contrato, incluida la prestación de un servicio, se supedita al
consentimiento al tratamiento de datos personales que no son necesarios para la ejecución de dicho contrato.

Artículo 8. Condiciones aplicables al consentimiento del niño en relación con los servicios de la sociedad 
de la información.
1. Cuando se aplique el artículo 6, apartado 1, letra a), en relación con la oferta directa a niños de servicios de
la sociedad de la información, el tratamiento de los datos personales de un niño se considerará lícito cuando
tenga como mínimo 16 años. Si el niño es menor de 16 años, tal tratamiento únicamente se considerará lícito
si el consentimiento lo dio o autorizó el titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, y solo en la medida
en que se dio o autorizó. Los Estados miembros podrán establecer por ley una edad inferior a tales fines,
siempre que esta no sea inferior a 13 años.
2. El responsable del tratamiento hará esfuerzos razonables para verificar en tales casos que el consentimiento
fue dado o autorizado por el titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, teniendo en cuenta la tecnología
disponible.
3. El apartado 1 no afectará a las disposiciones generales del Derecho contractual de los Estados miembros,
como las normas relativas a la validez, formación o efectos de los contratos en relación con un niño.

Artículo 9. Tratamiento de categorías especiales de datos personales.
1. Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o racial, las opiniones
políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación sindical, y el tratamiento de datos genéticos,
datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona física, datos relativos a la salud o
datos relativos a la vida sexual o las orientación sexuales de una persona física.
2. El apartado 1 no será de aplicación cuando concurra una de las circunstancias siguientes:

a) el interesado dio su consentimiento explícito para el tratamiento de dichos datos personales con uno o
más de los fines especificados, excepto cuando el Derecho de la Unión o de los Estados miembros
establezca que la prohibición mencionada en el apartado 1 no puede ser levantada por el interesado;
b) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de derechos específicos
del responsable del tratamiento o del interesado en el ámbito del Derecho laboral y de la seguridad y
protección social, en la medida en que así lo autorice el Derecho de la Unión de los Estados miembros o un
convenio colectivo con arreglo al Derecho de los Estados miembros que establezca garantías adecuadas del
respeto de los derechos fundamentales y de los intereses del interesado;
c) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física, en el
supuesto de que el interesado no esté capacitado, física o jurídicamente, para dar su consentimiento;
d) el tratamiento es efectuado, en el ámbito de sus actividades legítimas y con las debidas garantías, por
una fundación, una asociación o cualquier otro organismo sin ánimo de lucro, cuya finalidad sea política,
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filosófica, religiosa o sindical, siempre que el tratamiento se refiera exclusivamente a los miembros
actuales o antiguos de tales organismos o a personas que mantengan contactos regulares con ellos en
relación con sus fines y siempre que los datos personales no se comuniquen fuera de ellos sin el
consentimiento de los interesados;
e) el tratamiento se refiere a datos personales que el interesado ha hecho manifiestamente públicos;
f) el tratamiento es necesario para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones o cuando los
tribunales actúen en ejercicio de su función judicial;
g) el tratamiento es necesario por razones de un interés público esencial, sobre la base del Derecho de la
Unión o de los Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en lo esencial
el derecho a la protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para proteger los intereses
y derechos fundamentales del interesado;
h) el tratamiento es necesario para fines de medicina preventiva o laboral, evaluación de la capacidad
laboral del trabajador, diagnóstico médico, prestación de asistencia o tratamiento de tipo sanitario o social,
o gestión de los sistemas y servicios de asistencia sanitaria y social, sobre la base del Derecho de la Unión o
de los Estados miembros o en virtud de un contrato con un profesional sanitario y sin perjuicio de las
condiciones y garantías contempladas en el apartado 3;
i) el tratamiento es necesario por razones de interés público en el ámbito de la salud pública, como la
protección frente a amenazas transfronterizas graves para la salud, o para garantizar elevados niveles de
calidad y de seguridad de la asistencia sanitaria y de los medicamentos o productos sanitarios, sobre la base
del Derecho de la Unión o de los Estados miembros que establezca medidas adecuadas y específicas para
proteger los derechos y libertades del interesado, en particular el secreto profesional, j) el tratamiento es
necesario con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o histórica o fines
estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado 1, sobre la base del Derecho de la Unión o de los
Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en lo esencial el derecho a la
protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para proteger los intereses y derechos
fundamentales del interesado.

3. Los datos personales a que se refiere el apartado 1 podrán tratarse a los fines citados en el apartado 2, letra
h), cuando su tratamiento sea realizado por un profesional sujeto a la obligación de secreto profesional, o bajo
su responsabilidad, de acuerdo con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros o con las normas
establecidas por los organismos nacionales competentes, o por cualquier otra persona sujeta también a la
obligación de secreto de acuerdo con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros o de las normas
establecidas por los organismos nacionales competentes.
4. Los Estados miembros podrán mantener o introducir condiciones adicionales, inclusive limitaciones, con
respecto al tratamiento de datos genéticos, datos biométricos o datos relativos a la salud.

Artículo 10. Tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales.
El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales o medidas de seguridad
conexas sobre la base del artículo 6, apartado 1, sólo podrá llevarse a cabo bajo la supervisión de las
autoridades públicas o cuando lo autorice el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que establezca
garantías adecuadas para los derechos y libertades de los interesados. Solo podrá llevarse un registro completo
de condenas penales bajo el control de las autoridades públicas.

Artículo 11. Tratamiento que no requiere identificación.
1. Si los fines para los cuales un responsable trata datos personales no requieren o ya no requieren la
identificación de un interesado por el responsable, este no estará obligado a mantener, obtener o tratar
información adicional con vistas a identificar al interesado con la única finalidad de cumplir el presente
Reglamento.
2. Cuando, en los casos a que se refiere el apartado 1 del presente artículo, el responsable sea capaz de
demostrar que no está en condiciones de identificar al interesado, le informará en consecuencia, de ser
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posible. En tales casos no se aplicarán los artículos 15 a 20, excepto cuando el interesado, a efectos del
ejercicio de sus derechos en virtud de dichos artículos, facilite información adicional que permita su
identificación.

CAPÍTULO III Derechos del interesado

Sección 1 Transparencia y modalidades

Artículo 12. Transparencia de la información, comunicación y modalidades de ejercicio de los derechos 
del interesado.
1. El responsable del tratamiento tomará las medidas oportunas para facilitar al interesado toda información
indicada en los artículos 13 y 14, así como cualquier comunicación con arreglo a los artículos 15 a 22 y 34
relativa al tratamiento, en forma concisa, transparente, inteligible y de fácil acceso, con un lenguaje claro y
sencillo, en particular cualquier información dirigida específicamente a un niño. La información será
facilitada por escrito o por otros medios, inclusive, si procede, por medios electrónicos. Cuando lo solicite el
interesado, la información podrá facilitarse verbalmente siempre que se demuestre la identidad del interesado
por otros medios.
2. El responsable del tratamiento facilitará al interesado el ejercicio de sus derechos en virtud de los artículos
15 a 22. En los casos a que se refiere el artículo 11, apartado 2, el responsable no se negará a actuar a petición
del interesado con el fin de ejercer sus derechos en virtud de los artículos 15 a 22, salvo que pueda demostrar
que no está en condiciones de identificar al interesado.
3. El responsable del tratamiento facilitará al interesado información relativa a sus actuaciones sobre la base
de una solicitud con arreglo a los artículos 15 a 22, y, en cualquier caso, en el plazo de un mes a partir de la
recepción de la solicitud. Dicho plazo podrá prorrogarse otros dos meses en caso necesario, teniendo en
cuenta la complejidad y el número de solicitudes. El responsable informará al interesado de cualquiera de
dichas prórrogas en el plazo de un mes a partir de la recepción de la solicitud, indicando los motivos de la
dilación. Cuando el interesado presente la solicitud por medios electrónicos, la información se facilitará por
medios electrónicos cuando sea posible, a menos que el interesado solicite que se facilite de otro modo.
4. Si el responsable del tratamiento no da curso a la solicitud del interesado, le informará sin dilación, y a más
tardar transcurrido un mes de la recepción de la solicitud, de las razones de su no actuación y de la posibilidad
de presentar una reclamación ante una autoridad de control y de ejercitar acciones judiciales.
5. La información facilitada en virtud de los artículos 13 y 14 así como toda comunicación y cualquier
actuación realizada en virtud de los artículos 15 a 22 y 34 serán a título gratuito. Cuando las solicitudes sean
manifiestamente infundadas o excesivas, especialmente debido a su carácter repetitivo, el responsable del
tratamiento podrá:

a) cobrar un canon razonable en función de los costes administrativos afrontados para facilitar la
información o la comunicación o realizar la actuación solicitada, o b) negarse a actuar respecto de la
solicitud. El responsable del tratamiento soportará la carga de demostrar el carácter manifiestamente
infundado o excesivo de la solicitud.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, cuando el responsable del tratamiento tenga dudas razonables
en relación con la identidad de la persona física que cursa la solicitud a que se refieren los artículos 15 a 21,
podrá solicitar que se facilite la información adicional necesaria para confirmar la identidad del interesado.
7. La información que deberá facilitarse a los interesados en virtud de los artículos 13 y 14 podrá transmitirse
en combinación con iconos normalizados que permitan proporcionar de forma fácilmente visible, inteligible y
claramente legible una adecuada visión de conjunto del tratamiento previsto. Los iconos que se presenten en
formato electrónico serán legibles mecánicamente.
8. La Comisión estará facultada para adoptar actos delegados de conformidad con el artículo 92 a fin de
especificar la información que se ha de presentar a través de iconos y los procedimientos para proporcionar
iconos normalizados.
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Sección 2 Información y acceso a los datos personales

Artículo 13. Información que deberá facilitarse cuando los datos personales se obtengan del interesado.
1. Cuando se obtengan de un interesado datos personales relativos a él, el responsable del tratamiento, en el
momento en que estos se obtengan, le facilitará toda la información indicada a continuación:

a) la identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, de su representante;
b) los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso;
c) los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales y la base jurídica del tratamiento;
d) cuando el tratamiento se base en el artículo 6, apartado 1, letra f), los intereses legítimos del responsable
o de un tercero;
e) los destinatarios o las categorías de destinatarios de los datos personales, en su caso;
f) en su caso, la intención del responsable de transferir datos personales a un tercer país u organización
internacional y la existencia o ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión, o, en el caso de las
transferencias indicadas en los artículos 46 o 47 o el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo, referencia a
las garantías adecuadas o apropiadas y a los medios para obtener una copia de estas o al hecho de que se
hayan prestado.

2. Además de la información mencionada en el apartado 1, el responsable del tratamiento facilitará al
interesado, en el momento en que se obtengan los datos personales, la siguiente información necesaria para
garantizar un tratamiento de datos leal y transparente:

a) el plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando no sea posible, los criterios
utilizados para determinar este plazo;
b) la existencia del derecho a solicitar al responsable del tratamiento el acceso a los datos personales
relativos al interesado, y su rectificación o supresión, o la limitación de su tratamiento, o a oponerse al
tratamiento, así como el derecho a la portabilidad de los datos;
c) cuando el tratamiento esté basado en el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a),
la existencia del derecho a retirar el consentimiento en cualquier momento, sin que ello afecte a la licitud
del tratamiento basado en el consentimiento previo a su retirada;
d) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control;
e) si la comunicación de datos personales es un requisito legal o contractual, o un requisito necesario para
suscribir un contrato, y si el interesado está obligado a facilitar los datos personales y está informado de las
posibles consecuencias de que no facilitar tales datos;
f) la existencia de decisiones automatizas, incluida la elaboración de perfiles, a que se refiere el artículo 22,
apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el interesado.

3. Cuando el responsable del tratamiento proyecte el tratamiento ulterior de datos personales para un fin que
no sea aquel para el que se recogieron, proporcionará al interesado, con anterioridad a dicho tratamiento
ulterior, información sobre ese otro fin y cualquier información adicional pertinente a tenor del apartado 2.
4. Las disposiciones de los apartados 1, 2 y 3 no serán aplicables cuando y en la medida en que el interesado ya
disponga de la información.

Artículo 14. Información que deberá facilitarse cuando los datos personales no se hayan obtenido del 
interesado.
1. Cuando los datos personales no se hayan obtenidos del interesado, el responsable del tratamiento le
facilitará la siguiente información:

a) la identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, de su representante;
b) los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso;
c) los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales, así como la base jurídica del tratamiento;
d) las categorías de datos personales de que se trate;
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e) los destinatarios o las categorías de destinatarios de los datos personales, en su caso;
f) en su caso, la intención del responsable de transferir datos personales a un destinatario en un tercer país
u organización internacional y la existencia o ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión, o, en
el caso de las transferencias indicadas en los artículos 46 o 47 o el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo,
referencia a las garantías adecuadas o apropiadas y a los medios para obtener una copia de ellas o al hecho
de que se hayan prestado.

2. Además de la información mencionada en el apartado 1, el responsable del tratamiento facilitará al
interesado la siguiente información necesaria para garantizar un tratamiento de datos leal y transparente
respecto del interesado:

a) el plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando eso no sea posible, los criterios
utilizados para determinar este plazo;
b) cuando el tratamiento se base en el artículo 6, apartado 1, letra f), los intereses legítimos del responsable
del tratamiento o de un tercero;
c) la existencia del derecho a solicitar al responsable del tratamiento el acceso a los datos personales
relativos al interesado, y su rectificación o supresión, o la limitación de su tratamiento, y a oponerse al
tratamiento, así como el derecho a la portabilidad de los datos;
d) cuando el tratamiento esté basado en el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a),
la existencia del derecho a retirar el consentimiento en cualquier momento, sin que ello afecte a la licitud
del tratamiento basada en el consentimiento antes de su retirada;
e) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control;
f) la fuente de la que proceden los datos personales y, en su caso, si proceden de fuentes de acceso público;
g) la existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración de perfiles, a que se refiere el artículo
22, apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el interesado.

3. El responsable del tratamiento facilitará la información indicada en los apartados 1 y 2:
a) dentro de un plazo razonable, una vez obtenidos los datos personales, y a más tardar dentro de un mes,
habida cuenta de las circunstancias específicas en las que se traten dichos datos;
b) si los datos personales han de utilizarse para comunicación con el interesado, a más tardar en el
momento de la primera comunicación a dicho interesado, o c) si está previsto comunicarlos a otro
destinatario, a más tardar en el momento en que los datos personales sean comunicados por primera vez.

4. Cuando el responsable del tratamiento proyecte el tratamiento ulterior de los datos personales para un fin
que no sea aquel para el que se obtuvieron, proporcionará al interesado, antes de dicho tratamiento ulterior,
información sobre ese otro fin y cualquier otra información pertinente indicada en el apartado 2.
5. Las disposiciones de los apartados 1 a 4 no serán aplicables cuando y en la medida en que:

a) el interesado ya disponga de la información;
b) la comunicación de dicha información resulte imposible o suponga un esfuerzo desproporcionado, en
particular para el tratamiento con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o
histórica o fines estadísticos, a reserva de las condiciones y garantías indicadas en el artículo 89, apartado
1, o en la medida en que la obligación mencionada en el apartado 1 del presente artículo pueda
imposibilitar u obstaculizar gravemente el logro de los objetivos de tal tratamiento. En tales casos, el
responsable adoptará medidas adecuadas para proteger los derechos, libertades e intereses legítimos del
interesado, inclusive haciendo pública la información;
c) la obtención o la comunicación esté expresamente establecida por el Derecho de la Unión o de los
Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento y que establezca medidas adecuadas para
proteger los intereses legítimos del interesado, o d) cuando los datos personales deban seguir teniendo
carácter confidencial sobre la base de una obligación de secreto profesional regulada por el Derecho de la
Unión o de los Estados miembros, incluida una obligación de secreto de naturaleza estatutaria.
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Artículo 15. Derecho de acceso del interesado.
1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento confirmación de si se están tratando
o no datos personales que le conciernen y, en tal caso, derecho de acceso a los datos personales y a la siguiente
información:

a) los fines del tratamiento;
b) las categorías de datos personales de que se trate;
c) los destinatarios o las categorías de destinatarios a los que se comunicaron o serán comunicados los
datos personales, en particular destinatarios en terceros u organizaciones internacionales;
d) de ser posible, el plazo previsto de conservación de los datos personales o, de no ser posible, los criterios
utilizados para determinar este plazo;
e) la existencia del derecho a solicitar del responsable la rectificación o supresión de datos personales o la
limitación del tratamiento de datos personales relativos al interesado, o a oponerse a dicho tratamiento;
f) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control;
g) cuando los datos personales no se hayan obtenido del interesado, cualquier información disponible
sobre su origen;
h) la existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración de perfiles, a que se refiere el artículo
22, apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el interesado.

2. Cuando se transfieran datos personales a un tercer país o a una organización internacional, el interesado
tendrá derecho a ser informado de las garantías adecuadas en virtud del artículo 46 relativas a la transferencia.
3. El responsable del tratamiento facilitará una copia de los datos personales objeto de tratamiento. El
responsable podrá percibir por cualquier otra copia solicitada por el interesado un canon razonable basado en
los costes administrativos. Cuando el interesado presente la solicitud por medios electrónicos, y a menos que
este solicite que se facilite de otro modo, la información se facilitará en un formato electrónico de uso común.
4. El derecho a obtener copia mencionado en el apartado 3 no afectará negativamente a los derechos y
libertades de otros.

Sección 3 Rectificación y supresión

Artículo 16. Derecho de rectificación.
El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del responsable del tratamiento la rectificación
de los datos personales inexactos que le conciernan. Teniendo en cuenta los fines del tratamiento, el
interesado tendrá derecho a que se completen los datos personales que sean incompletos, inclusive mediante
una declaración adicional.

Artículo 17. Derecho de supresión («el derecho al olvido»).
»).
1. El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del responsable del tratamiento la supresión de
los datos personales que le conciernan, el cual estará obligado a suprimir sin dilación indebida los datos
personales cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a) los datos personales ya no sean necesarios en relación con los fines para los que fueron recogidos o
tratados de otro modo;
b) el interesado retire el consentimiento en que se basa el tratamiento de conformidad con el artículo 6,
apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a), y este no se base en otro fundamento jurídico;
c) el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21, apartado 1, y no prevalezcan otros
motivos legítimos para el tratamiento, o el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21,
apartado 2;
d) los datos personales hayan sido tratados ilícitamente;
e) los datos personales deban suprimirse para el cumplimiento de una obligación legal establecida en el
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Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento;
f) los datos personales se hayan obtenido en relación con la oferta de servicios de la sociedad de la
información mencionados en el artículo 8, apartado 1.

2. Cuando haya hecho públicos los datos personales y esté obligado, en virtud de lo dispuesto en el apartado 1,
a suprimir dichos datos, el responsable del tratamiento, teniendo en cuenta la tecnología disponible y el coste
de su aplicación, adoptará medidas razonables, incluidas medidas técnicas, con miras a informar a los
responsables que estén tratando los datos personales de la solicitud del interesado de supresión de cualquier
enlace a esos datos personales, o cualquier copia o réplica de los mismos.
3. Los apartados 1 y 2 no se aplicarán cuando el tratamiento sea necesario:

a) para ejercer el derecho a la libertad de expresión e información;
b) para el cumplimiento de una obligación legal que requiera el tratamiento de datos impuesta por el
Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento, o para el
cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al
responsable;
c) por razones de interés público en el ámbito de la salud pública de conformidad con el artículo 9,
apartado 2, letras h) e i), y apartado 3;
d) con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos,
de conformidad con el artículo 89, apartado 1, en la medida en que el derecho indicado en el apartado 1
pudiera hacer imposible u obstaculizar gravemente el logro de los objetivos de dicho tratamiento, o e) para
la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones.

Artículo 18. Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento la limitación del tratamiento de los
datos cuando se cumpla alguna de las condiciones siguientes:

a) el interesado impugne la exactitud de los datos personales, durante un plazo que permita al responsable
verificar la exactitud de los mismos;
b) el tratamiento sea ilícito y el interesado se oponga a la supresión de los datos personales y solicite en su
lugar la limitación de su uso;
c) el responsable ya no necesite los datos personales para los fines del tratamiento, pero el interesado los
necesite para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones;
d) el interesado se haya opuesto al tratamiento en virtud del artículo 21, apartado 1, mientras se verifica si
los motivos legítimos del responsable prevalecen sobre los del interesado.

2. Cuando el tratamiento de datos personales se haya limitado en virtud del apartado 1, dichos datos solo
podrán ser objeto de tratamiento, con excepción de su conservación, con el consentimiento del interesado o
para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones, o con miras a la protección de los derechos de
otra persona física o jurídica o por razones de interés público importante de la Unión o de un determinado
Estado miembro.
3. Todo interesado que haya obtenido la limitación del tratamiento con arreglo al apartado 1 será informado
por el responsable antes del levantamiento de dicha limitación.

Artículo 19. Obligación de notificación relativa a la rectificación o supresión de datos personales o la 
limitación del tratamiento.
El responsable del tratamiento comunicará cualquier rectificación o supresión de datos personales o
limitación del tratamiento efectuada con arreglo al artículo 16, al artículo 17, apartado 1, y al artículo 18 a cada
uno de los destinatarios a los que se hayan comunicado los datos personales, salvo que sea imposible o exija
un esfuerzo desproporcionado. El responsable informará al interesado acerca de dichos destinatarios, si este
así lo solicita.

Artículo 20. Derecho a la portabilidad de los datos.
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1. El interesado tendrá derecho a recibir los datos personales que le incumban, que haya facilitado a un
responsable del tratamiento, en un formato estructurado, de uso común y lectura mecánica, y a transmitirlos a
otro responsable del tratamiento sin que lo impida el responsable al que se los hubiera facilitado, cuando:

a) el tratamiento esté basado en el consentimiento con arreglo al artículo 6, apartado 1, letra a), o el
artículo 9, apartado 2, letra a), o en un contrato con arreglo al artículo 6, apartado 1, letra b), y b) el
tratamiento se efectúe por medios automatizados.

2. Al ejercer su derecho a la portabilidad de los datos de acuerdo con el apartado 1, el interesado tendrá
derecho a que los datos personales se transmitan directamente de responsable a responsable cuando sea
técnicamente posible.
3. El ejercicio del derecho mencionado en el apartado 1 del presente artículo se entenderá sin perjuicio del
artículo 17. Tal derecho no se aplicará al tratamiento que sea necesario para el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento.
4. El derecho mencionado en el apartado 1 no afectará negativamente a los derechos y libertades de otros.

Sección 4 Derecho de oposición y decisiones individuales automatizadas

Artículo 21. Derecho de oposición.
1. El interesado tendrá derecho a oponerse en cualquier momento, por motivos relacionados con su situación
particular, a que datos personales que le conciernan sean objeto de un tratamiento basado en lo dispuesto en
el artículo 6, apartado 1, letras e) o f), incluida la elaboración de perfiles sobre la base de dichas disposiciones.
El responsable del tratamiento dejará de tratar los datos personales, salvo que acredite motivos legítimos
imperiosos para el tratamiento que prevalezcan sobre los intereses, los derechos y las libertades del
interesado, o para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones.
2. Cuando el tratamiento de datos personales tenga por objeto la mercadotecnia directa, el interesado tendrá
derecho a oponerse en todo momento al tratamiento de los datos personales que le conciernan, incluida la
elaboración de perfiles en la medida en que esté relacionada con la citada mercadotecnia.
3. Cuando el interesado se oponga al tratamiento con fines de mercadotecnia directa, los datos personales
dejarán de ser tratados para dichos fines.
4. A más tardar en el momento de la primera comunicación con el interesado, el derecho indicado en los
apartados 1 y 2 será mencionado explícitamente al interesado y será presentado claramente y al margen de
cualquier otra información.
5. En el contexto de la utilización de servicios de la sociedad de la información, y no obstante lo dispuesto en la
Directiva 2002/58/CE, el interesado podrá ejercer su derecho a oponerse por medios automatizados que
apliquen especificaciones técnicas.
6. Cuando los datos personales se traten con fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos de
conformidad con el artículo 89, apartado 1, el interesado tendrá derecho, por motivos relacionados con su
situación particular, a oponerse al tratamiento de datos personales que le conciernan, salvo que sea necesario
para el cumplimiento de una misión realizada por razones de interés público.

Artículo 22. Decisiones individuales automatizadas, incluida la elaboración de perfiles.
1. Todo interesado tendrá derecho a no ser objeto de una decisión basada únicamente en el tratamiento
automatizado, incluida la elaboración de perfiles, que produzca efectos jurídicos en él o le afecte
significativamente de modo similar.
2. El apartado 1 no se aplicará si la decisión:

a) es necesaria para la celebración o la ejecución de un contrato entre el interesado y un responsable del
tratamiento;
b) está autorizada por el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable del
tratamiento y que establezca asimismo medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y
los intereses legítimos del interesado, o c) se basa en el consentimiento explícito del interesado.
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3. En los casos a que se refiere el apartado 2, letras a) y c), el responsable del tratamiento adoptará las medidas
adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos del interesado, como mínimo
el derecho a obtener intervención humana por parte del responsable, a expresar su punto de vista y a
impugnar la decisión.
4. Las decisiones a que se refiere el apartado 2 no se basarán en las categorías especiales de datos personales
contempladas en el artículo 9, apartado 1, salvo que se aplique el artículo 9, apartado 2, letra a) o g), y se hayan
tomado medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos del interesado.

Sección 5 Limitaciones

Artículo 23. Limitaciones.
1. El Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable o el encargado del
tratamiento podrá limitar, a través de medidas legislativas, el alcance de las obligaciones y de los derechos
establecidos en los artículos 12 a 22 y el artículo 34, así como en el artículo 5 en la medida en que sus
disposiciones se correspondan con los derechos y obligaciones contemplados en los artículos 12 a 22, cuando
tal limitación respete en lo esencial los derechos y libertades fundamentales y sea una medida necesaria y
proporcionada en una sociedad democrática para salvaguardar:

a) la seguridad del Estado;
b) la defensa;
c) la seguridad pública;
d) la prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o la ejecución de
sanciones penales, incluida la protección frente a amenazas a la seguridad pública y su prevención;
e) otros objetivos importantes de interés público general de la Unión o de un Estado miembro, en particular
un interés económico o financiero importante de la Unión o de un Estado miembro, inclusive en los
ámbitos fiscal, presupuestario y monetario, la sanidad pública y la seguridad social;
f) la protección de la independencia judicial y de los procedimientos judiciales;
g) la prevención, la investigación, la detección y el enjuiciamiento de infracciones de normas deontológicas
en las profesiones reguladas;
h) una función de supervisión, inspección o reglamentación vinculada, incluso ocasionalmente, con el
ejercicio de la autoridad pública en los casos contemplados en las letras a) a e) y g);
i) la protección del interesado o de los derechos y libertades de otros;
j) la ejecución de demandas civiles.

2. En particular, cualquier medida legislativa indicada en el apartado 1 contendrá como mínimo, en su caso,
disposiciones específicas relativas a:

a) la finalidad del tratamiento o de las categorías de tratamiento;
b) las categorías de datos personales de que se trate;
c) el alcance de las limitaciones establecidas;
d) las garantías para evitar accesos o transferencias ilícitos o abusivos;
e) la determinación del responsable o de categorías de responsables;
f) los plazos de conservación y las garantías aplicables habida cuenta de la naturaleza alcance y objetivos
del tratamiento o las categorías de tratamiento;
g) los riesgos para los derechos y libertades de los interesados, y h) el derecho de los interesados a ser
informados sobre la limitación, salvo si puede ser perjudicial a los fines de esta.
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LO 3/2018 protección de datos

LOPDGDD · BOE-A-2018-16673 · arts. 4 a 18 · arts. 70 a 78 — 24 incluidos

TÍTULO II Principios de protección de datos

Artículo 4. Exactitud de los datos.
1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, si fuere necesario,
actualizados.
2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será imputable al responsable
del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las medidas razonables para que se supriman o
rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los datos personales, con respecto a los fines para los que se tratan,
cuando los datos inexactos:

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado.
b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso de que las normas
aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del tratamiento establecieran la
posibilidad de intervención de un intermediario o mediador que recoja en nombre propio los datos de los
afectados para su transmisión al responsable. El mediador o intermediario asumirá las responsabilidades
que pudieran derivarse en el supuesto de comunicación al responsable de datos que no se correspondan
con los facilitados por el afectado.
c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro responsable en virtud
del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad conforme al artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679 y lo previsto en esta ley orgánica.
d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable.

Artículo 5. Deber de confidencialidad.
1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas que intervengan en
cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al que se refiere el artículo 5.1.f) del
Reglamento (UE) 2016/679.
2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los deberes de secreto
profesional de conformidad con su normativa aplicable.
3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando hubiese finalizado la
relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

Artículo 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se entiende por
consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la
que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos
personales que le conciernen.
2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del afectado para una
pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e inequívoca que dicho consentimiento
se otorga para todas ellas.
3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el tratamiento de los datos
personales para finalidades que no guarden relación con el mantenimiento, desarrollo o control de la relación
contractual.

Artículo 7. Consentimiento de los menores de edad.
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1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su
consentimiento cuando sea mayor de catorce años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia
de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se
recaba el consentimiento para el tratamiento.
2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el consentimiento, solo será lícito si
consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el alcance que determinen los titulares de la patria
potestad o tutela.

Artículo 8. Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos.
1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una obligación
legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679,
cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá
determinar las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las
cesiones que procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá
igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales de
seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.
2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable, en los términos
previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por
una norma con rango de ley.

Artículo 9. Categorías especiales de datos.
1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar situaciones discriminatorias, el
solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la prohibición del tratamiento de datos cuya
finalidad principal sea identificar su ideología, afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u
origen racial o étnico. Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al
amparo de los restantes supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así
proceda.
2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679
fundados en el Derecho español deberán estar amparados en una norma con rango de ley, que podrá
establecer requisitos adicionales relativos a su seguridad y confidencialidad. En particular, dicha norma podrá
amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y
servicios de asistencia sanitaria y social, pública y privada, o la ejecución de un contrato de seguro del que el
afectado sea parte.

Artículo 10. Tratamiento de datos de naturaleza penal.
1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos de los de prevención, investigación, detección
o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a cabo
cuando se encuentre amparado en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras normas
de rango legal.
2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, podrá
realizarse conforme con lo establecido en la regulación del Sistema de registros administrativos de apoyo a la
Administración de Justicia.
3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de datos referidos a condenas
e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas solo serán
posibles cuando sean llevados a cabo por abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la información
facilitada por sus clientes para el ejercicio de sus funciones.
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TÍTULO III Derechos de las personas

CAPÍTULO I Transparencia e información

Artículo 11. Transparencia e información al afectado.
1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del tratamiento podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 13 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando
al afectado la información básica a la que se refiere el apartado siguiente e indicándole una dirección
electrónica u otro medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información.
2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá contener, al menos:

a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso.
b) La finalidad del tratamiento.
c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679.
Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la elaboración de perfiles, la información
básica comprenderá asimismo esta circunstancia. En este caso, el afectado deberá ser informado de su
derecho a oponerse a la adopción de decisiones individuales automatizadas que produzcan efectos
jurídicos sobre él o le afecten significativamente de modo similar, cuando concurra este derecho de
acuerdo con lo previsto en el artículo 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del afectado, el responsable podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 14 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando a
aquel la información básica señalada en el apartado anterior, indicándole una dirección electrónica u otro
medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. En estos supuestos, la
información básica incluirá también:

a) Las categorías de datos objeto de tratamiento.
b) Las fuentes de las que procedieran los datos.

CAPÍTULO II Ejercicio de los derechos

Artículo 12. Disposiciones generales sobre ejercicio de los derechos.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, podrán ejercerse
directamente o por medio de representante legal o voluntario.
2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado sobre los medios a su disposición para
ejercer los derechos que le corresponden. Los medios deberán ser fácilmente accesibles para el afectado. El
ejercicio del derecho no podrá ser denegado por el solo motivo de optar el afectado por otro medio.
3. El encargado podrá tramitar, por cuenta del responsable, las solicitudes de ejercicio formuladas por los
afectados de sus derechos si así se estableciere en el contrato o acto jurídico que les vincule.
4. La prueba del cumplimiento del deber de responder a la solicitud de ejercicio de sus derechos formulado
por el afectado recaerá sobre el responsable.
5. Cuando las leyes aplicables a determinados tratamientos establezcan un régimen especial que afecte al
ejercicio de los derechos previstos en el Capítulo III del Reglamento (UE) 2016/679, se estará a lo dispuesto en
aquellas.
6. En cualquier caso, los titulares de la patria potestad podrán ejercitar en nombre y representación de los
menores de catorce años los derechos de acceso, rectificación, cancelación, oposición o cualesquiera otros
que pudieran corresponderles en el contexto de la presente ley orgánica.
7. Serán gratuitas las actuaciones llevadas a cabo por el responsable del tratamiento para atender las
solicitudes de ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 12.5 y 15.3 del
Reglamento (UE) 2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 13 de esta ley orgánica.

Artículo 13. Derecho de acceso.
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1. El derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 del
Reglamento (UE) 2016/679. Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al afectado y este
ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, el responsable
podrá solicitarle, antes de facilitar la información, que el afectado especifique los datos o actividades de
tratamiento a los que se refiere la solicitud.
2. El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del tratamiento facilitara al afectado un
sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales que garantice, de modo permanente, el
acceso a su totalidad. A tales efectos, la comunicación por el responsable al afectado del modo en que este
podrá acceder a dicho sistema bastará para tener por atendida la solicitud de ejercicio del derecho. No
obstante, el interesado podrá solicitar del responsable la información referida a los extremos previstos en el
artículo 15.1 del Reglamento (UE) 2016/679 que no se incluyese en el sistema de acceso remoto.
3. A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se podrá considerar repetitivo el
ejercicio del derecho de acceso en más de una ocasión durante el plazo de seis meses, a menos que exista
causa legítima para ello.
4. Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste desproporcionado, la
solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado asumirá el exceso de costes que su elección
comporte. En este caso, solo será exigible al responsable del tratamiento la satisfacción del derecho de acceso
sin dilaciones indebidas.

Artículo 14. Derecho de rectificación.
Al ejercer el derecho de rectificación reconocido en el artículo 16 del Reglamento (UE) 2016/679, el afectado
deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección que haya de realizarse. Deberá acompañar,
cuando sea preciso, la documentación justificativa de la inexactitud o carácter incompleto de los datos objeto
de tratamiento.

Artículo 15. Derecho de supresión.
1. El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Reglamento (UE)
2016/679.
2. Cuando la supresión derive del ejercicio del derecho de oposición con arreglo al artículo 21.2 del
Reglamento (UE) 2016/679, el responsable podrá conservar los datos identificativos del afectado necesarios con
el fin de impedir tratamientos futuros para fines de mercadotecnia directa.

Artículo 16. Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El derecho a la limitación del tratamiento se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 del
Reglamento (UE) 2016/679.
2. El hecho de que el tratamiento de los datos personales esté limitado debe constar claramente en los sistemas
de información del responsable.

Artículo 17. Derecho a la portabilidad.
El derecho a la portabilidad se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679.

Artículo 18. Derecho de oposición.
El derecho de oposición, así como los derechos relacionados con las decisiones individuales automatizadas,
incluida la realización de perfiles, se ejercerán de acuerdo con lo establecido, respectivamente, en los artículos
21 y 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

TÍTULO IX Régimen sancionador

Artículo 70. Sujetos responsables.
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1. Están sujetos al régimen sancionador establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en la presente ley
orgánica:

a) Los responsables de los tratamientos.
b) Los encargados de los tratamientos.
c) Los representantes de los responsables o encargados de los tratamientos no establecidos en el territorio
de la Unión Europea.
d) Las entidades de certificación.
e) Las entidades acreditadas de supervisión de los códigos de conducta.

2. No será de aplicación al delegado de protección de datos el régimen sancionador establecido en este Título.

Artículo 71. Infracciones.
Constituyen infracciones los actos y conductas a las que se refieren los apartados 4, 5 y 6 del artículo 83 del
Reglamento (UE) 2016/679, así como las que resulten contrarias a la presente ley orgánica.

Artículo 72. Infracciones consideradas muy graves.
1. En función de lo que establece el artículo 83.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se consideran muy graves y
prescribirán a los tres años las infracciones que supongan una vulneración sustancial de los artículos
mencionados en aquel y, en particular, las siguientes:

a) El tratamiento de datos personales vulnerando los principios y garantías establecidos en el artículo 5 del
Reglamento (UE) 2016/679.
b) El tratamiento de datos personales sin que concurra alguna de las condiciones de licitud del tratamiento
establecidas en el artículo 6 del Reglamento (UE) 2016/679.
c) El incumplimiento de los requisitos exigidos por el artículo 7 del Reglamento (UE) 2016/679 para la
validez del consentimiento.
d) La utilización de los datos para una finalidad que no sea compatible con la finalidad para la cual fueron
recogidos, sin contar con el consentimiento del afectado o con una base legal para ello.
e) El tratamiento de datos personales de las categorías a las que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE)
2016/679, sin que concurra alguna de las circunstancias previstas en dicho precepto y en el artículo 9 de
esta ley orgánica.
f) El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales o medidas de seguridad
conexas fuera de los supuestos permitidos por el artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679 y en el artículo
10 de esta ley orgánica.
g) El tratamiento de datos personales relacionados con infracciones y sanciones administrativas fuera de
los supuestos permitidos por el artículo 27 de esta ley orgánica.
h) La omisión del deber de informar al afectado acerca del tratamiento de sus datos personales conforme a
lo dispuesto en los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) 2016/679 y 12 de esta ley orgánica.
i) La vulneración del deber de confidencialidad establecido en el artículo 5 de esta ley orgánica.
j) La exigencia del pago de un canon para facilitar al afectado la información a la que se refieren los
artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) 2016/679 o por atender las solicitudes de ejercicio de derechos de los
afectados previstos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, fuera de los supuestos
establecidos en su artículo 12.5.
k) El impedimento o la obstaculización o la no atención reiterada del ejercicio de los derechos establecidos
en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679.
l) La transferencia internacional de datos personales a un destinatario que se encuentre en un tercer país o
a una organización internacional, cuando no concurran las garantías, requisitos o excepciones establecidos
en los artículos 44 a 49 del Reglamento (UE) 2016/679.
m) El incumplimiento de las resoluciones dictadas por la autoridad de protección de datos competente en
ejercicio de los poderes que le confiere el artículo 58.2 del Reglamento (UE) 2016/679.
n) El incumplimiento de la obligación de bloqueo de los datos establecida en el artículo 32 de esta ley
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orgánica cuando la misma sea exigible. ñ) No facilitar el acceso del personal de la autoridad de protección
de datos competente a los datos personales, información, locales, equipos y medios de tratamiento que
sean requeridos por la autoridad de protección de datos para el ejercicio de sus poderes de investigación.
o) La resistencia u obstrucción del ejercicio de la función inspectora por la autoridad de protección de
datos competente.
p) La reversión deliberada de un procedimiento de anonimización a fin de permitir la reidentificación de
los afectados.

2. Tendrán la misma consideración y también prescribirán a los tres años las infracciones a las que se refiere
el artículo 83.6 del Reglamento (UE) 2016/679.

Artículo 73. Infracciones consideradas graves.
En función de lo que establece el artículo 83.4 del Reglamento (UE) 2016/679 se consideran graves y
prescribirán a los dos años las infracciones que supongan una vulneración sustancial de los artículos
mencionados en aquel y, en particular, las siguientes:
a) El tratamiento de datos personales de un menor de edad sin recabar su consentimiento, cuando tenga
capacidad para ello, o el del titular de su patria potestad o tutela, conforme al artículo 8 del Reglamento (UE)
2016/679.
b) No acreditar la realización de esfuerzos razonables para verificar la validez del consentimiento prestado por
un menor de edad o por el titular de su patria potestad o tutela sobre el mismo, conforme a lo requerido por el
artículo 8.2 del Reglamento (UE) 2016/679.
c) El impedimento o la obstaculización o la no atención reiterada de los derechos de acceso, rectificación,
supresión, limitación del tratamiento o a la portabilidad de los datos en tratamientos en los que no se requiere
la identificación del afectado, cuando este, para el ejercicio de esos derechos, haya facilitado información
adicional que permita su identificación.
d) La falta de adopción de aquellas medidas técnicas y organizativas que resulten apropiadas para aplicar de
forma efectiva los principios de protección de datos desde el diseño, así como la no integración de las
garantías necesarias en el tratamiento, en los términos exigidos por el artículo 25 del Reglamento (UE)
2016/679.
e) La falta de adopción de las medidas técnicas y organizativas apropiadas para garantizar que, por defecto,
solo se tratarán los datos personales necesarios para cada uno de los fines específicos del tratamiento,
conforme a lo exigido por el artículo 25.2 del Reglamento (UE) 2016/679.
f) La falta de adopción de aquellas medidas técnicas y organizativas que resulten apropiadas para garantizar
un nivel de seguridad adecuado al riesgo del tratamiento, en los términos exigidos por el artículo 32.1 del
Reglamento (UE) 2016/679.
g) El quebrantamiento, como consecuencia de la falta de la debida diligencia, de las medidas técnicas y
organizativas que se hubiesen implantado conforme a lo exigido por el artículo 32.1 del Reglamento (UE)
2016/679.
h) El incumplimiento de la obligación de designar un representante del responsable o encargado del
tratamiento no establecido en el territorio de la Unión Europea, conforme a lo previsto en el artículo 27 del
Reglamento (UE) 2016/679.
i) La falta de atención por el representante en la Unión del responsable o del encargado del tratamiento de las
solicitudes efectuadas por la autoridad de protección de datos o por los afectados.
j) La contratación por el responsable del tratamiento de un encargado de tratamiento que no ofrezca las
garantías suficientes para aplicar las medidas técnicas y organizativas apropiadas conforme a lo establecido en
el Capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.
k) Encargar el tratamiento de datos a un tercero sin la previa formalización de un contrato u otro acto jurídico
escrito con el contenido exigido por el artículo 28.3 del Reglamento (UE) 2016/679.
l) La contratación por un encargado del tratamiento de otros encargados sin contar con la autorización previa
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del responsable, o sin haberle informado sobre los cambios producidos en la subcontratación cuando fueran
legalmente exigibles.
m) La infracción por un encargado del tratamiento de lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y en la
presente ley orgánica, al determinar los fines y los medios del tratamiento, conforme a lo dispuesto en el
artículo 28.10 del citado reglamento.
n) No disponer del registro de actividades de tratamiento establecido en el artículo 30 del Reglamento (UE)
2016/679. ñ) No poner a disposición de la autoridad de protección de datos que lo haya solicitado, el registro de
actividades de tratamiento, conforme al apartado 4 del artículo 30 del Reglamento (UE) 2016/679.
o) No cooperar con las autoridades de control en el desempeño de sus funciones en los supuestos no previstos
en el artículo 72 de esta ley orgánica.
p) El tratamiento de datos personales sin llevar a cabo una previa valoración de los elementos mencionados en
el artículo 28 de esta ley orgánica.
q) El incumplimiento del deber del encargado del tratamiento de notificar al responsable del tratamiento las
violaciones de seguridad de las que tuviera conocimiento.
r) El incumplimiento del deber de notificación a la autoridad de protección de datos de una violación de
seguridad de los datos personales de conformidad con lo previsto en el artículo 33 del Reglamento (UE)
2016/679.
s) El incumplimiento del deber de comunicación al afectado de una violación de la seguridad de los datos de
conformidad con lo previsto en el artículo 34 del Reglamento (UE) 2016/679 si el responsable del tratamiento
hubiera sido requerido por la autoridad de protección de datos para llevar a cabo dicha notificación.
t) El tratamiento de datos personales sin haber llevado a cabo la evaluación del impacto de las operaciones de
tratamiento en la protección de datos personales en los supuestos en que la misma sea exigible.
u) El tratamiento de datos personales sin haber consultado previamente a la autoridad de protección de datos
en los casos en que dicha consulta resulta preceptiva conforme al artículo 36 del Reglamento (UE) 2016/679 o
cuando la ley establezca la obligación de llevar a cabo esa consulta.
v) El incumplimiento de la obligación de designar un delegado de protección de datos cuando sea exigible su
nombramiento de acuerdo con el artículo 37 del Reglamento (UE) 2016/679 y el artículo 34 de esta ley orgánica.
w) No posibilitar la efectiva participación del delegado de protección de datos en todas las cuestiones relativas
a la protección de datos personales, no respaldarlo o interferir en el desempeño de sus funciones.
x) La utilización de un sello o certificación en materia de protección de datos que no haya sido otorgado por
una entidad de certificación debidamente acreditada o en caso de que la vigencia del mismo hubiera expirado.
y) Obtener la acreditación como organismo de certificación presentando información inexacta sobre el
cumplimiento de los requisitos exigidos por el artículo 43 del Reglamento (UE) 2016/679.
z) El desempeño de funciones que el Reglamento (UE) 2016/679 reserva a los organismos de certificación, sin
haber sido debidamente acreditado conforme a lo establecido en el artículo 39 de esta ley orgánica. aa) El
incumplimiento por parte de un organismo de certificación de los principios y deberes a los que está sometido
según lo previsto en los artículos 42 y 43 de Reglamento (UE) 2016/679. ab) El desempeño de funciones que el
artículo 41 del Reglamento (UE) 2016/679 reserva a los organismos de supervisión de códigos de conducta sin
haber sido previamente acreditado por la autoridad de protección de datos competente. ac) La falta de
adopción por parte de los organismos acreditados de supervisión de un código de conducta de las medidas que
resulten oportunas en caso que se hubiera producido una infracción del código, conforme exige el artículo
41.4 del Reglamento (UE) 2016/679.

Artículo 74. Infracciones consideradas leves.
Se consideran leves y prescribirán al año las restantes infracciones de carácter meramente formal de los
artículos mencionados en los apartados 4 y 5 del artículo 83 del Reglamento (UE) 2016/679 y, en particular, las
siguientes:
a) El incumplimiento del principio de transparencia de la información o el derecho de información del
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afectado por no facilitar toda la información exigida por los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) 2016/679.
b) La exigencia del pago de un canon para facilitar al afectado la información exigida por los artículos 13 y 14
del Reglamento (UE) 2016/679 o por atender las solicitudes de ejercicio de derechos de los afectados previstos
en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así lo permita su artículo 12.5, si su cuantía
excediese el importe de los costes afrontados para facilitar la información o realizar la actuación solicitada.
c) No atender las solicitudes de ejercicio de los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento
(UE) 2016/679, salvo que resultase de aplicación lo dispuesto en el artículo 72.1.k) de esta ley orgánica.
d) No atender los derechos de acceso, rectificación, supresión, limitación del tratamiento o a la portabilidad de
los datos en tratamientos en los que no se requiere la identificación del afectado, cuando este, para el ejercicio
de esos derechos, haya facilitado información adicional que permita su identificación, salvo que resultase de
aplicación lo dispuesto en el artículo 73 c) de esta ley orgánica.
e) El incumplimiento de la obligación de notificación relativa a la rectificación o supresión de datos personales
o la limitación del tratamiento exigida por el artículo 19 del Reglamento (UE) 2016/679.
f) El incumplimiento de la obligación de informar al afectado, cuando así lo haya solicitado, de los
destinatarios a los que se hayan comunicado los datos personales rectificados, suprimidos o respecto de los
que se ha limitado el tratamiento.
g) El incumplimiento de la obligación de suprimir los datos referidos a una persona fallecida cuando ello fuera
exigible conforme al artículo 3 de esta ley orgánica.
h) La falta de formalización por los corresponsables del tratamiento del acuerdo que determine las
obligaciones, funciones y responsabilidades respectivas con respecto al tratamiento de datos personales y sus
relaciones con los afectados al que se refiere el artículo 26 del Reglamento (UE) 2016/679 o la inexactitud en la
determinación de las mismas.
i) No poner a disposición de los afectados los aspectos esenciales del acuerdo formalizado entre los
corresponsables del tratamiento, conforme exige el artículo 26.2 del Reglamento (UE) 2016/679.
j) La falta del cumplimiento de la obligación del encargado del tratamiento de informar al responsable del
tratamiento acerca de la posible infracción por una instrucción recibida de este de las disposiciones del
Reglamento (UE) 2016/679 o de esta ley orgánica, conforme a lo exigido por el artículo 28.3 del citado
reglamento.
k) El incumplimiento por el encargado de las estipulaciones impuestas en el contrato o acto jurídico que regula
el tratamiento o las instrucciones del responsable del tratamiento, salvo que esté legalmente obligado a ello
conforme al Reglamento (UE) 2016/679 y a la presente ley orgánica o en los supuestos en que fuese necesario
para evitar la infracción de la legislación en materia de protección de datos y se hubiese advertido de ello al
responsable o al encargado del tratamiento.
l) Disponer de un Registro de actividades de tratamiento que no incorpore toda la información exigida por el
artículo 30 del Reglamento (UE) 2016/679.
m) La notificación incompleta, tardía o defectuosa a la autoridad de protección de datos de la información
relacionada con una violación de seguridad de los datos personales de conformidad con lo previsto en el
artículo 33 del Reglamento (UE) 2016/679.
n) El incumplimiento de la obligación de documentar cualquier violación de seguridad, exigida por el artículo
33.5 del Reglamento (UE) 2016/679. ñ) El incumplimiento del deber de comunicación al afectado de una
violación de la seguridad de los datos que entrañe un alto riesgo para los derechos y libertades de los
afectados, conforme a lo exigido por el artículo 34 del Reglamento (UE) 2016/679, salvo que resulte de
aplicación lo previsto en el artículo 73 s) de esta ley orgánica.
o) Facilitar información inexacta a la Autoridad de protección de datos, en los supuestos en los que el
responsable del tratamiento deba elevarle una consulta previa, conforme al artículo 36 del Reglamento (UE)
2016/679.
p) No publicar los datos de contacto del delegado de protección de datos, o no comunicarlos a la autoridad de
protección de datos, cuando su nombramiento sea exigible de acuerdo con el artículo 37 del Reglamento (UE)
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2016/679 y el artículo 34 de esta ley orgánica.
q) El incumplimiento por los organismos de certificación de la obligación de informar a la autoridad de
protección de datos de la expedición, renovación o retirada de una certificación, conforme a lo exigido por los
apartados 1 y 5 del artículo 43 del Reglamento (UE) 2016/679.
r) El incumplimiento por parte de los organismos acreditados de supervisión de un código de conducta de la
obligación de informar a las autoridades de protección de datos acerca de las medidas que resulten oportunas
en caso de infracción del código, conforme exige el artículo 41.4 del Reglamento (UE) 2016/679.

Artículo 75. Interrupción de la prescripción de la infracción.
Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento sancionador,
reiniciándose el plazo de prescripción si el expediente sancionador estuviere paralizado durante más de seis
meses por causas no imputables al presunto infractor. Cuando la Agencia Española de Protección de Datos
ostente la condición de autoridad de control principal y deba seguirse el procedimiento previsto en el artículo
60 del Reglamento (UE) 2016/679 interrumpirá la prescripción el conocimiento formal por el interesado del
acuerdo de inicio.
Se modifica el párrafo 2 por la disposición final 9.8 de la Ley 11/2023, de 8 de mayo. Ref. BOE-A-2023-11022#df-9

Artículo 76. Sanciones y medidas correctivas.
1. Las sanciones previstas en los apartados 4, 5 y 6 del artículo 83 del Reglamento (UE) 2016/679 se aplicarán
teniendo en cuenta los criterios de graduación establecidos en el apartado 2 del citado artículo.
2. De acuerdo a lo previsto en el artículo 83.2.k) del Reglamento (UE) 2016/679 también podrán tenerse en
cuenta:

a) El carácter continuado de la infracción.
b) La vinculación de la actividad del infractor con la realización de tratamientos de datos personales.
c) Los beneficios obtenidos como consecuencia de la comisión de la infracción.
d) La posibilidad de que la conducta del afectado hubiera podido inducir a la comisión de la infracción.
e) La existencia de un proceso de fusión por absorción posterior a la comisión de la infracción, que no
puede imputarse a la entidad absorbente.
f) La afectación a los derechos de los menores.
g) Disponer, cuando no fuere obligatorio, de un delegado de protección de datos.
h) El sometimiento por parte del responsable o encargado, con carácter voluntario, a mecanismos de
resolución alternativa de conflictos, en aquellos supuestos en los que existan controversias entre aquellos y
cualquier interesado.

3. Será posible, complementaria o alternativamente, la adopción, cuando proceda, de las restantes medidas
correctivas a las que se refiere el artículo 83.2 del Reglamento (UE) 2016/679.
4. Será objeto de publicación en el Boletín Oficial del Estado la información que identifique al infractor, la
infracción cometida y el importe de la sanción impuesta cuando la autoridad competente sea la Agencia
Española de Protección de Datos, la sanción fuese superior a un millón de euros y el infractor sea una persona
jurídica. Cuando la autoridad competente para imponer la sanción sea una autoridad autonómica de
protección de datos, se estará a su normativa de aplicación.

Artículo 77. Régimen aplicable a determinadas categorías de responsables o encargados del tratamiento.
1. El régimen establecido en este artículo será de aplicación a los tratamientos de los que sean responsables o
encargados:

a) Los órganos constitucionales o con relevancia constitucional y las instituciones de las comunidades
autónomas análogas a los mismos.
b) Los órganos jurisdiccionales.
c) La Administración General del Estado, las Administraciones de las comunidades autónomas y las
entidades que integran la Administración Local.
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d) Los organismos públicos y entidades de Derecho público vinculadas o dependientes de las
Administraciones Públicas.
e) Las autoridades administrativas independientes.
f) El Banco de España.
g) Las corporaciones de Derecho público cuando las finalidades del tratamiento se relacionen con el
ejercicio de potestades de derecho público.
h) Las fundaciones del sector público.
i) Las Universidades Públicas.
j) Los consorcios.
k) Los grupos parlamentarios de las Cortes Generales y las Asambleas Legislativas autonómicas, así como
los grupos políticos de las Corporaciones Locales.

2. Cuando los responsables o encargados enumerados en el apartado 1 cometiesen alguna de las infracciones a
las que se refieren los artículos 72 a 74 de esta ley orgánica, la autoridad de protección de datos que resulte
competente dictará resolución declarando la infracción y estableciendo, en su caso, las medidas que proceda
adoptar para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubiese cometido, con
excepción de la prevista en el artículo 58.2.i del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 27 de abril de 2016. La resolución se notificará al responsable o encargado del tratamiento, al
órgano del que dependa jerárquicamente, en su caso, y a los afectados que tuvieran la condición de interesado,
en su caso.
3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, la autoridad de protección de datos propondrá
también la iniciación de actuaciones disciplinarias cuando existan indicios suficientes para ello. En este caso,
el procedimiento y las sanciones a aplicar serán las establecidas en la legislación sobre régimen disciplinario o
sancionador que resulte de aplicación. Asimismo, cuando las infracciones sean imputables a autoridades y
directivos, y se acredite la existencia de informes técnicos o recomendaciones para el tratamiento que no
hubieran sido debidamente atendidos, en la resolución en la que se imponga la sanción se incluirá una
amonestación con denominación del cargo responsable y se ordenará la publicación en el Boletín Oficial del
Estado o autonómico que corresponda.
4. Se deberán comunicar a la autoridad de protección de datos las resoluciones que recaigan en relación con
las medidas y actuaciones a que se refieren los apartados anteriores.
5. Se comunicarán al Defensor del Pueblo o, en su caso, a las instituciones análogas de las comunidades
autónomas las actuaciones realizadas y las resoluciones dictadas al amparo de este artículo.
6. Cuando la autoridad competente sea la Agencia Española de Protección de Datos, esta publicará en su
página web con la debida separación las resoluciones referidas a las entidades del apartado 1 de este artículo,
con expresa indicación de la identidad del responsable o encargado del tratamiento que hubiera cometido la
infracción. Cuando la competencia corresponda a una autoridad autonómica de protección de datos se estará,
en cuanto a la publicidad de estas resoluciones, a lo que disponga su normativa específica.
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 9.9 de la Ley 11/2023, de 8 de mayo. Ref. BOE-A-2023-11022#df-9

Artículo 78. Prescripción de las sanciones.
1. Las sanciones impuestas en aplicación del Reglamento (UE) 2016/679 y de esta ley orgánica prescriben en los
siguientes plazos:

a) Las sanciones por importe igual o inferior a 40.000 euros, prescriben en el plazo de un año.
b) Las sanciones por importe comprendido entre 40.001 y 300.000 euros prescriben a los dos años.
c) Las sanciones por un importe superior a 300.000 euros prescriben a los tres años.

2. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que sea
ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya transcurrido el plazo para recurrirla.
3. La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de
ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si el mismo está paralizado durante más de seis meses por causa no
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imputable al infractor.

Ley 32/2010 de la Autoridad Catalana de Protección de Datos

L32-2010-APDCAT · BOE-A-2010-16136 · arts. 1 a 5 — 5 incluidos

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. La Autoridad Catalana de Protección de Datos.
La Autoridad Catalana de Protección de Datos es el organismo independiente que tiene por objeto garantizar,
en el ámbito de las competencias de la Generalidad, los derechos a la protección de datos personales y de
acceso a la información vinculada a ellos.

Artículo 2. Naturaleza jurídica.
1. La Autoridad Catalana de Protección de Datos es una institución de derecho público, con personalidad
jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, con plena autonomía orgánica y
funcional, que actúa con objetividad y plena independencia de las administraciones públicas en el ejercicio de
sus funciones.
2. La Autoridad Catalana de Protección de Datos se relaciona con el Gobierno mediante el departamento que
se determine por reglamento.

Artículo 3. Ámbito de actuación.
El ámbito de actuación de la Autoridad Catalana de Protección de Datos comprende los ficheros y los
tratamientos que llevan a cabo:
a) Las instituciones públicas.
b) La Administración de la Generalidad.
c) Los entes locales.
d) Las entidades autónomas, los consorcios y las demás entidades de derecho público vinculadas a la
Administración de la Generalidad o a los entes locales, o que dependen de ellos.
e) Las entidades de derecho privado que cumplan, como mínimo, uno de los tres requisitos siguientes con
relación a la Generalidad, a los entes locales o a los entes que dependen de ellos: Primero.–Que su capital
pertenezca mayoritariamente a dichos entes públicos. Segundo.–Que sus ingresos presupuestarios provengan
mayoritariamente de dichos entes públicos. Tercero.–Que en sus órganos directivos los miembros designados
por dichos entes públicos sean mayoría.
f) Las demás entidades de derecho privado que prestan servicios públicos mediante cualquier forma de
gestión directa o indirecta, si se trata de ficheros y tratamientos vinculados a la prestación de dichos servicios.
g) Las universidades públicas y privadas que integran el sistema universitario catalán, y los entes que de ellas
dependen.
h) Las personas físicas o jurídicas que cumplen funciones públicas con relación a materias que son
competencia de la Generalidad o de los entes locales, si se trata de ficheros o tratamientos destinados al
ejercicio de dichas funciones y el tratamiento se lleva a cabo en Cataluña.
i) Las corporaciones de derecho público que cumplen sus funciones exclusivamente en el ámbito territorial de
Cataluña a los efectos de lo establecido por la presente ley.

Artículo 4. Competencias.
Para el cumplimiento de las funciones que la presente ley le asigna y dentro de su ámbito de actuación,
corresponden a la Autoridad Catalana de Protección de Datos las competencias de registro, control,
inspección, sanción y resolución, así como la aprobación de propuestas, recomendaciones e instrucciones.
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Artículo 5. Funciones.
Las funciones de la Autoridad Catalana de Protección de Datos son:
a) Velar por el cumplimiento de la legislación vigente sobre protección de datos de carácter personal.
b) Resolver las reclamaciones de tutela formuladas por las personas afectadas respecto al ejercicio de los
derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición.
c) Promover, en el ámbito de sus competencias, la divulgación de los derechos de las personas con relación a la
protección de datos y el acceso a la información, y la evaluación del impacto sobre la privacidad.
d) Velar por el cumplimiento de las disposiciones que la Ley 23/1998, de 30 de diciembre, de estadística de
Cataluña establece respecto a la recogida de datos estadísticos y al secreto estadístico, y adoptar las medidas
correspondientes para garantizar las condiciones de seguridad de los ficheros constituidos con finalidades
exclusivamente estadísticas, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Instituto de Estadística de
Cataluña. A tales efectos, la Autoridad, en el ámbito de sus competencias, puede adoptar instrucciones y
resoluciones dirigidas a los órganos administrativos y puede solicitar, si procede, la colaboración del Instituto
de Estadística de Cataluña.
e) Dictar, sin perjuicio de las competencias de otros órganos e instituciones, las instrucciones y las
recomendaciones en materia de protección de datos de carácter personal y de acceso a la información.
f) Requerir a los responsables del fichero o del tratamiento y a los encargados del tratamiento la adopción de
las medidas necesarias para la adecuación del tratamiento de los datos personales objeto de investigación a la
legislación vigente en materia de protección de datos de carácter personal y, en su caso, ordenar el cese de los
tratamientos y la supresión de los ficheros.
g) Proporcionar información sobre los derechos de las personas en materia de tratamiento de datos
personales.
h) Atender las peticiones de información, las quejas y las denuncias.
i) Decidir sobre las inscripciones de ficheros y el tratamiento de datos de carácter personal en el Registro de
Protección de Datos de Cataluña, así como tener conocimiento de los demás ficheros en que, a pesar de estar
exentos del deber de inscripción en el Registro, la legislación vigente establezca un deber de comunicación a
la autoridad de protección de datos.
j) Ejercer la potestad de inspección.
k) Ejercer la potestad sancionadora sobre cualquier tipo de fichero o tratamiento sometido a la normativa de
protección de datos, en el ámbito que establece el artículo 3.
l) Elaborar planes de auditoría.
m) Emitir informe, con carácter preceptivo, sobre los proyectos de disposiciones de carácter general de la
Generalidad de creación, modificación o supresión de ficheros de datos de carácter personal, y sobre las
disposiciones que afecten a la protección de datos de carácter personal.
n) Emitir informe, con carácter potestativo, sobre los proyectos de disposiciones de carácter general de los
entes locales de creación, modificación o supresión de ficheros, y sobre las disposiciones que tengan impacto
en materia de protección de datos de carácter personal que los entes locales le sometan.
o) Responder a las consultas que formulen las entidades de su ámbito de actuación sobre la protección de
datos de carácter personal al poder de las administraciones públicas y colaborar con estas entidades en la
difusión de las obligaciones derivadas de la legislación reguladora de estas materias.
p) Otorgar las autorizaciones para la exención del deber de información en la recogida de datos, para el
mantenimiento íntegro de determinados datos y las demás autorizaciones que establece la normativa vigente
en materia de protección de datos.
q) Colaborar con la Agencia Española de Protección de Datos y con las demás agencias autonómicas, de
acuerdo con lo establecido por la normativa reguladora de la agencia estatal.
r) Cumplir las demás funciones que le sean atribuidas de acuerdo con las leyes.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 2

1. Con respecto al “Derecho de acceso” regulado en la Ley Orgánica 3/2018 de Protección de Datos Personales 
y garantía de los derechos digitales, cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al 
afectado y este ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, el 
responsable del tratamiento:

A) Le facilitará los mínimos indispensables y le informará que puede ampliar su acceso en una nueva solicitud.

B) Le facilitará los máximos posibles no siendo necesario indicarle que puede presentar una nueva solicitud.

C) Antes de facilitarle la información, podrá solicitar al afectado que especifique los datos o actividades de 
tratamiento a los que se refiere la solicitud.

D) Antes de facilitar la información deberá solicitarle al afectado que especifique los datos o actividades de 
tratamiento a los que se refiere la solicitud.

2. En qué título de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y Garantía de 
los Derechos Digitales, se desarrollan los principios de protección de datos:

A) Título II

B) Título IV

C) Título I

D) Título III

3. Conforme al RGPD, la información al interesado sobre la base de una solicitud será facilitada por el 
responsable del tratamiento en el plazo de un mes a partir de la recepción de la solicitud. Teniendo en cuenta 
la complejidad y el número de solicitudes, dicho plazo será prorrogado:

A) 15 días más.

B) Un mes más.

C) Otros dos meses.

D) Otros tres meses.

4. Son derechos de las personas en materia de protección de datos, conforme a la Ley Orgánica 3/2018, los 
siguientes (señale la correcta):

A) Acceso, rectificación, supresión, limitación del tratamiento, portabilidad y oposición

B) Conexión, modificación, comunicación e información

C) Interconexión, prueba y motivación

D) Ninguna de las anteriores es correcta.

5. Según la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, el tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse 
en su consentimiento cuando sea:

A) Mayor de 13 años.

B) Mayor de 14 años.

C) Mayor de 16 años.

D) Mayor de 18 años.

Temario en formato ley · periodista (Parte general) · Departamento de Empresa y Trabajo 40

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



6. Según el artículo 73 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, y en función de lo que establece el artículo 83.4 del Reglamento (UE) 
2016/679, el tratamiento de los datos personales de un menor de edad sin recabar su consentimiento, cuando 
tenga capacidad para ello, será considerado:

A) Infracción muy grave y prescribirá a los 2 años.

B) Infracción muy grave y prescribirá a los 3 años.

C) Infracción grave y prescribirá a los 3 años.

D) Infracción grave y prescribirá a los 2 años.

7. Conforme al artículo 13 de la LOPDGDD, ¿en qué supuesto se podrá considerar repetitivo el ejercicio del 
derecho de acceso por parte del afectado?

A) Cuando se ejercite más de tres veces a lo largo de un año natural.

B) Cuando se ejercite en dos ocasiones durante el plazo de tres meses sin causa legítima.

C) Cuando se ejercite mensualmente sin aportar nueva justificación.

D) Cuando se ejercite en más de una ocasión durante el plazo de seis meses, a menos que exista causa legítima 
para ello.

8. En relación con la protección de datos de los que disponen las administraciones públicas, ¿cuál de los 
enunciados siguientes es correcto?

A) Las administraciones pueden comunicarse los datos personales de los interesados, incluso sin su 
consentimiento, si esto es necesario para asegurar el interés público.

B) El consentimiento del interesado es siempre necesario para el tratamiento de datos.

C) Las administraciones públicas no asumen responsabilidades por la difusión de los datos personales que 
obran en su poder.

D) La normativa de protección de datos no es aplicable a las administraciones públicas.

9. En relación con el derecho de rectificación que consta en el artículo 14 de la Ley Orgánica 3/2018 de 
protección de datos personales y garantía de los derechos digitales, señala la respuesta correcta:

A) Al ejercer el derecho, el afectado/a debe indicar en su solicitud a qué datos se refiere y qué corrección se debe 
hacer. Debe adjuntar, cuando sea necesario, la documentación justificativa de la inexactitud o el carácter 
incompleto de los datos objeto de tratamiento.

B) En ningún caso la persona responsable del tratamiento podrá exigir que se aporte la documentación 
justificativa de la inexactitud que se alega.

C) La rectificación se debe hacer en un plazo máximo de 48 horas desde la presentación de la solicitud.

D) La persona interesada no tiene derecho a que se completen los datos personales incompletos, incluso 
mediante una declaración adicional.

10. No es un derecho de la persona en materia de Protección de Datos Personales:

A) El derecho de rectificación.

B) El derecho de oposición

C) El derecho de portabilidad.

D) El derecho de confidencialidad.

SOLUCIONES 1 C · 2 A · 3 C · 4 A · 5 B · 6 D · 7 D · 8 A · 9 A · 10 D
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Te quedan 104 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 3

Organización administrativa de la Generalitat de Catalunya: estructura 
administrativa de los departamentos, las unidades directivas y la 

organización administrativa territorial. La competencia 
administrativa. El sector público de la Generalitat: consorcios, 

fundaciones y empresas públicas.

Ley 13/1989 de organización, procedimiento y régimen jurídico de la 
Administración de la Generalidad de Cataluña

L13-1989-CAT · BOE-A-1990-645 · arts. 4 a 5 · arts. 7 a 8 · arts. 11 a 16 · art. 18 · art. 20 · arts. 24 a 26 · arts. 45 a 53 — 24 incluidos

TÍTULO I Organización administrativa

CAPÍTULO I Principios generales

Artículo 4.
La Administración de la Generalidad ejerce la potestad de autoorganización mediante los órganos y dentro de
los límites establecidos por la Constitución, por el Estatuto de Cataluña y por el resto del ordenamiento
jurídico.

Artículo 5.
1. Los órganos superiores de la Administración de la Generalidad son el presidente o presidenta de la
Generalidad, el Gobierno, el consejero primero o consejera primera del Gobierno, el vicepresidente o
vicepresidenta del Gobierno y los consejeros.
2. Los órganos superiores de la Administración de la Generalidad se rigen por la presente Ley, por las
disposiciones contenidas en la Ley 3/1982, de 23 de marzo, del Parlamento, del Presidente y del Consejo
Ejecutivo de la Generalidad, y por las demás disposiciones que específicamente los regulen.
3. Son altos cargos de la Administración de la Generalidad los los Secretarios generales y los Directores
generales.
Se modifica el apartado 1 por la disposición modificativa 1.1 de la Ley 13/2008, de 5 de noviembre. Ref. BOE-A-2008-19526 .

Artículo 7.
A los efectos de la presente Ley, los órganos administrativos se clasifican en centrales y territoriales o
periféricos y en consultivos y activos.

CAPÍTULO II Los órganos centrales

Artículo 8.
Serán órganos centrales de la Generalidad aquellos cuya competencia se extiende a todo el territorio de
Cataluña.

Artículo 11.
1. La dirección de cada Departamento corresponderá al Consejero.
2. En cada Departamento existirá una Secretaría General y las Direcciones Generales imprescindibles que
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exijan los servicios especializados que se integran en el mismo. En el Departamento de Presidencia podrá
existir, además, una Secretaría General adjunta. El Gobierno, de acuerdo con las disponibilidades
presupuestarias, podrá crear, en el seno de un Departamento, Secretarías Sectoriales, con rango orgánico de
Secretaría General, si la especificidad o la complejidad técnica u organizativa de determinado ámbito material
lo requiere, a las cuales se atribuirán las funciones que reglamentariamente se determinen, incluidas las que
por ley se hayan atribuido específicamente a una Dirección General. Estos cargos estarán sujetos a la superior
dirección del titular del Departamento y dependerán del Secretario general en todas aquellas funciones de éste
que no se les hayan atribuido.
3. La creación, modificación, supresión, agrupación, división y cambio de denominación de la Secretaría
General adjunta, de las Secretarías Sectoriales y de las Direcciones Generales se acordarán por Decreto del
Gobierno. Se modifican los apartados 2 y 3 por el art. 2 de la Ley 2/1992, de 7 de julio. Ref. BOE-A-1992-18088 .

Artículo 12.
Sin perjuicio de las facultades que le correspondan como miembro del Gobierno, cada Consejero, como Jefe de
su Departamento, tendrá las siguientes atribuciones:
a) Representar al Departamento correspondiente.
b) Dirigir, organizar y establecer las prioridades del Departamento y de los Organismos autónomos y las
empresas públicas adscritos al mismo.
c) Proponer al Gobierno los anteproyectos de ley o los proyectos de Decreto, dentro del ámbito de las
competencias del Departamento.
d) Ejercer la potestad reglamentaria en el ámbito y con los límites que le son propios.
e) Proponer el nombramiento y el cese de altos cargos del Departa-mento, nombrar y cesar a los demás cargos,
así como ejercer la potestad disciplinaria, en el marco establecido por el ordenamiento vigente.
f) Resolver los conflictos de atribuciones entre las autoridades y los órganos del Departamento.
g) Suscitar conflictos de atribuciones con otros Departamenos.
h) Resolver, en última instancia, los recursos y las reclamaciones administrativas que no correspondan a
Organismos y autoridades inferiores al Departamento.
i) Presentar el anteproyecto de presupuesto del Departamento.
j) Autorizar los gastos propios del Departamento, dentro del importe de los créditos autorizados y de acuerdo
con las normas para la ejecución del presupuesto.
k) Firmar, en nombre de la Generalidad, los contratos relativos a asuntos propios del Departamento, en los
términos establecidos por la legislación vigente.
l) Ejercer las otras facultades que le atribuya la legislación vigente o que le deleguen el Presidente de la
Generalidad o el Gobierno.

Artículo 13.
El Secretario general, como segunda autoridad del Departamento después del Consejero, tendrá las facultades
siguientes:
a) Representar al Departamento por delegación del Consejero y ejercer, bajo la dirección del titular del
Departamento, las funciones que éste le delegue.
b) Asumir la inspección de los centros, dependencias y Organismos adscritos al Departamento, sin perjuicio
de las atribuciones propias de los Directores generales, y dirigir y organizar los servicios generales del
Departamento.
c) Velar por la organización, simplificación y racionalización administrativas y asegurar el apoyo técnico y
jurídico general del Departamento.
d) Ser el órgano de comunicación con otras Administraciones y Entidades que tengan relación con el
Departamento y con los demás Departamentos, Organismos y Entidades que de él dependan, sin perjuicio de
las atribuciones que al respecto tienen los Directores generales.
e) Coordinar la actuación del Departamento con relación a las transferencias de funciones y servicios.
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f) Ser el Jefe superior de todo el personal del Departamento y resolver los asuntos que afectan a dicho
personal, salvo que correspondan al Consejero; contratar al personal laboral y nombrar a los funcionarios
interinos del Departamento.
g) Coordinar, bajo la dirección del Consejero, los programas y actuaciones de las diferentes Direcciones
Generales y Organismos adscritos al Departamento.
h) Tramitar las disposiciones generales y, en su caso, elaborarlas y realizar su estudio e informe.
i) Elaborar, conjuntamente con los Directores generales, el anteproyecto de presupuesto del Departmento para
someterlo al Consejero, tramitar el de los Organismos y Entidades adscritos al Departamento, y dirigir y
controlar la gestión del presupuesto del Departamento.
j) Supervisar la adquisición de suministros, bienes y servicios, así como los expedientes de contratación de
cualquier tipo; autorizar los gastos dentro de los límites que se establezcan reglamentariamente y emitir
informe de las propuestas y gastos que excedan de dichos límites.
k) Elaborar los programas de necesidades del Departamento y ejercer las otras funciones que la legislación
vigente le atribuya.
l) Proponer las reformas encaminadas a mejorar y perfeccionar los servicios de los diferentes centros del
Departamento y preparar los métodos de trabajo, teniendo en consideración costos y rendimiento.

Artículo 14.
El Director general, en el ámbito de su Dirección General, tendrá las siguientes facultades:
a) Dirigir y gestionar los servicios y proponer o resolver los asuntos del Departamento que le correspondan
por razón de la materia.
b) Ejercer la dirección y vigilar, organizar e inspeccionar las dependencias a su cargo.
c) Proponer al Consejero o al Secretario general las resoluciones sobre las materias propias de la Dirección
General.
d) Elaborar y elevar anualmente al Consejero un informe sobre la eficacia, coste y rendimiento de los servicios
a su cargo.
e) Ejercer las demás facultades que le atribuyan las leyes y disposiciones vigentes.

Artículo 15.
El Director de Servicios, en los Departamentos en los que se haya creado, ejercerá, bajo la dirección del
Secretario general, las funciones de administración, régimen interior y gestión de los servicios generales del
Departamento. La creación, modificación, supresión y cambio de denominación de los Directores de Servicios
se acordará por Decreto del Gobierno.

Artículo 16.
Los Secretarios generales y Directores generales podrán dictar circulares e instrucciones para dirigir la
actividad de sus subordinados con relación a la organización interna de los Departamentos. Dichas circulares
e instrucciones podrán publicarse en el «Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya», pero en ningún caso
constituirán una manifestación del ejercicio de la potestad reglamentaria.

CAPÍTULO III Los Órganos Territoriales

Artículo 18.
La Administración Territorial de la Generalidad se estructurará en Delegaciones Territoriales del Gobierno, de
acuerdo con la delimitación que se establezca legalmente.

Artículo 20.
1. En el ámbito de cada Delegación Territorial del Gobierno habrá un Delegado para cada uno de los
Departamentos.
2. Los Delegados de cada Departamento tendrán el nivel orgánico que determine la relación de puestos de
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trabajo.

CAPÍTULO V Los Órganos activos

Artículo 24.
1. A efectos de la presente Ley, salvo los Órganos superiores y altos cargos, son Órganos activos de la
Administración de la Generalidad las Subdirecciones Generales, Servicios, Secciones y Negociados. Cualquier
Órgano activo deberá asimilarse a alguno de los anteriores.
2. La dirección de los órganos activos será ejercida por funcionarios de carrera, de acuerdo con los criterios
establecidos por la Ley 17/1985, de la Función Pública de la Generalidad.

Artículo 25.
1. Corresponderán al Gobierno la creación, modificación, cambios de adscripción o supresión de los Órganos
activos con nivel igual o superior al de Sección.
2. Corresponderán al Consejero, dentro de su Departamento, la creación, modificación, cambios de
adscripción o supresión de Órganos activos inferiores al de Sección.

Artículo 26.
1. La creación o modificación de un Órgano de cualquier tipo que comporte un incremento del gasto público
exigirá la tramitación de un expediente administrativo en el que deberá constar en qué Departamento se
integra, el estudio económico del coste de funciona-miento y del rendimiento o la utilidad de sus servicios, y el
incremento máximo del gasto anual corriente y de la inversión anual o, si procede, plurianual previsto, sin
perjuicio de lo que dispone la Ley 10/1982, de Finanzas Públicas de Cataluña.
2. No podrán crearse nuevos Órganos que supongan duplicación de otros existentes si, al mismo tiempo, no se
suprime o restringe su competencia.
3. Los Departamentos deberán formular anualmente una guía actualizada de su organización, sus
competencias y tipos de procedimientos administrativos en los que actúen.

TÍTULO II La competencia administrativa

CAPÍTULO IV Avocación y suplencia

Artículo 45.
1. Los titulares de los órganos unipersonales inferiores a Consejero son suplidos en caso de vacante, ausencia
o enfermedad por quien designe expresamente el Consejero.
2. Los titulares de los órganos inferiores a Director general son suplidos en caso de vacante, ausencia o
enfermedad por el titular del órgano inmediatamente inferior, y en caso de que existan varios, por el más
antiguo, excepto que el superior al sustituido haga designación expresa a favor de otro titular.

CAPÍTULO V La coordinación administrativa

Artículo 46.
1. La Administración de la Generalidad constituye un sistema integrado de agentes y está informada por el
principio de coordinación de todos sus órganos.
2. Cada órgano deberá ajustar sus medios no solamente a los fines propios, sino también a los de la
Administración de la Generalidad como conjunto, sin impedir ni dificultar a los otros el cumplimiento de las
competencias que tengan asignadas.

Artículo 47.
La coordinación de la Administración de la Generalidad se podrá instrumentar, entre otras, con técnicas de
planificación por Departamento, creación de Comisiones interdepartamentales y emisión de orientaciones o
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criterios de actuación.

Artículo 48.
La planificación departamental se deberá establecer con la finalidad de fijar los objetivos comunes a los que se
ajusten los centros directivos o las Delegaciones Territoriales.

Artículo 49.
El Gobierno, y dentro de su competencia, cada Consejero podrán emitir orientaciones o criterios dirigidos a
los Órganos de la Administración de la Generalidad para alcanzar más coherencia en los objetivos respectivos
o una armonización de sus actuaciones, sin que ello implique el ejercicio de la potestad reglamentaria.

Artículo 50.
El Gobierno podrá crear órganos temporales con objetivos ocasionales de coordinación para obtener, a plazo
fijo, los resultados previstos.

Artículo 51.
1. El Gobierno podrá crear Comisiones interdepartamentales con la finalidad de examinar y coordinar asuntos
de ámbito concreto y específico que afecten a varios Departamentos.
2. La norma de creación de una Comisión interdepartamental deberá fijar su composición, presidencia,
funciones, duración y normas de funcionamiento.

CAPÍTULO VI Los conflictos de atribuciones

Artículo 52.
1. Los conflictos de atribuciones positivos o negativos entre órganos u organismos autónomos dependientes de
diferentes departamentos son resueltos por el presidente o presidenta de la Generalidad y deben constar en el
acta de la correspondiente sesión del Gobierno. Si existe un consejero o consejera primero del Gobierno,
dichos conflictos son resueltos a propuesta de este.
2. Los conflictos entre órganos de un mismo Departamento serán resueltos por el superior jerárquico común.
Se modifica el apartado 1 por la disposición adicional 3.1 de la Ley 1/2005, de 31 de marzo. Ref. BOE-A-2005-6224 .

Artículo 53.
1. Sin perjuicio de lo establecido por el artículo 2.1, los conflictos de atribuciones entre órganos u organismos
dependientes de diferentes departamentos pueden ser resueltos mediante el arbitraje administrativo de una
comisión nombrada a tal efecto por el presidente o presidenta de la Generalidad. Si existe un consejero o
consejera primero del Gobierno, la comisión es nombrada a propuesta de este.
2. La Comisión de arbitraje deberá estar formada por un representante de cada uno de los Departamentos
afectados y por un Presidente, que tendrá voto de calidad. El Presidente deberá tener categoría igual o
superior a la de los titulares de los órganos que intervengan en el conflicto.
3. Los acuerdos de las Comisiones de arbitraje deberán ser adoptados dentro del plazo de dos meses, a partir
de la fecha de constitución de éstos.
Se modifica el apartado 1 por la disposición adicional 3.2 de la Ley 1/2005, de 31 de marzo. Ref. BOE-A-2005-6224 .

Ley 26/2010 régimen jurídico y procedimiento administraciones públicas 
de Cataluña

L26-2010-CAT · BOE-A-2010-13313 · arts. 6 a 12 · arts. 113 a 115 — 10 incluidos

TÍTULO I Órganos administrativos
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CAPÍTULO I Competencia

Artículo 6. Titularidad y ejercicio de la competencia.
1. La competencia es irrenunciable y debe ser ejercida de forma precisa por los órganos administrativos que la
tienen atribuida como propia, salvo en los casos de delegación o de avocación, cuando se efectúen en los
términos establecidos por esta u otras leyes.
2. La delegación de la competencia, el encargo de gestión, la autorización de firma y la suplencia no suponen
alteración de la titularidad de la competencia, aunque sí de los elementos determinantes del ejercicio de la
competencia que en cada caso se establecen.
3. La titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a los órganos administrativos pueden ser
desconcentrados en otros órganos jerárquicamente dependientes en los términos y con los requisitos que
establecen las normas de atribución de las competencias.
4. Si alguna disposición atribuye competencias a una administración pública sin especificar el órgano que
debe ejercerlas, se entiende que la facultad de instruir y resolver los expedientes corresponde a los órganos
inferiores competentes por razón de la materia y del territorio y, de existir varios de ellos, al superior
jerárquico común.

Artículo 7. Dirección y supervisión.
1. Los órganos administrativos ejercen sus competencias bajo la dirección y la supervisión del órgano de que
dependen jerárquicamente, que puede emitir instrucciones y circulares u órdenes de servicios para fijar,
respectivamente, los criterios para la aplicación de las normas jurídicas en el ejercicio de sus funciones y para
el funcionamiento de los servicios.
2. Si una disposición específica lo establece o se estima conveniente por razón de los destinatarios o de los
efectos que puedan producirse, las instrucciones y las órdenes de servicio deben publicarse en la sede
electrónica y en el correspondiente diario o boletín oficial.
3. El incumplimiento de las instrucciones o de las órdenes de servicio no afecta por sí solo a la validez de los
actos dictados por los órganos administrativos, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria en que se
pueda incurrir.

Artículo 8. Delegación de competencias.
1. Los órganos administrativos pueden delegar el ejercicio de las competencias que tienen atribuidas en otros
órganos de la misma administración pública, aunque no dependan jerárquicamente de ellos, o en los
organismos y entidades públicas que dependen de esta o están vinculados a la misma.
2. La delegación puede ser general o para un procedimiento administrativo concreto. En este último caso, la
delegación puede llevarse a cabo en cualquier momento de la tramitación previo a la resolución, salvo que el
procedimiento incluya un dictamen o informe preceptivo, en cuyo caso la delegación debe hacerse antes de
que dicho dictamen o informe haya sido emitido.
3. No pueden delegarse las competencias relativas a:

a) La adopción de disposiciones reglamentarias.
b) La resolución de los recursos en los órganos que han dictado los actos objeto de recurso.
c) Las que se ejercen por delegación, a no ser que una ley lo autorice.
d) Las materias en que así se determine por norma con rango de ley.

4. La delegación de una competencia puede reservar, a favor del órgano delegante, las facultades de control y
seguimiento del ejercicio de la competencia delegada, y puede sujetarse a condición, suspensiva o resolutoria,
o a plazo.
5. La delegación de una competencia puede ser revocada en cualquier momento por el órgano que la ha
conferido.
6. La delegación de competencias y su extinción, por revocación o por cualquier otra causa, deben publicarse
en el diario o boletín oficial y, en su caso, en la sede electrónica correspondientes.
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7. El cambio de titular del órgano delegante o del órgano delegado sólo extingue la delegación si así lo ha
establecido el acto de delegación.
8. Los actos administrativos que se adoptan por delegación se consideran dictados por el órgano delegante,
debiendo incluir antes de la firma las palabras «por delegación» e indicar la fecha de la resolución o acuerdo
de delegación y la de su publicación en el diario o boletín oficial.
9. La delegación de competencias atribuidas a órganos colegiados, para cuyo ejercicio ordinario se requiera un
quórum especial, debe adoptarse observando, en todos los casos, dicho quórum.

Artículo 9. Avocación.
1. Los órganos administrativos superiores pueden avocar el conocimiento de un asunto cuya resolución
corresponda ordinariamente o por delegación a sus órganos administrativos dependientes, si circunstancias
de índole técnica, económica, social, jurídica o territorial lo hacen conveniente. En los supuestos de
delegación de competencias en órganos jerárquicamente no dependientes, el conocimiento de un asunto
puede ser avocado únicamente por el órgano delegante.
2. La resolución de avocación debe ser motivada y ha de notificarse a las personas interesadas en el
procedimiento administrativo, si las hay, con anterioridad a su resolución, o bien publicarse en el
correspondiente diario o boletín oficial, si existe una pluralidad indeterminada de personas interesadas.
Contra dicha resolución no puede interponerse recurso, aunque puede impugnarse en el recurso que, en su
caso, se interponga contra la resolución del procedimiento.

Artículo 10. Encargo de gestión.
1. La realización de actividades de carácter material, técnico o de servicios de la competencia de los órganos
administrativos, los organismos o las entidades públicas puede ser encomendada a otros órganos, organismos
o entidades públicas de la misma administración o de otra distinta, por razones de eficacia o cuando no se
posean los medios técnicos idóneos para su desempeño.
2. El encargo de gestión no supone la cesión de la titularidad de la competencia ni de los elementos sustantivos
de su ejercicio y, por lo tanto, es responsabilidad del órgano, organismo o entidad pública que lo ha realizado
dictar cuantos actos o resoluciones de carácter jurídico lo apoyen o en los que se integre la actividad material
concreta objeto del encargo.
3. El encargo de gestión entre órganos, organismos o entidades públicas pertenecientes a la misma
administración debe formalizarse en los términos que establece su normativa y, en su defecto, por acuerdo
expreso de los órganos, organismos o entidades públicas intervinientes. El instrumento de formalización y la
resolución del encargo de gestión deben ser publicados, para que tengan eficacia, en el correspondiente diario
o boletín oficial.
4. Cada administración puede regular, por reglamento, los requisitos de los acuerdos a que se refiere el
apartado 3, que deben incluir, como mínimo, la expresa mención de la actividad o actividades afectadas, el
plazo de vigencia y la naturaleza y alcance de la gestión encargada.
5. Si el órgano, organismo o entidad pública que recibe el encargo no pertenece a la misma administración que
lo realiza, el encargo debe formalizarse mediante convenio, salvo que se trate de la gestión ordinaria de los
servicios de la Administración de la Generalidad para las entidades locales, que debe regirse por la legislación
de régimen local. El convenio de colaboración debe establecer al menos las siguientes determinaciones:

a) El alcance y contenido de la actividad encargada.
b) Las razones que justifican el encargo.
c) La fórmula de financiación de la actividad encargada, con indicación de los correspondientes créditos
presupuestarios que se transfieren.
d) Las relaciones y las actuaciones para realizar el seguimiento y control del encargo.
e) El plazo de vigencia del convenio.

6. El órgano, organismo o entidad pública que recibe el encargo puede gestionarlo directamente o por los
medios que establecen la legislación de contratos del sector público y, si procede, la normativa de régimen
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local.
7. El régimen jurídico del encargo de gestión no es aplicable si el encargo tiene un objeto propio de un
contrato incluido en el ámbito de aplicación de la legislación de contratos del sector público. De acuerdo con
lo dispuesto por dicha legislación, el encargo solamente puede hacerse a organismos o entidades públicas que
tengan la condición de medio propio de la administración, organismo o entidad pública.
8. Las diferentes administraciones públicas catalanas pueden delegar funciones públicas en los colegios
profesionales competentes por razón de la materia, especialmente las que se refieren a funciones de
comprobación documental y técnica de los trabajos, y también, si procede, de excelencia profesional,
preceptivos para la obtención de títulos administrativos habilitantes, o en otros procedimientos, tramitaciones
administrativas o procesos de contratación. La delegación se formaliza mediante convenios de delegación que
deben establecer sus condiciones y su alcance.
Se modifica el apartado 7 y se añade el apartado 8 por el art. 178 de la Ley 10/2011, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2012-547 .

Artículo 11. Autorización de firma.
1. Los titulares de los órganos administrativos pueden, en materia de su competencia, autorizar la firma de sus
actos administrativos a los titulares de los órganos o unidades administrativas dependientes, dentro de los
límites indicados por el artículo 8.
2. La autorización de firma puede ser general o para un procedimiento administrativo concreto. En este último
caso, la autorización puede darse en cualquier momento de la tramitación previo a la resolución.
3. La autorización de firma no es procedente para las resoluciones de carácter sancionador.
4. Los actos firmados por autorización de firma se consideran dictados, a todos los efectos, por el órgano
titular de la competencia.
5. Los actos firmados por autorización de firma deben incluir, delante de la misma, las palabras «por
autorización» y la identificación del titular o la titular del órgano que la autoriza; a continuación, la
denominación del órgano autorizado, y, finalmente, la fecha de la resolución de autorización.
6. La autorización de firma es válida y eficaz sin necesidad de su publicación en el correspondiente diario o
boletín oficial ni de su notificación a las personas interesadas.

Artículo 12. Decisiones sobre la competencia.
1. El órgano administrativo que estima que no le corresponde el ejercicio de la competencia para la resolución
de un asunto debe remitir directamente las actuaciones al órgano, organismo o entidad pública dependiente o
vinculado a la misma administración que considera que debe ejercer la competencia, debiendo notificar dicha
circunstancia a las personas interesadas.
2. Si un órgano administrativo tiene conocimiento de que otro órgano, organismo o entidad pública tramita un
asunto que considera que es de su competencia, debe requerirle de inhibición.
3. Las personas interesadas que sean parte en el procedimiento pueden dirigirse al órgano que conoce de un
asunto para que decline el ejercicio de la competencia, en los términos que establece el apartado 1.
Igualmente, pueden dirigirse al órgano que consideren debe ejercer la competencia para que requiera de
inhibición al órgano que esté conociendo del asunto.
4. Si, como consecuencia de lo dispuesto por los apartados 1, 2 y 3, se produce situación de conflicto sobre el
ejercicio de la competencia, cualquiera de los órganos afectados puede plantear el conflicto de atribuciones al
órgano que determine la normativa de aplicación o, en defecto de norma específica, al órgano inmediato
superior común, a fin de que este resuelva a quien corresponde el ejercicio de la competencia.
5. Los conflictos de atribuciones sólo pueden plantearse entre órganos de la misma administración o de
organismos o entidades públicas dependientes o vinculados a la misma, siempre y cuando no estén
jerárquicamente relacionados, y sobre asuntos cuyo procedimiento administrativo no haya finalizado.

TÍTULO IX Relaciones interadministrativas
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CAPÍTULO III Consorcios

Artículo 113. Carácter.
1. Las administraciones públicas de Cataluña pueden constituir consorcios, o bien adherirse a otros ya
existentes, con otras administraciones, organismos o entidades públicas, o con entidades privadas sin ánimo
de lucro, que tengan finalidades de interés público concurrentes.
2. Los consorcios son entidades de derecho público, tienen carácter asociativo, naturaleza voluntaria,
personalidad jurídica propia y capacidad para crear y gestionar servicios y realizar actividades y obras en los
términos que establece la normativa de aplicación a administraciones, organismos y entidades públicas
consorciados.

Artículo 114. Naturaleza y contenido de los estatutos.
Los estatutos son la norma reguladora de los consorcios y deben establecer, como mínimo, los siguientes
elementos:
a) La composición del consorcio, con indicación singularizada de las entidades, públicas o privadas, que lo
constituyen y con el régimen y el procedimiento aplicables a las eventuales bajas y futuras incorporaciones.
b) Los órganos de gobierno y administración del consorcio, con las atribuciones respectivas. En cualquier caso
se debe garantizar la representación de todas las entidades consorciadas en el máximo órgano de gobierno,
con las reglas de proporcionalidad que, si procede, se determinen.
c) Las funciones del consorcio, que en cualquier caso deben formar parte del ámbito de las competencias de
las entidades consorciadas.
d) El régimen jurídico aplicable a las relaciones del consorcio con las entidades consorciadas.
e) La forma de gestión de las actividades y los servicios del consorcio, incluida la posibilidad de crear o
participar en sociedades mercantiles u otros entes instrumentales.
f) El régimen del personal del consorcio, que puede ser funcionario o laboral. Los consorcios también pueden
tener adscrito personal de las entidades consorciadas.
g) El régimen jurídico y la gestión de los bienes del consorcio y de los que le hayan sido adscritos por las
entidades consorciadas, que pueden ser patrimoniales o de dominio público.
h) Las potestades que el consorcio puede ejercer. Los consorcios pueden ejercer cualquier potestad
administrativa, incluida la sancionadora y las tributarias.
i) Los recursos económicos y el régimen aplicable a la obtención, administración y control de dichos recursos.
j) El procedimiento y el régimen de aplicación a la modificación de los estatutos y a la extinción y liquidación
del consorcio y, en dicho caso, el destino de los bienes y activos del consorcio y las responsabilidades con
relación a las deudas.

Artículo 115. Procedimiento y expediente.
1. La constitución de los consorcios sigue el siguiente procedimiento:

a) El órgano competente de cada una de las entidades interesadas en constituir el consorcio aprueba el
acuerdo de inicio del procedimiento.
b) El proyecto de estatutos del consorcio se somete a los trámites de audiencia e información pública.
c) Los estatutos del consorcio son aprobados por todas y cada una de las entidades consorciadas, de
conformidad con el procedimiento y los requisitos establecidos por la normativa respectiva.
d) Los estatutos del consorcio se publican en el diario o boletín oficial que corresponda, en atención a las
entidades consorciadas.
e) El acto de constitución formal del consorcio se lleva a cabo mediante una reunión del máximo órgano de
gobierno del consorcio.

2. La adhesión a un consorcio que ya esté constituido debe realizarse siguiendo el mismo procedimiento que
establecen las letras a), b), c) y d) del apartado 1.
3. En el caso de la Administración de la Generalidad y de los organismos y entidades públicas que dependen de
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esta o están vinculados a la misma, el expediente de constitución o adhesión a un consorcio debe contener los
antecedentes, la memoria justificativa, el informe jurídico y la memoria económica con la concreción de las
aportaciones de los miembros del consorcio y, si procede, las reglas de actualización del consorcio.

Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público

LRJSP · BOE-A-2015-10566 · arts. 8 a 14 · arts. 81 a 83 · arts. 118 a 127 — 20 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del 
sector

CAPÍTULO II De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 2.ª Competencia

Artículo 8. Competencia.
1. La competencia es irrenunciable y se ejercerá por los órganos administrativos que la tengan atribuida como
propia, salvo los casos de delegación o avocación, cuando se efectúen en los términos previstos en ésta u otras
leyes. La delegación de competencias, las encomiendas de gestión, la delegación de firma y la suplencia no
suponen alteración de la titularidad de la competencia, aunque sí de los elementos determinantes de su
ejercicio que en cada caso se prevén.
2. La titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a los órganos administrativos podrán ser
desconcentradas en otros jerárquicamente dependientes de aquéllos en los términos y con los requisitos que
prevean las propias normas de atribución de competencias.
3. Si alguna disposición atribuye la competencia a una Administración, sin especificar el órgano que debe
ejercerla, se entenderá que la facultad de instruir y resolver los expedientes corresponde a los órganos
inferiores competentes por razón de la materia y del territorio. Si existiera más de un órgano inferior
competente por razón de materia y territorio, la facultad para instruir y resolver los expedientes
corresponderá al superior jerárquico común de estos.

Artículo 9. Delegación de competencias.
1. Los órganos de las diferentes Administraciones Públicas podrán delegar el ejercicio de las competencias que
tengan atribuidas en otros órganos de la misma Administración, aun cuando no sean jerárquicamente
dependientes, o en los Organismos públicos o Entidades de Derecho Público vinculados o dependientes de
aquéllas. En el ámbito de la Administración General del Estado, la delegación de competencias deberá ser
aprobada previamente por el órgano ministerial de quien dependa el órgano delegante y en el caso de los
Organismos públicos o Entidades vinculados o dependientes, por el órgano máximo de dirección, de acuerdo
con sus normas de creación. Cuando se trate de órganos no relacionados jerárquicamente será necesaria la
aprobación previa del superior común si ambos pertenecen al mismo Ministerio, o del órgano superior de
quien dependa el órgano delegado, si el delegante y el delegado pertenecen a diferentes Ministerios.
Asimismo, los órganos de la Administración General del Estado podrán delegar el ejercicio de sus
competencias propias en sus Organismos públicos y Entidades vinculados o dependientes, cuando resulte
conveniente para alcanzar los fines que tengan asignados y mejorar la eficacia de su gestión. La delegación
deberá ser previamente aprobada por los órganos de los que dependan el órgano delegante y el órgano
delegado, o aceptada por este último cuando sea el órgano máximo de dirección del Organismo público o
Entidad vinculado o dependiente.
2. En ningún caso podrán ser objeto de delegación las competencias relativas a:

a) Los asuntos que se refieran a relaciones con la Jefatura del Estado, la Presidencia del Gobierno de la
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Nación, las Cortes Generales, las Presidencias de los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas
y las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas.
b) La adopción de disposiciones de carácter general.
c) La resolución de recursos en los órganos administrativos que hayan dictado los actos objeto de recurso.
d) Las materias en que así se determine por norma con rango de Ley.

3. Las delegaciones de competencias y su revocación deberán publicarse en el «Boletín Oficial del Estado», en
el de la Comunidad Autónoma o en el de la Provincia, según la Administración a que pertenezca el órgano
delegante, y el ámbito territorial de competencia de éste.
4. Las resoluciones administrativas que se adopten por delegación indicarán expresamente esta circunstancia
y se considerarán dictadas por el órgano delegante.
5. Salvo autorización expresa de una Ley, no podrán delegarse las competencias que se ejerzan por delegación.
No constituye impedimento para que pueda delegarse la competencia para resolver un procedimiento la
circunstancia de que la norma reguladora del mismo prevea, como trámite preceptivo, la emisión de un
dictamen o informe; no obstante, no podrá delegarse la competencia para resolver un procedimiento una vez
que en el correspondiente procedimiento se haya emitido un dictamen o informe preceptivo acerca del mismo.
6. La delegación será revocable en cualquier momento por el órgano que la haya conferido.
7. El acuerdo de delegación de aquellas competencias atribuidas a órganos colegiados, para cuyo ejercicio se
requiera un quórum o mayoría especial, deberá adoptarse observando, en todo caso, dicho quórum o mayoría.

Artículo 10. Avocación.
1. Los órganos superiores podrán avocar para sí el conocimiento de uno o varios asuntos cuya resolución
corresponda ordinariamente o por delegación a sus órganos administrativos dependientes, cuando
circunstancias de índole técnica, económica, social, jurídica o territorial lo hagan conveniente. En los
supuestos de delegación de competencias en órganos no dependientes jerárquicamente, el conocimiento de
un asunto podrá ser avocado únicamente por el órgano delegante.
2. En todo caso, la avocación se realizará mediante acuerdo motivado que deberá ser notificado a los
interesados en el procedimiento, si los hubiere, con anterioridad o simultáneamente a la resolución final que
se dicte. Contra el acuerdo de avocación no cabrá recurso, aunque podrá impugnarse en el que, en su caso, se
interponga contra la resolución del procedimiento.

Artículo 11. Encomiendas de gestión.
1. La realización de actividades de carácter material o técnico de la competencia de los órganos
administrativos o de las Entidades de Derecho Público podrá ser encomendada a otros órganos o Entidades de
Derecho Público de la misma o de distinta Administración, siempre que entre sus competencias estén esas
actividades, por razones de eficacia o cuando no se posean los medios técnicos idóneos para su desempeño.
Las encomiendas de gestión no podrán tener por objeto prestaciones propias de los contratos regulados en la
legislación de contratos del sector público. En tal caso, su naturaleza y régimen jurídico se ajustará a lo
previsto en ésta.
2. La encomienda de gestión no supone cesión de la titularidad de la competencia ni de los elementos
sustantivos de su ejercicio, siendo responsabilidad del órgano o Entidad encomendante dictar cuantos actos o
resoluciones de carácter jurídico den soporte o en los que se integre la concreta actividad material objeto de
encomienda. En todo caso, la Entidad u órgano encomendado tendrá la condición de encargado del
tratamiento de los datos de carácter personal a los que pudiera tener acceso en ejecución de la encomienda de
gestión, siéndole de aplicación lo dispuesto en la normativa de protección de datos de carácter personal.
3. La formalización de las encomiendas de gestión se ajustará a las siguientes reglas:

a) Cuando la encomienda de gestión se realice entre órganos administrativos o Entidades de Derecho
Público pertenecientes a la misma Administración deberá formalizarse en los términos que establezca su
normativa propia y, en su defecto, por acuerdo expreso de los órganos o Entidades de Derecho Público
intervinientes. En todo caso, el instrumento de formalización de la encomienda de gestión y su resolución
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deberá ser publicada, para su eficacia, en el Boletín Oficial del Estado, en el Boletín oficial de la Comunidad
Autónoma o en el de la Provincia, según la Administración a que pertenezca el órgano encomendante. Cada
Administración podrá regular los requisitos necesarios para la validez de tales acuerdos que incluirán, al
menos, expresa mención de la actividad o actividades a las que afecten, el plazo de vigencia y la naturaleza
y alcance de la gestión encomendada.
b) Cuando la encomienda de gestión se realice entre órganos y Entidades de Derecho Público de distintas
Administraciones se formalizará mediante firma del correspondiente convenio entre ellas, que deberá ser
publicado en el «Boletín Oficial del Estado», en el Boletín oficial de la Comunidad Autónoma o en el de la
Provincia, según la Administración a que pertenezca el órgano encomendante, salvo en el supuesto de la
gestión ordinaria de los servicios de las Comunidades Autónomas por las Diputaciones Provinciales o en su
caso Cabildos o Consejos insulares, que se regirá por la legislación de Régimen Local.

Artículo 12. Delegación de firma.
1. Los titulares de los órganos administrativos podrán, en materias de su competencia, que ostenten, bien por
atribución, bien por delegación de competencias, delegar la firma de sus resoluciones y actos administrativos
en los titulares de los órganos o unidades administrativas que de ellos dependan, dentro de los límites
señalados en el artículo 9.
2. La delegación de firma no alterará la competencia del órgano delegante y para su validez no será necesaria
su publicación.
3. En las resoluciones y actos que se firmen por delegación se hará constar esta circunstancia y la autoridad de
procedencia.

Artículo 13. Suplencia.
1. En la forma que disponga cada Administración Pública, los titulares de los órganos administrativos podrán
ser suplidos temporalmente en los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad, así como en los casos en que
haya sido declarada su abstención o recusación. Si no se designa suplente, la competencia del órgano
administrativo se ejercerá por quien designe el órgano administrativo inmediato superior de quien dependa.
2. La suplencia no implicará alteración de la competencia y para su validez no será necesaria su publicación.
3. En el ámbito de la Administración General del Estado, la designación de suplente podrá efectuarse:

a) En los reales decretos de estructura orgánica básica de los Departamentos Ministeriales o en los
estatutos de sus Organismos públicos y Entidades vinculados o dependientes según corresponda.
b) Por el órgano competente para el nombramiento del titular, bien en el propio acto de nombramiento
bien en otro posterior cuando se produzca el supuesto que dé lugar a la suplencia.

4. En las resoluciones y actos que se dicten mediante suplencia, se hará constar esta circunstancia y se
especificará el titular del órgano en cuya suplencia se adoptan y quien efectivamente está ejerciendo esta
suplencia.

Artículo 14. Decisiones sobre competencia.
1. El órgano administrativo que se estime incompetente para la resolución de un asunto remitirá directamente
las actuaciones al órgano que considere competente, debiendo notificar esta circunstancia a los interesados.
2. Los interesados que sean parte en el procedimiento podrán dirigirse al órgano que se encuentre conociendo
de un asunto para que decline su competencia y remita las actuaciones al órgano competente. Asimismo,
podrán dirigirse al órgano que estimen competente para que requiera de inhibición al que esté conociendo del
asunto.
3. Los conflictos de atribuciones sólo podrán suscitarse entre órganos de una misma Administración no
relacionados jerárquicamente, y respecto a asuntos sobre los que no haya finalizado el procedimiento
administrativo.

TÍTULO II Organización y funcionamiento del sector público institucional
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CAPÍTULO I Del sector público institucional

Artículo 81. Principios generales de actuación.
1. Las entidades que integran el sector público institucional están sometidas en su actuación a los principios
de legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera así como al principio de
transparencia en su gestión. En particular se sujetarán en materia de personal, incluido el laboral, a las
limitaciones previstas en la normativa presupuestaria y en las previsiones anuales de los presupuestos
generales.
2. Todas las Administraciones Públicas deberán establecer un sistema de supervisión continua de sus
entidades dependientes, con el objeto de comprobar la subsistencia de los motivos que justificaron su creación
y su sostenibilidad financiera, y que deberá incluir la formulación expresa de propuestas de mantenimiento,
transformación o extinción.
3. Los organismos y entidades vinculados o dependientes de la Administración autonómica y local se regirán
por las disposiciones básicas de esta ley que les resulten de aplicación, y en particular, por lo dispuesto en los
Capítulos I y VI y en los artículos 129 y 134, así como por la normativa propia de la Administración a la que se
adscriban. Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 306, de 23 de
diciembre de 2015. Ref. BOE-A-2015-14020

Artículo 82. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.
1. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, se configura como un registro
público administrativo que garantiza la información pública y la ordenación de todas las entidades integrantes
del sector público institucional cualquiera que sea su naturaleza jurídica. La integración y gestión de dicho
Inventario y su publicación dependerá de la Intervención General de la Administración del Estado. Téngase en
cuenta que esta última actualización del apartado 1, establecida por la disposición final 15.1 de la Ley 9/2017,
de 8 de noviembre. Ref. BOE-A-2017-12902#df-15 , tendrá efectos desde el 9 de marzo de 2018 , según
determina su disposición final 16. Redacción anterior: "1. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal,
Autonómico y Local, se configura como un registro público administrativo que garantiza la información
pública y la ordenación de todas las entidades integrantes del sector público institucional cualquiera que sea
su naturaleza jurídica. La integración y gestión de dicho Inventario y su publicación dependerá de la
Intervención General de la Administración del Estado y la captación y el tratamiento de la información
enviada por las Comunidades Autónomas y las Entidades locales para la formación y mantenimiento del
inventario dependerá de la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local.".
2. El Inventario de Entidades del Sector Público contendrá, al menos, información actualizada sobre la
naturaleza jurídica, finalidad, fuentes de financiación, estructura de dominio, en su caso, la condición de
medio propio, regímenes de contabilidad, presupuestario y de control así como la clasificación en términos de
contabilidad nacional, de cada una de las entidades integrantes del sector público institucional.
3. Al menos, la creación, transformación, fusión o extinción de cualquier entidad integrante del sector público
institucional, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, será inscrita en el Inventario de Entidades del Sector
Público Estatal, Autonómico y Local.
Se modifica, con efectos de 9 de marzo de 2018, el apartado 1 por la disposición final 15.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. Ref. BOE-
A-2017-12902#df-15

Artículo 83. Inscripción en el Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.
1. El titular del máximo órgano de dirección de la entidad notificará, a través de la intervención general de la
Administración correspondiente, la información necesaria para la inscripción definitiva en el Inventario de
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, en los términos previstos reglamentariamente, de
los actos relativos a su creación, transformación, fusión o extinción, en el plazo de treinta días hábiles a contar
desde que ocurra el acto inscribible. En la citada notificación se acompañará la documentación justificativa
que determina tal circunstancia.
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2. La inscripción definitiva de la creación de cualquier entidad integrante del sector público institucional en el
Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local se realizará de conformidad con las
siguientes reglas:

a) El titular del máximo órgano de dirección de la entidad, a través de la intervención general de la
Administración correspondiente, notificará, electrónicamente a efectos de su inscripción, al Inventario de
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, la norma o el acto jurídico de creación en el
plazo de 30 días hábiles desde la entrada en vigor de la norma o del acto, según corresponda. A la
notificación se acompañará la copia o enlace a la publicación electrónica del Boletín Oficial en el que se
publicó la norma, o copia del acto jurídico de creación, así como el resto de documentación justificativa
que proceda, como los Estatutos o el plan de actuación.
b) La inscripción en el Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local se practicará
dentro del plazo de 15 días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud de inscripción.
c) Para la asignación del Número de Identificación Fiscal definitivo y de la letra identificativa que
corresponda a la entidad, de acuerdo con su naturaleza jurídica, por parte de la Administración Tributaria
será necesaria la aportación de la certificación de la inscripción de la entidad en el Inventario de Entidades
del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.

CAPÍTULO VI De los consorcios

Artículo 118. Definición y actividades propias.
1. Los consorcios son entidades de derecho público, con personalidad jurídica propia y diferenciada, creadas
por varias Administraciones Públicas o entidades integrantes del sector público institucional, entre sí o con
participación de entidades privadas, para el desarrollo de actividades de interés común a todas ellas dentro del
ámbito de sus competencias.
2. Los consorcios podrán realizar actividades de fomento, prestacionales o de gestión común de servicios
públicos y cuantas otras estén previstas en las leyes.
3. Los consorcios podrán utilizarse para la gestión de los servicios públicos, en el marco de los convenios de
cooperación transfronteriza en que participen las Administraciones españolas, y de acuerdo con las
previsiones de los convenios internacionales ratificados por España en la materia.
4. En la denominación de los consorcios deberá figurar necesariamente la indicación «consorcio» o su
abreviatura «C».

Artículo 119. Régimen jurídico.
1. Los consorcios se regirán por lo establecido en esta Ley, en la normativa autonómica de desarrollo y sus
estatutos.
2. En lo no previsto en esta Ley, en la normativa autonómica aplicable, ni en sus Estatutos sobre el régimen del
derecho de separación, disolución, liquidación y extinción, se estará a lo previsto en el Código Civil sobre la
sociedad civil, salvo el régimen de liquidación, que se someterá a lo dispuesto en el artículo 97, y en su defecto,
el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.
3. Las normas establecidas en la Ley 7/1985, de 2 de abril, y en la Ley 27/2013, de 21 de diciembre, de
racionalización y sostenibilidad de la Administración Local sobre los Consorcios locales tendrán carácter
supletorio respecto a lo dispuesto en esta Ley.

Artículo 120. Régimen de adscripción.
1. Los estatutos de cada consorcio determinarán la Administración Pública a la que estará adscrito de
conformidad con lo previsto en este artículo.
2. De acuerdo con los siguientes criterios, ordenados por prioridad en su aplicación y referidos a la situación
en el primer día del ejercicio presupuestario, el consorcio quedará adscrito, en cada ejercicio presupuestario y
por todo este periodo, a la Administración Pública que:
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a) Disponga de la mayoría de votos en los órganos de gobierno.
b) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros de los órganos ejecutivos.
c) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del personal directivo.
d) Disponga de un mayor control sobre la actividad del consorcio debido a una normativa especial.
e) Tenga facultades para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del órgano de gobierno.
f) Financie en más de un cincuenta por ciento, en su defecto, en mayor medida la actividad desarrollada
por el consorcio, teniendo en cuenta tanto la aportación del fondo patrimonial como la financiación
concedida cada año.
g) Ostente el mayor porcentaje de participación en el fondo patrimonial.
h) Tenga mayor número de habitantes o extensión territorial dependiendo de si los fines definidos en el
estatuto están orientados a la prestación de servicios a las personas, o al desarrollo de actuaciones sobre el
territorio.

3. En el supuesto de que participen en el consorcio entidades privadas, el consorcio no tendrá ánimo de lucro y
estará adscrito a la Administración Pública que resulte de acuerdo con los criterios establecidos en el apartado
anterior.
4. Cualquier cambio de adscripción a una Administración Pública, cualquiera que fuere su causa, conllevará la
modificación de los estatutos del consorcio en un plazo no superior a seis meses, contados desde el inicio del
ejercicio presupuestario siguiente a aquel en se produjo el cambio de adscripción.

Artículo 121. Régimen de personal.
El personal al servicio de los consorcios podrá ser funcionario o laboral y habrá de proceder de las
Administraciones participantes, en cuyo caso su régimen jurídico será el de la Administración Pública de
adscripción y sus retribuciones en ningún caso podrán superar las establecidas para puestos de trabajo
equivalentes en aquella. Excepcionalmente, cuando no resulte posible contar con personal procedente de las
Administraciones participantes en el consorcio en atención a la singularidad de las funciones a desempeñar o
cuando, tras un anuncio público de convocatoria para la cobertura de un puesto de trabajo restringida a las
administraciones consorciadas, no fuera posible cubrir dicho puesto, el Ministerio de Hacienda y Función
Pública, u órgano competente de la Administración a la que se adscriba el consorcio, podrá autorizar la
contratación de personal por parte del consorcio para el ejercicio de dichas funciones, en los términos
previstos en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado.
Se modifica por la disposición final 23.1 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128#df-23

Artículo 122. Régimen presupuestario, de contabilidad, control económico-financiero y patrimonial.
1. Los consorcios estarán sujetos al régimen de presupuestación, contabilidad y control de la Administración
Pública a la que estén adscritos, sin perjuicio de su sujeción a lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de
abril.
2. A efectos de determinar la financiación por parte de las Administraciones consorciadas, se tendrán en
cuenta tanto los compromisos estatutarios o convencionales existentes como la financiación real, mediante el
análisis de los desembolsos efectivos de todas las aportaciones realizadas.
3. El órgano de control interno de la Administración a la que se haya adscrito el consorcio, deberá realizar la
auditoría de cuentas anuales de aquellos consorcios en los que, a fecha de cierre del ejercicio, concurran, al
menos, dos de las tres circunstancias siguientes:

a) Que el total de las partidas del activo supere 2.400.000 euros.
b) Que el importe total de sus ingresos por gestión ordinaria en el caso de los consorcios del sector público
administrativo, o la suma del importe de la cifra de negocios más otros ingresos de gestión, en el caso de
los pertenecientes al sector público empresarial, sea superior a 2.400.000 euros.
c) Que el número medio de trabajadores empleados durante el ejercicio sea superior a 50. Mediante Ley,
podrán modificarse los límites anteriores cuando la estructura y composición de los consorcios adscritos a
una administración así lo requiera. Las circunstancias señaladas anteriormente se aplicarán teniendo en
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cuenta lo siguiente: a) Cuando un consorcio, en la fecha de cierre del ejercicio, pase a cumplir dos de las
citadas circunstancias, o bien cese de cumplirlas, tal situación únicamente producirá efectos en cuanto a lo
señalado si se repite durante dos ejercicios consecutivos. b) En el primer ejercicio económico desde su
constitución o su adscripción al sector público correspondiente, los consorcios cumplirán lo dispuesto en
los apartados anteriormente mencionados si reúnen, al cierre de dicho ejercicio, al menos dos de las tres
circunstancias que se señalan. c) Aun cuando, según las circunstancias señaladas, no exista obligación de
someter las cuentas anuales de un consorcio a auditoría de cuentas, los órganos de control interno podrán,
en todo caso, incluir su realización en sus planes anuales de control y auditoría.

4. Los consorcios deberán formar parte de los presupuestos e incluirse en la cuenta general de la
Administración Pública de adscripción.
5. Los consorcios se regirán por las normas patrimoniales de la Administración Pública a la que estén
adscritos.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 23.2 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128#df-23

Se modifica el apartado 3 por la disposición final 27.2 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21653#df-27

Artículo 123. Creación.
1. Los consorcios se crearán mediante convenio suscrito por las Administraciones, organismos públicos o
entidades participantes.
2. En los consorcios en los que participe la Administración General del Estado o sus organismos públicos y
entidades vinculados o dependientes se requerirá:

a) Que su creación se autorice por ley.
b) El convenio de creación precisará de autorización previa del Consejo de Ministros. La competencia para
la suscripción del convenio no podrá ser objeto de delegación, y corresponderá al titular del departamento
ministerial participante, y en el ámbito de los organismos autónomos, al titular del máximo órgano de
dirección del organismo, previo informe del Ministerio del que dependa o al que esté vinculado.
c) Del convenio formarán parte los estatutos, un plan de actuación, de conformidad con lo previsto en el
artículo 92, y una proyección presupuestaria trienal, además del informe preceptivo favorable del
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. El convenio suscrito junto con los estatutos, así como
sus modificaciones, serán objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Artículo 124. Contenido de los estatutos.
Los estatutos de cada consorcio determinarán la Administración Pública a la que estará adscrito, así como su
régimen orgánico, funcional y financiero de acuerdo con lo previsto en esta Ley, y, al menos, los siguientes
aspectos:
a) Sede, objeto, fines y funciones.
b) Identificación de participantes en el consorcio así como las aportaciones de sus miembros. A estos efectos,
en aplicación del principio de responsabilidad previsto en el artículo 8 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de
abril, los estatutos incluirán cláusulas que limiten las actividades del consorcio si las entidades consorciadas
incumplieran los compromisos de financiación o de cualquier otro tipo, así como fórmulas tendentes al
aseguramiento de las cantidades comprometidas por las entidades consorciadas con carácter previo a la
realización de las actividades presupuestadas.
c) Órganos de gobiernos y administración, así como su composición y funcionamiento, con indicación expresa
del régimen de adopción de acuerdos. Podrán incluirse cláusulas que contemplen la suspensión temporal del
derecho de voto o a la participación en la formación de los acuerdos cuando las Administraciones o entidades
consorciadas incumplan manifiestamente sus obligaciones para con el consorcio, especialmente en lo que se
refiere a los compromisos de financiación de las actividades del mismo.
d) Causas de disolución.

Artículo 125. Causas y procedimiento para el ejercicio del derecho de separación de un consorcio.
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1. Los miembros de un consorcio, al que le resulte de aplicación lo previsto en esta Ley o en la Ley 7/1985, de 2
de abril, podrán separarse del mismo en cualquier momento siempre que no se haya señalado término para la
duración del consorcio. Cuando el consorcio tenga una duración determinada, cualquiera de sus miembros
podrá separase antes de la finalización del plazo si alguno de los miembros del consorcio hubiera incumplido
alguna de sus obligaciones estatutarias y, en particular, aquellas que impidan cumplir con el fin para el que fue
creado el consorcio, como es la obligación de realizar aportaciones al fondo patrimonial. Cuando un
municipio deje de prestar un servicio, de acuerdo con lo previsto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, y ese servicio
sea uno de los prestados por el Consorcio al que pertenece, el municipio podrá separarse del mismo.
2. El derecho de separación habrá de ejercitarse mediante escrito notificado al máximo órgano de gobierno del
consorcio. En el escrito deberá hacerse constar, en su caso, el incumplimiento que motiva la separación si el
consorcio tuviera duración determinada, la formulación de requerimiento previo de su cumplimiento y el
transcurso del plazo otorgado para cumplir tras el requerimiento.

Artículo 126. Efectos del ejercicio del derecho de separación de un consorcio.
1. El ejercicio del derecho de separación produce la disolución del consorcio salvo que el resto de sus
miembros, de conformidad con lo previsto en sus estatutos, acuerden su continuidad y sigan permaneciendo
en el consorcio, al menos, dos Administraciones, o entidades u organismos públicos vinculados o
dependientes de más de una Administración.
2. Cuando el ejercicio del derecho de separación no conlleve la disolución del consorcio se aplicarán las
siguientes reglas:

a) Se calculará la cuota de separación que corresponda a quien ejercite su derecho de separación, de
acuerdo con la participación que le hubiera correspondido en el saldo resultante del patrimonio neto, de
haber tenido lugar la liquidación, teniendo en cuenta el criterio de reparto dispuesto en los estatutos. A
falta de previsión estatutaria, se considerará cuota de separación la que le hubiera correspondido en la
liquidación. En defecto de determinación de la cuota de liquidación se tendrán en cuenta, tanto el
porcentaje de las aportaciones al fondo patrimonial del consorcio que haya efectuado quien ejerce el
derecho de separación, como la financiación concedida cada año. Si el miembro del consorcio que se
separa no hubiere realizado aportaciones por no estar obligado a ello, el criterio de reparto será la
participación en los ingresos que, en su caso, hubiera recibido durante el tiempo que ha pertenecido al
consorcio. Se acordará por el consorcio la forma y condiciones en que tendrá lugar el pago de la cuota de
separación, en el supuesto en que esta resulte positiva, así como la forma y condiciones del pago de la
deuda que corresponda a quien ejerce el derecho de separación si la cuota es negativa. La efectiva
separación del consorcio se producirá una vez determinada la cuota de separación, en el supuesto en que
ésta resulte positiva, o una vez se haya pagado la deuda, si la cuota es negativa.
b) Si el consorcio estuviera adscrito, de acuerdo con lo previsto en la Ley, a la Administración que ha
ejercido el derecho de separación, tendrá que acordarse por el consorcio a quien se adscribe, de las
restantes Administraciones o entidades u organismos públicos vinculados o dependientes de una
Administración que permanecen en el consorcio, en aplicación de los criterios establecidos en la Ley.

Artículo 127. Disolución del consorcio.
1. La disolución del consorcio produce su liquidación y extinción. En todo caso será causa de disolución que
los fines para los que fue creado el consorcio hayan sido cumplidos.
2. El máximo órgano de gobierno del consorcio al adoptar el acuerdo de disolución nombrará un liquidador
que será un órgano o entidad, vinculada o dependiente, de la Administración Pública a la que el consorcio esté
adscrito. La responsabilidad que le corresponda al empleado público como miembro de la entidad u órgano
liquidador será directamente asumida por la entidad o la Administración Pública que lo designó, quien podrá
exigir de oficio al empleado público la responsabilidad que, en su caso, corresponda cuando haya concurrido
dolo, culpa o negligencia graves conforme a lo previsto en las leyes administrativas en materia de
responsabilidad patrimonial.
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3. El liquidador calculará la cuota de liquidación que corresponda a cada miembro del consorcio de
conformidad con lo previsto en los estatutos. Si no estuviera previsto en los estatutos, se calculará la
mencionada cuota de acuerdo con la participación que le corresponda en el saldo resultante del patrimonio
neto tras la liquidación, teniendo en cuenta que el criterio de reparto será el dispuesto en los estatutos. A falta
de previsión estatutaria, se tendrán en cuenta tanto el porcentaje de las aportaciones que haya efectuado cada
miembro del consorcio al fondo patrimonial del mismo como la financiación concedida cada año. Si alguno de
los miembros del consorcio no hubiere realizado aportaciones por no estar obligado a ello, el criterio de
reparto será la participación en los ingresos que, en su caso, hubiera recibido durante el tiempo que ha
pertenecido en el consorcio.
4. Se acordará por el consorcio la forma y condiciones en que tendrá lugar el pago de la cuota de liquidación en
el supuesto en que ésta resulte positiva.
5. Las entidades consorciadas podrán acordar, con la mayoría que se establezca en los estatutos, o a falta de
previsión estatutaria por unanimidad, la cesión global de activos y pasivos a otra entidad del sector público
jurídicamente adecuada con la finalidad de mantener la continuidad de la actividad y alcanzar los objetivos del
consorcio que se extingue. La cesión global de activos y pasivos implicará la extinción sin liquidación del
consorcio cedente.

Decreto Legislativo 3/2002 finanzas públicas de Cataluña

L3-2002-FINCAT · DOGC-f-2002-90024 · art. 1 — 1 incluidos

CAPÍTULO I Principios generales

Artículo 1.
Las finanzas de la Generalidad de Cataluña están reguladas por esta Ley y por las otras leyes que la
desarrollen. Las normas de la Ley de presupuestos constituirán la ejecución de sus preceptos, para cada
ejercicio presupuestario.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 3

1. Según el artículo 10, de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, los órganos 
superiores podrán avocar para sí el conocimiento de uno o varios asuntos cuya resolución corresponda 
ordinariamente o por delegación a sus órganos administrativos dependientes, cuando circunstancias de 
índole técnica, económica, social, jurídica o territorial lo hagan conveniente:

A) La avocación podrá realizarse mediante acuerdo motivado que deberá ser notificado a los interesados en el 
procedimiento, si los hubiere, con anterioridad o simultáneamente a la resolución final que se dicte.

B) La avocación podrá realizarse mediante acuerdo motivado que deberá ser comunicado a los interesados en el 
procedimiento, si los hubiere, con anterioridad o simultáneamente a la resolución final que se dicte.

C) En todo caso, la avocación se realizará mediante acuerdo motivado que deberá ser comunicado a los 
interesados en el procedimiento, si los hubiere, con anterioridad o simultáneamente a la resolución final que se 
dicte .

D) En todo caso, la avocación se realizará mediante acuerdo motivado que deberá ser notificado a los 
interesados en el procedimiento, si los hubiere, con anterioridad o simultáneamente a la resolución final que se 
dicte .
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2. Las Comisiones Informativas tienen la función de informe, estudio o consulta de los asuntos:

A) Que se han de someter a la consideración del alcalde.

B) Que se han de someter a la consideración de la Junta de Gobierno Local.

C) Que se han de someter, única y exclusivamente, a la consideración del Pleno.

D) Que se han de someter a la consideración del Pleno y de la Junta de Gobierno Local cuando esta actúe por 
competencias delegadas del Pleno.

3. La Ley 40/2015, de 1 de octubre (art. 11), de Régimen Jurídico del Sector Público, respecto a la 
competencia, establece:

A) Los órganos de las diferentes Administraciones Públicas podrán delegar el ejercicio de las competencias que 
tengan atribuidas sólo en otros órganos de la misma Administración, siempre que sean jerárquicamente 
dependientes, o en los Organismos públicos o Entidades de Derecho Público vinculados o dependientes de 
aquéllas.

B) Los órganos de las diferentes Administraciones Públicas podrán delegar el ejercicio de las competencias que 
tengan atribuidas en otros órganos de la misma o de distinta Administración, aun cuando no sean 
jerárquicamente dependientes, o en los Organismos públicos o Entidades de Derecho Público vinculados o 
dependientes de aquéllas.

C) La realización de actividades de carácter material o técnico de la competencia de los órganos administrativos 
o de las Entidades de Derecho Público podrá ser encomendada sólo a otros órganos o Entidades de Derecho 
Público de la misma Administración, siempre que entre sus competencias estén esas actividades, por razones 
de eficacia o cuando no se posean los medios técnicos idóneos para su desempeño.

D) La realización de actividades de carácter material o técnico de la competencia de los órganos administrativos 
o de las Entidades de Derecho Público podrá ser encomendada a otros órganos o Entidades de Derecho Público 
de la misma o de distinta Administración, siempre que entre sus competencias estén esas actividades, por 
razones de eficacia o cuando no se posean los medios técnicos idóneos para su desempeño.

4. Señale la opción CORRECTA. Según la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
la competencia atribuida a los órganos administrativos:

A) Podrá desconcentrarse, tanto su titularidad como su ejercicio, en otros jerárquicamente dependientes de 
aquéllos.

B) Es irrenunciable, salvo los casos de delegación o avocación.

C) Puede cederse su titularidad mediante encomienda de gestión, por el tiempo que dure esta.

D) Solo puede delegarse su ejercicio en órganos jerárquicamente dependientes.

5. Según el artículo 8 de la Ley 40/2015:

A) La competencia es renunciable y se ejercerá por los órganos administrativos que la tengan atribuida como 
propia, salvo los casos de delegación o avocación, cuando se efectúen en los términos previstos en ésta u otras 
leyes.

B) La delegación de competencias, las encomiendas de gestión, la delegación de firma y la suplencia no 
suponen alteración de la titularidad de la competencia ni de los elementos determinantes de su ejercicio.

C) La titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas a los órganos administrativos podrán ser 
concentradas en otros jerárquicamente dependientes de aquellos en los términos y con los requisitos que 
prevean las propias normas de atribución de competencias.

D) Si alguna disposición atribuye la competencia a una Administración, sin especificar el órgano que debe 
ejercerla, se entenderá que la facultad de instruir y resolver los expedientes corresponde a los órganos 
inferiores competentes por razón de la materia y del territorio.
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6. Según lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, ¿Es renunciable la competencia?

A) Sí siempre que lo decida el titular del órgano administrativo que la tiene atribuida.

B) Es irrenunciable, salvo en los casos de delegación o avocación.

C) Es renunciable cuando se trate de órgano de la Comunidad Autónoma.

D) Es renunciable cuando se trate de un órgano de la administración local.

7. ¿A través de qué principio se produce una transferencia de competencias de un órgano superior a otro 
inferior o disminuye la subordinación de los órganos inferiores respecto de los superiores?:

A) El principio de eficacia.

B) El principio de jerarquía.

C) El principio de descentralización.

D) El principio de desconcentración.

8. En ningún caso podrán ser objeto de delegación las competencias relativas

A) La resolución de recursos en los órganos administrativos que hayan dictado los actos objeto de recurso.

B) La firma de los contratos administrativos.

C) La publicación de anuncios en diarios oficiales.

D) La ordenación del gasto.

9. Según el artículo 12 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público:

A) Los titulares de los órganos administrativos no podrán, en materias de su competencia que ostenten por 
delegación de competencias, delegar la firma de sus resoluciones y actos administrativos en los titulares de los 
órganos o unidades administrativas que de ellos dependan.

B) La delegación de firma no alterará la competencia del órgano delegante y para su validez será necesaria su 
publicación.

C) En las resoluciones y actos que se firmen por delegación se hará constar esta circunstancia y la autoridad de 
procedencia.

D) Los titulares de los órganos administrativos podrán delegar la firma temporalmente en los supuestos de 
vacante, ausencia o enfermedad, así como en los casos en que haya sido declarada su abstención o recusación.

10. Según el artículo 14 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas, que reza: Decisiones sobre competencia. Indique cuál es la respuesta correcta.

A) Los conflictos de atribuciones sólo podrán suscitarse entre órganos de una misma o distinta Administración, 
no relacionados jerárquicamente, y respecto a asuntos sobre los que no haya finalizado el procedimiento 
administrativo.

B) Los conflictos de atribuciones sólo podrán suscitarse entre órganos de una misma Administración, no 
relacionados jerárquicamente, y respecto a asuntos sobre los que no haya finalizado el procedimiento 
administrativo.

C) Los conflictos de atribuciones sólo podrán suscitarse entre órganos de una misma o distinta Administración, 
relacionados jerárquicamente, y respecto a asuntos sobre los que no haya finalizado el procedimiento 
administrativo.

D) Los conflictos de atribuciones sólo podrán suscitarse entre órganos de distinta Administración, no 
relacionados jerárquicamente, y respecto a asuntos sobre los que no haya finalizado el procedimiento 
administrativo.

SOLUCIONES 1 D · 2 D · 3 D · 4 A · 5 D · 6 B · 7 D · 8 A · 9 C · 10 B
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Te quedan 67 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 4

Procedimiento administrativo común de las administraciones 
públicas: concepto de interesado, derechos de las personas en sus 

relaciones con las administraciones públicas, derecho y obligación de 
relacionarse electrónicamente con las administraciones públicas; 

requisitos de los actos administrativos: producción y contenido, 
motivación y forma; el silencio administrativo, el recurso de alzada y el 

recurso de reposición.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 3 a 8 · arts. 13 a 14 · arts. 24 a 25 · arts. 34 a 36 · arts. 121 a 124 — 17 incluidos

TÍTULO I De los interesados en el procedimiento

CAPÍTULO I La capacidad de obrar y el concepto de interesado

Artículo 3. Capacidad de obrar.
A los efectos previstos en esta Ley, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas:
a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles.
b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté
permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o
curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación
afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate.
c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin
personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos.

Artículo 4. Concepto de interesado.
1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.
b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la
decisión que en el mismo se adopte.
c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución
y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.
3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente
sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.

Artículo 5. Representación.
1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose con éste
las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado.
2. Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus
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Estatutos, podrán actuar en representación de otras ante las Administraciones Públicas.
3. Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos,
desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación.
Para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación.
4. La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia
fidedigna de su existencia. A estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante
apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal o comparecencia electrónica en la
correspondiente sede electrónica, o a través de la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de
apoderamientos de la Administración Pública competente.
5. El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar al expediente administrativo
acreditación de la condición de representante y de los poderes que tiene reconocidos en dicho momento. El
documento electrónico que acredite el resultado de la consulta al registro electrónico de apoderamientos
correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos.
6. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de
que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá
conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo
requieran.
7. Las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o
jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los
interesados. Dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen los
que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la representación
salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán requerir, en
cualquier momento, la acreditación de dicha representación. No obstante, siempre podrá comparecer el
interesado por sí mismo en el procedimiento.

Artículo 6. Registros electrónicos de apoderamientos.
1. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales dispondrán de
un registro electrónico general de apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter
general otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición de interesado en
un procedimiento administrativo a favor de representante, para actuar en su nombre ante las
Administraciones Públicas. También deberá constar el bastanteo realizado del poder. En el ámbito estatal, este
registro será el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado. Los registros
generales de apoderamientos no impedirán la existencia de registros particulares en cada Organismo donde se
inscriban los poderes otorgados para la realización de trámites específicos en el mismo. Cada Organismo
podrá disponer de su propio registro electrónico de apoderamientos.
2. Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos pertenecientes a todas y cada una de
las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables entre sí, de modo que se garantice su
interconexión, compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de las solicitudes, escritos y
comunicaciones que se incorporen a los mismos. Los registros electrónicos generales y particulares de
apoderamientos permitirán comprobar válidamente la representación de quienes actúen ante las
Administraciones Públicas en nombre de un tercero, mediante la consulta a otros registros administrativos
similares, al registro mercantil, de la propiedad, y a los protocolos notariales. Los registros mercantiles, de la
propiedad, y de los protocolos notariales serán interoperables con los registros electrónicos generales y
particulares de apoderamientos.
3. Los asientos que se realicen en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán contener, al menos, la siguiente información:

a) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del poderdante.
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b) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del apoderado.
c) Fecha de inscripción.
d) Período de tiempo por el cual se otorga el poder.
e) Tipo de poder según las facultades que otorgue.

4. Los poderes que se inscriban en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán corresponder a alguna de las siguientes tipologías:

a) Un poder general para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa y ante cualquier Administración.
b) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa ante una Administración u Organismo concreto.
c) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante únicamente para la realización
de determinados trámites especificados en el poder. (Párrafo anulado) Cada Comunidad Autónoma
aprobará los modelos de poderes inscribibles en el registro cuando se circunscriba a actuaciones ante su
respectiva Administración.

5. El apoderamiento « apud acta» se otorgará mediante comparecencia electrónica en la correspondiente sede
electrónica haciendo uso de los sistemas de firma electrónica previstos en esta Ley, o bien mediante
comparecencia personal en las oficinas de asistencia en materia de registros.
6. Los poderes inscritos en el registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde
la fecha de inscripción. En todo caso, en cualquier momento antes de la finalización de dicho plazo el
poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. Las prórrogas otorgadas por el poderdante al registro tendrán
una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción.
7. Las solicitudes de inscripción del poder, de revocación, de prórroga o de denuncia del mismo podrán
dirigirse a cualquier registro, debiendo quedar inscrita esta circunstancia en el registro de la Administración u
Organismo ante la que tenga efectos el poder y surtiendo efectos desde la fecha en la que se produzca dicha
inscripción.
Se declara inconstitucional y nulo el segundo párrafo del apartado 4 por Sentencia del TC 55/2018, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2018-8574

Artículo 7. Pluralidad de interesados.
Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se
efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que
figure en primer término.

Artículo 8. Nuevos interesados en el procedimiento.
Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad, se advierte la existencia de
personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del
expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se comunicará a dichas personas la
tramitación del procedimiento.

TÍTULO II De la actividad de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Normas generales de actuación

Artículo 13. Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, son
titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes derechos:
a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electrónico de la
Administración.
b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en
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esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.
d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento
Jurídico.
e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de facilitarles
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corresponda
legalmente.
g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica contemplados en esta Ley.
h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de los datos
que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes. Estos derechos se entienden sin perjuicio
de los reconocidos en el artículo 53 referidos a los interesados en el procedimiento administrativo.

Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas.
1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas
para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas
a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la
persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en cualquier
momento.
2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones
Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes
sujetos:

a) Las personas jurídicas.
b) Las entidades sin personalidad jurídica.
c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los
trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad
profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la
propiedad y mercantiles.
d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la
Administración.
e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas
por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por
cada Administración.

3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de relacionarse con ellas a través
de medios electrónicos para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que
por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que
tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.

Artículo 24. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado.
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la
Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo
máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla
estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley o una
norma de Derecho de la Unión Europea o de Derecho internacional aplicable en España establezcan lo
contrario. Cuando el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga
el carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés
general. El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de
petición, a que se refiere el artículo 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia
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que se transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público,
impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los procedimientos de
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas. El sentido del silencio también será
desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones y en los de revisión de oficio
iniciados a solicitud de los interesados. No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la
desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado
el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no dictase y notificase
resolución expresa, siempre que no se refiera a las materias enumeradas en el párrafo anterior de este
apartado.
2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo
finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir
a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte
procedente.
3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del artículo 21 se sujetará al
siguiente régimen:

a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción
del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.
b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al
vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.

4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante la
Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos
desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la
misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en
Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido. Este certificado se expedirá de oficio por el
órgano competente para resolver en el plazo de quince días desde que expire el plazo máximo para resolver el
procedimiento. Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá pedirlo en cualquier momento, computándose
el plazo indicado anteriormente desde el día siguiente a aquél en que la petición tuviese entrada en el registro
electrónico de la Administración u Organismo competente para resolver.

Artículo 25. Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio.
1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya
dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal
de resolver, produciendo los siguientes efectos:

a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la
constitución de derechos u otras situaciones jurídicas favorables, los interesados que hubieren
comparecido podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo.
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de
intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En
estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, con los efectos
previstos en el artículo 95.

2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al interesado, se
interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución.

TÍTULO III De los actos administrativos

CAPÍTULO I Requisitos de los actos administrativos

Artículo 34. Producción y contenido.
1. Los actos administrativos que dicten las Administraciones Públicas, bien de oficio o a instancia del
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interesado, se producirán por el órgano competente ajustándose a los requisitos y al procedimiento
establecido.
2. El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será determinado y
adecuado a los fines de aquéllos.

Artículo 35. Motivación.
1. Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho:

a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos.
b) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos,
recursos administrativos y procedimientos de arbitraje y los que declaren su inadmisión.
c) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos
consultivos.
d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como la adopción de
medidas provisionales previstas en el artículo 56.
e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de plazos y de realización de
actuaciones complementarias.
f) Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados.
g) Los actos que acuerden la terminación del procedimiento por la imposibilidad material de continuarlo
por causas sobrevenidas, así como los que acuerden el desistimiento por la Administración en
procedimientos iniciados de oficio.
h) Las propuestas de resolución en los procedimientos de carácter sancionador, así como los actos que
resuelvan procedimientos de carácter sancionador o de responsabilidad patrimonial.
i) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo en
virtud de disposición legal o reglamentaria expresa.

2. La motivación de los actos que pongan fin a los procedimientos selectivos y de concurrencia competitiva se
realizará de conformidad con lo que dispongan las normas que regulen sus convocatorias, debiendo, en todo
caso, quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de la resolución que se adopte.

Artículo 36. Forma.
1. Los actos administrativos se producirán por escrito a través de medios electrónicos, a menos que su
naturaleza exija otra forma más adecuada de expresión y constancia.
2. En los casos en que los órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, la constancia
escrita del acto, cuando sea necesaria, se efectuará y firmará por el titular del órgano inferior o funcionario
que la reciba oralmente, expresando en la comunicación del mismo la autoridad de la que procede. Si se
tratara de resoluciones, el titular de la competencia deberá autorizar una relación de las que haya dictado de
forma verbal, con expresión de su contenido.
3. Cuando deba dictarse una serie de actos administrativos de la misma naturaleza, tales como
nombramientos, concesiones o licencias, podrán refundirse en un único acto, acordado por el órgano
competente, que especificará las personas u otras circunstancias que individualicen los efectos del acto para
cada interesado.

TÍTULO V De la revisión de los actos en vía administrativa

CAPÍTULO II Recursos administrativos

Sección 2.ª Recurso de alzada

Artículo 121. Objeto.
1. Las resoluciones y actos a que se refiere el artículo 112.1, cuando no pongan fin a la vía administrativa,
podrán ser recurridos en alzada ante el órgano superior jerárquico del que los dictó. A estos efectos, los
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Tribunales y órganos de selección del personal al servicio de las Administraciones Públicas y cualesquiera
otros que, en el seno de éstas, actúen con autonomía funcional, se considerarán dependientes del órgano al
que estén adscritos o, en su defecto, del que haya nombrado al presidente de los mismos.
2. El recurso podrá interponerse ante el órgano que dictó el acto que se impugna o ante el competente para
resolverlo. Si el recurso se hubiera interpuesto ante el órgano que dictó el acto impugnado, éste deberá
remitirlo al competente en el plazo de diez días, con su informe y con una copia completa y ordenada del
expediente. El titular del órgano que dictó el acto recurrido será responsable directo del cumplimiento de lo
previsto en el párrafo anterior.

Artículo 122. Plazos.
1. El plazo para la interposición del recurso de alzada será de un mes, si el acto fuera expreso. Transcurrido
dicho plazo sin haberse interpuesto el recurso, la resolución será firme a todos los efectos. Si el acto no fuera
expreso el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso de alzada en cualquier momento
a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del
silencio administrativo.
2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres meses. Transcurrido este plazo sin que
recaiga resolución, se podrá entender desestimado el recurso, salvo en el supuesto previsto en el artículo 24.1,
tercer párrafo.
3. Contra la resolución de un recurso de alzada no cabrá ningún otro recurso administrativo, salvo el recurso
extraordinario de revisión, en los casos establecidos en el artículo 125.1.

Sección 3.ª Recurso potestativo de reposición

Artículo 123. Objeto y naturaleza.
1. Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos potestativamente en
reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden
jurisdiccional contencioso-administrativo.
2. No se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que sea resuelto expresamente o se haya
producido la desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto.

Artículo 124. Plazos.
1. El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes, si el acto fuera expreso.
Transcurrido dicho plazo, únicamente podrá interponerse recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio,
en su caso, de la procedencia del recurso extraordinario de revisión. Si el acto no fuera expreso, el solicitante y
otros posibles interesados podrán interponer recurso de reposición en cualquier momento a partir del día
siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el acto presunto.
2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de un mes.
3. Contra la resolución de un recurso de reposición no podrá interponerse de nuevo dicho recurso.

Ley 26/2010 régimen jurídico y procedimiento administraciones públicas 
de Cataluña

L26-2010-CAT · BOE-A-2010-13313 · arts. 21 a 26 · art. 29 · arts. 54 a 55 · arts. 76 a 77 — 14 incluidos

TÍTULO II Actuación administrativa

CAPÍTULO I Derechos y deberes de los ciudadanos

Artículo 21.
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Derecho a la no-discriminación y a una atención adecuada.
1. Los ciudadanos, en sus relaciones con las administraciones públicas de Cataluña, tienen derecho a ser
atendidos con el respeto y la consideración que merece su dignidad, sin discriminación por razón de
nacimiento, sexo, raza, origen, religión, orientación sexual, opinión o cualquier otra circunstancia personal o
social. La atención adecuada incluye el derecho a un trato correcto, respetuoso y accesible, con las preceptivas
adaptaciones y apoyo a la toma de decisiones, de acuerdo con la Convención sobre los derechos de las
personas con discapacidad y los demás tratados internacionales.
2. Los ciudadanos tienen derecho a obtener de las administraciones públicas servicios de atención,
información y orientación para el ejercicio y la protección de sus derechos e intereses, en el cumplimiento de
sus deberes y obligaciones y en la redacción de documentos administrativos.
3. El derecho a que se refiere el apartado 2 incluye el derecho a escoger, entre los medios que en cada
momento estén disponibles, el que los ciudadanos desean utilizar para recibir los servicios de atención,
información y orientación, que pueden ser la asistencia a oficinas presenciales, la atención telefónica, en la
medida en que los criterios de seguridad lo permitan, los medios electrónicos u otros que sean técnicamente
posibles y económicamente proporcionales.
4. La cita previa no puede ser obligatoria en ningún caso y solo puede establecerse para mejorar los servicios
de atención presencial.
Se modifica por el art. 1 de la Ley 9/2025, de 13 de noviembre. Ref. BOE-A-2025-24940

Artículo 22.
Derecho a una buena administración. 1.El derecho de los ciudadanos a una buena administración incluye:
a) El derecho a que la actuación administrativa sea proporcional a la finalidad perseguida.
b) El derecho a participar en la toma de decisiones y, especialmente, el derecho de audiencia y el derecho a
presentar alegaciones en cualquier fase del procedimiento administrativo, de acuerdo con lo establecido por la
normativa aplicable.
c) El derecho a que las decisiones de las administraciones públicas estén motivadas en lenguaje claro y
comprensible, en los supuestos establecidos legalmente, con una sucinta referencia a los hechos y a los
fundamentos jurídicos, con la identificación de las normas aplicables y con la indicación del régimen de
recursos que proceda.
d) El derecho a obtener una resolución expresa clara y comprensible y que se les notifique dentro del plazo
legalmente establecido.
e) El derecho a no aportar los datos o documentos que estén en poder de las administraciones públicas o de los
que estas puedan disponer.
f) El derecho a conocer en cualquier momento el estado de tramitación de los procedimientos en los que son
personas interesadas.
g) El derecho a la prestación proactiva y personalizada de los servicios públicos.
h) El derecho a la tramitación unificada de los procedimientos para la gestión, de forma simultánea o
secuencial, de los trámites que correspondan ante las diferentes administraciones públicas. 2. Las
administraciones públicas de Cataluña deben fomentar la participación ciudadana en las actuaciones
administrativas de su competencia, a fin de recoger las propuestas, sugerencias e iniciativas de la ciudadanía,
mediante un proceso previo de información y debate.
Se modifica el apartado 1 por el art. 2 de la Ley 9/2025, de 13 de noviembre. Ref. BOE-A-2025-24940

Artículo 22 bis. Principio de confianza y derecho de las personas a rectificar los errores frente a la 
Administración.
1. De acuerdo con el principio de confianza en las relaciones jurídicas administrativas, las personas tienen
derecho a rectificar sus errores frente a la Administración en Cataluña, respetando en todo caso las
competencias del Estado.
2. La atribución y el ejercicio de las potestades administrativas y las relaciones de las personas con la
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Administración se fundamentan en el principio de la confianza recíproca en la acción correcta y legítima de
esta, de sus empleados públicos y de la ciudadanía.
3. Los empleados públicos solo son responsables por acciones u omisiones llevadas a cabo con dolo o con
culpa o negligencia grave.
4. Se entiende por culpa o negligencia grave la flagrante violación de las normas de prudencia, pericia y
diligencia debida y la omisión de las precauciones, comprobaciones e informaciones previas normalmente
exigibles en la actividad administrativa al funcionario público en función de la competencia específica y en
relación con el caso concreto, teniendo en cuenta los estándares de buena administración.
5. El error cometido por el empleado público actuando con la debida diligencia, de buena fe y sin fraude no es
un supuesto de culpa o negligencia grave.
6. La persona física o jurídica que haya infringido por primera vez una norma aplicable a su situación o haya
cometido errores materiales o formales al informar de sus datos o de su situación dentro del plazo legal o
reglamentariamente establecido no puede ser objeto de sanción pecuniaria o consistente en la privación total
o parcial de una prestación a la que pueda tener derecho de acuerdo con la normativa vigente, siempre que:

a) La persona haya actuado de buena fe y sin fraude en el momento de cometer el error.
b) La persona subsane el error y regularice su situación, ya sea a solicitud propia o por invitación de oficio
de la Administración, que le debe indicar el plazo para hacerlo teniendo en cuenta, con la diligencia debida
propia del derecho a una buena administración, su situación particular.

7. Con relación a lo establecido por el apartado 6, la Administración debe ponderar con la diligencia debida las
circunstancias específicas del caso, debe resolver si existe el derecho a subsanar el error y debe fundamentar y
motivar su decisión con el debido cuidado.
8. Lo establecido por los apartados 6 y 7 no es de aplicación en los siguientes casos:

a) Si la persona ha actuado de mala fe o existe fraude.
b) Si las consecuencias negativas para la persona, incluida la privación total o parcial de una prestación,
derivan de las siguientes circunstancias:

1.ª Aplicación de normas del derecho de la Unión Europea.
2.ª Vulneración o incumplimiento de normas que preservan directamente la salud pública o la seguridad
de las personas, de los bienes o del medio.
3.ª Estipulaciones incluidas en contratos de la Administración.

9. La determinación de la mala fe o del fraude corresponde a la Administración, que puede tener en cuenta el
comportamiento pasado de la persona ante la propia Administración, y así lo debe acreditar en una resolución
debidamente motivada.
Se añade por el art. 3 de la Ley 9/2025, de 13 de noviembre. Ref. BOE-A-2025-24940

Artículo 22 ter.
Derecho de las personas a no ser perjudicadas por un error administrativo en las prestaciones destinadas a
garantizar las necesidades esenciales de subsistencia.
1. Las personas físicas, si se detecta un pago indebido derivado de un error administrativo o de una actuación
administrativa indebida, sin la debida diligencia, en las prestaciones destinadas a garantizar las necesidades
esenciales de subsistencia, no están obligadas a devolver el importe principal ni los intereses de la prestación
indebidamente percibida, siempre que concurran las siguientes condiciones:

a) Que la persona beneficiaria no haya contribuido, por acción u omisión, a la producción del error
administrativo.
b) Que el error administrativo sea imputable exclusivamente a la Administración.

2. La Administración, en los casos a que se refiere el apartado 1, debe iniciar el procedimiento de reintegro del
importe principal de la prestación, pero no puede exigir importe alguno en concepto de intereses de demora o
de cualquier otro tipo de recargo, de acuerdo con los principios de proporcionalidad, equidad y buena
administración. Asimismo, de acuerdo con estos principios, deben efectuarse planes de devolución flexibles y
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ajustados a la capacidad económica de las personas.
3. La Administración debe valorar con la diligencia debida las circunstancias específicas del caso y debe
fundamentar y motivar adecuadamente la decisión de no exigir los intereses correspondientes, de acuerdo con
los principios de seguridad jurídica y de protección de la confianza legítima.
Se añade por el art. 4 de la Ley 9/2025, de 13 de noviembre. Ref. BOE-A-2025-24940

Artículo 23. Derecho a servicios públicos de calidad.
1. Todos los ciudadanos tienen derecho a:

a) Acceder en condiciones de igualdad a los servicios públicos y a que estos sean de calidad.
b) Plantear las sugerencias y las quejas relativas al funcionamiento de la actividad administrativa.

2. En el ámbito de la Administración de la Generalidad, el Gobierno debe establecer por decreto el
procedimiento específico para la atención y la respuesta a las sugerencias, reclamaciones y quejas con
relación a la prestación de los servicios públicos de su titularidad.
3. Las administraciones públicas de Cataluña deben tener cartas de servicios a disposición de los ciudadanos,
empresas y profesionales, como instrumentos para la mejora de la calidad de los servicios, en los términos
establecidos por la normativa vigente.
4. Las unidades orgánicas de la Administración de la Generalidad con un rango mínimo de dirección general
deben disponer de una carta de servicios por cada uno de los servicios finalistas que prestan. Las cartas
pueden ser individualizadas por cada servicio o bien agrupadas, deben evaluarse cada dos años y deben
actualizarse, como mínimo, cada cinco años.
Se modifica el apartado 3 y se añade el apartado 4 por el art. 18.1 y 2 de la Ley 16/2015, de 24 de julio. Ref. BOE-A-2015-9208 .

Artículo 24. Derecho al uso de los medios electrónicos.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a relacionarse con las administraciones públicas de Cataluña utilizando
medios electrónicos para el ejercicio de los derechos que establece la legislación básica, así como para obtener
informaciones, realizar consultas y alegaciones, obtener copia de la información publicada en la sede
electrónica, formular solicitudes, manifestar consentimiento, entablar pretensiones, efectuar pagos, realizar
transacciones y oponerse a las resoluciones y a los actos administrativos.
2. Los ciudadanos, en los términos de la legislación básica y de la presente ley, tienen derecho a escoger, entre
los canales que en cada momento estén disponibles, el que desean utilizar para relacionarse por medios
electrónicos con cada una de las administraciones públicas de Cataluña.
3. Las administraciones públicas de Cataluña pueden garantizar el derecho que establece el presente artículo a
todos los ciudadanos mediante el establecimiento de puntos públicos que permitan el acceso efectivo a los
medios electrónicos.
4. Para hacer efectivo el derecho al uso de los medios electrónicos:

a) Las administraciones públicas deben habilitar, del modo que consideren adecuado, distintos canales o
medios para la prestación de los servicios electrónicos, y garantizar la seguridad, la confidencialidad y la
protección de los datos de carácter personal en el ejercicio del derecho al uso de medios electrónicos.
b) Las administraciones públicas deben garantizar un sistema de gestión y conservación de los documentos
electrónicos que forman parte de un expediente y que afectan a los derechos e intereses de los ciudadanos.

5. Los ciudadanos tienen el derecho a obtener y utilizar cualquier sistema de firma electrónica, en los
términos y con los límites que establece la normativa de aplicación.
6. La utilización de medios electrónicos en la actividad interna y externa de las administraciones públicas
catalanas no puede comportar la eliminación, la limitación o el condicionamiento de los derechos o de los
deberes de los ciudadanos.

Artículo 25. Derecho a la presentación de solicitudes, comunicaciones y demás documentos.
1. Los ciudadanos tienen derecho a presentar los documentos que dirigen a las administraciones públicas
catalanas por cualquier medio, en cualquier registro de la administración destinataria o en los demás lugares
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establecidos por la legislación básica.
2. Los ciudadanos pueden presentar en los registros de la Administración de la Generalidad y de los
organismos y entidades públicas que dependen de esta o están vinculados a la misma, documentos dirigidos a
otra administración.
3. Las administraciones públicas de Cataluña aparte de las mencionadas en el apartado 2 deben informar, en
su sede electrónica y a las personas que lo soliciten, sobre los convenios suscritos con otras administraciones
públicas al efecto del registro de solicitudes, escritos y comunicaciones.
4. Los ciudadanos sólo deben presentar los datos o los documentos exigidos por las normas de aplicación al
procedimiento, no debiendo presentar los que ya se encuentren en poder de las administraciones públicas, si
bien en dicho caso se les puede requerir que faciliten información sobre el expediente, actuación o archivo en
que se encuentra el dato o el documento.

Artículo 26. Derecho de acceso a los expedientes administrativos.
Los ciudadanos que tienen la condición de personas interesadas en un procedimiento administrativo en
trámite tienen derecho a acceder al expediente y a obtener copia de los documentos que forman parte de él. Si
los documentos son en formato electrónico, los ciudadanos tienen derecho a obtener copias electrónicas de
los mismos.

Artículo 26 bis. Derecho de acceso y utilización de datos y documentos propios.
Los ciudadanos tienen derecho a acceder a los datos y a los documentos que las administraciones públicas de
Cataluña tienen en su poder relativos a su persona o actividad, a través de un espacio personal, privado y
seguro disponible en las sedes electrónicas correspondientes. Igualmente, pueden aportar y conservar
voluntariamente documentos propios con la finalidad de facilitar la aportación en procedimientos
administrativos. Desde este espacio, las personas interesadas pueden visualizar y seleccionar los datos y los
documentos mencionados para incorporarlos directamente a los trámites o procedimientos administrativos
que inicien o en los que participen como personas interesadas. Las administraciones públicas de Cataluña
tienen que garantizar la interoperabilidad de sus sistemas de información para hacer efectivo el derecho que
establece este artículo, y tienen que habilitar los mecanismos técnicos necesarios para permitir la
incorporación segura y automatizada de los datos y los documentos.
Se añade por el art. 6.1 del Decreto-ley 3/2026, de 24 de marzo. Ref. BOE-A-2026-10430

Artículo 29. Garantía de los derechos.
Las administraciones públicas de Cataluña deben garantizar en su actuación el ejercicio y la efectividad de los
derechos de los ciudadanos, cualquiera que sea el medio de relación.

TÍTULO III Procedimiento administrativo

CAPÍTULO III Finalización del procedimiento y silencio administrativo

Artículo 54. Silencio administrativo en los procedimientos iniciados a solicitud de una persona 
interesada.
1. En los procedimientos iniciados a solicitud de una persona interesada, sin perjuicio de la obligación de las
administraciones públicas de resolver expresamente, el vencimiento del plazo sin que se haya notificado
resolución expresa legitima a la persona interesada para entender estimada su solicitud por silencio
administrativo.
2. Se exceptúan de la previsión a que se refiere el apartado 1 los siguientes supuestos, en los que el silencio
tiene efecto desestimatorio:

a) Los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de petición a que se refieren el artículo 29 de la
Constitución y el artículo 29.5 del Estatuto de autonomía.
b) Los casos en que una norma con rango de ley, por razones imperiosas de interés general, o una norma
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de derecho europeo establecen lo contrario.
c) Los procedimientos cuya estimación de la solicitud tiene como consecuencia la transferencia a la
persona interesada o a terceras personas de facultades relativas al dominio público o al servicio público.
d) Las solicitudes que tienen como consecuencia la transferencia de facultades relativas a los bienes o a los
derechos de carácter patrimonial de las administraciones materialmente afectadas al uso público o al
servicio público.
e) Los procedimientos cuya estimación de la solicitud puede comportar la concesión de ayudas y
subvenciones públicas, y, en general, los procedimientos que tienen por objeto o se refieren a la
reclamación de cantidades que implican el pago a cargo de las administraciones públicas.
f) Los recursos de alzada, excepto en los casos en que se interpongan contra la desestimación por silencio
administrativo de una solicitud no resuelta expresamente en el plazo establecido por la normativa de
aplicación.
g) Los recursos potestativos de reposición y los recursos extraordinarios de revisión, así como los demás
procedimientos de impugnación de actos y disposiciones.
h) Las solicitudes relativas a los procedimientos para la revisión de actos administrativos nulos.
i) Las solicitudes de indemnización relativas a reclamaciones de responsabilidad patrimonial de las
administraciones públicas catalanas.

Artículo 55. Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio.
1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo establecido sin que se haya dictado y
notificado la resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de su obligación legal de
resolver, y tiene los siguientes efectos:

a) En el caso de los procedimientos de los cuales puede derivar el reconocimiento o, en su caso, la
constitución de derechos o demás situaciones jurídicas individualizadas, las personas interesadas que
hayan comparecido pueden entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo.
b) En los procedimientos en que la Administración ejerza potestades sancionadoras o, en general, de
intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se produce la caducidad. En
dichos casos, la resolución que declara la caducidad debe ordenar el archivo de las actuaciones, con los
efectos establecidos por la legislación básica.

2. Si el procedimiento se encuentra paralizado por causa imputable a la persona interesada, se interrumpe el
cómputo del plazo para emitir o notificar la resolución.

TÍTULO V La revisión y la reclamación previa en vía administrativa

CAPÍTULO II Recursos administrativos y reclamaciones previas al ejercicio de acciones civiles y

Artículo 76. Recurso de alzada.
Contra los actos que no ponen fin a la vía administrativa las personas interesadas pueden interponer el recurso
de alzada en los términos y en los supuestos que establece la legislación básica.

Artículo 77. Recurso potestativo de reposición.
Contra los actos que ponen fin a la vía administrativa las personas interesadas pueden interponer el recurso
potestativo de reposición ante el mismo órgano que los ha dictado o impugnarlos directamente ante el orden
jurisdiccional contencioso-administrativo en los términos que establece la legislación básica.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 4

1. El plazo para la interposición del recurso de alzada, si el acto fuera expreso será:

A) 1 mes

B) 2 meses

C) 3 meses

D) Cualquier momento a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se 
produzcan los efectos del silencio administrativo.

2. De acuerdo con lo previsto en el artículo 35 de la Ley 39/2015 de Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, serán motivados con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho:

A) Los actos que amplíen derechos subjetivos o intereses legítimos

B) La rectificación de errores materiales, aritméticos o de hecho de actos administrativos

C) Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados

D) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades delegadas

3. En relación con los actos administrativos, serán motivados, con sucinta referencia de hechos y 
fundamentos de derecho (señale la opción incorrecta):

A) Los acuerdos de aplicación de ampliación de plazos y de realización de actuaciones complementarias.

B) Los actos que acuerden el desistimiento por la Administración en procedimientos iniciados a instancia del 
interesado.

C) Los actos que resuelvan procedimientos de carácter sancionador o de responsabilidad patrimonial.

D) Los actos que deban serlo en virtud de disposición legal o reglamentaria expresa.

4. De conformidad con el artículo 5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, en el procedimiento administrativo los interesados:

A) Sólo podrán actuar por medio de representante cuando una norma con rango de ley expresamente lo 
autorice.

B) Podrán acreditar su representación a través de cualquier medio válido en derecho.

C) Sólo podrán actuar por medio de representante para formular solicitudes, presentar declaraciones 
responsables o comunicaciones, interponer recursos, desistir de acciones y renunciar a derechos.

D) No podrán actuar por medio de representante, salvo que se trate de procedimientos iniciados de oficio.

5. Indique cuál es el sentido del silencio si, llegado el plazo de resolución de un recurso de alzada, el órgano 
administrativo competente no dictase y notificase la resolución expresa de dicho recurso, cuando este se 
interpuso contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo:

A) Se entenderá estimado el recurso en todo caso

B) Se entenderá desestimado el recurso en todo caso

C) Se entenderá estimado o desestimado, dependiendo de la materia a que se refiera la solicitud presentada

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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6. Quien de conformidad con el artículo 3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento 
administrativo común de las Administraciones Públicas, tiene capacidad de obrar ante las Administraciones 
Públicas, es titular, en sus relaciones con ellas de, entre otros, los siguientes derechos recogidos en el artículo 
13 de la citada ley:

A) La exigencia de responsabilidad administrativa.

B) A aportar documentación en cualquier fase del procedimiento.

C) A utilizar cualquiera de las lenguas oficiales del Estado.

D) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos y utilizar las lenguas 
oficiales en el territorio de su comunidad autónoma.

7. Estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas para la 
realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos:

A) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que no se requiera colegiación obligatoria, para los 
trámites y actuaciones con las AAPP en ejercicio de dicha actividad. Incluidos notarios y registradores de la 
propiedad y mercantiles.

B) Las entidades sin personalidad jurídica. (Art. 14 LPAC)

C) La personas físicas que por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros 
motivos quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.

D) Ninguna es correcta.

8. El artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, dispone que se consideran interesados en el procedimiento administrativo 
aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se 
personen en el procedimiento:

A) En tanto no haya recaído resolución definitiva

B) Aunque haya recaído resolución definitiva

C) En tanto no haya recaído resolución definitiva, pero en este caso únicamente en defensa de intereses 
individuales

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

9. Entre los derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas está el siguiente:

A) A solicitar de la Administración cualquier subvención o ayuda, sin tener que acreditar ningún extremo.

B) Prácticamente, los ciudadanos no tienen derechos en su relación con la Administración.

C) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electrónico de la 
Administración.

D) No existe ningún Punto de Acceso General electrónico de la Administración.

10. ¿Quiénes se consideran interesados en el procedimiento administrativo según el artículo 4 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas?

A) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o libertades individuales.

B) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión 
que en el mismo se adopte.

C) Aquellos cuyas libertades individuales, puedan resultar afectadas por la resolución y se personen en el 
procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

D) Aquellos cuyos derechos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se personen 
en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

SOLUCIONES 1 A · 2 C · 3 B · 4 B · 5 C · 6 D · 7 B · 8 A · 9 C · 10 B
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Te quedan 554 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 4, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 5

Convenio colectivo único del personal laboral de la Generalitat de 
Catalunya: Clasificación profesional. Organización del trabajo. 

Selección de personal, contratación y periodo de prueba. Movilidad y 
concurso de cambio de destino. Modificaciones sustanciales de 

condiciones de trabajo.

RDLeg 2/2015 Estatuto de los Trabajadores

ET · BOE-A-2015-11430 · art. 14 · art. 22 · arts. 39 a 41 — 5 incluidos

TÍTULO I De la relación individual de trabajo

CAPÍTULO II Contenido del contrato de trabajo

Sección 1.ª Duración del contrato

Artículo 14. Periodo de prueba.
1. Podrá concertarse por escrito un periodo de prueba, con sujeción a los límites de duración que, en su caso,
se establezcan en los convenios colectivos. En defecto de pacto en convenio, la duración del periodo de prueba
no podrá exceder de seis meses para los técnicos titulados, ni de dos meses para los demás trabajadores. En las
empresas de menos de veinticinco trabajadores el periodo de prueba no podrá exceder de tres meses para los
trabajadores que no sean técnicos titulados. En el supuesto de los contratos temporales de duración
determinada del artículo 15 concertados por tiempo no superior a seis meses, el periodo de prueba no podrá
exceder de un mes, salvo que se disponga otra cosa en convenio colectivo. El empresario y el trabajador están,
respectivamente, obligados a realizar las experiencias que constituyan el objeto de la prueba. Será nulo el
pacto que establezca un periodo de prueba cuando el trabajador haya ya desempeñado las mismas funciones
con anterioridad en la empresa, bajo cualquier modalidad de contratación.
2. Durante el periodo de prueba, la persona trabajadora tendrá los derechos y obligaciones correspondientes
al puesto de trabajo que desempeñe como si fuera de plantilla, excepto los derivados de la resolución de la
relación laboral, que podrá producirse a instancia de cualquiera de las partes durante su transcurso. La
resolución a instancia empresarial será nula en el caso de las trabajadoras por razón de embarazo, desde la
fecha de inicio del embarazo hasta el comienzo del período de suspensión a que se refiere el artículo 48.4, o
maternidad, salvo que concurran motivos no relacionados con el embarazo o maternidad.
3. Transcurrido el periodo de prueba sin que se haya producido el desistimiento, el contrato producirá plenos
efectos, computándose el tiempo de los servicios prestados en la antigüedad de la persona trabajadora en la
empresa. Las situaciones de incapacidad temporal, nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción,
acogimiento, riesgo durante el embarazo, riesgo durante la lactancia, violencia de género, que afecten a la
persona trabajadora durante el periodo de prueba, interrumpen el cómputo del mismo siempre que se
produzca acuerdo entre ambas partes.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 14.3 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-14 Se modifican los apartados
2 y 3 por el art. 2.5 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a2

Sección 3.ª Clasificación profesional y promoción en el trabajo
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Artículo 22. Sistema de clasificación profesional.
1. Mediante la negociación colectiva o, en su defecto, acuerdo entre la empresa y los representantes de los
trabajadores, se establecerá el sistema de clasificación profesional de los trabajadores por medio de grupos
profesionales.
2. Se entenderá por grupo profesional el que agrupe unitariamente las aptitudes profesionales, titulaciones y
contenido general de la prestación, y podrá incluir distintas tareas, funciones, especialidades profesionales o
responsabilidades asignadas al trabajador.
3. La definición de los grupos profesionales se ajustará a criterios y sistemas que, basados en un análisis
correlacional entre sesgos de género, puestos de trabajo, criterios de encuadramiento y retribuciones, tengan
como objeto garantizar la ausencia de discriminación, tanto directa como indirecta, entre mujeres y hombres.
Estos criterios y sistemas, en todo caso, cumplirán con lo previsto en el artículo 28.1.
4. Por acuerdo entre el trabajador y el empresario se asignará al trabajador un grupo profesional y se
establecerá como contenido de la prestación laboral objeto del contrato de trabajo la realización de todas las
funciones correspondientes al grupo profesional asignado o solamente de alguna de ellas. Cuando se acuerde
la polivalencia funcional o la realización de funciones propias de más de un grupo, la equiparación se realizará
en virtud de las funciones que se desempeñen durante mayor tiempo.
Se modifica el apartado 3 por el art. 2.6 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a2

CAPÍTULO III Modificación, suspensión y extinción del contrato de trabajo

Sección 1.ª Movilidad funcional y geográfica

Artículo 39. Movilidad funcional.
1. La movilidad funcional en la empresa se efectuará de acuerdo a las titulaciones académicas o profesionales
precisas para ejercer la prestación laboral y con respeto a la dignidad del trabajador.
2. La movilidad funcional para la realización de funciones, tanto superiores como inferiores, no
correspondientes al grupo profesional solo será posible si existen, además, razones técnicas u organizativas
que la justifiquen y por el tiempo imprescindible para su atención. El empresario deberá comunicar su
decisión y las razones de esta a los representantes de los trabajadores. En el caso de encomienda de funciones
superiores a las del grupo profesional por un periodo superior a seis meses durante un año u ocho durante dos
años, el trabajador podrá reclamar el ascenso, si a ello no obsta lo dispuesto en convenio colectivo o, en todo
caso, la cobertura de la vacante correspondiente a las funciones por él realizadas conforme a las reglas en
materia de ascensos aplicables en la empresa, sin perjuicio de reclamar la diferencia salarial correspondiente.
Estas acciones serán acumulables. Contra la negativa de la empresa, y previo informe del comité o, en su caso,
de los delegados de personal, el trabajador podrá reclamar ante la jurisdicción social. Mediante la negociación
colectiva se podrán establecer periodos distintos de los expresados en este artículo a efectos de reclamar la
cobertura de vacantes.
3. El trabajador tendrá derecho a la retribución correspondiente a las funciones que efectivamente realice,
salvo en los casos de encomienda de funciones inferiores, en los que mantendrá la retribución de origen. No
cabrá invocar como causa de despido objetivo la ineptitud sobrevenida o la falta de adaptación en los
supuestos de realización de funciones distintas de las habituales como consecuencia de la movilidad funcional.
4. El cambio de funciones distintas de las pactadas no incluido en los supuestos previstos en este artículo
requerirá el acuerdo de las partes o, en su defecto, el sometimiento a las reglas previstas para las
modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo o a las que a tal fin se hubieran establecido en convenio
colectivo.

Artículo 40. Movilidad geográfica.
1. El traslado de trabajadores que no hayan sido contratados específicamente para prestar sus servicios en
empresas con centros de trabajo móviles o itinerantes a un centro de trabajo distinto de la misma empresa que
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exija cambios de residencia requerirá la existencia de razones económicas, técnicas, organizativas o de
producción que lo justifiquen. Se consideraran tales las que estén relacionadas con la competitividad,
productividad u organización técnica o del trabajo en la empresa, así como las contrataciones referidas a la
actividad empresarial. La decisión de traslado deberá ser notificada por el empresario al trabajador, así como a
sus representantes legales, con una antelación mínima de treinta días a la fecha de su efectividad. Notificada la
decisión de traslado, el trabajador tendrá derecho a optar entre el traslado, percibiendo una compensación por
gastos, o la extinción de su contrato, percibiendo una indemnización de veinte días de salario por año de
servicio, prorrateándose por meses los periodos de tiempo inferiores a un año y con un máximo de doce
mensualidades. La compensación a que se refiere el primer supuesto comprenderá tanto los gastos propios
como los de los familiares a su cargo, en los términos que se convengan entre las partes, y nunca será inferior
a los límites mínimos establecidos en los convenios colectivos. Sin perjuicio de la ejecutividad del traslado en
el plazo de incorporación citado, el trabajador que, no habiendo optado por la extinción de su contrato, se
muestre disconforme con la decisión empresarial podrá impugnarla ante la jurisdicción social. La sentencia
declarará el traslado justificado o injustificado y, en este último caso, reconocerá el derecho del trabajador a
ser reincorporado al centro de trabajo de origen. Cuando, con objeto de eludir las previsiones contenidas en el
apartado siguiente, la empresa realice traslados en periodos sucesivos de noventa días en número inferior a
los umbrales allí señalados, sin que concurran causas nuevas que justifiquen tal actuación, dichos nuevos
traslados se considerarán efectuados en fraude de ley y serán declarados nulos y sin efecto.
2. El traslado a que se refiere el apartado anterior deberá ir precedido de un periodo de consultas con los
representantes legales de los trabajadores de una duración no superior a quince días, cuando afecte a la
totalidad del centro de trabajo, siempre que este ocupe a más de cinco trabajadores, o cuando, sin afectar a la
totalidad del centro de trabajo, en un periodo de noventa días comprenda a un número de trabajadores de, al
menos:

a) Diez trabajadores, en las empresas que ocupen menos de cien trabajadores.
b) El diez por ciento del número de trabajadores de la empresa en aquellas que ocupen entre cien y
trescientos trabajadores.
c) Treinta trabajadores en las empresas que ocupen más de trescientos trabajadores. Dicho periodo de
consultas deberá versar sobre las causas motivadoras de la decisión empresarial y la posibilidad de evitar o
reducir sus efectos, así como sobre las medidas necesarias para atenuar sus consecuencias para los
trabajadores afectados. La consulta se llevará a cabo en una única comisión negociadora, si bien, de existir
varios centros de trabajo, quedará circunscrita a los centros afectados por el procedimiento. La comisión
negociadora estará integrada por un máximo de trece miembros en representación de cada una de las
partes. La intervención como interlocutores ante la dirección de la empresa en el procedimiento de
consultas corresponderá a los sujetos indicados en el artículo 41.4, en el orden y condiciones señalados en
el mismo. La comisión representativa de los trabajadores deberá quedar constituida con carácter previo a
la comunicación empresarial de inicio del procedimiento de consultas. A estos efectos, la dirección de la
empresa deberá comunicar de manera fehaciente a los trabajadores o a sus representantes su intención de
iniciar el procedimiento. El plazo máximo para la constitución de la comisión representativa será de siete
días desde la fecha de la referida comunicación, salvo que alguno de los centros de trabajo que vaya a estar
afectado por el procedimiento no cuente con representantes legales de los trabajadores, en cuyo caso el
plazo será de quince días. Transcurrido el plazo máximo para la constitución de la comisión representativa,
la dirección de la empresa podrá comunicar el inicio del periodo de consultas a los representantes de los
trabajadores. La falta de constitución de la comisión representativa no impedirá el inicio y transcurso del
periodo de consultas, y su constitución con posterioridad al inicio del mismo no comportará, en ningún
caso, la ampliación de su duración. La apertura del periodo de consultas y las posiciones de las partes tras
su conclusión deberán ser notificadas a la autoridad laboral para su conocimiento. Durante el periodo de
consultas, las partes deberán negociar de buena fe, con vistas a la consecución de un acuerdo. Dicho
acuerdo requerirá la conformidad de la mayoría de los representantes legales de los trabajadores o, en su
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caso, de la mayoría de los miembros de la comisión representativa de los trabajadores siempre que, en
ambos casos, representen a la mayoría de los trabajadores del centro o centros de trabajo afectados. Tras la
finalización del periodo de consultas el empresario notificará a los trabajadores su decisión sobre el
traslado, que se regirá a todos los efectos por lo dispuesto en el apartado 1. Contra las decisiones a que se
refiere el presente apartado se podrá reclamar en conflicto colectivo, sin perjuicio de la acción individual
prevista en el apartado 1. La interposición del conflicto paralizará la tramitación de las acciones
individuales iniciadas, hasta su resolución. El acuerdo con los representantes de los trabajadores en el
periodo de consultas se entenderá sin perjuicio del derecho de los trabajadores afectados al ejercicio de la
opción prevista en el párrafo tercero del apartado 1. El empresario y la representación de los trabajadores
podrán acordar en cualquier momento la sustitución del periodo de consultas a que se refiere este apartado
por la aplicación del procedimiento de mediación o arbitraje que sea de aplicación en el ámbito de la
empresa, que deberá desarrollarse dentro del plazo máximo señalado para dicho periodo.

3. Si por traslado uno de los cónyuges cambia de residencia, el otro, si fuera trabajador de la misma empresa,
tendrá derecho al traslado a la misma localidad, si hubiera puesto de trabajo.
4. Las personas trabajadoras que tengan la consideración de víctimas de violencia de género, de víctimas de
violencia sexual o de víctimas del terrorismo que se vean obligadas a abandonar el puesto de trabajo en la
localidad donde venían prestando sus servicios, para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia
social integral, tendrán derecho preferente a ocupar otro puesto de trabajo, del mismo grupo profesional o
categoría equivalente, que la empresa tenga vacante en cualquier otro de sus centros de trabajo. En tales
supuestos, la empresa estará obligada a comunicar a las personas trabajadoras las vacantes existentes en dicho
momento o las que se pudieran producir en el futuro. El traslado o el cambio de centro de trabajo tendrá una
duración inicial de entre seis y doce meses, durante los cuales la empresa tendrá la obligación de reservar el
puesto de trabajo que anteriormente ocupaban las personas trabajadoras. Terminado este periodo, las
personas trabajadoras podrán optar entre el regreso a su puesto de trabajo anterior o la continuidad en el
nuevo, decayendo en este caso la obligación de reserva, o la extinción de su contrato, percibiendo una
indemnización de veinte días de salario por año de servicio, prorrateándose por meses los periodos de tiempo
inferiores a un año y con un máximo de doce mensualidades.
5. Para hacer efectivo su derecho de protección a la salud, los trabajadores con discapacidad que acrediten la
necesidad de recibir fuera de su localidad un tratamiento de habilitación o rehabilitación médico-funcional o
atención, tratamiento u orientación psicológica relacionado con su discapacidad, tendrán derecho preferente
a ocupar otro puesto de trabajo, del mismo grupo profesional, que la empresa tuviera vacante en otro de sus
centros de trabajo en una localidad en que sea más accesible dicho tratamiento, en los términos y condiciones
establecidos en el apartado anterior para las trabajadoras víctimas de violencia de género o de violencia sexual
y para las víctimas de terrorismo.
6. Por razones económicas, técnicas, organizativas o de producción, o bien por contrataciones referidas a la
actividad empresarial, la empresa podrá efectuar desplazamientos temporales de sus trabajadores que exijan
que estos residan en población distinta de la de su domicilio habitual, abonando, además de los salarios, los
gastos de viaje y las dietas. El trabajador deberá ser informado del desplazamiento con una antelación
suficiente a la fecha de su efectividad, que no podrá ser inferior a cinco días laborables en el caso de
desplazamientos de duración superior a tres meses; en este último supuesto, el trabajador tendrá derecho a un
permiso de cuatro días laborables en su domicilio de origen por cada tres meses de desplazamiento, sin
computar como tales los de viaje, cuyos gastos correrán a cargo del empresario. Contra la orden de
desplazamiento, sin perjuicio de su ejecutividad, podrá recurrir el trabajador en los mismos términos
previstos en el apartado 1 para los traslados. Los desplazamientos cuya duración en un periodo de tres años
exceda de doce meses tendrán, a todos los efectos, el tratamiento previsto en esta ley para los traslados.
7. Los representantes legales de los trabajadores tendrán prioridad de permanencia en los puestos de trabajo a
que se refiere este artículo. Mediante convenio colectivo o acuerdo alcanzado durante el periodo de consultas
se podrán establecer prioridades de permanencia a favor de trabajadores de otros colectivos, tales como
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trabajadores con cargas familiares, mayores de determinada edad o personas con discapacidad. Se modifican
los apartados 4 y 5 por la disposición final 9.2 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-
A-2024-15936#df-9 Se modifican los apartados 4 y 5 por la disposición final 14.6 de la Ley 4/2023, de 28 de
febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-14
Se modifica el apartado 4, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 14.2 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre.
Ref. BOE-A-2022-14630#df-14

Artículo 41. Modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo.
1. La dirección de la empresa podrá acordar modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo cuando
existan probadas razones económicas, técnicas, organizativas o de producción. Se considerarán tales las que
estén relacionadas con la competitividad, productividad u organización técnica o del trabajo en la empresa.
Tendrán la consideración de modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo, entre otras, las que
afecten a las siguientes materias:

a) Jornada de trabajo.
b) Horario y distribución del tiempo de trabajo.
c) Régimen de trabajo a turnos.
d) Sistema de remuneración y cuantía salarial.
e) Sistema de trabajo y rendimiento.
f) Funciones, cuando excedan de los límites que para la movilidad funcional prevé el artículo 39.

2. Las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo podrán afectar a las condiciones reconocidas
a los trabajadores en el contrato de trabajo, en acuerdos o pactos colectivos o disfrutadas por estos en virtud de
una decisión unilateral del empresario de efectos colectivos. Se considera de carácter colectivo la modificación
que, en un periodo de noventa días, afecte al menos a:

a) Diez trabajadores, en las empresas que ocupen menos de cien trabajadores.
b) El diez por ciento del número de trabajadores de la empresa en aquellas que ocupen entre cien y
trescientos trabajadores.
c) Treinta trabajadores, en las empresas que ocupen más de trescientos trabajadores. Se considera de
carácter individual la modificación que, en el periodo de referencia establecido, no alcance los umbrales
señalados para las modificaciones colectivas.

3. La decisión de modificación sustancial de condiciones de trabajo de carácter individual deberá ser
notificada por el empresario al trabajador afectado y a sus representantes legales con una antelación mínima
de quince días a la fecha de su efectividad. En los supuestos previstos en las letras a), b), c), d) y f) del apartado
1, si el trabajador resultase perjudicado por la modificación sustancial tendrá derecho a rescindir su contrato y
percibir una indemnización de veinte días de salario por año de servicio prorrateándose por meses los
periodos inferiores a un año y con un máximo de nueve meses. Sin perjuicio de la ejecutividad de la
modificación en el plazo de efectividad anteriormente citado, el trabajador que, no habiendo optado por la
rescisión de su contrato, se muestre disconforme con la decisión empresarial podrá impugnarla ante la
jurisdicción social. La sentencia declarará la modificación justificada o injustificada y, en este último caso,
reconocerá el derecho del trabajador a ser repuesto en sus anteriores condiciones. Cuando con objeto de
eludir las previsiones contenidas en el apartado siguiente, la empresa realice modificaciones sustanciales de
las condiciones de trabajo en periodos sucesivos de noventa días en número inferior a los umbrales que
establece el apartado 2 para las modificaciones colectivas, sin que concurran causas nuevas que justifiquen tal
actuación, dichas nuevas modificaciones se considerarán efectuadas en fraude de ley y serán declaradas nulas
y sin efecto.
4. Sin perjuicio de los procedimientos específicos que puedan establecerse en la negociación colectiva, la
decisión de modificación sustancial de condiciones de trabajo de carácter colectivo deberá ir precedida de un
periodo de consultas con los representantes legales de los trabajadores, de duración no superior a quince días,
que versará sobre las causas motivadoras de la decisión empresarial y la posibilidad de evitar o reducir sus
efectos, así como sobre las medidas necesarias para atenuar sus consecuencias para los trabajadores
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afectados. La consulta se llevará a cabo en una única comisión negociadora, si bien, de existir varios centros
de trabajo, quedará circunscrita a los centros afectados por el procedimiento. La comisión negociadora estará
integrada por un máximo de trece miembros en representación de cada una de las partes. La intervención
como interlocutores ante la dirección de la empresa en el procedimiento de consultas corresponderá a las
secciones sindicales cuando estas así lo acuerden, siempre que tengan la representación mayoritaria en los
comités de empresa o entre los delegados de personal de los centros de trabajo afectados, en cuyo caso
representarán a todos los trabajadores de los centros afectados. En defecto de lo previsto en el párrafo
anterior, la intervención como interlocutores se regirá por las siguientes reglas:

a) Si el procedimiento afecta a un único centro de trabajo, corresponderá al comité de empresa o a los
delegados de personal. En el supuesto de que en el centro de trabajo no exista representación legal de los
trabajadores, estos podrán optar por atribuir su representación para la negociación del acuerdo, a su
elección, a una comisión de un máximo de tres miembros integrada por trabajadores de la propia empresa
y elegida por estos democráticamente o a una comisión de igual número de componentes designados,
según su representatividad, por los sindicatos más representativos y representativos del sector al que
pertenezca la empresa y que estuvieran legitimados para formar parte de la comisión negociadora del
convenio colectivo de aplicación a la misma. En el supuesto de que la negociación se realice con la
comisión cuyos miembros sean designados por los sindicatos, el empresario podrá atribuir su
representación a las organizaciones empresariales en las que estuviera integrado, pudiendo ser las mismas
más representativas a nivel autonómico, y con independencia de que la organización en la que esté
integrado tenga carácter intersectorial o sectorial.
b) Si el procedimiento afecta a más de un centro de trabajo, la intervención como interlocutores
corresponderá: En primer lugar, al comité intercentros, siempre que tenga atribuida esa función en el
convenio colectivo en que se hubiera acordado su creación. En otro caso, a una comisión representativa
que se constituirá de acuerdo con las siguientes reglas:

1.ª Si todos los centros de trabajo afectados por el procedimiento cuentan con representantes legales de
los trabajadores, la comisión estará integrada por estos.
2.ª Si alguno de los centros de trabajo afectados cuenta con representantes legales de los trabajadores y
otros no, la comisión estará integrada únicamente por representantes legales de los trabajadores de los
centros que cuenten con dichos representantes. Y ello salvo que los trabajadores de los centros que no
cuenten con representantes legales opten por designar la comisión a que se refiere la letra a), en cuyo
caso la comisión representativa estará integrada conjuntamente por representantes legales de los
trabajadores y por miembros de las comisiones previstas en dicho párrafo, en proporción al número de
trabajadores que representen. En el supuesto de que uno o varios centros de trabajo afectados por el
procedimiento que no cuenten con representantes legales de los trabajadores opten por no designar la
comisión de la letra a), se asignará su representación a los representantes legales de los trabajadores de
los centros de trabajo afectados que cuenten con ellos, en proporción al número de trabajadores que
representen.
3.ª Si ninguno de los centros de trabajo afectados por el procedimiento cuenta con representantes legales
de los trabajadores, la comisión representativa estará integrada por quienes sean elegidos por y entre los
miembros de las comisiones designadas en los centros de trabajo afectados conforme a lo dispuesto en
la letra a), en proporción al número de trabajadores que representen. En todos los supuestos
contemplados en este apartado, si como resultado de la aplicación de las reglas indicadas anteriormente
el número inicial de representantes fuese superior a trece, estos elegirán por y entre ellos a un máximo
de trece, en proporción al número de trabajadores que representen. La comisión representativa de los
trabajadores deberá quedar constituida con carácter previo a la comunicación empresarial de inicio del
procedimiento de consultas. A estos efectos, la dirección de la empresa deberá comunicar de manera
fehaciente a los trabajadores o a sus representantes su intención de iniciar el procedimiento de
modificación sustancial de condiciones de trabajo. El plazo máximo para la constitución de la comisión

Temario en formato ley · periodista (Parte general) · Departamento de Empresa y Trabajo 84

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



representativa será de siete días desde la fecha de la referida comunicación, salvo que alguno de los
centros de trabajo que vaya a estar afectado por el procedimiento no cuente con representantes legales
de los trabajadores, en cuyo caso el plazo será de quince días. Transcurrido el plazo máximo para la
constitución de la comisión representativa, la dirección de la empresa podrá comunicar el inicio del
periodo de consultas a los representantes de los trabajadores. La falta de constitución de la comisión
representativa no impedirá el inicio y transcurso del periodo de consultas, y su constitución con
posterioridad al inicio del mismo no comportará, en ningún caso, la ampliación de su duración. Durante
el periodo de consultas, las partes deberán negociar de buena fe, con vistas a la consecución de un
acuerdo. Dicho acuerdo requerirá la conformidad de la mayoría de los representantes legales de los
trabajadores o, en su caso, de la mayoría de los miembros de la comisión representativa de los
trabajadores siempre que, en ambos casos, representen a la mayoría de los trabajadores del centro o
centros de trabajo afectados. El empresario y la representación de los trabajadores podrán acordar en
cualquier momento la sustitución del periodo de consultas por el procedimiento de mediación o
arbitraje que sea de aplicación en el ámbito de la empresa, que deberá desarrollarse dentro del plazo
máximo señalado para dicho periodo. Cuando el periodo de consultas finalice con acuerdo se presumirá
que concurren las causas justificativas a que alude el apartado 1 y solo podrá ser impugnado ante la
jurisdicción social por la existencia de fraude, dolo, coacción o abuso de derecho en su conclusión. Ello
sin perjuicio del derecho de los trabajadores afectados a ejercitar la opción prevista en el párrafo
segundo del apartado 3.

5. La decisión sobre la modificación colectiva de las condiciones de trabajo será notificada por el empresario a
los trabajadores una vez finalizado el periodo de consultas sin acuerdo y surtirá efectos en el plazo de los siete
días siguientes a su notificación. Contra las decisiones a que se refiere el presente apartado se podrá reclamar
en conflicto colectivo, sin perjuicio de la acción individual prevista en el apartado 3. La interposición del
conflicto paralizará la tramitación de las acciones individuales iniciadas hasta su resolución.
6. La modificación de las condiciones de trabajo establecidas en los convenios colectivos regulados en el título
III deberá realizarse conforme a lo establecido en el artículo 82.3.
7. En materia de traslados se estará a lo dispuesto en las normas específicas establecidas en el artículo 40.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 5

1. La movilidad funcional, de conformidad con lo dispuesto en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores:

A) Si son no correspondientes al grupo profesional únicamente será posible si existen, razones técnicas o 
económicas que la justifiquen y por el tiempo imprescindible para su atención.

B) Solo es necesaria la comunicación de la decisión al trabajador y a los representantes de los trabajadores, 
siendo potestad de autoorganización la movilidad dicha movilidad, sin necesidad de causa alguna que lo motive.

C) En el caso de encomienda de funciones superiores a las del grupo profesional por un periodo superior a ocho 
meses durante un año o diez durante dos años, el trabajador podrá reclamar el ascenso.

D) En el caso de encomienda de funciones superiores a las del grupo profesional por un periodo superior a seis 
meses durante un año u ocho durante dos años, el trabajador podrá reclamar el ascenso.
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2. De conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de los Trabajadores, en defecto de pacto en convenio, en las 
empresas de 50 trabajadores, la duración del período de prueba no podrá exceder de:

A) Tres meses para los técnicos no titulados.

B) Dos meses para los técnicos no titulados.

C) Tres meses para los técnicos titulados.

D) Dos meses para los técnicos titulados.

3. El pacto que establezca un periodo de prueba cuando el trabajador ya haya desempeñado las mismas 
funciones con anterioridad en la empresa, bajo cualquier modalidad de contratación:

A) Será nulo

B) Será anulable

C) Ser procedente

D) Será improcedente

4. Por razones económicas, técnicas, organizativas o de producción, o bien por contrataciones referidas a la 
actividad empresarial, la empresa podrá efectuar desplazamientos temporales de sus trabajadores que exijan 
que estos residan en población distinta de la de su domicilio habitual, abonando, además de los salarios:

A) Una compensación cifrada en un 10% sobre el salario medio mensual.

B) Los gastos de viaje y una indemnización por desplazamiento temporal, a determinar en convenio colectivo.

C) Los gastos de viaje y las dietas.

D) Una compensación, de cuantía indeterminada, pactada entre la empresa y la representación sindical.

5. Conforme a lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, en defecto de pacto en convenio, la duración 
máxima del periodo de prueba para los técnicos titulados con contrato indefinido, es de:

A) 12 meses.

B) 3 meses.

C) 9 meses.

D) 6 meses.

6. Señale la respuesta correcta. Según el artículo 41 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, tendrán la consideración de 
modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo, entre otras, las que afecten a las siguientes 
materias:

A) Jornada de trabajo

B) Horario y distribución del tiempo de trabajo

C) Sistema de remuneración y cuantía salarial

D) Todas las respuestas son correctas

7. En el supuesto de contratos temporales de duración determinada concertados por tiempo no superior a 
seis meses, el periodo de prueba no podrá exceder salvo que se disponga otra cosa en convenio colectivo:

A) De dos meses

B) De tres meses

C) De un mes

D) De seis meses
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8. Según lo previsto en el Estatuto de los trabajadores, en caso de movilidad funcional, el trabajador tendrá 
derecho a la retribución correspondiente a las funciones que efectivamente realice:

A) Salvo en los casos de encomienda de funciones inferiores, en los que mantendrá la retribución de origen.

B) Salvo en los casos de encomienda de funciones superiores, en los que percibirá sólo el salario mínimo 
interprofesional.

C) Siempre que un encargado lo decida.

D) Salvo que la empresa tenga entre cinco y veinte trabajadores.

9. ¿En el derecho del trabajo, cuál de las siguientes materias no se considera sustancial a la hora de modificar 
las condiciones de trabajo?

A) El sistema de trabajo y rendimiento.

B) La jornada de trabajo.

C) La distancia al centro de trabajo.

D) El sistema de remuneración y cuantía salarial.

10. ¿Cuál de las siguientes situaciones se considera una modificación sustancial de las condiciones de trabajo, 
según el Estatuto de los Trabajadores?

A) Cambio de turno ocasional por necesidades del servicio.

B) Otorgar un nuevo día adicional de vacaciones.

C) Cambio de la jornada pactada.

D) Asignación de tareas dentro del mismo grupo profesional.

SOLUCIONES 1 D · 2 B · 3 A · 4 C · 5 D · 6 D · 7 C · 8 A · 9 C · 10 C

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 5, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 6

Condiciones de trabajo del personal laboral de la Generalitat de 
Catalunya: jornada, horarios, permisos, licencias. Condiciones 

económicas y retribuciones. Suspensión del contrato. El régimen 
disciplinario. Régimen de incompatibilidades del personal al servicio 

de la Administración de la Generalitat de Catalunya.

RDLeg 2/2015 Estatuto de los Trabajadores

ET · BOE-A-2015-11430 · arts. 26 a 38 · arts. 45 a 48 · arts. 54 a 55 · art. 58 · art. 60 — 23 incluidos

TÍTULO I De la relación individual de trabajo

CAPÍTULO II Contenido del contrato de trabajo

Sección 4.ª Salarios y garantías salariales

Artículo 26. Del salario.
1. Se considerará salario la totalidad de las percepciones económicas de los trabajadores, en dinero o en
especie, por la prestación profesional de los servicios laborales por cuenta ajena, ya retribuyan el trabajo
efectivo, cualquiera que sea la forma de remuneración, o los periodos de descanso computables como de
trabajo. En ningún caso, incluidas las relaciones laborales de carácter especial a que se refiere el artículo 2, el
salario en especie podrá superar el treinta por ciento de las percepciones salariales del trabajador, ni dar lugar
a la minoración de la cuantía íntegra en dinero del salario mínimo interprofesional.
2. No tendrán la consideración de salario las cantidades percibidas por el trabajador en concepto de
indemnizaciones o suplidos por los gastos realizados como consecuencia de su actividad laboral, las
prestaciones e indemnizaciones de la Seguridad Social y las indemnizaciones correspondientes a traslados,
suspensiones o despidos.
3. Mediante la negociación colectiva o, en su defecto, el contrato individual, se determinará la estructura del
salario, que deberá comprender el salario base, como retribución fijada por unidad de tiempo o de obra y, en
su caso, complementos salariales fijados en función de circunstancias relativas a las condiciones personales
del trabajador, al trabajo realizado o a la situación y resultados de la empresa, que se calcularán conforme a los
criterios que a tal efecto se pacten. Igualmente se pactará el carácter consolidable o no de dichos
complementos salariales, no teniendo el carácter de consolidables, salvo acuerdo en contrario, los que estén
vinculados al puesto de trabajo o a la situación y resultados de la empresa.
4. Todas las cargas fiscales y de Seguridad Social a cargo del trabajador serán satisfechas por el mismo, siendo
nulo todo pacto en contrario.
5. Operará la compensación y absorción cuando los salarios realmente abonados, en su conjunto y cómputo
anual, sean más favorables para los trabajadores que los fijados en el orden normativo o convencional de
referencia.

Artículo 27. Salario mínimo interprofesional.
1. El Gobierno fijará, previa consulta con las organizaciones sindicales y asociaciones empresariales más
representativas, anualmente, el salario mínimo interprofesional, teniendo en cuenta:
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a) El índice de precios de consumo.
b) La productividad media nacional alcanzada.
c) El incremento de la participación del trabajo en la renta nacional.
d) La coyuntura económica general. Igualmente se fijará una revisión semestral para el caso de que no se
cumplan las previsiones sobre el índice de precios citado. La revisión del salario mínimo interprofesional
no afectará a la estructura ni a la cuantía de los salarios profesionales cuando estos, en su conjunto y
cómputo anual, fueran superiores a aquel.

2. El salario mínimo interprofesional, en su cuantía, tanto anual como mensual, es inembargable. A efectos de
determinar lo anterior se tendrán en cuenta tanto el periodo de devengo como la forma de cómputo, se incluya
o no el prorrateo de las pagas extraordinarias, garantizándose la inembargabilidad de la cuantía que resulte en
cada caso. En particular, si junto con el salario mensual se percibiese una gratificación o paga extraordinaria,
el límite de inembargabilidad estará constituido por el doble del importe del salario mínimo interprofesional
mensual y en el caso de que en el salario mensual percibido estuviera incluida la parte proporcional de las
pagas o gratificaciones extraordinarias, el límite de inembargabilidad estará constituido por el importe del
salario mínimo interprofesional en cómputo anual prorrateado entre doce meses.
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 8.1 de la Ley 3/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5365#df-8

Artículo 28. Igualdad de remuneración por razón de sexo.
1. El empresario está obligado a pagar por la prestación de un trabajo de igual valor la misma retribución,
satisfecha directa o indirectamente, y cualquiera que sea la naturaleza de la misma, salarial o extrasalarial, sin
que pueda producirse discriminación alguna por razón de sexo en ninguno de los elementos o condiciones de
aquella. Un trabajo tendrá igual valor que otro cuando la naturaleza de las funciones o tareas efectivamente
encomendadas, las condiciones educativas, profesionales o de formación exigidas para su ejercicio, los
factores estrictamente relacionados con su desempeño y las condiciones laborales en las que dichas
actividades se llevan a cabo en realidad sean equivalentes.
2. El empresario está obligado a llevar un registro con los valores medios de los salarios, los complementos
salariales y las percepciones extrasalariales de su plantilla, desagregados por sexo y distribuidos por grupos
profesionales, categorías profesionales o puestos de trabajo iguales o de igual valor. Las personas trabajadoras
tienen derecho a acceder, a través de la representación legal de los trabajadores en la empresa, al registro
salarial de su empresa.
3. Cuando en una empresa con al menos cincuenta trabajadores, el promedio de las retribuciones a los
trabajadores de un sexo sea superior a los del otro en un veinticinco por ciento o más, tomando el conjunto de
la masa salarial o la media de las percepciones satisfechas, el empresario deberá incluir en el Registro salarial
una justificación de que dicha diferencia responde a motivos no relacionados con el sexo de las personas
trabajadoras.
Se modifica por el art. 2.7 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a2

Artículo 29. Liquidación y pago.
1. La liquidación y el pago del salario se harán puntual y documentalmente en la fecha y lugar convenidos o
conforme a los usos y costumbres. El periodo de tiempo a que se refiere el abono de las retribuciones
periódicas y regulares no podrá exceder de un mes. El trabajador y, con su autorización, sus representantes
legales, tendrán derecho a percibir, sin que llegue el día señalado para el pago, anticipos a cuenta del trabajo
ya realizado. La documentación del salario se realizará mediante la entrega al trabajador de un recibo
individual y justificativo del pago del mismo. El recibo de salarios se ajustará al modelo que apruebe el
Ministerio de Empleo y Seguridad Social, salvo que por convenio colectivo o, en su defecto, por acuerdo entre
la empresa y los representantes de los trabajadores, se establezca otro modelo que contenga con la debida
claridad y separación las diferentes percepciones del trabajador, así como las deducciones que legalmente
procedan. La liquidación de los salarios que correspondan a quienes presten servicios en trabajos que tengan
el carácter de fijos-discontinuos, en los supuestos de conclusión de cada periodo de actividad, se llevará a cabo
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con sujeción a los trámites y garantías establecidos en el artículo 49.2.
2. El derecho al salario a comisión nacerá en el momento de realizarse y pagarse el negocio, la colocación o
venta en que hubiera intervenido el trabajador, liquidándose y pagándose, salvo que se hubiese pactado otra
cosa, al finalizar el año. El trabajador y sus representantes legales pueden pedir en cualquier momento
comunicaciones de la parte de los libros referentes a tales devengos.
3. El interés por mora en el pago del salario será el diez por ciento de lo adeudado.
4. El salario, así como el pago delegado de las prestaciones de la Seguridad Social, podrá efectuarlo el
empresario en moneda de curso legal o mediante cheque u otra modalidad de pago similar a través de
entidades de crédito, previo informe al comité de empresa o delegados de personal.

Artículo 30. Imposibilidad de la prestación.
Si el trabajador no pudiera prestar sus servicios una vez vigente el contrato porque el empresario se retrasare
en darle trabajo por impedimentos imputables al mismo y no al trabajador, este conservará el derecho a su
salario, sin que pueda hacérsele compensar el que perdió con otro trabajo realizado en otro tiempo.

Artículo 31. Gratificaciones extraordinarias.
El trabajador tiene derecho a dos gratificaciones extraordinarias al año, una de ellas con ocasión de las fiestas
de Navidad y la otra en el mes que se fije por convenio colectivo o por acuerdo entre el empresario y los
representantes legales de los trabajadores. Igualmente se fijará por convenio colectivo la cuantía de tales
gratificaciones. No obstante, podrá acordarse en convenio colectivo que las gratificaciones extraordinarias se
prorrateen en las doce mensualidades.

Artículo 32. Garantías del salario.
1. Los créditos salariales por los últimos treinta días de trabajo y en cuantía que no supere el doble del salario
mínimo interprofesional gozarán de preferencia sobre cualquier otro crédito, aunque este se encuentre
garantizado por prenda o hipoteca.
2. Los créditos salariales gozarán de preferencia sobre cualquier otro crédito respecto de los objetos
elaborados por los trabajadores mientras sean propiedad o estén en posesión del empresario.
3. Los créditos por salarios no protegidos en los apartados anteriores tendrán la condición de singularmente
privilegiados en la cuantía que resulte de multiplicar el triple del salario mínimo interprofesional por el
número de días del salario pendientes de pago, gozando de preferencia sobre cualquier otro crédito, excepto
los créditos con derecho real, en los supuestos en los que estos, con arreglo a la ley, sean preferentes. La
misma consideración tendrán las indemnizaciones por despido en la cuantía correspondiente al mínimo legal
calculada sobre una base que no supere el triple del salario mínimo.
4. El plazo para ejercitar los derechos de preferencia del crédito salarial es de un año, a contar desde el
momento en que debió percibirse el salario, transcurrido el cual prescribirán tales derechos.
5. Las preferencias reconocidas en los apartados precedentes serán de aplicación en todos los supuestos en los
que, no hallándose el empresario declarado en concurso, los correspondientes créditos concurran con otro u
otros sobre bienes de aquel. En caso de concurso, serán de aplicación las disposiciones de la Ley 22/2003, de 9
de julio, Concursal, relativas a la clasificación de los créditos y a las ejecuciones y apremios.

Artículo 33. El Fondo de Garantía Salarial.
1. El Fondo de Garantía Salarial, organismo autónomo adscrito al Ministerio de Empleo y Seguridad Social, con
personalidad jurídica y capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, abonará a los trabajadores el
importe de los salarios pendientes de pago a causa de insolvencia o concurso del empresario. A los anteriores
efectos, se considerará salario la cantidad reconocida como tal en acto de conciliación o en resolución judicial
por todos los conceptos a que se refiere el artículo 26.1, así como los salarios de tramitación en los supuestos
en que legalmente procedan, sin que pueda el Fondo abonar, por uno u otro concepto, conjunta o
separadamente, un importe superior a la cantidad resultante de multiplicar el doble del salario mínimo
interprofesional diario, incluyendo la parte proporcional de las pagas extraordinarias, por el número de días
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de salario pendiente de pago, con un máximo de ciento veinte días.
2. El Fondo de Garantía Salarial, en los casos del apartado anterior, abonará indemnizaciones reconocidas
como consecuencia de sentencia, auto, acto de conciliación judicial o resolución administrativa a favor de los
trabajadores a causa de despido o extinción de los contratos conforme a los artículos 50, 51, 52, 40.1 y 41.3, y
de extinción de contratos conforme a los artículos 181 y 182 del texto refundido de la Ley Concursal, aprobado
por el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, y al artículo 11.2 del Real Decreto 1620/2011, de 14 de
noviembre, por el que se regula la relación laboral de carácter especial del servicio del hogar familiar, así
como las indemnizaciones por extinción de contratos temporales o de duración determinada en los casos que
legalmente procedan. En todos los casos, con el límite máximo de una anualidad, excepto en el supuesto del
artículo 41.3 de esta norma, en que el límite máximo será de 9 mensualidades y en el del artículo 11.2 del Real
Decreto 1620/2011, de 14 de noviembre, en que el límite será de 6 mensualidades, sin que el salario diario, base
del cálculo, pueda exceder del doble del salario mínimo interprofesional, incluyendo la parte proporcional de
las pagas extraordinarias. El importe de la indemnización, a los solos efectos de abono por el Fondo de
Garantía Salarial para los casos de despido o extinción de los contratos conforme a los artículos 50 y 56, se
calculará sobre la base de treinta días por año de servicio, con el límite fijado en el párrafo anterior.
3. En caso de procedimientos concursales, desde el momento en que se tenga conocimiento de la existencia de
créditos laborales o se presuma la posibilidad de su existencia, el juez, de oficio o a instancia de parte, citará al
Fondo de Garantía Salarial, sin cuyo requisito no asumirá este las obligaciones señaladas en los apartados
anteriores. El Fondo se personará en el expediente como responsable legal subsidiario del pago de los citados
créditos, pudiendo instar lo que a su derecho convenga y sin perjuicio de que, una vez realizado, continúe
como acreedor en el expediente. A los efectos del abono por el Fondo de las cantidades que resulten
reconocidas a favor de los trabajadores, se tendrán en cuenta las reglas siguientes: Primera. Sin perjuicio de
los supuestos de responsabilidad directa del organismo en los casos legalmente establecidos, el
reconocimiento del derecho a la prestación exigirá que los créditos de los trabajadores aparezcan incluidos en
la lista de acreedores o, en su caso, reconocidos como deudas de la masa por el órgano del concurso
competente para ello en cuantía igual o superior a la que se solicita del Fondo, sin perjuicio de la obligación de
aquellos de reducir su solicitud o de reembolsar al Fondo la cantidad que corresponda cuando la cuantía
reconocida en la lista definitiva fuese inferior a la solicitada o a la ya percibida. Segunda. Las indemnizaciones
a abonar a cargo del Fondo, con independencia de lo que se pueda pactar en el proceso concursal, se
calcularán sobre la base de veinte días por año de servicio, con el límite máximo de una anualidad, sin que el
salario diario, base del cálculo, pueda exceder del doble del salario mínimo interprofesional, incluyendo la
parte proporcional de las pagas extraordinarias. Tercera. En el supuesto de que los trabajadores perceptores
de estas indemnizaciones solicitaran del Fondo el abono de la parte de indemnización no satisfecha por el
empresario, el límite de la prestación indemnizatoria a cargo del Fondo se reducirá en la cantidad ya percibida
por aquellos.
4. El Fondo asumirá las obligaciones especificadas en los apartados anteriores, previa instrucción de
expediente para la comprobación de su procedencia. Para el reembolso de las cantidades satisfechas, el Fondo
de Garantía Salarial se subrogará obligatoriamente en los derechos y acciones de los trabajadores,
conservando el carácter de créditos privilegiados que les confiere el artículo 32 de esta ley. Si dichos créditos
concurriesen con los que puedan conservar los trabajadores por la parte no satisfecha por el Fondo, unos y
otros se abonarán a prorrata de sus respectivos importes.
5. El Fondo de Garantía Salarial se financiará con las aportaciones efectuadas por todos los empresarios a que
se refiere el artículo 1.2 de esta ley, tanto si son públicos como privados. El tipo de cotización se fijará por el
Gobierno sobre los salarios que sirvan de base para el cálculo de la cotización para atender las contingencias
derivadas de accidentes de trabajo, enfermedad profesional y desempleo en el sistema de la Seguridad Social.
6. A los efectos de este artículo se entiende que existe insolvencia del empresario cuando, instada la ejecución
en la forma establecida por la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social, no se
consiga satisfacción de los créditos laborales. La resolución en que conste la declaración de insolvencia será
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dictada previa audiencia del Fondo de Garantía Salarial.
7. El derecho a solicitar del Fondo de Garantía Salarial el pago de las prestaciones que resultan de los apartados
anteriores prescribirá al año de la fecha del acto de conciliación, sentencia, auto o resolución de la autoridad
laboral en que se reconozca la deuda por salarios o se fijen las indemnizaciones. Tal plazo se interrumpirá por
el ejercicio de las acciones ejecutivas o de reconocimiento del crédito en procedimiento concursal y por las
demás formas legales de interrupción de la prescripción.
8. El Fondo de Garantía Salarial tendrá la consideración de parte en la tramitación de los procedimientos
arbitrales, a efectos de asumir las obligaciones previstas en este artículo.
9. El Fondo de Garantía Salarial dispensará la protección regulada en este artículo en relación con los créditos
impagados de los trabajadores que ejerzan o hayan ejercido habitualmente su trabajo en España cuando
pertenezcan a una empresa con actividad en el territorio de al menos dos Estados miembros de la Unión
Europea, uno de los cuales sea España, cuando concurran, conjuntamente, las siguientes circunstancias:

a) Que se haya solicitado la apertura de un procedimiento colectivo basado en la insolvencia del empresario
en un Estado miembro distinto de España, previsto por sus disposiciones legales y administrativas, que
implique el desapoderamiento parcial o total del empresario y el nombramiento de un síndico o persona
que ejerza una función similar.
b) Que se acredite que la autoridad competente, en virtud de dichas disposiciones, ha decidido la apertura
del procedimiento; o bien que ha comprobado el cierre definitivo de la empresa o el centro de trabajo del
empresario, así como la insuficiencia del activo disponible para justificar la apertura del procedimiento.
Cuando, de acuerdo con los términos establecidos en este apartado, la protección de los créditos
impagados corresponda al Fondo de Garantía Salarial, este solicitará información de la institución de
garantía del Estado miembro en el que se tramite el procedimiento colectivo de insolvencia sobre los
créditos pendientes de pago de los trabajadores y sobre los satisfechos por dicha institución de garantía y
pedirá su colaboración para garantizar que las cantidades abonadas a los trabajadores sean tenidas en
cuenta en el procedimiento, así como para conseguir el reembolso de dichas cantidades.

10. En el supuesto de procedimiento concursal solicitado en España en relación con una empresa con
actividad en el territorio de al menos otro Estado miembro de la Unión Europea, además de España, el Fondo
de Garantía Salarial estará obligado a proporcionar información a la institución de garantía del Estado en cuyo
territorio los trabajadores de la empresa en estado de insolvencia hayan ejercido o ejerzan habitualmente su
trabajo, en particular, poniendo en su conocimiento los créditos pendientes de pago de los trabajadores, así
como los satisfechos por el propio Fondo de Garantía Salarial. Asimismo, el Fondo de Garantía Salarial
prestará a la institución de garantía competente la colaboración que le sea requerida en relación con su
intervención en el procedimiento y con el reembolso de las cantidades abonadas a los trabajadores.
11. El Fondo procederá a la instrucción de un expediente para la comprobación de la procedencia de los
salarios e indemnizaciones reclamados, respetando en todo caso los límites previstos en los apartados
anteriores. Concluida la instrucción del expediente, el órgano competente dictará resolución en el plazo
máximo de tres meses contados desde la presentación en forma de la solicitud. La notificación al interesado
deberá ser cursada dentro del plazo de 10 días a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado.
Transcurrido dicho plazo sin que haya recaído resolución expresa, el solicitante podrá entender estimada por
silencio administrativo la solicitud de reconocimiento de las obligaciones con cargo al Fondo, sin que en
ningún caso pueda obtenerse por silencio el reconocimiento de obligaciones en favor de personas que no
puedan ser legalmente beneficiarias o por cuantía superior a la que resulte por aplicación de los límites
previstos en los apartados anteriores. La resolución expresa posterior al vencimiento del plazo solo podrá
dictarse de ser confirmatoria del reconocimiento de la obligación, en favor de personas que puedan ser
legalmente beneficiarias y dentro de los límites previstos en los apartados anteriores. En todo caso, a efectos
probatorios, se podrá solicitar un certificado acreditativo del silencio producido, en el que se incluirán las
obligaciones con cargo al Fondo que, dentro de los límites previstos en los apartados anteriores, deben
entenderse reconocidas. Contra dicha resolución podrá interponerse demanda ante el órgano jurisdiccional
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del orden social competente en el plazo de dos meses contados desde el día siguiente al de la notificación si el
acto fuera expreso; si no lo fuera, dicho plazo se contará a partir del día siguiente a aquel en que deba
entenderse estimada la solicitud conforme a lo establecido en el apartado anterior por silencio.
Se modifica el apartado 2 por el art. 2 del Real Decreto-ley 16/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14680#as

Se modifica el apartado 2 por la disposición final 36.2 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-37

Se añade el apartado 11 por la disposición final 5 del Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2020-5315#df-5

Sección 5.ª Tiempo de trabajo

Artículo 34. Jornada.
1. La duración de la jornada de trabajo será la pactada en los convenios colectivos o contratos de trabajo. La
duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo será de cuarenta horas semanales de trabajo efectivo de
promedio en cómputo anual.
2. Mediante convenio colectivo o, en su defecto, por acuerdo entre la empresa y los representantes de los
trabajadores, se podrá establecer la distribución irregular de la jornada a lo largo del año. En defecto de pacto,
la empresa podrá distribuir de manera irregular a lo largo del año el diez por ciento de la jornada de trabajo.
Dicha distribución deberá respetar en todo caso los periodos mínimos de descanso diario y semanal previstos
en la ley y el trabajador deberá conocer con un preaviso mínimo de cinco días el día y la hora de la prestación
de trabajo resultante de aquella. La compensación de las diferencias, por exceso o por defecto, entre la
jornada realizada y la duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo legal o pactada será exigible según
lo acordado en convenio colectivo o, a falta de previsión al respecto, por acuerdo entre la empresa y los
representantes de los trabajadores. En defecto de pacto, las diferencias derivadas de la distribución irregular
de la jornada deberán quedar compensadas en el plazo de doce meses desde que se produzcan.
3. Entre el final de una jornada y el comienzo de la siguiente mediarán, como mínimo, doce horas. El número
de horas ordinarias de trabajo efectivo no podrá ser superior a nueve diarias, salvo que por convenio colectivo
o, en su defecto, acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores, se establezca otra
distribución del tiempo de trabajo diario, respetando en todo caso el descanso entre jornadas. Los trabajadores
menores de dieciocho años no podrán realizar más de ocho horas diarias de trabajo efectivo, incluyendo, en su
caso, el tiempo dedicado a la formación y, si trabajasen para varios empleadores, las horas realizadas con cada
uno de ellos.
4. Siempre que la duración de la jornada diaria continuada exceda de seis horas, deberá establecerse un
periodo de descanso durante la misma de duración no inferior a quince minutos. Este periodo de descanso se
considerará tiempo de trabajo efectivo cuando así esté establecido o se establezca por convenio colectivo o
contrato de trabajo. En el caso de los trabajadores menores de dieciocho años, el periodo de descanso tendrá
una duración mínima de treinta minutos, y deberá establecerse siempre que la duración de la jornada diaria
continuada exceda de cuatro horas y media.
5. El tiempo de trabajo se computará de modo que tanto al comienzo como al final de la jornada diaria el
trabajador se encuentre en su puesto de trabajo.
6. Anualmente se elaborará por la empresa el calendario laboral, debiendo exponerse un ejemplar del mismo
en un lugar visible de cada centro de trabajo.
7. El Gobierno, a propuesta de la persona titular del Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social y
previa consulta a las organizaciones sindicales y empresariales más representativas, podrá establecer
ampliaciones o limitaciones en la ordenación y duración de la jornada de trabajo y de los descansos, así como
especialidades en las obligaciones de registro de jornada, para aquellos sectores, trabajos y categorías
profesionales que por sus peculiaridades así lo requieran.
8. Las personas trabajadoras tienen derecho a solicitar las adaptaciones de la duración y distribución de la
jornada de trabajo, en la ordenación del tiempo de trabajo y en la forma de prestación, incluida la prestación
de su trabajo a distancia, para hacer efectivo su derecho a la conciliación de la vida familiar y laboral. Dichas
adaptaciones deberán ser razonables y proporcionadas en relación con las necesidades de la persona
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trabajadora y con las necesidades organizativas o productivas de la empresa. En el caso de que tengan hijos o
hijas, las personas trabajadoras tienen derecho a efectuar dicha solicitud hasta que los hijos o hijas cumplan
doce años. Asimismo, tendrán ese derecho aquellas que tengan necesidades de cuidado respecto de los hijos e
hijas mayores de doce años, el cónyuge o pareja de hecho, familiares por consanguinidad hasta el segundo
grado de la persona trabajadora, así como de otras personas dependientes cuando, en este último caso,
convivan en el mismo domicilio, y que por razones de edad, accidente o enfermedad no puedan valerse por sí
mismos, debiendo justificar las circunstancias en las que fundamenta su petición. En la negociación colectiva
se podrán establecer, con respeto a lo dispuesto en este apartado, los términos de su ejercicio, que se
acomodarán a criterios y sistemas que garanticen la ausencia de discriminación, tanto directa como indirecta,
entre personas trabajadoras de uno y otro sexo. En su ausencia, la empresa, ante la solicitud de la persona
trabajadora, abrirá un proceso de negociación con esta que tendrá que desarrollarse con la máxima celeridad
y, en todo caso, durante un periodo máximo de quince días, presumiéndose su concesión si no concurre
oposición motivada expresa en este plazo. Finalizado el proceso de negociación, la empresa, por escrito,
comunicará la aceptación de la petición. En caso contrario, planteará una propuesta alternativa que posibilite
las necesidades de conciliación de la persona trabajadora o bien manifestará la negativa a su ejercicio. Cuando
se plantee una propuesta alternativa o se deniegue la petición, se motivarán las razones objetivas en las que se
sustenta la decisión. La persona trabajadora tendrá derecho a regresar a la situación anterior a la adaptación
una vez concluido el período acordado o previsto o cuando decaigan las causas que motivaron la solicitud. En
el resto de los supuestos, de concurrir un cambio de circunstancias que así lo justifique, la empresa sólo podrá
denegar el regreso solicitado cuando existan razones objetivas motivadas para ello. Lo dispuesto en los
párrafos anteriores se entiende, en todo caso, sin perjuicio de los permisos a los que tenga derecho la persona
trabajadora de acuerdo con lo establecido en el artículo 37 y 48 bis. Las discrepancias surgidas entre la
dirección de la empresa y la persona trabajadora serán resueltas por la jurisdicción social, a través del
procedimiento establecido en el artículo 139 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción
social.
9. La empresa garantizará el registro diario de jornada, que deberá incluir el horario concreto de inicio y
finalización de la jornada de trabajo de cada persona trabajadora, sin perjuicio de la flexibilidad horaria que se
establece en este artículo. Mediante negociación colectiva o acuerdo de empresa o, en su defecto, decisión del
empresario previa consulta con los representantes legales de los trabajadores en la empresa, se organizará y
documentará este registro de jornada. La empresa conservará los registros a que se refiere este precepto
durante cuatro años y permanecerán a disposición de las personas trabajadoras, de sus representantes legales
y de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
Se modifica el apartado 8 por el art. 127.2 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-39

Se modifica el apartado 7 y se añade el 9 por el art. 10 del Real Decreto-ley 8/2019, de 8 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3481#ar-10

Se modifica el apartado 8 por el art. 2.8 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a2

Artículo 35. Horas extraordinarias.
1. Tendrán la consideración de horas extraordinarias aquellas horas de trabajo que se realicen sobre la
duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo, fijada de acuerdo con el artículo anterior. Mediante
convenio colectivo o, en su defecto, contrato individual, se optará entre abonar las horas extraordinarias en la
cuantía que se fije, que en ningún caso podrá ser inferior al valor de la hora ordinaria, o compensarlas por
tiempos equivalentes de descanso retribuido. En ausencia de pacto al respecto, se entenderá que las horas
extraordinarias realizadas deberán ser compensadas mediante descanso dentro de los cuatro meses siguientes
a su realización.
2. El número de horas extraordinarias no podrá ser superior a ochenta al año, salvo lo previsto en el apartado
3. Para los trabajadores que por la modalidad o duración de su contrato realizasen una jornada en cómputo
anual inferior a la jornada general en la empresa, el número máximo anual de horas extraordinarias se
reducirá en la misma proporción que exista entre tales jornadas. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo
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anterior, no se computarán las horas extraordinarias que hayan sido compensadas mediante descanso dentro
de los cuatro meses siguientes a su realización. El Gobierno podrá suprimir o reducir el número máximo de
horas extraordinarias por tiempo determinado, con carácter general o para ciertas ramas de actividad o
ámbitos territoriales, para incrementar las oportunidades de colocación de los trabajadores en situación de
desempleo.
3. No se tendrá en cuenta, a efectos de la duración máxima de la jornada ordinaria laboral, ni para el cómputo
del número máximo de las horas extraordinarias autorizadas, el exceso de las trabajadas para prevenir o
reparar siniestros y otros daños extraordinarios y urgentes, sin perjuicio de su compensación como horas
extraordinarias.
4. La prestación de trabajo en horas extraordinarias será voluntaria, salvo que su realización se haya pactado
en convenio colectivo o contrato individual de trabajo, dentro de los límites del apartado 2.
5. A efectos del cómputo de horas extraordinarias, la jornada de cada trabajador se registrará día a día y se
totalizará en el periodo fijado para el abono de las retribuciones, entregando copia del resumen al trabajador
en el recibo correspondiente.

Artículo 36. Trabajo nocturno, trabajo a turnos y ritmo de trabajo.
1. A los efectos de lo dispuesto en esta ley, se considera trabajo nocturno el realizado entre las diez de la noche
y las seis de la mañana. El empresario que recurra regularmente a la realización de trabajo nocturno deberá
informar de ello a la autoridad laboral. La jornada de trabajo de los trabajadores nocturnos no podrá exceder
de ocho horas diarias de promedio, en un periodo de referencia de quince días. Dichos trabajadores no podrán
realizar horas extraordinarias. Para la aplicación de lo dispuesto en el párrafo anterior, se considerará
trabajador nocturno a aquel que realice normalmente en periodo nocturno una parte no inferior a tres horas
de su jornada diaria de trabajo, así como a aquel que se prevea que puede realizar en tal periodo una parte no
inferior a un tercio de su jornada de trabajo anual. Resultará de aplicación a lo establecido en el párrafo
segundo lo dispuesto en el artículo 34.7 Igualmente, el Gobierno podrá establecer limitaciones y garantías
adicionales a las previstas en el presente artículo para la realización de trabajo nocturno en ciertas actividades
o por determinada categoría de trabajadores, en función de los riesgos que comporten para su salud y
seguridad.
2. El trabajo nocturno tendrá una retribución específica que se determinará en la negociación colectiva, salvo
que el salario se haya establecido atendiendo a que el trabajo sea nocturno por su propia naturaleza o se haya
acordado la compensación de este trabajo por descansos.
3. Se considera trabajo a turnos toda forma de organización del trabajo en equipo según la cual los
trabajadores ocupan sucesivamente los mismos puestos de trabajo, según un cierto ritmo, continuo o
discontinuo, implicando para el trabajador la necesidad de prestar sus servicios en horas diferentes en un
periodo determinado de días o de semanas. En las empresas con procesos productivos continuos durante las
veinticuatro horas del día, en la organización del trabajo de los turnos se tendrá en cuenta la rotación de los
mismos y que ningún trabajador esté en el de noche más de dos semanas consecutivas, salvo adscripción
voluntaria. Las empresas que por la naturaleza de su actividad realicen el trabajo en régimen de turnos,
incluidos los domingos y días festivos, podrán efectuarlo bien por equipos de trabajadores que desarrollen su
actividad por semanas completas, o contratando personal para completar los equipos necesarios durante uno
o más días a la semana.
4. Los trabajadores nocturnos y quienes trabajen a turnos deberán gozar en todo momento de un nivel de
protección en materia de salud y seguridad adaptado a la naturaleza de su trabajo, y equivalente al de los
restantes trabajadores de la empresa. El empresario deberá garantizar que los trabajadores nocturnos que
ocupe dispongan de una evaluación gratuita de su estado de salud, antes de su afectación a un trabajo
nocturno y, posteriormente, a intervalos regulares, en los términos establecidos en la Ley 31/1995, de 8 de
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, y en sus normas de desarrollo. Los trabajadores nocturnos a
los que se reconozcan problemas de salud ligados al hecho de su trabajo nocturno tendrán derecho a ser
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destinados a un puesto de trabajo diurno que exista en la empresa y para el que sean profesionalmente aptos.
El cambio de puesto de trabajo se llevará a cabo de conformidad con lo dispuesto en los artículos 39 y 41, en su
caso, de la presente ley.
5. El empresario que organice el trabajo en la empresa según un cierto ritmo deberá tener en cuenta el
principio general de adaptación del trabajo a la persona, especialmente de cara a atenuar el trabajo monótono
y repetitivo en función del tipo de actividad y de las exigencias en materia de seguridad y salud de los
trabajadores. Dichas exigencias deberán ser tenidas particularmente en cuenta a la hora de determinar los
periodos de descanso durante la jornada de trabajo.

Artículo 37. Descanso semanal, fiestas y permisos.
1. Los trabajadores tendrán derecho a un descanso mínimo semanal, acumulable por periodos de hasta
catorce días, de día y medio ininterrumpido que, como regla general, comprenderá la tarde del sábado o, en su
caso, la mañana del lunes y el día completo del domingo. La duración del descanso semanal de los menores de
dieciocho años será, como mínimo, de dos días ininterrumpidos. Resultará de aplicación al descanso semanal
lo dispuesto en el artículo 34.7 en cuanto a ampliaciones y reducciones, así como para la fijación de regímenes
de descanso alternativos para actividades concretas.
2. Las fiestas laborales, que tendrán carácter retribuido y no recuperable, no podrán exceder de catorce al año,
de las cuales dos serán locales. En cualquier caso se respetarán como fiestas de ámbito nacional las de la
Natividad del Señor, Año Nuevo, 1 de mayo, como Fiesta del Trabajo, y 12 de octubre, como Fiesta Nacional de
España. Respetando las expresadas en el párrafo anterior, el Gobierno podrá trasladar a los lunes todas las
fiestas de ámbito nacional que tengan lugar entre semana, siendo, en todo caso, objeto de traslado al lunes
inmediatamente posterior el descanso laboral correspondiente a las fiestas que coincidan con domingo. Las
comunidades autónomas, dentro del límite anual de catorce días festivos, podrán señalar aquellas fiestas que
por tradición les sean propias, sustituyendo para ello las de ámbito nacional que se determinen
reglamentariamente y, en todo caso, las que se trasladen a lunes. Asimismo, podrán hacer uso de la facultad de
traslado a lunes prevista en el párrafo anterior. Si alguna comunidad autónoma no pudiera establecer una de
sus fiestas tradicionales por no coincidir con domingo un suficiente número de fiestas nacionales podrá, en el
año que así ocurra, añadir una fiesta más, con carácter de recuperable, al máximo de catorce.
3. La persona trabajadora, previo aviso y justificación, podrá ausentarse del trabajo, con derecho a
remuneración, por alguno de los motivos y por el tiempo siguiente:

a) Quince días naturales en caso de matrimonio o registro de pareja de hecho.
b) Cinco días por accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica sin
hospitalización que precise reposo domiciliario del cónyuge, pareja de hecho o parientes hasta el segundo
grado por consanguineidad o afinidad, incluido el familiar consanguíneo de la pareja de hecho, así como
de cualquier otra persona distinta de las anteriores, que conviva con la persona trabajadora en el mismo
domicilio y que requiera el cuidado efectivo de aquella. b bis) Dos días por el fallecimiento del cónyuge,
pareja de hecho o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad. Cuando con tal motivo la
persona trabajadora necesite hacer un desplazamiento al efecto, el plazo se ampliará en dos días.
c) Un día por traslado del domicilio habitual.
d) Por el tiempo indispensable, para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público y
personal, comprendido el ejercicio del sufragio activo. Cuando conste en una norma legal o convencional
un periodo determinado, se estará a lo que esta disponga en cuanto a duración de la ausencia y a su
compensación económica. Cuando el cumplimiento del deber antes referido suponga la imposibilidad de la
prestación del trabajo debido en más del veinte por ciento de las horas laborables en un periodo de tres
meses, podrá la empresa pasar al trabajador afectado a la situación de excedencia regulada en el artículo
46.1. En el supuesto de que el trabajador, por cumplimiento del deber o desempeño del cargo, perciba una
indemnización, se descontará el importe de la misma del salario a que tuviera derecho en la empresa.
e) Para realizar funciones sindicales o de representación del personal en los términos establecidos legal o
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convencionalmente.
f) Por el tiempo indispensable para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al
parto y, en los casos de adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento, para la asistencia a las
preceptivas sesiones de información y preparación y para la realización de los preceptivos informes
psicológicos y sociales previos a la declaración de idoneidad, siempre, en todos los casos, que deban tener
lugar dentro de la jornada de trabajo.
g) Hasta cuatro días por imposibilidad de acceder al centro de trabajo o transitar por las vías de circulación
necesarias para acudir al mismo, como consecuencia de las recomendaciones, limitaciones o
prohibiciones al desplazamiento establecidas por las autoridades competentes, así como cuando concurra
una situación de riesgo grave e inminente, incluidas las derivadas de una catástrofe o fenómeno
meteorológico adverso. Transcurridos los cuatro días, el permiso se prolongará hasta que desaparezcan las
circunstancias que lo justificaron, sin perjuicio de la posibilidad de la empresa de aplicar una suspensión
del contrato de trabajo o una reducción de jornada derivada de fuerza mayor en los términos previstos en el
artículo 47.6. Cuando la naturaleza de la prestación laboral sea compatible con el trabajo a distancia y el
estado de las redes de comunicación permita su desarrollo, la empresa podrá establecerlo, observando el
resto de las obligaciones formales y materiales recogidas en la Ley 10/2021, de 9 de julio, de trabajo a
distancia, y, en particular, el suministro de medios, equipos y herramientas adecuados. g) [sic] Por el
tiempo indispensable para la realización de los actos preparatorios de la donación de órganos o tejidos
siempre que deban tener lugar dentro de la jornada de trabajo.

4. En los supuestos de nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento, de acuerdo con el
artículo 45.1.d), las personas trabajadoras tendrán derecho a una hora de ausencia del trabajo, que podrán
dividir en dos fracciones, para el cuidado del lactante hasta que este cumpla nueve meses. La duración del
permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de nacimiento, adopción, guarda con fines de
adopción o acogimiento múltiples. Quien ejerza este derecho, por su voluntad, podrá sustituirlo por una
reducción de su jornada en media hora con la misma finalidad o acumularlo en jornadas completas. La
reducción de jornada contemplada en este apartado constituye un derecho individual de las personas
trabajadoras sin que pueda transferirse su ejercicio a la otra persona progenitora, adoptante, guardadora o
acogedora. No obstante, si dos personas trabajadoras de la misma empresa ejercen este derecho por el mismo
sujeto causante, podrá limitarse su ejercicio simultáneo por razones fundadas y objetivas de funcionamiento
de la empresa, debidamente motivadas por escrito, debiendo en tal caso la empresa ofrecer un plan
alternativo que asegure el disfrute de ambas personas trabajadoras y que posibilite el ejercicio de los derechos
de conciliación. Cuando ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras o acogedoras ejerzan este
derecho con la misma duración y régimen, el periodo de disfrute podrá extenderse hasta que el lactante
cumpla doce meses, con reducción proporcional del salario a partir del cumplimiento de los nueve meses.
5. Las personas trabajadoras tendrán derecho a ausentarse del trabajo durante una hora en el caso de
nacimiento prematuro de hijo o hija, o que, por cualquier causa, deban permanecer hospitalizados a
continuación del parto. Asimismo, tendrán derecho a reducir su jornada de trabajo hasta un máximo de dos
horas, con la disminución proporcional del salario. Para el disfrute de este permiso se estará a lo previsto en el
apartado 7.
6. Quien por razones de guarda legal tenga a su cuidado directo algún menor de doce años o una persona con
discapacidad que no desempeñe una actividad retribuida tendrá derecho a una reducción de la jornada de
trabajo diaria, con la disminución proporcional del salario entre, al menos, un octavo y un máximo de la mitad
de la duración de aquella. Tendrá el mismo derecho quien precise encargarse del cuidado directo del cónyuge
o pareja de hecho, o un familiar hasta el segundo grado de consanguinidad y afinidad, incluido el familiar
consanguíneo de la pareja de hecho, que por razones de edad, accidente o enfermedad no pueda valerse por sí
mismo, y que no desempeñe actividad retribuida. El progenitor, guardador con fines de adopción o acogedor
permanente tendrá derecho a una reducción de la jornada de trabajo, con la disminución proporcional del
salario de, al menos, la mitad de la duración de aquella, para el cuidado, durante la hospitalización y
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tratamiento continuado, del menor a su cargo afectado por cáncer (tumores malignos, melanomas y
carcinomas), o por cualquier otra enfermedad grave, que implique un ingreso hospitalario de larga duración y
requiera la necesidad de su cuidado directo, continuo y permanente, acreditado por el informe del servicio
público de salud u órgano administrativo sanitario de la comunidad autónoma correspondiente y, como
máximo, hasta que el hijo o persona que hubiere sido objeto de acogimiento permanente o de guarda con fines
de adopción cumpla los veintitrés años. En consecuencia, el mero cumplimiento de los dieciocho años de edad
por el hijo o el menor sujeto a acogimiento permanente o a guarda con fines de adopción no será causa de
extinción de la reducción de la jornada, si se mantiene la necesidad de cuidado directo, continuo y
permanente. No obstante, cumplidos los 18 años, se podrá reconocer el derecho a la reducción de jornada
hasta que el causante cumpla 23 años en los supuestos en que el padecimiento de cáncer o enfermedad grave
haya sido diagnosticado antes de alcanzar la mayoría de edad, siempre que en el momento de la solicitud se
acrediten los requisitos establecidos en los párrafos anteriores, salvo la edad. Asimismo, se mantendrá el
derecho a esta reducción hasta que la persona cumpla 26 años si antes de alcanzar 23 años acreditara, además,
un grado de discapacidad igual o superior al 65 por ciento. Por convenio colectivo, se podrán establecer las
condiciones y supuestos en los que esta reducción de jornada se podrá acumular en jornadas completas. En los
supuestos de nulidad, separación, divorcio, extinción de la pareja de hecho o cuando se acredite ser víctima de
violencia de género, el derecho a la reducción de jornada se reconocerá a favor del progenitor, guardador o
acogedor con quien conviva la persona enferma, siempre que cumpla el resto de los requisitos exigidos.
Cuando la persona enferma que se encuentre en los supuestos previstos en los párrafos tercero y cuarto de
este apartado contraiga matrimonio o constituya una pareja de hecho, tendrá derecho a la reducción de
jornada quien sea su cónyuge o pareja de hecho, siempre que acredite las condiciones para acceder al derecho
a la misma. Las reducciones de jornada contempladas en este apartado constituyen un derecho individual de
los trabajadores, hombres o mujeres. No obstante, si dos o más trabajadores de la misma empresa generasen
este derecho por el mismo sujeto causante, el empresario podrá limitar su ejercicio simultáneo por razones
fundadas y objetivas de funcionamiento de la empresa, debidamente motivadas por escrito, debiendo en tal
caso la empresa ofrecer un plan alternativo que asegure el disfrute de ambas personas trabajadoras y que
posibilite el ejercicio de los derechos de conciliación. En el ejercicio de este derecho se tendrá en cuenta el
fomento de la corresponsabilidad entre mujeres y hombres y, asimismo, evitar la perpetuación de roles y
estereotipos de género.
7. La concreción horaria y la determinación de los permisos y reducciones de jornada, previstos en los
apartados 4, 5 y 6, corresponderán a la persona trabajadora dentro de su jornada ordinaria. No obstante, los
convenios colectivos podrán establecer criterios para la concreción horaria de la reducción de jornada a que se
refiere el apartado 6, en atención a los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral de la
persona trabajadora y las necesidades productivas y organizativas de las empresas. La persona trabajadora,
salvo fuerza mayor, deberá preavisar al empresario con una antelación de quince días o la que se determine en
el convenio colectivo aplicable, precisando la fecha en que iniciará y finalizará el permiso de cuidado del
lactante o la reducción de jornada. Las discrepancias surgidas entre empresario y trabajador sobre la
concreción horaria y la determinación de los periodos de disfrute previstos en los apartados 4, 5 y 6 serán
resueltas por la jurisdicción social a través del procedimiento establecido en el artículo 139 de la Ley 36/2011,
de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social.
8. Las personas trabajadoras que tengan la consideración de víctimas de violencia de género, de violencia
sexual o de víctimas del terrorismo tendrán derecho, para hacer efectiva su protección o su derecho a la
asistencia social integral, a la reducción de la jornada de trabajo con disminución proporcional del salario o a
la reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación del horario
flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que se utilicen en la empresa. También tendrán
derecho a realizar su trabajo total o parcialmente a distancia o a dejar de hacerlo si este fuera el sistema
establecido, siempre en ambos casos que esta modalidad de prestación de servicios sea compatible con el
puesto y funciones desarrolladas por la persona. Estos derechos se podrán ejercitar en los términos que para
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estos supuestos concretos se establezcan en los convenios colectivos o en los acuerdos entre la empresa y los
representantes legales de las personas trabajadoras, o conforme al acuerdo entre la empresa y las personas
trabajadoras afectadas. En su defecto, la concreción de estos derechos corresponderá a estas, siendo de
aplicación las reglas establecidas en el apartado anterior, incluidas las relativas a la resolución de
discrepancias.
9. La persona trabajadora tendrá derecho a ausentarse del trabajo por causa de fuerza mayor cuando sea
necesario por motivos familiares urgentes relacionados con familiares o personas convivientes, en caso de
enfermedad o accidente que hagan indispensable su presencia inmediata. Las personas trabajadoras tendrán
derecho a que sean retribuidas las horas de ausencia por las causas previstas en el presente apartado
equivalentes a cuatro días al año, conforme a lo establecido en convenio colectivo o, en su defecto, en acuerdo
entre la empresa y la representación legal de las personas trabajadoras aportando las personas trabajadoras,
en su caso, acreditación del motivo de ausencia. Téngase en cuenta que la letra g) [sic] que se añade al
apartado 3, por el art. 2 de la Ley 6/2024, de 20 de diciembre Ref. BOE-A-2024-26693 , entra en vigor el 3 de
marzo de 2025, según determina su disposición final 4. Se añade la letra g) [sic] al apartado 3 por el art. 2 de la
Ley 6/2024, de 20 de diciembre Ref. BOE-A-2024-26693 Téngase en cuenta que esta actualización entra en vigor
el 3 de marzo de 2025, según determina la disposición final 4 de la citada Ley.
Se añade la letra g) al apartado 3 por la disposición final 2.1 del Real Decreto-ley 8/2024, de 28 de noviembre. Ref. BOE-A-2024-24840#df-2

Se modifica el primer párrafo del apartado 8 por la disposición final 9.1 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936#df-9

Se modifica el apartado 4 por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 2/2024, de 21 de mayo. Ref. BOE-A-2024-10235#ap

Se deja sin efecto la modificación del apartado 4 por Resolución de 10 de enero de 2024, que publica el Acuerdo del Congreso de los Diputados por el
que se deroga el Real Decreto-ley 7/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2024-664

Se modifica el apartado 4 por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 7/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25759#ap

Se modifica el párrafo introductorio, las letras a) y b) y se añade la b bis) en el apartado 3, se modifican los apartados 4 y 6 y se añade el 9 por el
art. 127.3 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-39

Se modifica el apartado 6 por la disposición final 3 del Real Decreto-ley 2/2023, de 16 de marzo. Ref. BOE-A-2023-6967#df-3

Téngase en cuenta, para la reducción de jornada extinguida por cumplir 23 años, lo dispuesto en la disposición transitoria 5 del citado Real
Decreto-ley. Ref. BOE-A-2023-6967#dt-5

Se modifica el apartado 8 por la disposición final 14.5 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-14

Se modifica el párrafo primero del apartado 8, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 14.1 de la Ley Orgánica 10/2022,
de 6 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14630#df-14

Se modifica el apartado 6 por la disposición final 25 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21653#df-25

Redactada conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 125, de 26 de mayo de 2022. Ref. BOE-A-2022-8562

Se modifica el apartado 8 por la disposición final 3.3 de la Ley 10/2021, de 9 de julio. Ref. BOE-A-2021-11472#df-3

Se modifica el apartado 8 por la disposición final 3.3 del Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de septiembre. Ref. BOE-A-2020-11043#df-3

Se modifica la letra b) del apartado 3 y los apartados 4, 5 y 7 por el art. 2.9 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a2

Artículo 38. Vacaciones anuales.
1. El periodo de vacaciones anuales retribuidas, no sustituible por compensación económica, será el pactado
en convenio colectivo o contrato individual. En ningún caso la duración será inferior a treinta días naturales.
2. El periodo o periodos de su disfrute se fijará de común acuerdo entre el empresario y el trabajador, de
conformidad con lo establecido en su caso en los convenios colectivos sobre planificación anual de las
vacaciones. En caso de desacuerdo entre las partes, la jurisdicción social fijará la fecha que para el disfrute
corresponda y su decisión será irrecurrible. El procedimiento será sumario y preferente.
3. El calendario de vacaciones se fijará en cada empresa. El trabajador conocerá las fechas que le
correspondan dos meses antes, al menos, del comienzo del disfrute. Cuando el periodo de vacaciones fijado en
el calendario de vacaciones de la empresa al que se refiere el párrafo anterior coincida en el tiempo con una
incapacidad temporal derivada del embarazo, el parto o la lactancia natural o con el periodo de suspensión del
contrato de trabajo previsto en los apartados 4, 5 y 7 del artículo 48, se tendrá derecho a disfrutar las
vacaciones en fecha distinta a la de la incapacidad temporal o a la del disfrute del permiso que por aplicación
de dicho precepto le correspondiera, al finalizar el periodo de suspensión, aunque haya terminado el año
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natural a que correspondan. En el supuesto de que el periodo de vacaciones coincida con una incapacidad
temporal por contingencias distintas a las señaladas en el párrafo anterior que imposibilite al trabajador
disfrutarlas, total o parcialmente, durante el año natural a que corresponden, el trabajador podrá hacerlo una
vez finalice su incapacidad y siempre que no hayan transcurrido más de dieciocho meses a partir del final del
año en que se hayan originado.

CAPÍTULO III Modificación, suspensión y extinción del contrato de trabajo

Sección 3.ª Suspensión del contrato

Artículo 45. Causas y efectos de la suspensión.
1. El contrato de trabajo podrá suspenderse por las siguientes causas:

a) Mutuo acuerdo de las partes.
b) Las consignadas válidamente en el contrato.
c) Incapacidad temporal de los trabajadores.
d) Nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento, de conformidad con el Código Civil
o las leyes civiles de las comunidades autónomas que lo regulen, de menores de seis años o de menores de
edad mayores de seis años con discapacidad o que por sus circunstancias y experiencias personales o por
provenir del extranjero, tengan especiales dificultades de inserción social y familiar debidamente
acreditadas por los servicios sociales competentes.
e) Riesgo durante el embarazo y riesgo durante la lactancia natural de un menor de nueve meses.
f) Ejercicio de cargo público representativo.
g) Privación de libertad del trabajador, mientras no exista sentencia condenatoria.
h) Suspensión de empleo y sueldo, por razones disciplinarias.
i) Fuerza mayor temporal.
j) Causas económicas, técnicas, organizativas o de producción.
k) Excedencia forzosa.
l) Ejercicio del derecho de huelga.
m) Cierre legal de la empresa.
n) Decisión de la trabajadora que se vea obligada a abandonar su puesto de trabajo como consecuencia de
ser víctima de violencia de género o de violencia sexual.
o) Disfrute del permiso parental.

2. La suspensión exonera de las obligaciones recíprocas de trabajar y remunerar el trabajo.
Se modifica la letra n) del apartado 1 por la disposición final 9.3 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936#df-9

Se añade la letra o) al apartado 1 por el art. 127.4 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-39

Se modifica el apartado 1.d), con efectos desde el 1 de junio de 2023, por la disposición final 13 de la Ley Orgánica 1/2023, de 28 de febrero. Ref.
BOE-A-2023-5364#df-13 y el 1.n) por la disposición final 14.7 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-14

Se modifica la letra n) del apartado 1, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 14.3 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de
septiembre. Ref. BOE-A-2022-14630#df-14

Se modifica la letra d) del apartado 1 por el art. 2.10 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a2

Artículo 46. Excedencias.
1. La excedencia podrá ser voluntaria o forzosa. La forzosa, que dará derecho a la conservación del puesto y al
cómputo de la antigüedad de su vigencia, se concederá por la designación o elección para un cargo público
que imposibilite la asistencia al trabajo. El reingreso deberá ser solicitado dentro del mes siguiente al cese en
el cargo público.
2. El trabajador con al menos una antigüedad en la empresa de un año tiene derecho a que se le reconozca la
posibilidad de situarse en excedencia voluntaria por un plazo no menor a cuatro meses y no mayor a cinco
años. Este derecho solo podrá ser ejercitado otra vez por el mismo trabajador si han transcurrido cuatro años
desde el final de la anterior excedencia voluntaria.
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3. Los trabajadores tendrán derecho a un periodo de excedencia de duración no superior a tres años para
atender al cuidado de cada hijo, tanto cuando lo sea por naturaleza, como por adopción, o en los supuestos de
guarda con fines de adopción o acogimiento permanente, a contar desde la fecha de nacimiento o, en su caso,
de la resolución judicial o administrativa. También tendrán derecho a un periodo de excedencia, de duración
no superior a dos años, salvo que se establezca una duración mayor por negociación colectiva, los trabajadores
para atender al cuidado del cónyuge o pareja de hecho, o de un familiar hasta el segundo grado de
consanguinidad y por afinidad, incluido el familiar consanguíneo de la pareja de hecho, que por razones de
edad, accidente, enfermedad o discapacidad no pueda valerse por sí mismo, y no desempeñe actividad
retribuida. La excedencia contemplada en el presente apartado, cuyo periodo de duración podrá disfrutarse de
forma fraccionada, constituye un derecho individual de los trabajadores y trabajadoras. No obstante, si dos o
más personas trabajadoras de la misma empresa generasen este derecho por el mismo sujeto causante, la
empresa podrá limitar su ejercicio simultáneo por razones fundadas y objetivas de funcionamiento
debidamente motivadas por escrito debiendo en tal caso la empresa ofrecer un plan alternativo que asegure el
disfrute de ambas personas trabajadoras y que posibilite el ejercicio de los derechos de conciliación. Cuando
un nuevo sujeto causante diera derecho a un nuevo periodo de excedencia, el inicio de la misma dará fin al
que, en su caso, se viniera disfrutando. El periodo en que la persona trabajadora permanezca en situación de
excedencia conforme a lo establecido en este artículo será computable a efectos de antigüedad y el trabajador
tendrá derecho a la asistencia a cursos de formación profesional, a cuya participación deberá ser convocado
por la empresa, especialmente con ocasión de su reincorporación. Durante el primer año tendrá derecho a la
reserva de su puesto de trabajo. Transcurrido dicho plazo, la reserva quedará referida a un puesto de trabajo
del mismo grupo profesional o categoría equivalente. No obstante, cuando la persona trabajadora forme parte
de una familia que tenga reconocida la condición de familia numerosa, la reserva de su puesto de trabajo se
extenderá hasta un máximo de quince meses cuando se trate de una familia numerosa de categoría general, y
hasta un máximo de dieciocho meses si se trata de categoría especial. Cuando la persona ejerza este derecho
con la misma duración y régimen que el otro progenitor, la reserva de puesto de trabajo se extenderá hasta un
máximo de dieciocho meses. En el ejercicio de este derecho se tendrá en cuenta el fomento de la
corresponsabilidad entre mujeres y hombres y, asimismo, evitar la perpetuación de roles y estereotipos de
género.
4. Asimismo podrán solicitar su paso a la situación de excedencia en la empresa los trabajadores que ejerzan
funciones sindicales de ámbito provincial o superior mientras dure el ejercicio de su cargo representativo.
5. El trabajador en excedencia voluntaria conserva solo un derecho preferente al reingreso en las vacantes de
igual o similar categoría a la suya que hubiera o se produjeran en la empresa.
6. La situación de excedencia podrá extenderse a otros supuestos colectivamente acordados, con el régimen y
los efectos que allí se prevean.
Se modifica el apartado 3 por el art. 127.5 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-39

Se modifica el último párrafo del apartado 3 por el art. 2.11 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a2

Artículo 47. Reducción de jornada o suspensión del contrato por causas económicas, técnicas, 
organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor.
1. La empresa podrá reducir temporalmente la jornada de trabajo de las personas trabajadoras o suspender
temporalmente los contratos de trabajo, por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción de
carácter temporal, con arreglo a lo previsto en este artículo y al procedimiento que se determine
reglamentariamente.
2. A efectos de lo previsto en este artículo, se entiende que concurren causas económicas cuando de los
resultados de la empresa se desprenda una situación económica negativa, en casos tales como la existencia de
pérdidas actuales o previstas, o la disminución persistente de su nivel de ingresos ordinarios o ventas. En todo
caso, se entenderá que la disminución es persistente si durante dos trimestres consecutivos el nivel de
ingresos ordinarios o ventas de cada trimestre es inferior al registrado en el mismo trimestre del año anterior.
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Se entiende que concurren causas técnicas cuando se produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los
medios o instrumentos de producción; causas organizativas cuando se produzcan cambios, entre otros, en el
ámbito de los sistemas y métodos de trabajo del personal o en el modo de organizar la producción; y causas
productivas cuando se produzcan cambios, entre otros, en la demanda de los productos o servicios que la
empresa pretende colocar en el mercado.
3. El procedimiento, que será aplicable cualquiera que sea el número de personas trabajadoras de la empresa y
el número de personas afectadas por la reducción o por la suspensión, se iniciará mediante comunicación a la
autoridad laboral competente y la apertura simultánea de un periodo de consultas con la representación legal
de las personas trabajadoras de duración no superior a quince días. En el supuesto de empresas de menos de
cincuenta personas de plantilla, la duración del periodo de consultas no será superior a siete días. La consulta
se llevará a cabo en una única comisión negociadora, si bien, de existir varios centros de trabajo, quedará
circunscrita a los centros afectados por el procedimiento. La comisión negociadora estará integrada por un
máximo de trece miembros en representación de cada una de las partes. La intervención como interlocutores
ante la dirección de la empresa en el procedimiento de consultas corresponderá a los sujetos indicados en el
artículo 41.4, en el orden y condiciones señalados en el mismo. La comisión representativa de las personas
trabajadoras deberá quedar constituida con carácter previo a la comunicación empresarial de apertura del
periodo de consultas. A estos efectos, la dirección de la empresa deberá comunicar de manera fehaciente a las
personas trabajadoras o a sus representantes su intención de iniciar el procedimiento. El plazo máximo para la
constitución de la comisión representativa será de cinco días desde la fecha de la referida comunicación, salvo
que alguno de los centros de trabajo que vaya a estar afectado por el procedimiento no cuente con
representantes legales de los trabajadores, en cuyo caso el plazo será de diez días. Transcurrido el plazo
máximo para la constitución de la comisión representativa, la dirección de la empresa podrá comunicar
formalmente a la representación de las personas trabajadoras y a la autoridad laboral el inicio del periodo de
consultas. La falta de constitución de la comisión representativa no impedirá el inicio y transcurso del periodo
de consultas, y su constitución con posterioridad al inicio del mismo no comportará, en ningún caso, la
ampliación de su duración. La autoridad laboral recabará informe preceptivo de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social sobre los extremos de dicha comunicación y sobre el desarrollo del periodo de consultas. El
informe deberá ser evacuado en el improrrogable plazo de quince días desde la notificación a la autoridad
laboral de la finalización del periodo de consultas y quedará incorporado al procedimiento. Cuando el periodo
de consultas finalice con acuerdo se presumirá que concurren las causas justificativas a que alude el apartado
1 y solo podrá ser impugnado ante la jurisdicción social por la existencia de fraude, dolo, coacción o abuso de
derecho en su conclusión. Durante el periodo de consultas, las partes deberán negociar de buena fe, con vistas
a la consecución de un acuerdo. Dicho acuerdo requerirá la conformidad de la mayoría de los representantes
legales de los trabajadores o, en su caso, de la mayoría de miembros de la comisión representativa de las
personas trabajadoras siempre que, en ambos casos, representen a la mayoría de las personas trabajadoras del
centro o centros de trabajo afectados. La empresa y la representación de las personas trabajadoras podrán
acordar en cualquier momento la sustitución del periodo de consultas por el procedimiento de mediación o
arbitraje que sea de aplicación en el ámbito de la empresa, que deberá desarrollarse dentro del plazo máximo
señalado para dicho periodo. Tras la finalización del periodo de consultas, la empresa notificará a las personas
trabajadoras y a la autoridad laboral su decisión sobre la reducción de jornada o la suspensión de contratos,
que deberá incluir el periodo dentro del cual se va a llevar a cabo la aplicación de estas medidas. La decisión
empresarial surtirá efectos a partir de la fecha de su comunicación a la autoridad laboral, salvo que en ella se
contemple una posterior. Si en el plazo de quince días desde la fecha de la última reunión celebrada en el
periodo de consultas, la empresa no hubiera comunicado a los representantes de los trabajadores y a la
autoridad laboral su decisión sobre la suspensión de contratos o reducción temporal de jornada, se producirá
la caducidad del procedimiento en los términos que reglamentariamente se establezcan. La decisión
empresarial podrá ser impugnada por la autoridad laboral a petición de la entidad gestora de la prestación por
desempleo cuando aquella pudiera tener por objeto la obtención indebida de las prestaciones por parte de las
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personas trabajadoras, por inexistencia de la causa motivadora de la situación legal de desempleo. Contra las
decisiones a que se refiere el presente apartado podrá reclamar la persona trabajadora ante la jurisdicción
social que declarará la medida justificada o injustificada. En este último caso, la sentencia declarará la
inmediata reanudación del contrato de trabajo y condenará a la empresa al pago de los salarios dejados de
percibir por la persona trabajadora hasta la fecha de la reanudación del contrato o, en su caso, al abono de las
diferencias que procedan respecto del importe recibido en concepto de prestaciones por desempleo durante el
periodo de suspensión, sin perjuicio del reintegro que proceda realizar por el empresario del importe de
dichas prestaciones a la entidad gestora del pago de las mismas, así como del ingreso de las diferencias de
cotización a la Seguridad Social. Cuando la decisión empresarial afecte a un número de personas igual o
superior a los umbrales previstos en el artículo 51.1 se podrá reclamar en conflicto colectivo, sin perjuicio de
la acción individual. La interposición del conflicto colectivo paralizará la tramitación de las acciones
individuales iniciadas, hasta su resolución.
4. En cualquier momento durante la vigencia de la medida de reducción de jornada o suspensión de contratos
basada en causas económicas, organizativas, técnicas o de producción, la empresa podrá comunicar a la
representación de las personas trabajadoras con la que hubiera desarrollado el periodo de consultas una
propuesta de prórroga de la medida. La necesidad de esta prórroga deberá ser tratada en un periodo de
consultas de duración máxima de cinco días, y la decisión empresarial será comunicada a la autoridad laboral
en un plazo de siete días, surtiendo efectos desde el día siguiente a la finalización del periodo inicial de
reducción de jornada o suspensión de la relación laboral. Salvo en los plazos señalados, resultarán de
aplicación a este periodo de consultas las previsiones recogidas en el apartado 3.
5. Las empresas podrán aplicar la reducción de la jornada de trabajo o la suspensión de los contratos de
trabajo por causa derivada de fuerza mayor temporal, previo procedimiento tramitado conforme a lo
dispuesto en este apartado, en el artículo 51.7 y en sus disposiciones reglamentarias de aplicación. El
procedimiento se iniciará mediante solicitud de la empresa dirigida a la autoridad laboral competente,
acompañada de los medios de prueba que estime necesarios, y simultánea comunicación a la representación
legal de las personas trabajadoras. La existencia de fuerza mayor temporal como causa motivadora de la
suspensión o reducción de jornada de los contratos de trabajo, deberá ser constatada por la autoridad laboral,
cualquiera que sea el número de personas trabajadoras afectadas. La autoridad laboral solicitará informe
preceptivo de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social antes de dictar resolución. Este informe deberá
pronunciarse sobre la concurrencia de la fuerza mayor. La resolución de la autoridad laboral se dictará,
previas las actuaciones e informes indispensables, en el plazo de cinco días desde la solicitud, y deberá
limitarse, en su caso, a constatar la existencia de la fuerza mayor alegada por la empresa, correspondiendo a
esta la decisión sobre la reducción de las jornadas de trabajo o suspensión de los contratos de trabajo. La
resolución surtirá efectos desde la fecha del hecho causante de la fuerza mayor, y hasta la fecha determinada
en la misma resolución. Si no se emite resolución expresa en el plazo indicado, se entenderá autorizado el
expediente de regulación temporal de empleo. En el supuesto de que se mantenga la fuerza mayor a la
finalización del período determinado en la resolución del expediente, se deberá solicitar una nueva
autorización.
6. La fuerza mayor temporal podrá estar determinada por impedimentos o limitaciones en la actividad
normalizada de la empresa que sean consecuencia de decisiones adoptadas por la autoridad pública
competente, incluidas aquellas orientadas a la protección de la salud pública. También estará determinada por
el mantenimiento, transcurridos los cuatro días previstos en el artículo 37.3.g), de la imposibilidad de acceder
al centro de trabajo o a las vías de circulación necesarias para acudir al mismo, salvo que sea posible el trabajo
a distancia en los términos recogidos en dicho precepto. Por el contrario, las circunstancias del párrafo
anterior no serán constitutivas de fuerza mayor durante la duración del permiso del artículo 37.3.g). Durante la
misma, solo podrá justificarse la fuerza mayor en base a otras circunstancias, en cuyo caso los efectos se
retrotraerán al momento del hecho causante correspondiente. Será de aplicación el procedimiento previsto
para los expedientes por causa de fuerza mayor temporal a que se refiere el apartado anterior, con las
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siguientes particularidades:
a) La solicitud de informe por parte de la autoridad laboral a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social no
será preceptiva.
b) La empresa deberá justificar, en la documentación remitida junto con la solicitud, la existencia de las
concretas limitaciones o del impedimento a su actividad como consecuencia de la decisión de la autoridad
competente.
c) La autoridad laboral autorizará el expediente si se entienden justificadas las limitaciones o impedimento
referidos.

7. Serán normas comunes aplicables a los expedientes de regulación temporal de empleo por causas
económicas, técnicas, organizativas y de producción, y a los que estén basados en una causa de fuerza mayor
temporal, las siguientes:

a) La reducción de jornada podrá ser de entre un diez y un setenta por ciento y computarse sobre la base de
la jornada diaria, semanal, mensual o anual. En la medida en que ello sea viable, se priorizará la adopción
de medidas de reducción de jornada frente a las de suspensión de contratos.
b) La empresa junto con la notificación, comunicación o solicitud, según proceda, a la autoridad laboral
sobre su decisión de reducir la jornada de trabajo o suspender los contratos de trabajo, a que se refieren los
apartados 3, 4, 5 y 6, comunicará, a través de los procedimientos automatizados que se establezcan:

1.º El período dentro del cual se va a llevar a cabo la aplicación de la suspensión del contrato o la
reducción de jornada.
2.º La identificación de las personas trabajadoras incluidas en el expediente de regulación temporal de
empleo.
3.º El tipo de medida a aplicar respecto de cada una de las personas trabajadoras y el porcentaje máximo
de reducción de jornada o el número máximo de días de suspensión de contrato a aplicar.

c) Durante el periodo de aplicación del expediente, la empresa podrá desafectar y afectar a las personas
trabajadoras en función de las alteraciones de las circunstancias señaladas como causa justificativa de las
medidas, informando previamente de ello a la representación legal de las personas trabajadoras y previa
comunicación a la entidad gestora de las prestaciones sociales y, conforme a los plazos establecidos
reglamentariamente, a la Tesorería General de la Seguridad Social, a través de los procedimientos
automatizados que establezcan dichas entidades.
d) Dentro del periodo de aplicación del expediente no podrán realizarse horas extraordinarias, establecerse
nuevas externalizaciones de actividad ni concertarse nuevas contrataciones laborales. Esta prohibición no
resultará de aplicación en el supuesto en que las personas en suspensión contractual o reducción de
jornada que presten servicios en el centro de trabajo afectado por nuevas contrataciones o
externalizaciones no puedan, por formación, capacitación u otras razones objetivas y justificadas,
desarrollar las funciones encomendadas a aquellas, previa información al respecto por parte de la empresa
a la representación legal de las personas trabajadoras. Las empresas que desarrollen las acciones
formativas a las que se refiere la disposición adicional vigesimoquinta, a favor de las personas afectadas
por el expediente de regulación temporal de empleo, tendrán derecho a un incremento de crédito para la
financiación de acciones en el ámbito de la formación programada, en los términos previstos en el artículo
9.7 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional para el
empleo en el ámbito laboral.
e) Los beneficios en materia de cotización vinculados a los expedientes de regulación temporal de empleo,
de carácter voluntario para la empresa, estarán condicionados, asimismo, al mantenimiento en el empleo
de las personas trabajadoras afectadas con el contenido y requisitos previstos en el apartado 10 de la
disposición adicional cuadragésima cuarta del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social,
aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.
f) La prestación a percibir por las personas trabajadoras se regirá por lo establecido en el artículo 267 del
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social y sus normas de desarrollo.
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Se modifica el apartado 6 por la disposición final 2.2 del Real Decreto-ley 8/2024, de 28 de noviembre. Ref. BOE-A-2024-24840#df-2

Se modifica por el art. 1.6 del Real Decreto-ley 32/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21788#ap

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 16, de 19 de enero de 2022. Ref. BOE-A-2022-801

Artículo 47 bis. Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo.
1. El Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo es un instrumento de flexibilidad y
estabilización del empleo que, una vez activado por el Consejo de Ministros, permitirá a las empresas la
solicitud de medidas de reducción de jornada y suspensión de contratos de trabajo. Este Mecanismo RED
tendrá dos modalidades:

a) Cíclica, cuando se aprecie una coyuntura macroeconómica general que aconseje la adopción de
instrumentos adicionales de estabilización, con una duración máxima de un año.
b) Sectorial, cuando en un determinado sector o sectores de actividad se aprecien cambios permanentes
que generen necesidades de recualificación y de procesos de transición profesional de las personas
trabajadoras, con una duración máxima inicial de un año y la posibilidad de dos prórrogas de seis meses
cada una.

2. La activación del Mecanismo se realizará a propuesta conjunta de las personas titulares de los Ministerios de
Trabajo y Economía Social, de Asuntos Económicos y Transformación Digital, y de Inclusión, Seguridad Social
y Migraciones, previo informe de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos. En el ámbito
de la modalidad sectorial, las organizaciones sindicales y empresariales más representativas a nivel estatal
podrán solicitar a los Ministerios referidos la convocatoria de la Comisión tripartita del Mecanismo RED. Esta
Comisión deberá reunirse en el plazo de quince días desde dicha solicitud y analizará la existencia de los
cambios referidos en el apartado 1.b), así como la necesidad, en su caso, de elevar una solicitud de activación
del Mecanismo RED sectorial al Consejo de Ministros. En todo caso, con carácter previo a su elevación al
Consejo de Ministros, resultará imprescindible informar a las organizaciones sindicales y empresariales más
representativas a nivel estatal. La decisión y las consideraciones que se incorporen al Acuerdo del Consejo de
Ministros no serán por sí mismas causas para la adopción en el ámbito empresarial de las medidas previstas
en esta norma en relación con el empleo o las condiciones de trabajo.
3. Una vez activado el Mecanismo, las empresas podrán solicitar voluntariamente a la autoridad laboral la
reducción de la jornada o la suspensión de los contratos de trabajo, mientras esté activado el Mecanismo, en
cualquiera de sus centros de trabajo y en los términos previstos en este artículo. El procedimiento se iniciará
mediante solicitud por parte de la empresa dirigida a la autoridad laboral competente y comunicación
simultánea a la representación de las personas trabajadoras, y se tramitará de acuerdo con lo previsto en el
artículo 47.5, previo desarrollo de un periodo de consultas en los términos regulados en el 47.3, con las
particularidades recogidas en este artículo. En el caso de la modalidad sectorial, además, la solicitud deberá ir
acompañada de un plan de recualificación de las personas afectadas.
4. La autoridad laboral deberá remitir el contenido de la solicitud empresarial a la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social y recabar informe preceptivo de esta sobre la concurrencia de los requisitos
correspondientes. Este informe será evacuado en el improrrogable plazo de siete días desde la notificación de
inicio por parte de la empresa a la autoridad laboral. La autoridad laboral procederá a dictar resolución en el
plazo de siete días naturales a partir de la comunicación de la conclusión del periodo de consultas. Si
transcurrido dicho plazo no hubiera recaído pronunciamiento expreso, se entenderá autorizada la medida,
siempre dentro de los límites legal y reglamentariamente establecidos. Cuando el período de consultas
concluya con acuerdo, la autoridad laboral autorizará la aplicación del mecanismo, pudiendo la empresa
proceder a las reducciones de jornada o suspensiones de contrato en las condiciones acordadas. Cuando el
período de consultas concluya sin acuerdo, la autoridad laboral dictará resolución estimando o desestimando
la solicitud empresarial. La autoridad laboral estimará la solicitud en caso de entender que de la
documentación aportada se deduce que la situación cíclica o sectorial temporal concurre en la empresa en los
términos previstos en este artículo.
5. Serán normas comunes aplicables a las dos modalidades del Mecanismo RED, las siguientes:
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a) Las previsiones recogidas en el artículo 47.4 y 7.
b) Las personas trabajadoras cubiertas por un Mecanismo RED se beneficiarán de las medidas en materia
de protección social previstas en la disposición adicional cuadragésima primera del texto refundido de la
Ley General de la Seguridad Social, y tendrán la consideración de colectivo prioritario para el acceso a las
iniciativas de formación del sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral.
c) La Inspección de Trabajo y Seguridad Social y el Servicio Público de Empleo Estatal colaborarán para el
desarrollo de actuaciones efectivas de control de la aplicación del Mecanismo, mediante la programación
de actuaciones periódicas y de ejecución continuada. Asimismo, la Inspección de Trabajo y Seguridad
Social tendrá acceso a los datos incorporados mediante procedimientos automatizados y aplicaciones que
le permitan conocer los extremos relativos a la aplicación de los Mecanismos, las condiciones especiales en
materia de cotización a la Seguridad Social para las empresas y prestaciones correspondientes, con el
objetivo de desarrollar las debidas actuaciones de control.

6. Se constituirá como fondo sin personalidad jurídica, adscrito al Ministerio de Trabajo y Economía Social, un
Fondo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo, que tendrá como finalidad atender a las necesidades
futuras de financiación derivadas de la modalidad cíclica y sectorial del Mecanismo RED en materia de
prestaciones y exenciones a las empresas del pago de las cotizaciones a la Seguridad Social, incluidos los
costes asociados a la formación, en la forma y condiciones previstas en su normativa de desarrollo. Serán
recursos de este Fondo los excedentes de ingresos que financian las prestaciones por desempleo en su nivel
contributivo y asistencial, las aportaciones que se consignen en los Presupuestos Generales del Estado, las
aportaciones procedentes de los instrumentos de financiación de la Unión Europea orientados al
cumplimiento del objeto y fines del Fondo, así como los rendimientos de cualquier naturaleza que genere el
Fondo.
Se añade por el art. 1.7 del Real Decreto-ley 32/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21788#ap

Artículo 48. Suspensión con reserva de puesto de trabajo.
1. Al cesar las causas legales de suspensión, el trabajador tendrá derecho a la reincorporación al puesto de
trabajo reservado, en todos los supuestos a que se refiere el artículo 45.1 excepto en los señalados en las letras
a) y b), en que se estará a lo pactado.
2. En el supuesto de incapacidad temporal, producida la extinción de esta situación con declaración de
incapacidad permanente en los grados de incapacidad permanente total para la profesión habitual, absoluta
para todo trabajo o gran incapacidad, cuando, a juicio del órgano de calificación, la situación de incapacidad
del trabajador vaya a ser previsiblemente objeto de revisión por mejoría que permita su reincorporación al
puesto de trabajo, subsistirá la suspensión de la relación laboral, con reserva de puesto de trabajo, durante un
periodo de dos años a contar desde la fecha de la resolución por la que se declare la incapacidad permanente.
En los supuestos previstos en la letra n) del artículo 49.1 se considerará también que subsiste la suspensión de
la relación laboral, con reserva del puesto de trabajo, durante el tiempo en que se resuelven los ajustes
razonables o el cambio a un puesto vacante y disponible.
3. En los supuestos de suspensión por ejercicio de cargo público representativo o funciones sindicales de
ámbito provincial o superior, el trabajador deberá reincorporarse en el plazo máximo de treinta días naturales
a partir de la cesación en el cargo o función.
4. El nacimiento, que comprende el parto y el cuidado de menor, suspenderá el contrato de trabajo de la
madre biológica y el del progenitor distinto de la madre biológica durante diecinueve semanas. En el supuesto
de monoparentalidad, por existir una única persona progenitora, el periodo de suspensión será de treinta y
dos semanas. En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba
permanecer hospitalizado a continuación del parto, el periodo de suspensión podrá computarse, a instancia
de la madre biológica o del otro progenitor, a partir de la fecha del alta hospitalaria. Se excluyen de dicho
cómputo las seis semanas posteriores al parto, de suspensión obligatoria del contrato de la madre biológica.
En los casos de parto prematuro con falta de peso y en aquellos otros en que el neonato precise, por alguna
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condición clínica, hospitalización a continuación del parto, por un periodo superior a siete días, el periodo de
suspensión se ampliará en tantos días como el nacido se encuentre hospitalizado, con un máximo de trece
semanas adicionales, y en los términos en que reglamentariamente se desarrolle. En el supuesto de
fallecimiento del hijo o hija, el periodo de suspensión no se verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las
seis semanas de descanso obligatorio, se solicite la reincorporación al puesto de trabajo. En caso de
fallecimiento de uno de los progenitores, el otro progenitor podrá hacer uso de la totalidad o, en su caso, de la
parte que reste de permiso. La suspensión del contrato de cada uno de los progenitores por el cuidado de
menor se distribuye de la siguiente manera:

a) Seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores al parto serán obligatorias y habrán de
disfrutarse a jornada completa.
b) Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse a voluntad de la
persona trabajadora, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse
desde la finalización de la suspensión obligatoria posterior al parto hasta que el hijo o la hija cumpla doce
meses. No obstante, la madre biológica podrá anticipar su ejercicio hasta cuatro semanas antes de la fecha
previsible del parto.
c) Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán distribuirse
a voluntad de la persona trabajadora, en períodos semanales de forma acumulada o interrumpida hasta
que el hijo o la hija cumpla los ocho años. Este derecho es individual de la persona trabajadora sin que
pueda transferirse su ejercicio al otro progenitor. Las suspensiones previstas en las letras b) y c) podrán
disfrutarse en régimen de jornada completa o de jornada parcial, previo acuerdo entre la empresa y la
persona trabajadora, y conforme se determine reglamentariamente. La persona trabajadora deberá
comunicar a la empresa, con una antelación mínima de quince días, el ejercicio de este derecho en los
términos establecidos, en su caso, en los convenios colectivos. Cuando los dos progenitores que ejerzan
este derecho trabajen para la misma empresa, la dirección empresarial podrá limitar su ejercicio
simultáneo por razones fundadas y objetivas, debidamente motivadas por escrito. A efectos de lo dispuesto
en este apartado, el término de madre biológica incluye también a las personas trans gestantes.

5. En los supuestos de adopción, de guarda con fines de adopción y de acogimiento, de acuerdo con el artículo
45.1.d), la suspensión tendrá una duración de diecinueve semanas para cada adoptante, guardador o acogedor.
En el supuesto de monoparentalidad, por existir una única persona adoptante, guardadora con fines de
adopción o acogedora, el periodo de suspensión será de treinta y dos semanas. En el supuesto de fallecimiento
del menor, el periodo de suspensión no se verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis semanas de
descanso obligatorio, se solicite la reincorporación al puesto de trabajo. En caso de fallecimiento de una de las
personas adoptantes, guardadoras con fines de adopción o acogedoras, la otra persona podrá hacer uso de la
totalidad o, en su caso, de la parte que reste de permiso. La suspensión del contrato de cada persona
adoptante, guardador o acogedora por el cuidado de menor se distribuye de la siguiente manera:

a) Seis semanas deberán disfrutarse a jornada completa de forma obligatoria e ininterrumpida,
inmediatamente después de la resolución judicial por la que se constituye la adopción o bien de la decisión
administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento.
b) Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse, a voluntad de la
persona trabajadora, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse
dentro de los doce meses siguientes a la resolución judicial por la que se constituya la adopción o bien a la
decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento.
c) Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán
distribuirse, a voluntad de la persona trabajadora, en períodos semanales de forma acumulada o
interrumpida hasta que el menor cumpla los ocho años. En ningún caso un mismo menor dará derecho a
varios periodos de suspensión en la misma persona trabajadora. En los supuestos de adopción
internacional, cuando sea necesario el desplazamiento previo de los progenitores al país de origen del
adoptado, el periodo de suspensión previsto para cada caso en este apartado podrá iniciarse hasta cuatro
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semanas antes de la resolución por la que se constituye la adopción. Este derecho es individual de la
persona trabajadora sin que pueda transferirse su ejercicio al otro adoptante, guardador con fines de
adopción o acogedor. Las suspensiones previstas en las letras b) y c) podrán disfrutarse en régimen de
jornada completa o de jornada parcial, previo acuerdo entre la empresa y la persona trabajadora, y
conforme se determine reglamentariamente. La persona trabajadora deberá comunicar a la empresa, con
una antelación mínima de quince días, el ejercicio de este derecho en los términos establecidos, en su caso,
en los convenios colectivos. Cuando los dos adoptantes, guardadores o acogedores que ejerzan este derecho
trabajen para la misma empresa, la dirección empresarial podrá limitar su ejercicio simultáneo por
razones fundadas y objetivas, debidamente motivadas por escrito.

6. En el supuesto de discapacidad del hijo o hija en el nacimiento, adopción, en situación de guarda con fines
de adopción o de acogimiento, la suspensión del contrato a que se refieren los apartados 4 y 5 tendrá una
duración adicional de dos semanas, una para cada una de las personas progenitoras. Igual ampliación
procederá en el supuesto de nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento múltiple por
cada hijo o hija distinta del primero. En caso de haber una única persona progenitora, esta podrá disfrutar de
las ampliaciones completas previstas en este apartado para el caso de familias con dos personas progenitoras.
7. En el supuesto de riesgo durante el embarazo o de riesgo durante la lactancia natural, en los términos
previstos en el artículo 26 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, la
suspensión del contrato finalizará el día en que se inicie la suspensión del contrato por parto o el lactante
cumpla nueve meses, respectivamente, o, en ambos casos, cuando desaparezca la imposibilidad de la
trabajadora de reincorporarse a su puesto anterior o a otro compatible con su estado.
8. En el supuesto previsto en el artículo 45.1.n), el periodo de suspensión tendrá una duración inicial que no
podrá exceder de seis meses, salvo que de las actuaciones de tutela judicial resultase que la efectividad del
derecho de protección de la víctima requiriese la continuidad de la suspensión. En este caso, el juez podrá
prorrogar la suspensión por periodos de tres meses, con un máximo de dieciocho meses.
9. Los trabajadores se beneficiarán de cualquier mejora en las condiciones de trabajo a la que hubieran podido
tener derecho durante la suspensión del contrato en los supuestos a que se refieren los apartados 4 a 8. Se
modifican los apartados 4 y 5 por el art. 1 del Real Decreto-ley 9/2025, de 29 de julio. Ref. BOE-A-2025-15741
Téngase en cuenta la disposición transitoria única del citado Real Decreto-ley en cuanto a la aplicación a
hechos causantes anteriores a la entrada en vigor y a la forma de solicitud. Se modifica el apartado 2 por el art.
1.1 de la Ley 2/2025, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2025-8567 Se declara la inconstitucionalidad del apartado 4, que
no lleva aparejada la nulidad, con el alcance señalado en el fundamento jurídico 7, por Sentencia del TC
140/2024, de 6 de noviembre. Ref. BOE-A-2024-25523 Se modifica el apartado 6 por el art. 127.6 del Real Decreto-
ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-39 Se añade un párrafo final al apartado 4 por la
disposición final 14.8 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-14 Se modifican los apartados
4 a 9 y se suprime el 10, con efectos de 1 de abril de 2019, por el art. 2.12 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de
marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a2 Téngase en cuenta que esta modificación se aplicará paulatinamente en la
forma establecida por la disposición transitoria decimotercera de la presente norma, añadida por el art. 2.18
del citado Real Decreto-ley 6/2019.
Se modifica el apartado 7 por la disposición final 38.1 de la Ley 6/2018, de 3 de julio. Ref. BOE-A-2018-9268#df-39

Artículo 48 bis.
1. Las personas trabajadoras tendrán derecho a un permiso parental, para el cuidado de hijo, hija o menor
acogido por tiempo superior a un año, hasta el momento en que el menor cumpla ocho años. Este permiso,
que tendrá una duración no superior a ocho semanas, continuas o discontinuas, podrá disfrutarse a tiempo
completo, o en régimen de jornada a tiempo parcial conforme a lo establecido reglamentariamente.
2. Este permiso constituye un derecho individual de las personas trabajadoras, hombres o mujeres, sin que
pueda transferirse su ejercicio. Corresponderá a la persona trabajadora especificar la fecha de inicio y fin del
disfrute o, en su caso, de los períodos de disfrute, debiendo comunicarlo a la empresa con una antelación de
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diez días o la concretada por los convenios colectivos, salvo fuerza mayor, teniendo en cuenta la situación de
aquella y las necesidades organizativas de la empresa. En caso de que dos o más personas trabajadoras
generasen este derecho por el mismo sujeto causante o en otros supuestos definidos por los convenios
colectivos en los que el disfrute del permiso parental en el período solicitado altere seriamente el correcto
funcionamiento de la empresa, ésta podrá aplazar la concesión del permiso por un período razonable,
justificándolo por escrito y después de haber ofrecido una alternativa de disfrute igual de flexible.
Se añade por el art. 127.7 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-39

Sección 4.ª Extinción del contrato

Artículo 54. Despido disciplinario.
1. El contrato de trabajo podrá extinguirse por decisión del empresario, mediante despido basado en un
incumplimiento grave y culpable del trabajador.
2. Se considerarán incumplimientos contractuales:

a) Las faltas repetidas e injustificadas de asistencia o puntualidad al trabajo.
b) La indisciplina o desobediencia en el trabajo.
c) Las ofensas verbales o físicas al empresario o a las personas que trabajan en la empresa o a los familiares
que convivan con ellos.
d) La transgresión de la buena fe contractual, así como el abuso de confianza en el desempeño del trabajo.
e) La disminución continuada y voluntaria en el rendimiento de trabajo normal o pactado.
f) La embriaguez habitual o toxicomanía si repercuten negativamente en el trabajo.
g) El acoso por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación
sexual y el acoso sexual o por razón de sexo al empresario o a las personas que trabajan en la empresa.

Artículo 55. Forma y efectos del despido disciplinario.
1. El despido deberá ser notificado por escrito al trabajador, haciendo figurar los hechos que lo motivan y la
fecha en que tendrá efectos. Por convenio colectivo podrán establecerse otras exigencias formales para el
despido. Cuando el trabajador fuera representante legal de los trabajadores o delegado sindical procederá la
apertura de expediente contradictorio, en el que serán oídos, además del interesado, los restantes miembros
de la representación a que perteneciere, si los hubiese. Si el trabajador estuviera afiliado a un sindicato y al
empresario le constase, deberá dar audiencia previa a los delegados sindicales de la sección sindical
correspondiente a dicho sindicato.
2. Si el despido se realizara inobservando lo establecido en el apartado anterior, el empresario podrá realizar
un nuevo despido en el que cumpla los requisitos omitidos en el precedente. Dicho nuevo despido, que solo
surtirá efectos desde su fecha, solo cabrá efectuarlo en el plazo de veinte días, a contar desde el siguiente al del
primer despido. Al realizarlo, el empresario pondrá a disposición del trabajador los salarios devengados en los
días intermedios, manteniéndole durante los mismos en alta en la Seguridad Social.
3. El despido será calificado como procedente, improcedente o nulo.
4. El despido se considerará procedente cuando quede acreditado el incumplimiento alegado por el
empresario en su escrito de comunicación. Será improcedente en caso contrario o cuando en su forma no se
ajustara a lo establecido en el apartado 1.
5. Será nulo el despido que tenga por móvil alguna de las causas de discriminación prohibidas en la
Constitución Española o en la ley, o bien se produzca con violación de derechos fundamentales y libertades
públicas de la persona trabajadora. Será también nulo el despido, en los siguientes supuestos:

a) El de las personas trabajadoras durante los periodos de suspensión del contrato de trabajo por
nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción, acogimiento, riesgo durante el embarazo, riesgo
durante la lactancia natural a que se refiere el artículo 45.1.d) y e), disfrute del permiso parental a que se
refiere el artículo 48 bis, o por enfermedades causadas por embarazo, parto o lactancia natural, o cuando
se notifique la decisión en una fecha tal que el plazo de preaviso concedido finalice dentro de dichos
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periodos.
b) El de las trabajadoras embarazadas, desde la fecha de inicio del embarazo hasta el comienzo del periodo
de suspensión a que se refiere la letra a); el de las personas trabajadoras que hayan solicitado uno de los
permisos a los que se refieren los apartados 3.b), 4, 5 y 6 del artículo 37, o estén disfrutando de ellos, o
hayan solicitado o estén disfrutando de las adaptaciones de jornada previstas en el artículo 34.8 o la
excedencia prevista en el artículo 46.3; y el de las personas trabajadoras víctimas de violencia de género o
de violencia sexual, por el ejercicio de su derecho a la tutela judicial efectiva o de los derechos reconocidos
en esta ley para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral. Téngase en cuenta
que esta letra b), modificada por la disposición final 26.3 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, Ref. BOE-
A-2025-76#df-26 , entra en vigor el 3 de abril de 2025 según establece su disposición final 38.1. Redacción
anterior: "b) El de las trabajadoras embarazadas, desde la fecha de inicio del embarazo hasta el comienzo
del periodo de suspensión a que se refiere la letra a); el de las personas trabajadoras que hayan solicitado
uno de los permisos a los que se refieren los apartados 4, 5 y 6 del artículo 37, o estén disfrutando de ellos, o
hayan solicitado o estén disfrutando la excedencia prevista en el artículo 46.3; y el de las personas
trabajadoras víctimas de violencia de género o de violencia sexual, por el ejercicio de su derecho a la tutela
judicial efectiva o de los derechos reconocidos en esta ley para hacer efectiva su protección o su derecho a
la asistencia social integral."
c) El de las personas trabajadoras después de haberse reintegrado al trabajo al finalizar los periodos de
suspensión del contrato por nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento, a que se
refiere el artículo 45.1.d), siempre que no hubieran transcurrido más de doce meses desde la fecha del
nacimiento, la adopción, la guarda con fines de adopción o el acogimiento. Lo establecido en las letras
anteriores será de aplicación, salvo que, en esos casos, se declare la procedencia del despido por motivos
no relacionados con el embarazo o con el ejercicio del derecho a los permisos y excedencia señalados.

6. El despido nulo tendrá el efecto de la readmisión inmediata del trabajador, con abono de los salarios dejados
de percibir.
7. El despido procedente convalidará la extinción del contrato de trabajo que con aquel se produjo, sin derecho
a indemnización ni a salarios de tramitación.
Se modifica la letra b) del apartado 5, con efectos de 3 de abril de 2025, por la disposición final 26.3 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref.
BOE-A-2025-76#df-26

Se modifica la letra b) del apartado 5 por la disposición final 9.6 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936#df-9

Se modifica el apartado 5 por el art. 127.9 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-39

Se modifica la letra b) del apartado 5 por la disposición final 14.11 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-14

Se modifica la letra b) del apartado 5, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 14.6 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de
septiembre. Ref. BOE-A-2022-14630#df-14 Se modifican las letras a) a c) del apartado 5 por el art. 2.14 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo.
Ref. BOE-A-2019-3244#a2

CAPÍTULO IV Faltas y sanciones de los trabajadores

Artículo 58. Faltas y sanciones de los trabajadores.
1. Los trabajadores podrán ser sancionados por la dirección de las empresas en virtud de incumplimientos
laborales, de acuerdo con la graduación de faltas y sanciones que se establezcan en las disposiciones legales o
en el convenio colectivo que sea aplicable.
2. La valoración de las faltas y las correspondientes sanciones impuestas por la dirección de la empresa serán
siempre revisables ante la jurisdicción social. La sanción de las faltas graves y muy graves requerirá
comunicación escrita al trabajador, haciendo constar la fecha y los hechos que la motivan.
3. No se podrán imponer sanciones que consistan en la reducción de la duración de las vacaciones u otra
minoración de los derechos al descanso del trabajador o multa de haber.

CAPÍTULO V Plazos de prescripción
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Sección 2.ª Prescripción de las infracciones y faltas

Artículo 60. Prescripción.
1. Las infracciones cometidas por el empresario prescribirán conforme a lo establecido en el texto refundido
de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000,
de 4 de agosto.
2. Respecto a los trabajadores, las faltas leves prescribirán a los diez días; las graves, a los veinte días, y las muy
graves, a los sesenta días a partir de la fecha en que la empresa tuvo conocimiento de su comisión y, en todo
caso, a los seis meses de haberse cometido.

Ley 8/2006, de 5 de julio, de medidas de conciliación de la vida personal, 
familiar y laboral del personal al servicio de las administraciones públicas 
de Cataluña

L8-2006-CAT · BOE-A-2006-14405 · arts. 8 a 26 — 19 incluidos

CAPÍTULO III Permisos

Artículo 8. Condiciones de ejercicio.
1. No puede concederse un mismo tipo de permiso a dos personas por el mismo hecho causante, salvo que lo
ejerzan de modo alternativo y que el plazo global no supere lo establecido como máximo para cada tipo de
permiso, a excepción de lo que disponen los artículos 10, 11.5, 17 y 19.
2. Los permisos regulados por este capítulo son retribuidos, a excepción del permiso al que hace referencia el
artículo 20.

Artículo 9. Permiso por matrimonio.
1. El permiso por razón de matrimonio o por inicio de convivencia, en el caso de las uniones estables de
pareja, tiene una duración de quince días naturales consecutivos. Los cónyuges o convivientes pueden
disfrutar del permiso dentro del plazo de un año a contar desde la fecha de la boda o el inicio de la convivencia.
2. En el caso de las uniones estables de pareja, el despliegue reglamentario de esta ley tiene que establecer
mecanismos con efectos equivalentes a los de permiso.

Artículo 10. Permiso por matrimonio de un familiar.
Las personas a las que es aplicable la presente ley tienen derecho a un permiso de un día de ausencia del
puesto de trabajo por matrimonio de un familiar hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad. Este
permiso es ampliable a dos días si el matrimonio tiene lugar fuera de Cataluña.

Artículo 11. Permiso por maternidad.
1. El permiso por maternidad tiene una duración de dieciséis semanas ininterrumpidas, que son ampliables,
en los casos de parto, acogimiento o adopción múltiple, a dos semanas más por cada hijo o hija a partir del
segundo y puede disfrutar de él cualquiera de los dos progenitores. El otro progenitor o progenitora, siempre y
cuando tenga la guarda legal del hijo o hija, puede hacer uso de todo el permiso de maternidad, o de la parte
que quede, en caso de muerte o enfermedad incapacitante de la madre o en caso de guarda legal exclusiva.
2. En caso de filiación biológica, el período de permiso puede empezar antes o inmediatamente después del
parto. Las seis primeras semanas posteriores al parto son de descanso obligatorio para la madre.
3. En caso de adopción o acogimiento, el período de permiso por maternidad computa a partir de la sentencia
judicial o resolución administrativa. Si se trata de una adopción internacional el permiso puede empezar hasta
seis semanas antes.

Temario en formato ley · periodista (Parte general) · Departamento de Empresa y Trabajo 111

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



4. La persona que disfruta del permiso por maternidad lo puede hacer a tiempo parcial, de modo
ininterrumpido. La manera en la que se distribuye el tiempo de permiso requiere un previo acuerdo entre la
persona afectada y el órgano competente para la concesión del permiso. En caso de filiación biológica, la
madre puede disfrutar del permiso a tiempo parcial solamente a partir de la sexta semana posterior al parto.
El permiso por maternidad a tiempo parcial es incompatible con los permisos por lactancia o por hijos
prematuros y con la reducción de jornada por guarda legal.
5. El progenitor o progenitora que disfruta del permiso por maternidad puede optar por que el otro progenitor
o progenitora disfrute de una parte determinada e ininterrumpida de este permiso. El permiso se distribuye a
opción del progenitor o progenitora que disfruta de la primera parte del permiso. Los progenitores pueden
disfrutar de la compartición del permiso de modo simultáneo o de modo sucesivo, sin superar las dieciséis
semanas o el tiempo que corresponda en los casos de parto, acogimiento o adopción múltiple. En caso de la
filiación biológica, si se opta por gozar de la segunda parte del permiso sucesivamente al de la madre, solo
puede hacerse a partir de la sexta semana posterior al parto y siempre que, en el momento de hacerse efectiva
esta opción, la incorporación de la madre al trabajo no comporte un riesgo para su salud.
6. La opción ejercida por un progenitor o progenitora al iniciarse el período de permiso por maternidad en
favor del otro progenitor o progenitora a fin de que este goce de una parte del permiso puede ser revocada en
cualquier momento por aquel si acontecen hechos que hacen inviable la aplicación de esta opción, como por
ejemplo la ausencia, la enfermedad o el accidente, o bien el abandono de la familia, la violencia u otras causas
equivalentes, salvo que los tres últimos casos sean imputables al primer progenitor o progenitora.

Artículo 12. Permiso por nacimiento, adopción o acogimiento.
El progenitor o progenitora que no disfruta del permiso por maternidad tiene derecho a un permiso de cinco
días laborables consecutivos dentro de los diez días siguientes a la fecha de nacimiento, o a la llegada al hogar
del menor o la menor adoptado o acogido en caso de adopción o acogimiento. En caso de parto, adopción o
acogimiento múltiple, la duración del permiso se amplía a diez días si se trata de dos hijos y a quince días si se
trata de tres o más.

Artículo 13. Permiso de paternidad.
1. El progenitor o progenitora, sin perjuicio del derecho al permiso por maternidad, tiene derecho a un
permiso de paternidad de cuatro semanas consecutivas.
2. El progenitor o progenitora puede disfrutar de este permiso durante el período comprendido desde la
finalización del permiso por nacimiento del hijo o hija, desde la resolución judicial por la que se constituye la
adopción o a partir de la decisión administrativa o judicial de acogida, y hasta que finalice el permiso por
maternidad, o también inmediatamente después de dicho permiso.
3. El progenitor o progenitora de una familia monoparental, si tiene la guarda legal exclusiva del hijo o hija,
también puede disfrutar del permiso de paternidad a continuación del de maternidad.
Se modifica por la disposición adicional 3 de la Ley 5/2007, de 4 de julio. Ref. BOE-A-2007-14803 .

Artículo 14. Permiso por lactancia.
1. El permiso por lactancia es de una hora diaria de ausencia del puesto de trabajo, la cual puede dividirse en
dos fracciones de treinta minutos. En los casos de parto, adopción o acogimiento múltiple el permiso es de dos
horas diarias, las cuales pueden dividirse en dos fracciones de una hora. El período del permiso se inicia una
vez ha finalizado el permiso por maternidad y tiene una duración máxima de veinte semanas.
2. A petición del interesado o interesada, las horas del permiso de lactancia pueden compactarse para
disfrutar de ellas en jornadas enteras de trabajo, consecutivas o repartidas por semanas, sin alterar el
momento de inicio del período de permiso y teniendo en cuenta las necesidades del servicio.

Artículo 15. Permiso para atender a hijos prematuros.
En caso de nacimiento de un hijo o hija prematuro o que deba ser hospitalizado a continuación del parto, se
otorga un permiso equivalente al tiempo de hospitalización hasta un máximo de doce semanas. Este permiso
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se inicia a partir de la finalización del permiso por maternidad o de la decimosexta semana posterior al parto,
la adopción o el acogimiento.

Artículo 16. Período de vacaciones.
Si el período del permiso de maternidad, paternidad o atención de hijos prematuros coincide total o
parcialmente con el período de vacaciones, la persona afectada disfruta de las vacaciones una vez terminado
el permiso. El cómputo de las vacaciones se inicia al día siguiente de la fecha de finalización del permiso.

Artículo 17. Permisos para atender a hijos discapacitados.
Los progenitores con hijos discapacitados tienen derecho conjuntamente a permisos de ausencia del puesto de
trabajo para poder asistir a reuniones o visitas en los centros educativos especiales o sanitarios donde reciban
apoyo. Asimismo, tienen derecho a dos horas de flexibilidad horaria diaria para poder conciliar los horarios de
los centros de educación especial o de los otros centros donde el hijo o hija discapacitado recibe atención.

Artículo 18. Permiso prenatal.
1. Las mujeres embarazadas tienen derecho a ausentarse del lugar trabajo para asistir a exámenes prenatales y
a técnicas de preparación para el parto, durante el tiempo necesario para llevar a cabo estas prácticas, previa
justificación de la necesidad de hacerlo dentro de la jornada de trabajo.
2. Las parejas que optan por la adopción o el acogimiento permanente o preadoptivo tienen derecho a
ausentarse del puesto de trabajo para llevar a cabo los trámites administrativos requeridos por la
administración competente hechos en Cataluña, durante el tiempo necesario, previa justificación de que se
deben llevar a cabo dentro de la jornada de trabajo.

Artículo 19. Permiso por muerte, accidente, hospitalización o enfermedad grave de un familiar hasta el 
segundo grado.
El permiso por muerte, accidente, hospitalización o enfermedad grave de un familiar hasta el segundo grado
de consanguinidad o afinidad tiene una duración de dos días laborables. Este permiso es ampliable a cuatro
días si el hecho se produce en un municipio diferente del municipio del puesto de trabajo. Excepcionalmente y
por motivos debidamente justificados, puede ampliarse el permiso hasta seis días laborables.

Artículo 20. Permiso sin retribución para atender a un familiar.
Pueden concederse permisos sin retribución para atender a un familiar hasta el segundo grado de
consanguinidad o afinidad por un período mínimo de diez días y máximo de tres meses, prorrogable,
excepcionalmente, hasta tres meses más. Este permiso es incompatible con la autorización de compatibilidad,
que queda suspendida de oficio hasta la finalización del permiso.

Artículo 21. Permisos por situaciones de violencia de género.
Las mujeres víctimas de situaciones de violencia de género que, por este motivo, deban ausentarse del puesto
de trabajo tienen derecho a que estas faltas de asistencia se consideren justificadas de acuerdo con lo que
determinen los correspondientes servicios sociales, policiales o de salud. Asimismo, tienen derecho a las
horas de flexibilidad horaria que, de acuerdo con cada situación concreta, sean necesarias para su protección
o asistencia social.

Artículo 22. Permisos de flexibilidad horaria recuperable.
Pueden autorizarse permisos de ausencia del puesto de trabajo de un mínimo de una hora y un máximo de
siete para visitas o pruebas médicas de ascendientes o descendientes hasta el segundo grado de
consanguinidad o afinidad y para reuniones de tutoría con los docentes responsables de los hijos. La persona
afectada debe recuperar el tiempo de ausencia durante la misma semana en la que disfruta del permiso,
teniendo en cuenta las necesidades del servicio. Estos permisos pueden ser puntuales o periódicos.

CAPÍTULO IV Reducciones de jornada
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Artículo 23. Requisitos de concesión.
1. Las reducciones de jornada establecidas por la presente ley son incompatibles con la autorización de
compatibilidad, que queda suspendida de oficio hasta la finalización del plazo de la reducción.
2. No se puede conceder la reducción de jornada a dos personas por el mismo hecho causante, salvo que la
ejerzan de modo alternativo y sin que el plazo global supere el establecido como máximo.

Artículo 24. Reducción de jornada con reducción proporcional de retribuciones.
Sin perjuicio de lo establecido por el artículo 26. a , las personas que por razón de guarda legal tienen cuidado
directo de un hijo o hija menor de doce años pueden gozar de una reducción de un tercio o de la mitad de la
jornada, con la reducción proporcional de retribuciones. Solamente si las necesidades del servicio lo
permiten, esta reducción puede ser de otra fracción de jornada, que debe ser en cualquier caso entre la octava
parte y la mitad de la jornada.
Se modifica por el art. 97 de la Ley 5/2012, de 20 de marzo. Ref. BOE-A-2012-4730 . Para las reducciones de jornada otorgadas antes de la entrada
en vigor de la Ley 5/2012, de 20 de marzo, téngase en cuenta la disposición transitoria 8.

Artículo 25. Reducción de jornada por discapacidad legalmente reconocida.
1. Las personas con una discapacidad legalmente reconocida que, por este motivo, tienen que recibir
tratamiento en centros públicos o privados tienen derecho a una reducción de jornada de trabajo equivalente
al tiempo que tienen de dedicar a ese tratamiento, sin pérdida de sus retribuciones íntegras.
2. Para disfrutar de esta reducción de jornada es preciso un informe del correspondiente servicio médico que
justifique la necesidad del tratamiento, la periodicidad o duración aproximada y la necesidad de que se lleve a
cabo en el horario laboral.

Artículo 26. Reducción de jornada de un tercio o de la mitad con derecho al 80% o al 60% de las 
retribuciones.
Las personas a las que se aplica la presente ley pueden disfrutar de una reducción de un tercio o de la mitad de
la jornada de trabajo, con la percepción del 80% o del 60% de la retribución, respectivamente, en los siguientes
supuestos:
a) Para cuidar de un hijo o hija menor de seis años, siempre que se tenga su guarda legal.
b) Para cuidar de una persona con discapacidad psíquica, física o sensorial que no haga ninguna actividad
retribuida, siempre que se tenga su guarda legal.
c) Porque tienen a su cargo un familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, con una
incapacidad o disminución reconocida igual o superior al 65% o con un grado de dependencia que le impide
ser autónomo, o que requiere especial dedicación o atención.
d) Las mujeres víctimas de la violencia de género, para hacer efectiva su protección o su derecho a la
asistencia social íntegra.

RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público

TREBEP · BOE-A-2015-11719 · art. 27 · arts. 47 a 51 · arts. 93 a 98 — 13 incluidos

TÍTULO III Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

CAPÍTULO III Derechos retributivos

Artículo 27. Retribuciones del personal laboral.
Las retribuciones del personal laboral se determinarán de acuerdo con la legislación laboral, el convenio
colectivo que sea aplicable y el contrato de trabajo, respetando en todo caso lo establecido en el artículo 21 del
presente Estatuto.
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CAPÍTULO V Derecho a la jornada de trabajo, permisos y vacaciones

Artículo 47. Jornada de trabajo de los funcionarios públicos.
1. Las Administraciones Públicas establecerán la jornada general y las especiales de trabajo de sus
funcionarios públicos. La jornada de trabajo podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial.
2. Las Administraciones Públicas adoptarán medidas de flexibilización horaria para garantizar la conciliación
de la vida familiar y laboral de los empleados públicos que tengan a su cargo a hijos e hijas menores de doce
años, así como de los empleados públicos que tengan necesidades de cuidado respecto de los hijos e hijas
mayores de doce años, el cónyuge o pareja de hecho, familiares por consanguinidad hasta el segundo grado,
así como de otras personas que convivan en el mismo domicilio, y que por razones de edad, accidente o
enfermedad no puedan valerse por sí mismos.
Se modifica por el art. 3 del Real Decreto-ley 2/2024, de 21 de mayo. Ref. BOE-A-2024-10235#at

Se deja sin efecto la modificación por Resolución de 10 de enero de 2024 que publica el Acuerdo del Congreso de los Diputados por el que se deroga el
Real Decreto-ley 7/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2024-664

Se modifica por el art. 3 del Real Decreto-ley 7/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25759#at

Artículo 47 bis. Teletrabajo.
1. Se considera teletrabajo aquella modalidad de prestación de servicios a distancia en la que el contenido
competencial del puesto de trabajo puede desarrollarse, siempre que las necesidades del servicio lo permitan,
fuera de las dependencias de la Administración, mediante el uso de tecnologías de la información y
comunicación.
2. La prestación del servicio mediante teletrabajo habrá de ser expresamente autorizada y será compatible con
la modalidad presencial. En todo caso, tendrá carácter voluntario y reversible salvo en supuestos
excepcionales debidamente justificados. Se realizará en los términos de las normas que se dicten en desarrollo
de este Estatuto, que serán objeto de negociación colectiva en el ámbito correspondiente y contemplarán
criterios objetivos en el acceso a esta modalidad de prestación de servicio. El teletrabajo deberá contribuir a
una mejor organización del trabajo a través de la identificación de objetivos y la evaluación de su
cumplimiento.
3. El personal que preste sus servicios mediante teletrabajo tendrá los mismos deberes y derechos,
individuales y colectivos, recogidos en el presente Estatuto que el resto del personal que preste sus servicios en
modalidad presencial, incluyendo la normativa de prevención de riesgos laborales que resulte aplicable, salvo
aquellos que sean inherentes a la realización de la prestación del servicio de manera presencial.
4. La Administración proporcionará y mantendrá a las personas que trabajen en esta modalidad, los medios
tecnológicos necesarios para su actividad.
5. El personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas se regirá, en materia de teletrabajo, por lo
previsto en el presente Estatuto y por sus normas de desarrollo.
Se añade por el art. 1 del Real Decreto-ley 29/2020, de 29 de septiembre. Ref. BOE-A-2020-11415#a1

Artículo 48. Permisos de los funcionarios públicos.
Los funcionarios públicos tendrán los siguientes permisos:
a) Por accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica sin hospitalización que
precise de reposo domiciliario del cónyuge, pareja de hecho o parientes hasta el primer grado por
consanguinidad o afinidad, así como de cualquier otra persona distinta de las anteriores que conviva con el
funcionario o funcionaria en el mismo domicilio y que requiera el cuidado efectivo de aquella, cinco días
hábiles. Cuando se trate de accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica sin
hospitalización que precise de reposo domiciliario, de un familiar dentro del segundo grado de
consanguinidad o afinidad, el permiso será de cuatro días hábiles. Cuando se trate de fallecimiento del
cónyuge, pareja de hecho o familiar dentro del primer grado de consanguinidad o afinidad, tres días hábiles
cuando el suceso se produzca en la misma localidad, y cinco días hábiles, cuando sea en distinta localidad. En
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el caso de fallecimiento de familiar dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, el permiso será de
dos días hábiles cuando se produzca en la misma localidad y de cuatro días hábiles cuando sea en distinta
localidad.
b) Por traslado de domicilio sin cambio de residencia, un día.
c) Para realizar funciones sindicales o de representación del personal, en los términos que se determine.
d) Para concurrir a exámenes finales y demás pruebas definitivas de aptitud, durante los días de su celebración.
e) Por el tiempo indispensable para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto
por las funcionarias embarazadas y, en los casos de adopción o acogimiento, o guarda con fines de adopción,
para la asistencia a las preceptivas sesiones de información y preparación y para la realización de los
preceptivos informes psicológicos y sociales previos a la declaración de idoneidad, que deban realizarse
dentro de la jornada de trabajo. A efectos de lo dispuesto en este apartado, el término de funcionarias
embarazadas incluye también a las personas funcionarias trans gestantes.
f) Por lactancia de un hijo menor de doce meses tendrán derecho a una hora de ausencia del trabajo que podrá
dividir en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse por una reducción de la jornada normal en media
hora al inicio y al final de la jornada, o en una hora al inicio o al final de la jornada, con la misma finalidad. El
permiso contemplado en este apartado constituye un derecho individual de los funcionarios, sin que pueda
transferirse su ejercicio al otro progenitor, adoptante, guardador o acogedor. Se podrá solicitar la sustitución
del tiempo de lactancia por un permiso retribuido que acumule en jornadas completas el tiempo
correspondiente. Esta modalidad se podrá disfrutar únicamente a partir de la finalización del permiso por
nacimiento, adopción, guarda, acogimiento o del progenitor diferente de la madre biológica respectivo. Este
permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de parto, adopción, guarda con fines de adopción o
acogimiento múltiple.
g) Por nacimiento de hijos prematuros o que por cualquier otra causa deban permanecer hospitalizados a
continuación del parto, la funcionaria o el funcionario tendrá derecho a ausentarse del trabajo durante un
máximo de dos horas diarias percibiendo las retribuciones íntegras. Asimismo, tendrán derecho a reducir su
jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con la disminución proporcional de sus retribuciones.
h) Por razones de guarda legal, cuando el funcionario tenga el cuidado directo de algún menor de doce años,
de persona mayor que requiera especial dedicación, o de una persona con discapacidad que no desempeñe
actividad retribuida, tendrá derecho a la reducción de su jornada de trabajo, con la disminución de sus
retribuciones que corresponda. Tendrá el mismo derecho el funcionario que precise encargarse del cuidado
directo de un familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad,
accidente o enfermedad no pueda valerse por sí mismo y que no desempeñe actividad retribuida.
i) Por ser preciso atender el cuidado de un familiar de primer grado, el funcionario tendrá derecho a solicitar
una reducción de hasta el cincuenta por ciento de la jornada laboral, con carácter retribuido, por razones de
enfermedad muy grave y por el plazo máximo de un mes. Si hubiera más de un titular de este derecho por el
mismo hecho causante, el tiempo de disfrute de esta reducción se podrá prorratear entre los mismos,
respetando en todo caso, el plazo máximo de un mes.
j) Por tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público o personal y
por deberes relacionados con la conciliación de la vida familiar y laboral.
k) Por asuntos particulares, seis días al año.
l) Por matrimonio o registro o constitución formalizada por documento público de pareja de hecho, quince
días.
m) Por el tiempo indispensable para la realización de los actos preparatorios de la donación de órganos o
tejidos siempre que deban tener lugar dentro de la jornada de trabajo.
Téngase en cuenta que la letra m), añadida por el art. 3 de la Ley 6/2024, de 20 de diciembre Ref. BOE-A-2024-26693 , entra en vigor el 3 de marzo
de 2025 según determina su disposición final 4.

Se añade la letra m) por el art. 3 de la Ley 6/2024, de 20 de diciembre Ref. BOE-A-2024-26693

Téngase en cuenta que esta actualización entra en vigor el 3 de marzo de 2025, según determina la disposición final 4 de la citada Ley. Se
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modifican las letras a) y l) por el art. 128.1 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-40

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en el BOE núm. 156, de 1 de julio de 2023. Ref. BOE-A-2023-15274

Se añade un segundo párrafo a la letra e) por la disposición final 16.2 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16 Se
modifican las letras a) y f) por la disposición final 37.1 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-38

Se modifica la letra f) por el art. 3.2 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a3

Artículo 49.
Permisos por motivos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral, por razón de violencia de género
o de violencia sexual y para las víctimas de terrorismo y sus familiares directos. En todo caso se concederán
los siguientes permisos con las correspondientes condiciones mínimas:
a) Permiso por nacimiento para la madre biológica: tendrá una duración de diecinueve semanas. En el
supuesto de monoparentalidad, por existir una única persona progenitora, el permiso será de treinta y dos
semanas. En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba
permanecer hospitalizado a continuación del parto, este permiso se ampliará en tantos días como el neonato
se encuentre hospitalizado, con un máximo de trece semanas adicionales. En el supuesto de fallecimiento del
hijo o hija, el periodo de duración del permiso no se verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis
semanas de descanso obligatorio, se solicite la reincorporación al puesto de trabajo. Este permiso se ampliará
para ambos progenitores en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo o hija y, por cada hijo o
hija a partir del segundo en los supuestos de parto múltiple, una para cada uno de los progenitores. En caso de
fallecimiento de la madre, el otro progenitor podrá hacer uso de la totalidad o, en su caso, de la parte que reste
de permiso. El permiso por el cuidado de menor se distribuye de la siguiente manera:

1.º Seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores al parto, serán obligatorias y habrán de
disfrutarse a jornada completa.
2.º Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse a voluntad de la
madre, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la
finalización del descanso obligatorio posterior al parto hasta que el hijo o la hija cumpla doce meses.
3.º Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán distribuirse
a voluntad de la madre, en períodos semanales de forma acumulada o interrumpida hasta que el hijo o la
hija cumpla los ocho años. Este permiso, constituye un derecho individual de la madre biológica, sin que
pueda transferirse su ejercicio. El permiso previsto en los apartados 2.º y 3.º podrá disfrutarse a jornada
completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades del servicio lo permitan, y en los términos que
reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas establecidas en el presente artículo. En el caso
del disfrute interrumpido del permiso se requerirá, para cada período de disfrute, un preaviso de al menos
quince días y se realizará por semanas completas. En el caso de las semanas a que se refiere el párrafo 3.º,
cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o acogedoras, por el mismo sujeto y hecho
causante, y el período solicitado altere seriamente el correcto funcionamiento de la unidad de la
administración en la que ambas presten servicios, esta podrá aplazar la concesión del permiso por un
período razonable, justificándolo por escrito y después de haber ofrecido una alternativa de disfrute más
flexible. Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período de descanso obligatorio, se podrá
participar en los cursos de formación que convoque la Administración. A efectos de lo dispuesto en este
apartado, el término de madre biológica incluye también a las personas trans gestantes.

b) Permiso por adopción, por guarda con fines de adopción, o acogimiento, tanto temporal como permanente:
tendrá una duración de diecinueve semanas para cada adoptante, guardador o acogedor. En el supuesto de
monoparentalidad, por existir una única persona progenitora, el permiso será de treinta y dos semanas. Este
permiso se ampliará para ambos progenitores en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo o
hija y, por cada hijo o hija a partir del segundo en los supuestos de nacimiento, adopción, guarda con fines de
adopción o acogimiento múltiples, una para cada uno de los progenitores. El permiso de cada uno de los
progenitores por el cuidado de menor se distribuye de la siguiente manera:

1.º Seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores a la resolución judicial por la que se
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constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de
acogimiento, serán obligatorias y habrán de disfrutarse a jornada completa.
2.º Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse a voluntad de
aquellos, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la
finalización del descanso obligatorio posterior al hecho causante dentro de los doce meses a contar o bien
desde el nacimiento del hijo o hija, o bien desde la resolución judicial por la que se constituye la adopción o
bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento.
3.º Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán distribuirse
a voluntad de aquellos, en períodos semanales de forma acumulada o interrumpida hasta que el hijo o la
hija cumpla los ocho años. En ningún caso un mismo menor podrá dar derecho a varios periodos de
disfrute de este permiso. Este permiso constituye un derecho individual de las personas progenitoras,
adoptantes o acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio. El permiso previsto
en los apartados 2.º y 3.º podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades
del servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas
establecidas en el presente artículo. En el caso del disfrute interrumpido del permiso se requerirá, para
cada período de disfrute, un preaviso de al menos quince días y se realizará por semanas completas. En el
caso de las semanas a que se refiere el párrafo 3.º, cuando concurran en ambas personas progenitoras,
adoptantes, o acogedoras, por el mismo sujeto y hecho causante, y el período solicitado altere seriamente
el correcto funcionamiento de la unidad de la administración en la que ambas presten servicios, esta podrá
aplazar la concesión del permiso por un período razonable, justificándolo por escrito y después de haber
ofrecido una alternativa de disfrute más flexible. Si fuera necesario el desplazamiento previo de los
progenitores al país de origen del adoptado, en los casos de adopción o acogimiento internacional, se
tendrá derecho, además, a un permiso de hasta dos meses de duración, percibiendo durante este periodo
exclusivamente las retribuciones básicas. Con independencia del permiso de hasta dos meses previsto en el
párrafo anterior y para el supuesto contemplado en dicho párrafo, el permiso por adopción, guarda con
fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente, podrá iniciarse hasta cuatro semanas
antes de la resolución judicial por la que se constituya la adopción o la decisión administrativa o judicial de
acogimiento. Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período de descanso obligatorio, se
podrá participar en los cursos de formación que convoque la Administración. Los supuestos de adopción,
guarda con fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente, previstos en este artículo
serán los que así se establezcan en el Código Civil o en las leyes civiles de las comunidades autónomas que
los regulen, debiendo tener el acogimiento temporal una duración no inferior a un año.

c) Permiso del progenitor diferente de la madre biológica por nacimiento, guarda con fines de adopción,
acogimiento o adopción de un hijo o hija: tendrá una duración de diecinueve semanas. En el supuesto de
monoparentalidad, por existir una única persona progenitora, el permiso será de treinta y dos semanas. En los
casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba permanecer
hospitalizado a continuación del parto, este permiso se ampliará en tantos días como el neonato se encuentre
hospitalizado, con un máximo de trece semanas adicionales. En el supuesto de fallecimiento del hijo o hija, el
periodo de duración del permiso no se verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis semanas de
descanso obligatorio se solicite la reincorporación al puesto de trabajo. Este permiso se ampliará para ambos
progenitores en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo o hija y, por cada hijo o hija a partir
del segundo en los supuestos de nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento múltiples,
una para cada uno de los progenitores. En caso de fallecimiento del progenitor distinto de la madre biológica,
el otro progenitor podrá hacer uso de la totalidad o, en su caso, de la parte que reste de permiso. El permiso de
cada uno de los progenitores por el cuidado de menor se distribuye de la siguiente manera:

1.º Seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores a la resolución judicial por la que se
constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de
acogimiento, serán obligatorias y habrán de disfrutarse a jornada completa.
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2.º Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse a voluntad de
aquellos, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la
finalización del descanso obligatorio posterior al hecho causante dentro de los doce meses a contar o bien
desde el nacimiento del hijo o hija, o bien desde la resolución judicial por la que se constituye la adopción o
bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento.
3.º Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán distribuirse
a voluntad de aquellos, en períodos semanales de forma acumulada o interrumpida hasta que el hijo o la
hija cumpla los ocho años. Este permiso constituye un derecho individual de las personas progenitoras,
adoptantes o acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio. El permiso previsto
en los apartados 2.º y 3.º podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades
del servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas
establecidas en el presente artículo. En el caso del disfrute interrumpido del permiso se requerirá, para
cada período de disfrute, un preaviso de al menos quince días y se realizará por semanas completas. En el
caso de que se optara por el disfrute del presente permiso con posterioridad a la semana dieciséis del
permiso por nacimiento, si el progenitor que disfruta de este último permiso hubiere solicitado la
acumulación del tiempo de lactancia de un hijo menor de doce meses en jornadas completas del apartado
f) del artículo 48, será a la finalización de ese período cuando se dará inicio al cómputo del periodo de las
doce semanas restantes del permiso del progenitor diferente de la madre biológica. En el caso de las
semanas a que se refiere el párrafo 3.º, cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o
acogedoras, por el mismo sujeto y hecho causante, y el período solicitado altere seriamente el correcto
funcionamiento de la unidad de la administración en la que ambas presten servicios, esta podrá aplazar la
concesión del permiso por un período razonable, justificándolo por escrito y después de haber ofrecido
una alternativa de disfrute más flexible. Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período
de descanso obligatorio, se podrá participar en los cursos de formación que convoque la Administración.
En los casos previstos en los apartados a), b), y c) el tiempo transcurrido durante el disfrute de estos
permisos se computará como de servicio efectivo a todos los efectos, garantizándose la plenitud de
derechos económicos de la funcionaria y, en su caso, del otro progenitor funcionario, durante todo el
periodo de duración del permiso, y, en su caso, durante los periodos posteriores al disfrute de este, si de
acuerdo con la normativa aplicable, el derecho a percibir algún concepto retributivo se determina en
función del periodo de disfrute del permiso. Los funcionarios que hayan hecho uso del permiso por
nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente,
tendrán derecho, una vez finalizado el periodo de permiso, a reintegrarse a su puesto de trabajo en
términos y condiciones que no les resulten menos favorables al disfrute del permiso, así como a
beneficiarse de cualquier mejora en las condiciones de trabajo a las que hubieran podido tener derecho
durante su ausencia.

d) Permiso por razón de violencia de género o de violencia sexual sobre la mujer funcionaria: las faltas de
asistencia de las funcionarias víctimas de violencia de género o de violencia sexual, totales o parciales,
tendrán la consideración de justificadas por el tiempo y en las condiciones en que así lo determinen los
servicios sociales de atención o de salud según proceda. Asimismo, las funcionarias víctimas de violencia
sobre la mujer o de violencia sexual, para hacer efectiva su protección o su derecho de asistencia social
integral, tendrán derecho a la reducción de la jornada con disminución proporcional de la retribución, o la
reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o
de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que sean aplicables, en los términos que para estos
supuestos establezca el plan de igualdad de aplicación o, en su defecto, la Administración pública competente
en cada caso. En el supuesto enunciado en el párrafo anterior, la funcionaria pública mantendrá sus
retribuciones íntegras cuando reduzca su jornada en un tercio o menos.
e) Permiso por cuidado de hijo menor, afectado por cáncer u otra enfermedad grave: el funcionario tendrá
derecho, siempre que ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras con fines de adopción o
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acogedoras de carácter permanente trabajen, a una reducción de la jornada de trabajo de al menos la mitad de
la duración de aquélla, percibiendo las retribuciones íntegras con cargo a los presupuestos del órgano o
entidad donde venga prestando sus servicios, para el cuidado, durante la hospitalización y tratamiento
continuado, del hijo o hija menor de edad, afectado por cáncer (tumores malignos, melanomas o carcinomas)
o por cualquier otra enfermedad grave que implique un ingreso hospitalario de larga duración y requiera la
necesidad de su cuidado directo, continuo y permanente acreditado por el informe del servicio público de
salud u órgano administrativo sanitario de la comunidad autónoma o, en su caso, de la entidad sanitaria
concertada correspondiente y, como máximo, hasta que el hijo o persona que hubiere sido objeto de
acogimiento permanente o guarda con fines de adopción cumpla los 23 años. A estos efectos, el mero
cumplimiento de los 18 años del hijo o del menor sujeto a acogimiento permanente o a guarda con fines de
adopción, no será causa de extinción de la reducción de la jornada, si se mantiene la necesidad de cuidado
directo, continuo y permanente. No obstante, cumplidos los 18 años, se podrá reconocer el derecho a la
reducción de jornada hasta que la persona a su cargo cumpla los 23 años en los supuestos en que el
padecimiento del cáncer o enfermedad grave haya sido diagnosticado antes de alcanzar la mayoría de edad,
siempre que en el momento de la solicitud se acrediten los requisitos establecidos en los párrafos anteriores,
salvo la edad. Asimismo, se mantendrá el derecho a esta reducción de jornada hasta que la persona a su cargo
cumpla 26 años si, antes de alcanzar los 23 años, acreditara, además, un grado de discapacidad igual o superior
al 65 por ciento. Cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras con fines de
adopción o acogedoras de carácter permanente, por el mismo sujeto y hecho causante, las circunstancias
necesarias para tener derecho a este permiso o, en su caso, puedan tener la condición de beneficiarias de la
prestación establecida para este fin en el Régimen de la Seguridad Social que les sea de aplicación, el
funcionario o funcionaria tendrá derecho a la percepción de las retribuciones íntegras durante el tiempo que
dure la reducción de su jornada de trabajo, siempre que la otra persona progenitora, adoptante o guardadora
con fines de adopción o acogedora de carácter permanente, sin perjuicio del derecho a la reducción de jornada
que le corresponda, no cobre sus retribuciones íntegras en virtud de este permiso o como beneficiaria de la
prestación establecida para este fin en el Régimen de la Seguridad Social que le sea de aplicación. En caso
contrario, sólo se tendrá derecho a la reducción de jornada, con la consiguiente reducción de retribuciones.
Asimismo, en el supuesto de que ambos presten servicios en el mismo órgano o entidad, ésta podrá limitar su
ejercicio simultáneo por razones fundadas en el correcto funcionamiento del servicio. Cuando la persona
enferma contraiga matrimonio o constituya una pareja de hecho, tendrá derecho al permiso quien sea su
cónyuge o pareja de hecho, siempre que acredite las condiciones para ser beneficiario. Reglamentariamente se
establecerán las condiciones y supuestos en los que esta reducción de jornada se podrá acumular en jornadas
completas.
f) Para hacer efectivo su derecho a la protección y a la asistencia social integral, los funcionarios que hayan
sufrido daños físicos o psíquicos como consecuencia de la actividad terrorista, su cónyuge o persona con
análoga relación de afectividad, y los hijos de los heridos y fallecidos, siempre que ostenten la condición de
funcionarios y de víctimas del terrorismo de acuerdo con la legislación vigente, así como los funcionarios
amenazados en los términos del artículo 5 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y
Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, previo reconocimiento del Ministerio del Interior o de
sentencia judicial firme, tendrán derecho a la reducción de la jornada con disminución proporcional de la
retribución, o a la reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación
del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que sean aplicables, en los términos
que establezca la Administración competente en cada caso. Dichas medidas serán adoptadas y mantenidas en
el tiempo en tanto que resulten necesarias para la protección y asistencia social integral de la persona a la que
se concede, ya sea por razón de las secuelas provocadas por la acción terrorista, ya sea por la amenaza a la que
se encuentra sometida, en los términos previstos reglamentariamente.
g) Permiso parental para el cuidado de hijo, hija o menor acogido por tiempo superior a un año, hasta el
momento en que el menor cumpla ocho años: no tendrá carácter retribuido y tendrá una duración no superior
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a ocho semanas, continuas o discontinuas, podrá disfrutarse a tiempo completo, o en régimen de jornada a
tiempo parcial, cuando las necesidades del servicio lo permitan y conforme a los términos que
reglamentariamente se establezcan. Este permiso, constituye un derecho individual de las personas
progenitoras, adoptantes o acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio. Cuando las
necesidades del servicio lo permitan, corresponderá a la persona progenitora, adoptante o acogedora
especificar la fecha de inicio y fin del disfrute o, en su caso, de los períodos de disfrute, debiendo comunicarlo
a la Administración con una antelación de quince días y realizándose por semanas completas. Cuando
concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o acogedoras, por el mismo sujeto y hecho causante,
las circunstancias necesarias para tener derecho a este permiso en los que el disfrute del permiso parental en
el período solicitado altere seriamente el correcto funcionamiento de la unidad de la administración en la que
ambas presten servicios, esta podrá aplazar la concesión del permiso por un período razonable, justificándolo
por escrito y después de haber ofrecido una alternativa de disfrute más flexible. A efectos de lo dispuesto en
este apartado, el término de madre biológica incluye también a las personas trans gestantes. Se modifican las
letras a), b), c) y g) por el art. 2.2 del Real Decreto-ley 9/2025, de 29 de julio. Ref. BOE-A-2025-15741 Téngase en
cuenta la disposición transitoria única del citado Real Decreto-ley en cuanto a la aplicación a hechos causantes
anteriores a la entrada en vigor y a la forma de solicitud. Se modifica la letra d) por la disposición final 10.1 de
la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936#df-10 Se añade la letra g) por el art. 128.2 del
Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-40 Se modifica la letra e) por la disposición
final 4 del Real Decreto-ley 2/2023, de 16 de marzo. Ref. BOE-A-2023-6967#df-4 Téngase en cuenta, para la
reducción de jornada extinguida por cumplir 23 años, lo dispuesto en la disposición transitoria 5 del citado
Real Decreto-ley. Ref. BOE-A-2023-6967#dt-5 Se modifican las letras a), c) y d) por la disposición final 16.3 a 5 de
la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16 Se modifica la rúbrica y la letra d), con efectos
desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 15.1 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref.
BOE-A-2022-14630#df-15 Se modifica la letra e) por la disposición final 26 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre.
Ref. BOE-A-2021-21653 Redactada conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 125, de 26 de
mayo de 2022. Ref. BOE-A-2022-8562 Se modifican los apartados b) y c) por la disposición final 37.2 de la Ley
11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-38 Se modifican los apartados a) a d), con efectos de 1
de abril de 2019, por el art. 3.3 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a3 Téngase en
cuenta que la modificación del apartado c) se aplicará paulatinamente en la forma establecida por la
disposición transitoria novena de la presente norma, añadida por el art. 3.4 del citado Real Decreto-ley 6/2019.
Se modifica el primer párrafo de la letra c) por la disposición final 38.3 de la Ley 6/2018, de 3 de julio. Ref. BOE-A-2018-9268#df-39 Redactada la
letra e) conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 278, de 20 de noviembre de 2015. Ref. BOE-A-2015-12525 .

Artículo 50. Vacaciones de los funcionarios públicos.
1. Los funcionarios públicos tendrán derecho a disfrutar, durante cada año natural, de unas vacaciones
retribuidas de veintidós días hábiles, o de los días que correspondan proporcionalmente si el tiempo de
servicio durante el año fue menor. A los efectos de lo previsto en el presente artículo, no se considerarán como
días hábiles los sábados, sin perjuicio de las adaptaciones que se establezcan para los horarios especiales.
2. Cuando las situaciones de permiso de maternidad, incapacidad temporal, riesgo durante la lactancia o
riesgo durante el embarazo impidan iniciar el disfrute de las vacaciones dentro del año natural al que
correspondan, o una vez iniciado el periodo vacacional sobreviniera una de dichas situaciones, el periodo
vacacional se podrá disfrutar aunque haya terminado el año natural a que correspondan y siempre que no
hayan transcurrido más de dieciocho meses a partir del final del año en que se hayan originado.
3. El período de vacaciones anuales retribuidas de los funcionarios públicos no puede ser sustituido por una
cuantía económica. En los casos de renuncia voluntaria deberá garantizarse en todo caso el disfrute de las
vacaciones devengadas. No obstante lo anterior, en los casos de conclusión de la relación de servicios de los
funcionarios públicos por causas ajenas a la voluntad de estos, tendrán derecho a solicitar el abono de una
compensación económica por las vacaciones devengadas y no disfrutadas; y en particular, en los casos de
jubilación por incapacidad permanente o por fallecimiento, hasta un máximo de dieciocho meses.
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Se añade el apartado 3 por la disposición final 37.3 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-38

Artículo 51. Jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral.
Para el régimen de jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral se estará a lo establecido en
este capítulo y en la legislación laboral correspondiente.

TÍTULO VII Régimen disciplinario

Artículo 93. Responsabilidad disciplinaria.
1. Los funcionarios públicos y el personal laboral quedan sujetos al régimen disciplinario establecido en el
presente título y en las normas que las leyes de Función Pública dicten en desarrollo de este Estatuto.
2. Los funcionarios públicos o el personal laboral que indujeren a otros a la realización de actos o conductas
constitutivos de falta disciplinaria incurrirán en la misma responsabilidad que éstos.
3. Igualmente, incurrirán en responsabilidad los funcionarios públicos o personal laboral que encubrieren las
faltas consumadas muy graves o graves, cuando de dichos actos se derive daño grave para la Administración o
los ciudadanos.
4. El régimen disciplinario del personal laboral se regirá, en lo no previsto en el presente título, por la
legislación laboral.

Artículo 94. Ejercicio de la potestad disciplinaria.
1. Las Administraciones Públicas corregirán disciplinariamente las infracciones del personal a su servicio
señalado en el artículo anterior cometidas en el ejercicio de sus funciones y cargos, sin perjuicio de la
responsabilidad patrimonial o penal que pudiera derivarse de tales infracciones.
2. La potestad disciplinaria se ejercerá de acuerdo con los siguientes principios:

a) Principio de legalidad y tipicidad de las faltas y sanciones, a través de la predeterminación normativa o,
en el caso del personal laboral, de los convenios colectivos.
b) Principio de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables y de retroactividad de las
favorables al presunto infractor.
c) Principio de proporcionalidad, aplicable tanto a la clasificación de las infracciones y sanciones como a su
aplicación.
d) Principio de culpabilidad.
e) Principio de presunción de inocencia.

3. Cuando de la instrucción de un procedimiento disciplinario resulte la existencia de indicios fundados de
criminalidad, se suspenderá su tramitación poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal. Los hechos
declarados probados por resoluciones judiciales firmes vinculan a la Administración.

Artículo 95. Faltas disciplinarias.
1. Las faltas disciplinarias pueden ser muy graves, graves y leves.
2. Son faltas muy graves:

a) El incumplimiento del deber de respeto a la Constitución y a los respectivos Estatutos de Autonomía de
las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, en el ejercicio de la función pública.
b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones,
discapacidad, edad, orientación sexual, identidad sexual, características sexuales, lengua, opinión, lugar de
nacimiento o vecindad, sexo o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, así como el acoso
por razón de sexo, origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad, orientación sexual,
expresión de género, características sexuales, y el acoso moral y sexual.
c) El abandono del servicio, así como no hacerse cargo voluntariamente de las tareas o funciones que
tienen encomendadas.
d) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la Administración o a los
ciudadanos.
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e) La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan o hayan tenido
acceso por razón de su cargo o función.
f) La negligencia en la custodia de secretos oficiales, declarados así por Ley o clasificados como tales, que
sea causa de su publicación o que provoque su difusión o conocimiento indebido.
g) El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto de trabajo o funciones
encomendadas.
h) La violación de la imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para influir en procesos electorales
de cualquier naturaleza y ámbito.
i) La desobediencia abierta a las órdenes o instrucciones de un superior, salvo que constituyan infracción
manifiesta del Ordenamiento jurídico.
j) La prevalencia de la condición de empleado público para obtener un beneficio indebido para sí o para
otro.
k) La obstaculización al ejercicio de las libertades públicas y derechos sindicales.
l) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho de huelga.
m) El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales en caso de huelga.
n) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades cuando ello dé lugar a una situación de
incompatibilidad. ñ) La incomparecencia injustificada en las Comisiones de Investigación de las Cortes
Generales y de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.
o) El acoso laboral.
p) También serán faltas muy graves las que queden tipificadas como tales en ley de las Cortes Generales o
de la asamblea legislativa de la correspondiente comunidad autónoma o por los convenios colectivos en el
caso de personal laboral.

3. Las faltas graves serán establecidas por ley de las Cortes Generales o de la asamblea legislativa de la
correspondiente comunidad autónoma o por los convenios colectivos en el caso de personal laboral,
atendiendo a las siguientes circunstancias:

a) El grado en que se haya vulnerado la legalidad.
b) La gravedad de los daños causados al interés público, patrimonio o bienes de la Administración o de los
ciudadanos.
c) El descrédito para la imagen pública de la Administración.

4. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto determinarán el régimen
aplicable a las faltas leves, atendiendo a las anteriores circunstancias.
Se modifica la letra b) del apartado 2 por la disposición final 16.9 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16

Artículo 96. Sanciones.
1. Por razón de las faltas cometidas podrán imponerse las siguientes sanciones:

a) Separación del servicio de los funcionarios, que en el caso de los funcionarios interinos comportará la
revocación de su nombramiento, y que sólo podrá sancionar la comisión de faltas muy graves.
b) Despido disciplinario del personal laboral, que sólo podrá sancionar la comisión de faltas muy graves y
comportará la inhabilitación para ser titular de un nuevo contrato de trabajo con funciones similares a las
que desempeñaban.
c) Suspensión firme de funciones, o de empleo y sueldo en el caso del personal laboral, con una duración
máxima de 6 años.
d) Traslado forzoso, con o sin cambio de localidad de residencia, por el período que en cada caso se
establezca.
e) Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, promoción o movilidad voluntaria.
f) Apercibimiento.
g) Cualquier otra que se establezca por ley.

2. Procederá la readmisión del personal laboral fijo cuando sea declarado improcedente el despido acordado
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como consecuencia de la incoación de un expediente disciplinario por la comisión de una falta muy grave.
3. El alcance de cada sanción se establecerá teniendo en cuenta el grado de intencionalidad, descuido o
negligencia que se revele en la conducta, el daño al interés público, la reiteración o reincidencia, así como el
grado de participación.

Artículo 97. Prescripción de las faltas y sanciones.
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves a los seis meses;
las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas por faltas graves a los
dos años y las impuestas por faltas leves al año.
2. El plazo de prescripción de las faltas comenzará a contarse desde que se hubieran cometido, y desde el cese
de su comisión cuando se trate de faltas continuadas. El de las sanciones, desde la firmeza de la resolución
sancionadora.

Artículo 98. Procedimiento disciplinario y medidas provisionales.
1. No podrá imponerse sanción por la comisión de faltas muy graves o graves sino mediante el procedimiento
previamente establecido. La imposición de sanciones por faltas leves se llevará a cabo por procedimiento
sumario con audiencia al interesado.
2. El procedimiento disciplinario que se establezca en el desarrollo de este Estatuto se estructurará atendiendo
a los principios de eficacia, celeridad y economía procesal, con pleno respeto a los derechos y garantías de
defensa del presunto responsable. En el procedimiento quedará establecida la debida separación entre la fase
instructora y la sancionadora, encomendándose a órganos distintos.
3. Cuando así esté previsto en las normas que regulen los procedimientos sancionadores, se podrá adoptar
mediante resolución motivada medidas de carácter provisional que aseguren la eficacia de la resolución final
que pudiera recaer. La suspensión provisional como medida cautelar en la tramitación de un expediente
disciplinario no podrá exceder de 6 meses, salvo en caso de paralización del procedimiento imputable al
interesado. La suspensión provisional podrá acordarse también durante la tramitación de un procedimiento
judicial, y se mantendrá por el tiempo a que se extienda la prisión provisional u otras medidas decretadas por
el juez que determinen la imposibilidad de desempeñar el puesto de trabajo. En este caso, si la suspensión
provisional excediera de seis meses no supondrá pérdida del puesto de trabajo. El funcionario suspenso
provisional tendrá derecho a percibir durante la suspensión las retribuciones básicas y, en su caso, las
prestaciones familiares por hijo a cargo.
4. Cuando la suspensión provisional se eleve a definitiva, el funcionario deberá devolver lo percibido durante
el tiempo de duración de aquélla. Si la suspensión provisional no llegara a convertirse en sanción definitiva, la
Administración deberá restituir al funcionario la diferencia entre los haberes realmente percibidos y los que
hubiera debido percibir si se hubiera encontrado con plenitud de derechos. El tiempo de permanencia en
suspensión provisional será de abono para el cumplimiento de la suspensión firme. Cuando la suspensión no
sea declarada firme, el tiempo de duración de la misma se computará como de servicio activo, debiendo
acordarse la inmediata reincorporación del funcionario a su puesto de trabajo, con reconocimiento de todos
los derechos económicos y demás que procedan desde la fecha de suspensión.

Decreto Legislativo 1/1997 función pública Cataluña

FP-CAT · DOGC-f-1997-90001 · art. 127 — 1 incluidos

TÍTULO 8 Del personal no funcionario

Artículo 127. Retribuciones del personal laboral.
El personal laboral es retribuido de acuerdo con la legislación que le es propia, pero debe procurarse que se
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establezca entre dicho personal una equiparación progresiva de las retribuciones y del resto de condiciones de
trabajo para las tareas que le impliquen unas mismas condiciones de preparación y unas mismas funciones.

Ley 21/1987 de incompatibilidades del personal al servicio de la 
Administración de la Generalidad

L21-1987-CAT · BOE-A-1987-28478 · arts. 1 a 24 — 24 incluidos

CAPÍTULO PRIMERO Objeto y ámbito

Artículo 1.
1. El objeto de la presente Ley es la determinación del sistema de incompatibilidades de las personas que estén
comprendidas en el ámbito de la misma.
2. La presente Ley se aplicará a las actividades de los siguientes colectivos, sea cual fuere su relación jurídica
de trabajo:

a) (Derogada)
b) El personal de la Sindicatura de Cuentas y del Consejo Consultivo.
c) El personal al servicio de la Administración de la Generalidad de Cataluña y de los Organismos, Entes y
Corporaciones de derecho público que dependan de la misma, así como el personal de las Entidades
gestoras de la Seguridad Social.
d) El personal al servicio de las Corporaciones locales y de los Entes, Organismos y Empresas que de ellas
dependan.
e) El personal que pertenezca a Empresas públicas catalanas, cuyo capital esté constituido en más de un 50
por 100 por ingresos procedentes de alguna Administración pública.
f) El personal al servicio de Entidades y Corporaciones de derecho público, cuyos presupuestos se doten en
más del 50 por 100 por las Administraciones públicas.
g) El personal de las instituciones de finanzas públicas dependientes de las Administraciones públicas
catalanas.
h) El resto de personal comprendido en el ámbito de aplicación de la Ley 17/1985, de 23 de julio, de la
Función Pública de la Administración de la Generalidad.

3. A los solos efectos de la presente Ley, y para el personal incluido en su ámbito de aplicación, se considerará
actividad en el sector público la desempeñada por los miembros electivos de las Corporaciones locales, y de
las asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas, por los altos cargos y por el resto del personal de
los órganos constitucionales y estatutarios, y de todas las Administraciones públicas, incluida la
Administración de Justicia, y de los Entes, Organismos y Empresas de ellas dependientes, incluidas las
Entidades concertadas y colaboradoras de la Seguridad Social en la presentación sanitaria.
Se deroga el apartado 2.a) por la disposición derogatoria de la Ley 13/2005, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2006-1769 .

CAPÍTULO II Actividades compatibles

Artículo 2.
No se considerarán sujetas a incompatibilidades las siguientes actividades:
a) Las derivadas de la administración del patrimonio personal o familiar, salvo lo determinado por el artículo
11.
b) La participación en seminarios, cursos o conferencias celebrados en centros oficiales destinados a la
formación de funcionarios, siempre que no tengan carácter permanente o habitual y no superen las setenta y
cinco horas anuales.
c) La participación en tribunales u órganos de selección para el ingreso en las Administraciones públicas.
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d) La participación en exámenes, pruebas o evaluaciones efectuadas por el personal docente, en el caso de que
fueran distintas de las que habitualmente le correspondan, en la forma que se determinará
reglamentariamente.
e) El ejercicio del cargo de Presidente, Vocal o miembro de las Juntas Rectoras de Mutualidades o Patronatos
de funcionarios, siempre que no sea retribuido.
f) La producción y la creación literarias, artísticas, científicas y técnicas, así como la colaboración en las
publicaciones de ellos derivadas, siempre que no se originen como consecuencia de una relación de trabajo o
de prestación de servicios.
g) La participación ocasional en coloquios y programas en cualquier medio de comunicación social, así como
la colaboración y asistencia ocasional en congresos, seminarios, conferencias o cursos de carácter profesional,
siempre que no se originen como consecuencia de una relación de trabajo o de prestación de servicios.
h) La realización de trabajos de carácter científico, técnico o artístico, así como la intervención en los cursos
de especialización a que se refiere el artículo 11 de la Ley Orgánica 11/1983, de Reforma Universitaria.

Artículo 3.
1 El personal incluido en el ámbito de la presente Ley podrá compatibilizar sus actividades con el ejercicio de
los siguientes cargos electivos:
a) Miembro del Parlamento de Cataluña, salvo que el propio Parlamento estableciera su incompatibilidad.
Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad del apartado 1.a), en cuanto omite el requisito establecido en la norma básica, por
Sentencia del TC 73/1997, de 11 de abril. Ref. BOE-T-1997-10327 . b) Miembro de las Corporaciones locales, salvo que en las mismas ocupara
cargos retribuidos periódicamente y tuviera dedicación exclusiva. 2. En cualquier caso, sólo podrán percibir la retribución correspondiente a una
de la actividades sin perjuicio de las dietas, indemnizaciones o asistencias que correspondan a la otra actividad.

Se declara la inconstitucionalidad del apartado 1.a), en cuanto omite el requisito establecido en la norma básica, por Sentencia del TC 73/1997, de
11 de abril. Ref. BOE-T-1997-10327 . Se levanta la suspensión de la vigencia y aplicación del apartado 1.a) por Auto del TC de 12 de julio de 1988.
Ref. BOE-A-1988-18141 . Se suspede la vigencia y aplicación del apartado 1.a) desde el 4 de marzo de 1988 para las partes del proceso y desde el 30
de marzo de 1988 para los terceros, por providencia del TC de 17 de marzo de 1988 que admite a trámite el recurso de inconstitucionalidad núm.
399/1988. Ref. BOE-A-1988-8349 .

CAPÍTULO III Actividades públicas

Artículo 4.
1. El personal comprendido en el ámbito de aplicación de la presente Ley sólo podrá ocupar un segundo
puesto de trabajo o ejercer una segunda actividad en el sector público si así lo exigiera el interés del propio
servicio público.
2. Podrá autorizarse, una vez cumplidas las prescripciones de la presente Ley, la compatibilidad para ocupar
un puesto de trabajo como Profesor universitario asociado en régimen de dedicación a tiempo parcial y con
una duración determinada.
3. Podrá autorizarse, una vez cumplidas las prescripciones de la presente Ley, la compatibilidad de los
Catedráticos y Profesores titulares de Universidades y de los Catedráticos de Escuelas Universitarias para
ocupar un segundo puesto de trabajo en el sector público sanitario o de carácter exclusivamente de
investigación, en centros públicos de investigación, en el área de especialidad de su departamento
universitario, siempre que los dos puestos estuviesen autorizados como de prestación a tiempo parcial.
4. Los que ocupen un cargo de los definidos como segundo puesto por el apartado 3 podrán ser autorizados
para compatibilizar uno de los puestos docentes universitarios a que se refiere.
5. Los profesores titulares de escuelas universitarias de enfermería podrán ser autorizados a compatibilizar un
segundo puesto de trabajo en el sector público sanitario, en los términos y condiciones indicados por los
apartados 3 y 4.
6. En general, se considerará que este interés público se da si se trata de un segundo puesto de trabajo
directamente relacionado con las tareas docentes que sean objeto del puesto de trabajo principal. Se
presupondrá asimismo el interés público si la función docente objeto de la segunda actividad estuviera
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directamente relacionada con la función o actividad que se considera principal.
7. En principio se considerará asimismo de interés público la realización habitual de funciones docentes para
la formación, selección o perfeccionamiento del personal en centros de formación de funcionarios.
8. Se considerará asimismo que existe interés público para ejercer un segundo cargo o actividad si así lo
determina el Consejo Ejecutivo.
9. En los supuestos señalados por los apartados 6, 7 y 8, corresponderá al Consejo Ejecutivo determinar la
existencia de interés público que será condición necesaria para la concesión de la autorización de
compatibilidad. Los departamentos interesados elevarán al Consejo Ejecutivo las propuestas correspondientes
a fin de que éste declare la posible existencia de interés público.

Artículo 5.
1. Las remuneraciones totales que podrán percibirse como consecuencia de las autorizaciones concedidas en
virtud del artículo 4 no podrán superar en ningún caso las remuneraciones máximas establecidas en los
Presupuestos Generales del Estado para el cargo de Director general, o la que, en su caso, determine a tal
efecto el Presupuesto de la Generalidad. Tampoco podrá superarse la retribución que le corresponda por la
actividad principal, estimada en régimen de jornada ordinaria, incrementada de acuerdo con los siguientes
porcentajes:

a) Un 30 por 100, los funcionarios del Grupo A o personal del nivel equivalente.
b) Un 35 por 100, los funcionarios del Grupo B o personal del nivel equivalente.
c) Un 40 por 100, los funcionarios del Grupo C o personal del nivel equivalente.
d) Un 45 por 100, los funcionarios del Grupo D o personal del nivel equivalente.
e) Un 50 por 100, los funcionarios del Grupo E o personal del nivel equivalente.

2. La superación de estos límites retributivos, en cómputo anual, requerirá un acuerdo expreso del Consejo
Ejecutivo o del pleno de las Corporaciones locales, y únicamente podrá concederse en base a razones de
especial interés para el servicio.
3. En el ámbito de la presente Ley, se entenderá por remuneración cualquier derecho de contenido económico
derivado directa o indirectamente de una prestación o de un servicio personal, tanto si la cuantía es fija o
variable, como si se acredita periódica u ocasionalmente.

Artículo 6.
Los servicios prestados en el segundo puesto o actividad que se autorice no podrán computarse a efectos de
trienio, de derechos pasivos o pensión de la Seguridad Social, y podrán suspenderse o adecuar su cotización a
efectos de derechos pasivos o de pensión de la Seguridad Social. Las gratificaciones extraordinarias y la ayuda
familiar sólo podrán percibirse por uno de los puestos, sea cual fuere su naturaleza.

Artículo 7.
1. El personal incluido en el ámbito de la presente Ley que, por razón del cargo o por designación o
nombramiento, pertenezca a consejos de administración o a órganos de gobierno de entidades o empresas
públicas o privadas en representación del sector público puede percibir únicamente las dietas e
indemnizaciones derivadas de su asistencia en la cuantía establecida en el régimen general de dietas e
indemnizaciones de la Generalidad de Cataluña o de la corporación local de que se trata.
2. No puede pertenecerse a más de dos consejos de administración o a órganos de gobierno fijados por el
apartado 1, salvo que esta pertenencia lo sea en virtud del cargo o bien esté determinada por el Gobierno o por
el pleno de la corporación local de que se trate.
3. El Gobierno, a propuesta del Departamento de Economía y Finanzas, o el pleno de la corporación deben
determinar el importe de las dietas o indemnizaciones a percibir por la pertenencia a los órganos de gobierno
de las entidades o empresas públicas o privadas a que se refiere el apartado 1 del presente artículo, así como su
régimen de control. También lo deben determinar para los casos de pertenencia a cualesquiera otros órganos
colegiados de esta Administración o de otra.
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4. En el ámbito de la Administración de la Generalidad, el importe de las dietas o indemnizaciones que por
cualquier concepto se perciban no pueden ser superiores en términos anuales al 30 % de las retribuciones
brutas que la persona afectada deba recibir por este período. El porcentaje puede ser modificado por la ley de
presupuestos.
Se modifica por el art. 34 de la Ley 7/2004, de 16 de julio. Ref. BOE-A-2004-16713 .

Artículo 8.
1. Corresponderá al Consejo Ejecutivo o, en su caso, al Pleno de la Corporación local determinar con carácter
general los puestos del trabajo del sector público que puedan desempeñarse en régimen de prestación a
tiempo parcial.
2. El Consejo Ejecutivo podrá determinar los puestos que sean incompatibles con las profesiones o actividades
privadas que puedan comprometer la imparcialidad o la independencia del personal, impedir o menoscabar el
estricto cumplimiento de sus deberes o perjudicar el interés general, y deberá hacerlo constar en la relación
pública de puestos de trabajo.

Artículo 9.
1. El Consejero competente o el Pleno de la Corporación local en su caso, en atención a las especiales
calificaciones del personal que de él dependa, excepcionalmente podrá autorizar el ejercicio de actividades de
investigación, de carácter no permanente, o de asesoramiento para supuestos concretos.
2. En ningún caso podrán autorizarse dichas actividades si la persona afectada tuviera el puesto de trabajo en
el Departamento que tenga encomendadas aquellas tareas.

Artículo 10.
1. Quien accediera por cualquier título a un nuevo puesto de trabajo del sector público que de conformidad
con lo dispuesto por la presente Ley sea incompatible con los que ocupe en aquel momento deberá optar por
uno de ellos antes de la toma de posesión.
2. Si no ejerciera en el plazo señalado la opción detallada en el apartado 1, se entenderá que opta por el nuevo
puesto, y queda en el otro en la situación administrativa correspondiente.
3. Si el nuevo puesto pudiera ser declarado compatible, dentro de diez días contados desde el inicio del plazo
de toma de posesión, deberá solicitarse su autorización. Este plazo se entenderá prorrogado hasta que se
resuelva la solicitud de compatibilidad.
4. Si el órgano a quien corresponda la resolución apreciara que las actividades o puestos de trabajo declarados
resultan incompatibles, y el interesado no hubiese efectuado la opción que se detalla en el apartado 1, dicho
órgano deberá notificárselo para que antes de quince días efectúe la opción que estime conveniente. Si
transcurrido este plazo no ejerciera este derecho se entenderá que opta por el nuevo puesto, y que queda en el
otro en la situación administrativa correspondiente.
5. El plazo de quince días antes citado no podrá ser ampliado salvo que se trate de un caso de fuerza mayor
debidamente probado, a juicio de la Administración.

CAPÍTULO IV Actividades privadas

Artículo 11.
Podrá autorizarse al personal incluido en el ámbito de la presente Ley para el ejercicio de actividades privadas
en los términos establecidos por el artículo 12, salvo los siguientes casos:
a) El ejercicio de actividades privadas, por sí o mediante sustitución, incluidas las de carácter profesional, sean
por cuenta propia o bajo dependencia o al servicio de Entidades o particulares, que se relacionen directamente
con las que lleve a cabo el Departamento, Organismo, Entidad o Empresa pública en que preste sus servicios.
Se exceptuarán de esta prohibición las actividades particulares que se ejerzan en virtud de un derecho
legalmente reconocido y que realicen para sí los directamente interesados. No podrán ser objeto de
compatibilidad las actividades profesionales que deban prestarse a personas a las que se esté obligado a
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atender en el ejercicio del cargo público.
b) La pertenencia a Consejos de Administración o de órganos rectores de Empresas o Entidades privadas, si la
actividad de las mismas estuviera directamente relacionada con las que lleve a cabo el Departamento,
Organismo, Entidad o Empresa pública en que preste sus servicios el personal afectado y sin perjuicio de lo
establecido por el artículo 7.
c) El ejercicio de actividades privadas, incluidas las de carácter profesional, ya sea por cuenta propia o bajo
dependencia o al servicio de Entidades o de particulares, en los asuntos en que intervenga o haya intervenido
en los dos últimos años o en los que deba intervenir por razón del puesto público.
d) El ejercicio, por sí o por personas interpuestas, de cargos de cualquier orden en Empresas o Sociedades
concesionarias, contratistas de obras, servicios o suministros, arrendatarias o administradoras de monopolios
o con participación o aval del sector público, sea cual sea su configuración jurídica.
e) La participación superior al 10 por 100 del capital de las Empresas o Sociedades a que se refiere la letra d).

Artículo 12.
1. Podrá reconocerse la compatibilidad para el ejercicio de actividades privadas en los siguientes casos:

a) Si se ocupa un solo puesto de trabajo en el sector público en régimen de jornada ordinaria y no se supera
el límite establecido por el apartado 2.
b) Si el cargo ocupado en el sector público requiere la presencia efectiva del interesado en la
correspondiente Administración pública durante un horario igual o superior a la mitad de la jornada
ordinaria, sólo cuando este cargo tenga la consideración de prestación a tiempo parcial.
c) Si se tiene autorizada la compatibilidad de un segundo puesto o actividad públicos y no superasen entre
ambos la jornada máxima de la Administración.

2. Sin perjuicio de lo establecido por el número 1 del presente artículo, en ningún caso la suma de jornadas de
la actividad pública principal y la actividad privada podrá superar la jornada ordinaria de la Administración
incrementada en un 50 por 100.

Artículo 13.
El personal a que se refiere la presente Ley no podrá invocar o hacer uso de su condición pública para el
ejercicio de ninguna actividad mercantil, profesional o industrial.

Artículo 14.
No podrá autorizarse ni reconocerse compatibilidad al personal que ocupe los puestos de trabajo que
comporten la percepción de un complemento específico por el factor de incompatibilidad o por concepto
equiparable. Se levanta la suspensión de la vigencia y aplicación de este artículo por Auto del TC de 12 de julio
de 1988. Ref. BOE-A-1988-18141 . Se suspede la vigencia y aplicación de este artículo desde el 4 de marzo de
1988 para las partes del proceso y desde el 30 de marzo de 1988 para los terceros, por providencia del TC de 17
de marzo de 1988 que admite a trámite el recurso de inconstitucionalidad núm. 399/1988. Ref. BOE-
A-1988-8349 .

Artículo 15.
1. La percepción de pensión por jubilación o retiro por derechos pasivos o por cualquier régimen de seguridad
social público y obligatorio será incompatible con el ejercicio de las funciones de puestos de trabajo en el
sector público correspondientes a Diputados del Parlamento de Cataluña, a miembros de las Corporaciones
locales, a altos cargos y al resto del personal de las Administraciones públicas catalanas, de los Entes y
Organismos públicos de Cataluña, incluidas las entidades colaboradoras y las concertadas de la Seguridad
Social en la prestación sanitaria.
2. La percepción de las pensiones antes mencionadas quedará en suspenso por el tiempo que se permanezca
en dicho puesto de trabajo, sin que ello afecte a sus actualizaciones.
3. En el ámbito laboral será compatible la pensión de jubilación parcial con un puesto de trabajo a tiempo
parcial.
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CAPÍTULO V Procedimiento

Artículo 16.
Quien desee ejercer otra actividad u ocupar un puesto de trabajo público o privado deberá formular
previamente la correspondiente declaración de actividades, según el modelo establecido reglamentariamente.

Artículo 17.
1. El ejercicio de un segundo puesto de trabajo o actividad pública o privada requiere, en todos los casos,
autorización expresa previa.
2. Transcurrido el plazo previsto reglamentariamente desde la presentación de la solicitud de autorización de
compatibilidad en el registro del órgano competente para resolverla sin que se haya dictado y notificado
resolución expresa, se entiende desestimada la solicitud de autorización de compatibilidad de las actividades
declaradas en la solicitud.
Se modifica por el art. 104 de la Ley 5/2020, de 29 de abril. Ref. BOE-A-2020-5569

Artículo 18.
Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 10, en caso de que el interesado no haya hecho constar por cual de
las actividades o puestos de trabajo declarados opta como principal deberá procederse de la siguiente forma:
1. Se considerará actividad principal la ejercida en el sector público con jornada y horario ordinarios, en los
casos que la presente Ley determina.
2. Si se ejercieran dos cargos o actividades públicas compatibles a tiempo parcial, se considerará principal la
que tenga la jornada más larga. En caso de ser ambas de igual duración se considerará principal la de nivel y
retribución más altos, y en caso de ser ambas asimismo iguales en estos aspectos se considerará principal la
de más antigüedad.

Artículo 19.
1. Para poder otorgar la compatibilidad de un segundo puesto o actividad públicos será necesario un informe
en relación con los puestos de carácter público, el órgano competente de la correspondiente Administración
pública, Director del Organismo, Ente o Empresa pública.
2. Únicamente será de carácter vinculante el informe desfavorable emitido por el órgano competente.

Artículo 20.
Si se ejercieran varios cargos o actividades públicos declarados previamente compatibles, la solicitud de
compatibilidad para una actividad privada se efectuará en relación con todos los puestos declarados
compatibles.

Artículo 21.
1. Los reconocimientos de compatibilidad no podrán modificar la jornada de trabajo ni el horario del
interesado, y quedarán automáticamente sin efecto en caso de cambio de puesto en el sector público o de
modificación en las condiciones del puesto de trabajo.
2. Asimismo, la autorización de compatibilidad estará condicionada al estricto cumplimiento de la jornada y
del horario en los puestos de carácter público.

Artículo 22.
1. En el ámbito de la Generalidad, las declaraciones de compatibilidad corresponderán:

a) Al Consejero de Sanidad y Seguridad Social, respecto al personal sanitario que ejerza la actividad
principal adscrito a su Departamento, Organismos o Entidades que de él dependan.
b) Al Consejero de Enseñanza, respecto al personal docente que ejerza la actividad principal adscrito a su
Departamento, Organismo o Entidades que de él dependan. En el ámbito universitario dicha competencia
será ejercida por el Rector de la Universidad.
c) Al Consejero competente en materia de función pública, respecto al resto de personal que ejerza su
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actividad principal en la Administración de la Generalidad, en los Organismos, Entes, Corporaciones de
derecho público y Empresas que de ella dependan. Si la actividad principal se desarrolla en las
universidades catalanas, esta competencia es ejercida por el correspondiente rector.

2. En el ámbito de las Corporaciones locales, la competencia para efectuar las declaraciones de compatibilidad
corresponderá al Pleno de la Corporación. Se añade el inciso final a la letra c) del apartado 1 por la disposición
adicional 22 del Decreto Legislativo 1/1997, de 31 de octubre. Ref. DOGC-f-1997-90001 . Téngase en cuenta que
este inciso ya fue añadido por la Ley 9/1994.
Se añade el inciso final a la letra c) del apartado 1 por el art. 74 de la Ley 9/1994, de 29 de junio. Ref. BOE-A-1994-18447 .

CAPÍTULO VI Régimen disciplinario

Artículo 23.
El incumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley en relación al régimen de incompatibilidades deberá ser
sancionado disciplinariamente, sin perjuicio de la ejecutividad de la incompatibilidad en que se hubiese
incurrido.

Artículo 24.
1. Los órganos a quienes corresponda la dirección, inspección o mando de los diferentes servicios deberán
encargarse, bajo su responsabilidad, de prevenir o corregir, en su caso, las incompatibilidades en que pudiera
incurrir el personal.
2. Especialmente, la Inspección General de Servicios de Personal deberá vigilar y corregir de oficio todo
cuanto se refiera a materia de incompatibilidades en el ámbito de la Administración de la Generalidad. El
Pleno de las Corporaciones locales deberá determinar, en su caso, en función del número de personal del que
disponga cada Corporación, la conveniencia de establecer un órgano con responsabilidad específica a tal
efecto.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 6

1. Por nacimiento de hijos prematuros o que por cualquier otra causa deban permanecer hospitalizados a 
continuación del parto, la funcionaria o el funcionario tendrá derecho a:

A) Reducir su jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas percibiendo las retribuciones íntegras.

B) Reducir su jornada de trabajo hasta un mínimo de dos horas con la disminución proporcional de sus 
retribuciones.

C) Ausentarse del trabajo durante un máximo de dos horas diarias percibiendo las retribuciones íntegras.

D) Ausentarse del trabajo durante un máximo de dos horas diarias con la disminución proporcional de sus 
retribuciones.

2. Mientras dura la suspensión provisional, el funcionario tendrá derecho a percibir:

A) El sueldo base.

B) Las retribuciones básicas y, en su caso, las prestaciones familiares por hijo a cargo.

C) El sueldo base y el complemento específico.

D) No tiene derecho a ninguna retribución.
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3. ¿Qué organismo abonará a los trabajadores el importe de los salarios pendientes de pago a causa de 
insolvencia o concurso del empresario?:

A) El Instituto Nacional de la Seguridad Social.

B) El Servicio Público de Empleo Estatal.

C) El Fondo de Garantía Salarial (FOGASA).

D) La Tesorería General de la Seguridad Social.

4. — Uno de los funcionarios está siendo objeto de la tramitación de un expediente disciplinario. Durante la 
tramitación del mismo se decide tomar como medida cautelar la suspensión provisional. Salvo que el 
procedimiento se paralice por causas imputables al interesado o durante la tramitación de un procedimiento 
judicial, esta medida no podrá exceder, según el TREBEP, de:

A) 6 meses.

B) 3 meses.

C) 12 meses.

D) 9 meses.

5. Los funcionarios públicos, de acuerdo con el artículo 50 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la ley del Estatuto Básico del empleado Público, tienen 
derecho a disfrutar, durante cada año natural, de unas vacaciones retribuidas de:

A) Treinta días naturales.

B) Veintidós días hábiles, considerando como hábiles los sábados.

C) Veintidós días hábiles, no considerando como hábiles los sábados.

D) Treinta días hábiles.

6. Según lo establecido en el Artículo 94 del TREBEP, ¿con cuál de los siguientes principios NO se ejercerá la 
potestad disciplinaria?

A) Principio de legalidad y tipicidad de las faltas y sanciones.

B) Principio de proporcionalidad.

C) Principio de imparcialidad.

D) Principio de presunción de inocencia.

7. Según el art. 95, del TREBEP, no hacerse cargo voluntariamente de las tareas o funciones que tiene 
encomendadas el funcionario público, constituye:

A) Una falta leve.

B) Una falta grave.

C) Una falta muy grave.

D) Motivo de expulsión.

8. Sobre la responsabilidad del personal laboral (Art. 93.4 TREBEP):

A) El personal laboral se rige por el régimen disciplinario del TREBEP y, subsidiariamente, por el convenio 
colectivo que les sea de aplicación.

B) El personal laboral se rige por el régimen disciplinario previsto en el convenio colectivo y, en aquello no 
previsto, por la legislación laboral vigente.

C) El personal laboral se rige por el régimen disciplinario previsto en el TREBEP y por las normas de la 
comunidad autónoma o administración local correspondiente.

D) El personal laboral se rige por el régimen disciplinario del convenio colectivo, pero le son de aplicación las 
faltas muy graves y las sanciones de los artículos 95 y 96 del TREBEP.
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9. La potestad disciplinaria, regulada en el artículo 94 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, se ejercerá de 
acuerdo con los siguientes principios:

A) Principio de legalidad y objetividad de las faltas y sanciones, a través de la determinación normativa o, en el 
caso del personal laboral, de los convenios colectivos.

B) Principio de retroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables y de retroactividad de las 
favorables al presunto infractor.

C) Principio de culpabilidad.

D) Principio de transparencia y seguridad.

10. Según el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (artículo 95), el acoso laboral es una falta:

A) Grave

B) Muy grave

C) Leve

D) No es falta y habrá que estar a lo establecido en los convenios.

SOLUCIONES 1 C · 2 B · 3 C · 4 A · 5 C · 6 C · 7 C · 8 A · 9 C · 10 B

Te quedan 167 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 6, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 7

El Estatuto básico del empleado público: derechos individuales y 
derechos individuales ejercidos colectivamente. Deberes del empleado 

público: código de conducta, principios éticos y principios de 
conducta de los empleados públicos. Clases de personal al servicio de 

las administraciones públicas.

RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público

TREBEP · BOE-A-2015-11719 · arts. 8 a 12 · arts. 14 a 15 · arts. 52 a 54 — 10 incluidos

TÍTULO II Personal al servicio de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Clases de personal

Artículo 8. Concepto y clases de empleados públicos.
1. Son empleados públicos quienes desempeñan funciones retribuidas en las Administraciones Públicas al
servicio de los intereses generales.
2. Los empleados públicos se clasifican en:

a) Funcionarios de carrera.
b) Funcionarios interinos.
c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.
d) Personal eventual.

Artículo 9. Funcionarios de carrera.
1. Son funcionarios de carrera quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una
Administración Pública por una relación estatutaria regulada por el Derecho Administrativo para el
desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente.
2. En todo caso, el ejercicio de las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio
de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales del Estado y de las Administraciones
Públicas corresponden exclusivamente a los funcionarios públicos, en los términos que en la ley de desarrollo
de cada Administración Pública se establezca.

Artículo 10. Funcionarios interinos.
1. Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son
nombrados como tales con carácter temporal para el desempeño de funciones propias de funcionarios de
carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera, por un
máximo de tres años, en los términos previstos en el apartado 4.
b) La sustitución transitoria de los titulares, durante el tiempo estrictamente necesario.
c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres años,
ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este
Estatuto.
d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un periodo de dieciocho
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meses.
2. Los procedimientos de selección del personal funcionario interino serán públicos, rigiéndose en todo caso
por los principios de igualdad, mérito, capacidad, publicidad y celeridad, y tendrán por finalidad la cobertura
inmediata del puesto. El nombramiento derivado de estos procedimientos de selección en ningún caso dará
lugar al reconocimiento de la condición de funcionario de carrera.
3. En todo caso, la Administración formalizará de oficio la finalización de la relación de interinidad por
cualquiera de las siguientes causas, además de por las previstas en el artículo 63, sin derecho a compensación
alguna:

a) Por la cobertura reglada del puesto por personal funcionario de carrera a través de cualquiera de los
procedimientos legalmente establecidos.
b) Por razones organizativas que den lugar a la supresión o a la amortización de los puestos asignados.
c) Por la finalización del plazo autorizado expresamente recogido en su nombramiento.
d) Por la finalización de la causa que dio lugar a su nombramiento.

4. En el supuesto previsto en el apartado 1.a), las plazas vacantes desempeñadas por personal funcionario
interino deberán ser objeto de cobertura mediante cualquiera de los mecanismos de provisión o movilidad
previstos en la normativa de cada Administración Pública. No obstante, transcurridos tres años desde el
nombramiento del personal funcionario interino se producirá el fin de la relación de interinidad, y la vacante
solo podrá ser ocupada por personal funcionario de carrera, salvo que el correspondiente proceso selectivo
quede desierto, en cuyo caso se podrá efectuar otro nombramiento de personal funcionario interino.
Excepcionalmente, el personal funcionario interino podrá permanecer en la plaza que ocupe temporalmente,
siempre que se haya publicado la correspondiente convocatoria dentro del plazo de los tres años, a contar
desde la fecha del nombramiento del funcionario interino y sea resuelta conforme a los plazos establecidos en
el artículo 70 del TREBEP. En este supuesto podrá permanecer hasta la resolución de la convocatoria, sin que
su cese dé lugar a compensación económica.
5. Al personal funcionario interino le será aplicable el régimen general del personal funcionario de carrera en
cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición temporal y al carácter extraordinario y urgente de su
nombramiento, salvo aquellos derechos inherentes a la condición de funcionario de carrera. Se modifica por
el art. 1.1 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1 Véase, en cuanto a los efectos, lo
establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se modifica por el art. 1.1 del Real Decreto-
ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en cuanto a los efectos, lo establecido
en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 11. Personal laboral.
1. Es personal laboral el que en virtud de contrato de trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las
modalidades de contratación de personal previstas en la legislación laboral, presta servicios retribuidos por
las Administraciones Públicas. En función de la duración del contrato éste podrá ser fijo, por tiempo
indefinido o temporal.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto establecerán los criterios para la
determinación de los puestos de trabajo que pueden ser desempeñados por personal laboral, respetando en
todo caso lo establecido en el artículo 9.2.
3. Los procedimientos de selección del personal laboral serán públicos, rigiéndose en todo caso por los
principios de igualdad, mérito y capacidad. En el caso del personal laboral temporal se regirá igualmente por
el principio de celeridad, teniendo por finalidad atender razones expresamente justificadas de necesidad y
urgencia. Se añade el apartado 3 por el art. 1.2 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1
Téngase en cuenta que este apartado 3 ya fue añadido por el Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Véase, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se añade el apartado
3 por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.
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Artículo 12. Personal eventual.
1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza
funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo
a los créditos presupuestarios consignados para este fin.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto determinarán los órganos de
gobierno de las Administraciones Públicas que podrán disponer de este tipo de personal. El número máximo
se establecerá por los respectivos órganos de gobierno. Este número y las condiciones retributivas serán
públicas.
3. El nombramiento y cese serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se produzca el de la
autoridad a la que se preste la función de confianza o asesoramiento.
4. La condición de personal eventual no podrá constituir mérito para el acceso a la Función Pública o para la
promoción interna.
5. Al personal eventual le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen
general de los funcionarios de carrera.

TÍTULO III Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

CAPÍTULO I Derechos de los empleados públicos

Artículo 14. Derechos individuales.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos de carácter individual en correspondencia con la
naturaleza jurídica de su relación de servicio:
a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.
b) Al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con la
progresión alcanzada en su carrera profesional.
c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de
igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas objetivos y transparentes de evaluación.
d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.
e) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios y a ser
informado por sus superiores de las tareas a desarrollar.
f) A la defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que se sigan ante
cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos públicos.
g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesionales,
preferentemente en horario laboral.
h) Al respeto de su intimidad, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales,
propia imagen y dignidad en el trabajo, especialmente frente al acoso sexual y por razón de sexo, de
orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales, moral y laboral.
i) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación e
identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones, opinión,
discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
j) A la adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. j bis) A la
intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y frente al uso de dispositivos de
videovigilancia y geolocalización, así como a la desconexión digital en los términos establecidos en la
legislación vigente en materia de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales.
k) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.
l) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
m) A las vacaciones, descansos, permisos y licencias.
n) A la jubilación según los términos y condiciones establecidas en las normas aplicables.
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o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que les sea de aplicación.
p) A la libre asociación profesional.
q) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico. Se modifican las letras h) e i) por la
disposición final 16.1 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16
Se añade la letra j bis) por la disposición final 14 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673#df-14

Artículo 15. Derechos individuales ejercidos colectivamente.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos individuales que se ejercen de forma colectiva:
a) A la libertad sindical.
b) A la negociación colectiva y a la participación en la determinación de las condiciones de trabajo.
c) Al ejercicio de la huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.
d) Al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso.
e) Al de reunión, en los términos establecidos en el artículo 46 de este Estatuto.

CAPÍTULO VI Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta

Artículo 52. Deberes de los empleados públicos.
Código de Conducta. Los empleados públicos deberán desempeñar con diligencia las tareas que tengan
asignadas y velar por los intereses generales con sujeción y observancia de la Constitución y del resto del
ordenamiento jurídico, y deberán actuar con arreglo a los siguientes principios: objetividad, integridad,
neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al servicio público, transparencia,
ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez, promoción del entorno cultural y
medioambiental, y respeto a la igualdad entre mujeres y hombres, que inspiran el Código de Conducta de los
empleados públicos configurado por los principios éticos y de conducta regulados en los artículos siguientes.
Los principios y reglas establecidos en este capítulo informarán la interpretación y aplicación del régimen
disciplinario de los empleados públicos.

Artículo 53. Principios éticos.
1. Los empleados públicos respetarán la Constitución y el resto de normas que integran el ordenamiento
jurídico.
2. Su actuación perseguirá la satisfacción de los intereses generales de los ciudadanos y se fundamentará en
consideraciones objetivas orientadas hacia la imparcialidad y el interés común, al margen de cualquier otro
factor que exprese posiciones personales, familiares, corporativas, clientelares o cualesquiera otras que
puedan colisionar con este principio.
3. Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administración en la que presten sus
servicios, y con sus superiores, compañeros, subordinados y con los ciudadanos.
4. Su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y libertades públicas, evitando toda
actuación que pueda producir discriminación alguna por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género,
sexo, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones,
opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
5. Se abstendrán en aquellos asuntos en los que tengan un interés personal, así como de toda actividad privada
o interés que pueda suponer un riesgo de plantear conflictos de intereses con su puesto público.
6. No contraerán obligaciones económicas ni intervendrán en operaciones financieras, obligaciones
patrimoniales o negocios jurídicos con personas o entidades cuando pueda suponer un conflicto de intereses
con las obligaciones de su puesto público.
7. No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada, por parte de
personas físicas o entidades privadas.
8. Actuarán de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilarán la consecución del
interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización.
9. No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento administrativo sin justa causa y, en
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ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en beneficio de los titulares de los cargos públicos o su
entorno familiar y social inmediato o cuando suponga un menoscabo de los intereses de terceros.
10. Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso, resolverán
dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia.
11. Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público absteniéndose no solo de
conductas contrarias al mismo, sino también de cualesquiera otras que comprometan la neutralidad en el
ejercicio de los servicios públicos.
12. Guardarán secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente, y
mantendrán la debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por razón de su cargo, sin que puedan
hacer uso de la información obtenida para beneficio propio o de terceros, o en perjuicio del interés público.
Se modifica el apartado 4 por la disposición final 16.6 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16

Artículo 54. Principios de conducta.
1. Tratarán con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes empleados públicos.
2. El desempeño de las tareas correspondientes a su puesto de trabajo se realizará de forma diligente y
cumpliendo la jornada y el horario establecidos.
3. Obedecerán las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, salvo que constituyan una
infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso las pondrán inmediatamente en conocimiento
de los órganos de inspección procedentes.
4. Informarán a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a conocer, y facilitarán
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
5. Administrarán los recursos y bienes públicos con austeridad, y no utilizarán los mismos en provecho propio
o de personas allegadas. Tendrán, asimismo, el deber de velar por su conservación.
6. Se rechazará cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más allá de los usos
habituales, sociales y de cortesía, sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal.
7. Garantizarán la constancia y permanencia de los documentos para su transmisión y entrega a sus
posteriores responsables.
8. Mantendrán actualizada su formación y cualificación.
9. Observarán las normas sobre seguridad y salud laboral.
10. Pondrán en conocimiento de sus superiores o de los órganos competentes las propuestas que consideren
adecuadas para mejorar el desarrollo de las funciones de la unidad en la que estén destinados. A estos efectos
se podrá prever la creación de la instancia adecuada competente para centralizar la recepción de las
propuestas de los empleados públicos o administrados que sirvan para mejorar la eficacia en el servicio.
11. Garantizarán la atención al ciudadano en la lengua que lo solicite siempre que sea oficial en el territorio.

Decreto Legislativo 1/1997 función pública Cataluña

FP-CAT · DOGC-f-1997-90001 · arts. 10 a 15 — 6 incluidos

TÍTULO 3 De la estructura y organización de la función pública

CAPÍTULO 1 Del personal al servicio de la Administración de la Generalidad

Artículo 10. Clases de personal.
1. Es personal al servicio de la Administración de la Generalidad el integrado en los departamentos de la
Generalidad, en sus organismos autónomos administrativos, en las entidades gestoras de la Seguridad Social y
en las entidades autónomas de carácter comercial, industrial y financiero, de acuerdo con sus normas de
creación.
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2. El personal se clasificará en:
a) Funcionarios.
b) Personal eventual.
c) Personal interino.
d) Personal laboral.

Artículo 11. Funcionarios.
Serán funcionarios aquellos que, en virtud de nombramiento y bajo el principio de carrera, mediante relación
profesional sujeta a derecho público, se incorporen al servicio de la Administración de la Generalidad y
ocupen plazas dotadas en los presupuestos de ésta o se encuentren en alguna de las situaciones que la
presente Ley determina.

Artículo 12. Personal eventual.
Es personal eventual el formado por quienes en virtud de libre nombramiento del presidente o de los
consejeros en régimen no permanente, ocupan un puesto de trabajo considerado de confianza o de
asesoramiento no reservado a funcionarios y que figura con este carácter en la correspondiente relación de
puestos de trabajo.

Artículo 13. Personal interino.
Es personal interino el que presta servicios con carácter transitorio en virtud de un nombramiento sujeto al
derecho administrativo y ocupa plazas dotadas presupuestariamente que, de acuerdo con la relación de
puestos de trabajo, están reservadas a funcionarios de carrera.

Artículo 14. Personal laboral.
Se considerará personal laboral el formado por quienes, en virtud de contrato de naturaleza laboral, que
deberá formalizarse en todo caso por escrito, ocupen puestos de trabajo clasificados como tales.

Artículo 15.
Personal laboral no permanente. Excepcionalmente, dado el carácter temporal de determinadas tareas a
realizar, o por razones de urgencia que deberán ser debidamente motivadas, la Administración podrá
contratar personal laboral con carácter no permanente, de conformidad con la legislación laboral vigente. El
contrato deberá formalizarse necesariamente por escrito.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 7

1. Se considera un principio de conducta de los empleados públicos:

A) Desarrollar las tareas correspondientes a su puesto de trabajo, de manera diligente y cumpliendo la jornada y 
el horario establecidos.

B) Abstenerse en los asuntos respecto a los cuales no tengan conocimientos suficientes.

C) Actuar de acuerdo con los principios de rapidez y cordialidad hacia el ciudadano.

D) Cumplir, siempre que sea posible, con los plazos de resolución de los procedimientos o expedientes de su 
competencia.
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2. De acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, son empleados públicos…

A) Quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una Administración Pública por una relación 
funcionarial para el desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter estructural.

B) Quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una Administración Pública por una relación 
estatutaria regulada por el Derecho Administrativo para el desempeño de servicios profesionales retribuidos de 
carácter permanente.

C) Quienes desempeñan funciones retribuidas en las Administraciones Públicas al servicio de los intereses 
generales.

D) Ninguna de las definiciones es correcta.

3. Los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son nombrados como tales con 
carácter temporal para el desempeño de funciones propias de funcionarios de carrera son según el artículo 
10 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 
Estatuto Básico del Empleado Público (TREBEP):

A) Funcionarios interinos.

B) Personal eventual.

C) Personal laboral indefinido.

D) Personal laboral temporal.

4. Conforme el artículo 14 del Real Decreto Legislativo 5/2015 del texto refundido de la Ley del Empleado 
Público (TREBEP), no es un derecho individual de los empleados públicos:

A) La inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.

B) Las vacaciones, descansos, permisos y licencias.

C) La libre asociación profesional.

D) La libertad sindical.

5. Según el artículo 10 del Estatuto Básico del Empleado Público, los procedimientos de selección del 
personal funcionario interino serán:

A) Públicos, rigiéndose en todo caso por los principios de igualdad, mérito, capacidad, publicidad y celeridad.

B) Públicos, rigiéndose en todo caso por los principios de celeridad y eficacia.

C) Abiertos, rigiéndose en todo caso por los principios de publicidad, mérito y transparencia.

D) Rápidos, rigiéndose en todo caso por los principios de publicidad, celeridad y eficiencia.

6. Según el RDL 5/2015, dentro de los principios éticos del código de conducta de los empleados públicos se 
establece que:

A) La obediencia jerárquica prevalece siempre sobre el ordenamiento jurídico.

B) Los empleados públicos deberán abstenerse en asuntos en los que tengan interés personal.

C) Podrán aceptar regalos institucionales sin limitación si no superan un valor económico determinado.

D) Podrán intervenir en procedimientos administrativos en los que hayan participado como asesores externos.

7. La diferencia entre personal funcionario y personal laboral en la Administración Local es que:

A) Se trata de una relación de servicios profesionales y retribuidos

B) La relación funcionarial es una relación sometida al Derecho Administrativo

C) La colaboración voluntaria de los funcionarios no es aplicable para establecer esta diferencia.

D) La incorporación en la estructura jerárquica administrativa
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8. De acuerdo con el TREBEP, cuando existan plazas vacantes y no sea posible su cobertura por funcionarios 
de carrera:

A) Las plazas cubiertas por interinos deberán incorporarse a la oferta pública correspondiente al ejercicio de su 
nombramiento, obligatoriamente.

B) No será posible convocar estas plazas en la oferta pública.

C) Se deberán negociar obligatoriamente con los sindicatos la oferta pública que se incluyen.

D) Se deberán incluir en la oferta pública del siguiente año a su nombramiento, obligatoriamente.

9. ¿Cuál es un derecho individual de los empleados públicos? Ayuntamiento de Guarromán (Jaén)

A) El derecho de huelga.

B) La inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.

C) La libertad sindical.

D) El derecho de reunión.

10. De acuerdo con el artículo 8 del TREBEP, los empleados públicos se clasifican en:

A) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos y personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o 
temporal.

B) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o 
temporal, y personal eventual.

C) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o 
temporal, personal eventual y personal directivo.

D) Ninguna de las respuestas anteriores correcta.

SOLUCIONES 1 A · 2 C · 3 A · 4 D · 5 A · 6 B · 7 B · 8 A · 9 B · 10 B

Te quedan 211 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 7, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 8

El Plan de igualdad de género de la Administración de la Generalitat de 
Catalunya. El Protocolo para la prevención, la detección, la actuación y 
la resolución de situaciones de acoso sexual y acoso por razón de sexo, 

orientación sexual, identidad de género o expresión de género, y el 
Protocolo para la prevención, la detección, la actuación y la resolución 

de situaciones de acoso psicológico laboral y otras discriminaciones 
en el trabajo. El Protocolo que desarrolla el deber de intervención de 

las personas que trabajan en las administraciones públicas de 
Cataluña para hacer efectivo el abordaje de la homofobia, la bifobia y 

la transfobia: el deber de intervención, la infracción administrativa, la 
infracción laboral y los indicios de delito.

Ley 17/2015 de igualdad efectiva de mujeres y hombres de Cataluña

L17-2015-IGCAT · BOE-A-2015-9676 · arts. 15 a 16 — 2 incluidos

CAPÍTULO III Mecanismos para garantizar el derecho a la igualdad efectiva de mujeres y hombres

Artículo 15. Planes de igualdad de mujeres y hombres del sector público.
1. Las instituciones de la Generalidad, la Administración de la Generalidad y los organismos públicos
vinculados o dependientes, así como las entidades, públicas y privadas, que gestionan servicios públicos,
deben aprobar, en el plazo de dos años a partir de la entrada en vigor de la presente ley, un plan de igualdad de
mujeres y hombres destinado al personal que presta servicios, que ha de definirse en el convenio colectivo o
en el acuerdo de condiciones de trabajo, con el objetivo de garantizar la aplicación efectiva del principio de
igualdad de trato y de oportunidades de mujeres y hombres y eliminar la discriminación por razón de sexo con
relación al acceso al trabajo remunerado, al salario, a la formación, a la promoción profesional y a las demás
condiciones de trabajo.
2. Los entes locales que tienen órganos específicos de representación del personal a su servicio deben aprobar
un plan de igualdad de mujeres y hombres, que debe estar definido en el convenio colectivo o en el pacto o
acuerdo de condiciones de trabajo.
3. La Generalidad debe velar por que las administraciones corporativas, organizaciones empresariales y
sindicales, entidades sin ánimo de lucro, consorcios y todo tipo de entidades que gestionen servicios públicos
dispongan de planes de igualdad.
4. Los planes de igualdad de mujeres y hombres del sector público deben cumplir los siguientes requisitos:

a) Fijar, previa elaboración de un diagnóstico de la situación, los objetivos concretos de igualdad efectiva a
alcanzar, las estrategias y prácticas a adoptar para su consecución, así como el establecimiento de sistemas
eficaces de seguimiento y evaluación de los objetivos fijados.
b) Tener en cuenta, entre otros, los ámbitos de actuación relativos a la representatividad de las mujeres,
acceso, selección, promoción y desarrollo profesionales, condiciones laborales, conciliación de la vida
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personal, laboral y familiar, violencia machista, prevención de riesgos laborales con perspectiva de género,
comunicación inclusiva y uso de un lenguaje no sexista ni androcéntrico, así como la estrategia y
organización interna del organismo.
c) Incluir medidas específicas para su adecuación, en cada caso, a las peculiaridades del personal docente,
sanitario, investigador y penitenciario, así como de bomberos, agentes rurales y cuerpos y fuerzas de
seguridad.
d) Tener en cuenta a los representantes de los trabajadores en su elaboración y aprobación.
e) Regular en el articulado la propia evaluación, que debe ser cuatrienal.
f) Formar parte como anexo del convenio colectivo o pacto de condiciones de la correspondiente
Administración pública o de los organismos autónomos, empresas públicas, consorcios, fundaciones y
otras entidades con personalidad jurídica propia en que sea mayoritaria la representación directa de la
Generalidad o de las administraciones locales.

Artículo 16. Políticas de igualdad efectiva de mujeres y hombres en la función pública.
1. El departamento competente en materia de función pública, en colaboración con el Instituto Catalán de las
Mujeres, debe fijar los criterios generales sobre igualdad efectiva de mujeres y hombres que los
departamentos, organismos autónomos y entidades públicas deben observar para la elaboración de las bases
de las convocatorias de acceso al empleo público.
2. Las administraciones públicas de Cataluña deben impulsar la representación paritaria de mujeres y
hombres en la composición de los tribunales u órganos técnicos de selección.
3. Los temarios para el acceso al empleo público deben incluir los contenidos relativos a la normativa sobre
igualdad efectiva de mujeres y hombres y sobre violencia machista que deben aplicarse en la actividad
administrativa y en el desarrollo de las políticas de igualdad efectiva.
4. Los poderes públicos deben adoptar medidas para una formación básica, progresiva y permanente en
materia de igualdad de mujeres y hombres, dirigida a todo el personal e impartida por personal experto, con el
fin de hacer efectivas las disposiciones de la presente ley y garantizar suficiente conocimiento práctico para
permitir la integración efectiva de la perspectiva de género en las actuaciones públicas.
5. Los poderes públicos deben elaborar periódicamente un análisis de puestos de trabajo para valorar el grado
de cumplimiento del principio de igualdad de retribución de mujeres y hombres, y tomar las medidas
correctoras para erradicar las diferencias salariales.

LO 3/2007 igualdad efectiva

LO-Igualdad · BOE-A-2007-6115 · art. 7 · art. 48 · art. 51 · art. 62 — 4 incluidos

TÍTULO I El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye acoso sexual cualquier
comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar
contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u
ofensivo.
2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una
persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio,
degradante u ofensivo.
3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.
4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una situación
constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de discriminación por
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razón de sexo.

TÍTULO IV El derecho al trabajo en igualdad de oportunidades

CAPÍTULO III Los planes de igualdad de las empresas y otras medidas de promoción de la igualdad

Artículo 48. Medidas específicas para prevenir la comisión de delitos y otras conductas contra la libertad 
sexual y la integridad moral en el trabajo.
1. Las empresas deberán promover condiciones de trabajo que eviten la comisión de delitos y otras conductas
contra la libertad sexual y la integridad moral en el trabajo, incidiendo especialmente en el acoso sexual y el
acoso por razón de sexo, incluidos los cometidos en el ámbito digital. Con esta finalidad se podrán establecer
medidas que deberán negociarse con los representantes de los trabajadores, tales como la elaboración y
difusión de códigos de buenas prácticas, la realización de campañas informativas o acciones de formación.
2. Los representantes de los trabajadores deberán contribuir a prevenir la comisión de delitos y otras
conductas contra la libertad sexual y la integridad moral en el trabajo, con especial atención al acoso sexual y
el acoso por razón de sexo, incluidos los cometidos en el ámbito digital, mediante la sensibilización de los
trabajadores y trabajadoras frente al mismo y la información a la dirección de la empresa de las conductas o
comportamientos de que tuvieran conocimiento y que pudieran propiciarlo.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 10.3 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630#df-10

TÍTULO V El principio de igualdad en el empleo público

CAPÍTULO I Criterios de actuación de las Administraciones públicas

Artículo 51. Criterios de actuación de las Administraciones públicas.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias y en aplicación del principio de
igualdad entre mujeres y hombres, deberán:
a) Remover los obstáculos que impliquen la pervivencia de cualquier tipo de discriminación con el fin de
ofrecer condiciones de igualdad efectiva entre mujeres y hombres en el acceso al empleo público y en el
desarrollo de la carrera profesional.
b) Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, sin menoscabo de la promoción profesional.
c) Fomentar la formación en igualdad, tanto en el acceso al empleo público como a lo largo de la carrera
profesional.
d) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de selección y valoración.
e) Establecer medidas efectivas de protección frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo.
f) Establecer medidas efectivas para eliminar cualquier discriminación retributiva, directa o indirecta, por
razón de sexo.
g) Evaluar periódicamente la efectividad del principio de igualdad en sus respectivos ámbitos de actuación.

CAPÍTULO III Medidas de Igualdad en el empleo para la Administración General del Estado y para

Artículo 62. Protocolo de actuación frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo.
Para la prevención del acoso sexual y del acoso por razón de sexo, las Administraciones públicas negociarán
con la representación legal de las trabajadoras y trabajadores, un protocolo de actuación que comprenderá, al
menos, los siguientes principios:
a) El compromiso de la Administración General del Estado y de los organismos públicos vinculados o
dependientes de ella de prevenir y no tolerar el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.
b) La instrucción a todo el personal de su deber de respetar la dignidad de las personas y su derecho a la
intimidad, así como la igualdad de trato entre mujeres y hombres.
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c) El tratamiento reservado de las denuncias de hechos que pudieran ser constitutivos de acoso sexual o de
acoso por razón de sexo, sin perjuicio de lo establecido en la normativa de régimen disciplinario.
d) La identificación de las personas responsables de atender a quienes formulen una queja o denuncia.

Ley 19/2020, de 30 de diciembre, de igualdad de trato y no discriminación 
(Cataluña)

L19-2020-CAT · BOE-A-2021-1663 · art. 4 · art. 6 — 2 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 4. Definiciones.
A los efectos de la presente ley se entiende por:
a) Acciones positivas: Las diferencias de trato orientadas a prevenir, eliminar y, si procede, compensar
cualquier forma de discriminación en su dimensión colectiva o social, que se deben aplicar mientras subsistan
las situaciones de discriminación que las justifican.
b) Ajustes razonables: Las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que, sin imponer ninguna
carga desproporcionada o indebida, se aplican, cuando se requieren en un caso particular, para garantizar a
las personas con discapacidad el goce o el ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los
derechos humanos y libertades fundamentales. La carga no puede considerarse desproporcionada si es
suficientemente compensada por las medidas en el marco de la política a favor de las personas con
discapacidad.
c) Antisemitismo: La hostilidad o el prejuicio hacia los judíos como grupo religioso o étnico, que se manifiesta
como odio hacia un individuo o como persecución institucionalizada y violenta del colectivo.
d) Aporofobia: El rechazo, el desprecio o el odio hacia las personas pobres, sin techo o sin hogar.
e) Acoso discriminatorio: Cualquier comportamiento basado en algunos de los motivos a los que se refiere el
artículo 1 que tiene por objetivo atentar contra la dignidad de una persona y crearle un entorno intimidatorio,
hostil, degradante, vejatorio, humillante u ofensivo.
f) Bifobia: La aversión o la discriminación contra las personas bisexuales.
g) Capacitismo: La aversión o la discriminación contra las personas con diversidad funcional.
h) Coeducación: La acción educativa que potencia la igualdad real de oportunidades y la eliminación de
cualquier tipo de discriminación por razón de orientación sexual, identidad de género o expresión de género.
i) Conducta o discurso de odio: Toda conducta que promueva, propague, incite o justifique la intolerancia, la
discriminación y la violencia hacia personas o grupos que evidencian la diversidad de la condición humana.
j) Discriminación: Cualquier distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en alguno de los motivos a
los que se refiere el artículo 1 que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento,
goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas
las personas, a menos que la medida esté objetivamente justificada por una finalidad legítima y que los medios
para su consecución sean apropiados y necesarios. Se puede producir discriminación de forma directa,
indirecta, por asociación o por error, y también pueden darse discriminaciones múltiples.
k) Discriminación de segundo orden: El maltrato ejercido contra personas o grupos de personas por el hecho
de defender a personas o grupos discriminados.
l) Discriminación directa: La discriminación que se produce cuando una persona es tratada de una forma
menos favorable que otra en situación análoga por alguno de los motivos a los que se refiere el artículo 1.
m) Discriminación indirecta: La discriminación que se produce cuando una disposición, criterio o práctica
pretendidamente neutros son susceptibles de causar un perjuicio mayor a una persona por alguno de los
motivos a los que se refiere el artículo 1.
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n) Discriminación múltiple: La discriminación que se produce cuando una persona sufre una forma agravada
y específica de discriminación como consecuencia de la concurrencia o la interacción de diversos motivos de
discriminación.
o) Discriminación por asociación: La discriminación que se produce cuando una persona o el grupo al que se
le asocia es objeto de discriminación, real o atribuida, como consecuencia de su relación con una persona o un
grupo por alguno de los motivos a los que se refiere el artículo 1.
p) Discriminación por error: La discriminación que se produce cuando una persona es objeto de ella por el
hecho de haberle atribuido erróneamente alguna característica, circunstancia o condición.
q) Discriminación por estigmatización: El proceso por el que un grupo con poder define lo que es normal y
deja fuera de esta definición otras conductas que, en consecuencia, son consideradas no normativas.
r) Discriminación por razón de género: La situación discriminatoria en que se encuentra una persona que es,
ha sido o puede ser tratada, por razón de sexo o de circunstancias directamente relacionadas con su condición
biológica, de una forma menos favorable que otra en una situación análoga. No son medidas discriminatorias
por razón de sexo las que, aunque planteen un tratamiento diferente para hombres y mujeres, tienen una
justificación objetiva y razonable, como las que fomentan la acción positiva para las mujeres, en la necesidad
de protección especial por motivos biológicos o en la promoción de la corresponsabilidad entre hombres y
mujeres.
s) Edadismo: La estereotipación y la discriminación contra personas o grupos en base a su edad.
t) Estigmatización: La atribución de cualidades negativas y despectivas sobre un grupo o colectivo de personas,
que son tratadas con prejuicios y, en consecuencia, son consideradas no normativas.
u) Feminicidios y violencias machistas: Las diversas agresiones que sufren las personas por razón de género y
del tejido normativo, de roles y de patrones de relación que se derivan de ellos. Los asesinatos machistas son la
práctica más extrema de las violencias machistas.
v) Homofobia: La aversión o la discriminación contra las personas homosexuales.
w) Orden, inducción, instrucción o recomendación de discriminar: Cualquier instrucción o conducta similar
llevada a cabo por una autoridad, un órgano o un superior jerárquico que implique una discriminación por
cualquiera de los motivos a los que se refiere el artículo 1.
x) Racismo: Cualquier distinción, exclusión, restricción o preferencia por razón de raza, color de piel, linaje u
origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o
ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas
política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública.
y) Represalia discriminatoria: Cualquier trato adverso de la Administración contra una persona o grupo de
personas por el hecho de haber presentado alguna queja, reclamación, denuncia, demanda o recurso de
cualquier tipo con el objetivo de impedir, evitar, disminuir o denunciar la discriminación o el acoso al que son
o han sido sometidas, o contra las personas que colaboran o participan en un procedimiento iniciado a raíz de
esta queja, reclamación, denuncia, demanda o recurso. Quedan excluidos los supuestos que puedan ser
constitutivos de ilícito penal.
z) Romafobia o antigitanismo: La forma específica de racismo, social e institucional, con el pueblo gitano, que
se da de una forma particularmente persistente, violenta, recurrente y banalizada. a') Situación administrativa:
Cualquiera de las situaciones en que una persona se puede encontrar en Cataluña, sea la que define el estado
de una persona inmigrada, sea la de regularidad o irregularidad según si la persona tiene o no tiene una
autorización de residencia o de residencia y de trabajo que la habilite, respectivamente, para residir o para
vivir y desarrollar una actividad laboral, sea la de las personas que están empadronadas. b') Transfobia: La
aversión o la discriminación contra las personas transexuales. c') Victimización secundaria: El maltrato
adicional ejercido contra personas que se encuentran en alguno de los supuestos de discriminación, acoso,
represalia o intolerancia como consecuencia directa o indirecta de los déficits, las duplicidades o las
fragmentaciones de las intervenciones llevadas a cabo por los organismos responsables, y también por las
actuaciones de otros agentes implicados. d’) Xenofobia: El odio, la hostilidad o el rechazo hacia personas que
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son de origen extranjero o que son percibidas como extranjeras.

TÍTULO II Ámbitos de aplicación material del derecho a la igualdad de trato y a la no dis crimi

Artículo 6. Ocupación y función pública.
1. Las administraciones públicas deben establecer políticas para garantizar la igualdad de oportunidades en el
trabajo, tanto en la empresa privada como en la función pública, y velar por que no se produzca ninguna
situación de discriminación de acuerdo con la presente ley, y, en el marco de la normativa aplicable, aplicar
medidas de acción positiva y de reversión, corrección, reparación y paliación de situaciones de
discriminación, desigualdad o minorización de carácter estructural, proporcionadas a las necesidades
específicas de las personas en situación de mayor vulnerabilidad, como es el caso de los colectivos
infrarrepresentados en el empleo y la función pública.
2. El Gobierno, para el cumplimiento de lo establecido por el apartado 1, debe aplicar medidas para:

a) Garantizar de una manera real y efectiva, a través de la Inspección de Trabajo, la no discriminación por
razón de orientación sexual, identidad de género o expresión de género y el pleno ejercicio de los derechos
de las personas, en materia de contratación y de condiciones de trabajo y empleo, al personal de la
Administración de la Generalidad, tanto funcionario como laboral.
b) Fomentar la implantación progresiva de indicadores de igualdad que tengan en cuenta la realidad de las
personas en el sector público y en el ámbito privado y de un distintivo para reconocer a las empresas que
destaquen por la aplicación de políticas de igualdad y no discriminación.
c) Asegurar la cooperación interadministrativa para velar por la formación especializada y la debida
capacitación de los profesionales en materia de igualdad de trato y no discriminación.
d) Proteger las condiciones laborales en la incorporación al mundo laboral, evitar las desigualdades de
sueldo y reducir la discriminación machista.

3. El Gobierno debe velar por la aplicación de la normativa de igualdad de trato y no discriminación,
especialmente, en el acceso al empleo, en la formación y en la promoción para que no haya discriminación
directa ni indirecta por ninguno de los motivos a los que se refiere el artículo 1, tanto en la empresa privada
como en la función pública, y, en este sentido, debe remover los obstáculos y los impedimentos que dificultan
el acceso al empleo, la formación y la promoción.

Ley 13/2025 de los derechos de las personas LGBTI y la erradicación de la 
LGBTI-fobia (Cataluña)

L13-2025-LGBTICAT · BOE-A-2026-8073 · art. 19 · art. 82 · art. 84 · art. 86 · arts. 89 a 90 — 6 incluidos

TÍTULO I Derechos y diligencia debida

Artículo 19. Deber de intervención.
1. Los profesionales a los que se refiere el artículo 18.2, si tienen conocimiento de una situación de riesgo o
tienen una sospecha fundamentada de discriminación o violencia por razón de orientación sexual, identidad
de género, expresión de género o características sexuales, tienen el deber de comunicarlo a los cuerpos y
fuerzas de seguridad, al órgano competente en materia sancionadora y reparadora de los daños a las víctimas
de discriminación o a los servicios de atención integral LGBTI.
2. A los efectos de lo establecido en el apartado 1, el departamento competente en políticas de igualdad debe
elaborar y mantener actualizado un protocolo específico sobre el deber de intervención.

TÍTULO IV Medidas de reparación
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CAPÍTULO II Régimen de infracciones y sanciones

Artículo 82. Concepto de infracción.
1. Son infracciones administrativas en el ámbito de los derechos de las personas LGBTI las acciones u
omisiones tipificadas por la presente ley, siempre que no constituyan delito o infracción laboral.
2. No se considera discriminación la diferencia de trato basada en alguna de las causas establecidas por la
presente ley derivada de una disposición, una conducta, un acto, un criterio o una práctica que pueda
justificarse objetivamente por una finalidad legítima y como medio adecuado, necesario y proporcionado para
alcanzarla.
3. Cualquier discriminación por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género
o las características sexuales que se produzca en el ámbito laboral, tanto en la selección o la promoción de
personal como en el desarrollo de las tareas –incluido el acoso–, constituye una infracción y debe ser objeto de
investigación y, en su caso, de sanción, de acuerdo con el procedimiento y la tipificación establecidos por la
legislación laboral.

Artículo 84. Responsables.
1. Son responsables de las infracciones tipificadas por la presente ley las personas físicas de más de catorce
años o las personas jurídicas, públicas o privadas, que, por acción u omisión, incurren en los supuestos de
infracción.
2. Si el responsable de cualquiera de las infracciones tipificadas por la presente ley tiene entre catorce y
dieciocho años, responden solidariamente de la sanción y de la reparación sus representantes legales.
3. Si el responsable de cualquiera de las infracciones tipificadas por la presente ley es una persona física
menor de edad, independientemente de que se le tenga que imponer una multa, el órgano competente debe
adoptar medidas de interés social y valor educativo que tengan la finalidad de concienciar a la persona que ha
cometido la infracción –y, en su caso, a su entorno familiar y comunitario– en materia de igualdad de trato y
no discriminación, especialmente respecto de las personas LGBTI.
4. Si tanto el responsable de la infracción como la víctima son menores de edad, el órgano competente debe
valorar, como opción preferente, la posibilidad de reparar los daños con una mediación específica en el
ámbito de la igualdad de trato y la no discriminación de las personas LGBTI, con el fin de sensibilizar y formar
en el ámbito LGBTI como medida sustitutoria del procedimiento administrativo sancionador, siempre que no
se dé una relación de asimetría, de influencia coercitiva o de dependencia entre las partes implicadas.

Artículo 86. Concurrencia con el orden jurisdiccional penal.
1. No pueden sancionarse los hechos que ya hayan sido sancionados penal o administrativamente, en los
supuestos en que se aprecie identidad de sujeto, hechos y fundamento.
2. La Administración debe poner en conocimiento del Ministerio Fiscal o del órgano judicial competente los
casos en que considere que las infracciones pueden ser constitutivas de ilícito penal, y debe suspender el
procedimiento administrativo sancionador hasta que exista sentencia firme o resolución que ponga fin al
procedimiento, o hasta que el Ministerio Fiscal comunique la improcedencia de iniciar o proseguir
actuaciones.
3. Cuando el procedimiento judicial esté en curso, la Administración puede adoptar, de forma motivada,
medidas cautelares destinadas a evitar un perjuicio mayor. En caso de que el órgano judicial acuerde el
sobreseimiento de la causa o el archivo de las actuaciones de forma previa a dictar sentencia o bien si la
sentencia no es condenatoria, debe notificarlo al órgano administrativo correspondiente y este, en su caso,
debe solicitar al órgano judicial correspondiente la deducción del testimonio de las actuaciones judiciales para
levantar la suspensión, si procede, y continuar la tramitación del procedimiento administrativo.

Artículo 89. Infracciones.
1. Las infracciones pueden ser leves, graves o muy graves de acuerdo con lo establecido por la presente ley,
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siempre que no sean constitutivas de delito o de infracción laboral.
2. Las infracciones no pueden ser objeto de sanción sin la previa instrucción del correspondiente
procedimiento legal.
3. Son infracciones leves:

a) Hacer declaraciones o gestos o proferir insultos que comporten un trato vejatorio o que fomenten la
LGBTI-fobia contra las personas LGBTI o sus familias, o contra cualquier persona o grupo que representa
sus derechos, por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las
características sexuales.
b) Realizar actos de aislamiento, rechazo o desprecio público, notorio y explícito de personas por razón de
la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características sexuales.
c) No tratar a una persona, de forma intencionada, de acuerdo con su nombre o con el género con el que se
identifica.
d) No facilitar la tarea de los servicios de inspección de la Administración en el cumplimiento de los
mandatos de la presente ley, o negarse parcialmente a colaborar con la acción investigadora de dichos
servicios.
e) Incurrir en irregularidades formales por inobservancia de las disposiciones de la presente ley y de la
normativa que la desarrolle.

4. Son infracciones graves:
a) Emitir, en discursos públicos, medios de comunicación o redes sociales, mensajes discriminatorios por
razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características sexuales,
o expresiones vejatorias o con connotaciones lesbofóbicas, gayfóbicas, bifóbicas o transfóbicas.
b) Causar daños a bienes muebles o inmuebles pertenecientes a personas LGBTI, sus familias o cualquier
persona o grupo que defiende sus derechos, por razón de su orientación sexual, identidad de género,
expresión de género o características sexuales, o a bienes destinados a la protección de las personas LGBTI,
como centros asociativos LGBTI, o a la memoria democrática del colectivo LGBTI, como monumentos o
placas conmemorativas.
c) Colocar, adherir o representar, sin causar daño permanente, elementos como pintadas, adhesivos,
carteles o inscripciones sobre bienes públicos o bienes privados visibles desde el espacio público, que
contengan insultos, expresiones vejatorias o simbología que comporte discriminación por razón de la
orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características sexuales.
d) Impedir o dificultar a una persona la realización de un trámite o el acceso a un servicio público o a un
establecimiento abierto al público por razón de su orientación sexual, identidad de género, expresión de
género o características sexuales.
e) Difundir, en la vía pública o dentro de un edificio, cualquier publicación, eslogan o material análogo con
contenido discriminatorio por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de
género o las características sexuales.
f) Abstenerse de intervenir, las personas que tengan atribuido el deber, ante cualquier forma de
discriminación o violencia contra una persona LGBTI.
g) Incluir en los negocios jurídicos cláusulas o disposiciones que constituyan o causen discriminación por
razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características sexuales.
h) Denegar, los profesionales o las empresas, a una persona las prestaciones a las que tiene derecho, si la
denegación es por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las
características sexuales.
i) Cometer, de forma reiterada, acciones u omisiones que la presente ley tipifica como constitutivas de
infracciones leves, si responden a un mismo propósito discriminatorio, se enmarcan en un plan
preconcebido o aprovechan una misma ocasión o conjunto de circunstancias.

5. Son infracciones muy graves:
a) Acosar a las personas LGBTI o sus familias, o cualquier persona o grupo que representa sus derechos,
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por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características
sexuales.
b) Acosar, difamar o comportarse de forma agresiva contra entidades, profesionales o servicios públicos
que trabajan en la atención o la defensa de los derechos de las personas LGBTI.
c) Convocar espectáculos públicos o actividades recreativas que tengan como finalidad la incitación a llevar
a cabo conductas constitutivas de infracciones tipificadas como graves o muy graves por la presente ley.
d) Ejercer la apología, el fomento, la publicidad o la práctica de métodos, programas y terapias de aversión,
conversión o contracondicionamiento en cualquier forma, destinadas a modificar la orientación sexual, la
identidad de género, la expresión de género o las características sexuales, aunque cuenten con el
consentimiento de la persona interesada o de su representante legal.
e) Difundir discursos, mediante las redes sociales, que provoquen conductas constitutivas de infracciones
tipificadas como leves, graves o muy graves por la presente ley.
f) Denegar a una persona el acceso a cualquier establecimiento, producto o servicio, incluida la vivienda, si
la denegación se debe a la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las
características sexuales.
g) Emprender represalias contra una persona dispensándole un trato adverso por haber presentado una
queja, reclamación, denuncia, demanda o recurso con el fin de impedir que se la discrimine por razón de la
orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características sexuales y de exigir
el cumplimiento efectivo del principio de igualdad.
h) Cometer, de forma reiterada, acciones u omisiones que la presente ley tipifica como constitutivas de
infracciones graves, si responden a un mismo propósito discriminatorio, se enmarcan en un plan
preconcebido o aprovechan una misma ocasión o conjunto de circunstancias.

Artículo 90. Sanciones.
1. Las infracciones tipificadas por la presente ley se sancionan con las siguientes multas:

a) Las infracciones leves, con una multa de entre 300 y 10.000 euros.
b) Las infracciones graves, con una multa de entre 10.001 y 40.000 euros.
c) Las infracciones muy graves, con una multa de entre 40.001 y 500.000 euros.

2. En caso de que una discriminación se produzca por el funcionamiento de una administración pública o por
el personal contratado en el ejercicio de sus funciones o en medios de comunicación públicos, incluidas las
plataformas virtuales, la persona o el grupo responsables deben realizar una manifestación pública de
desagravio, en el mismo espacio o mediante los mismos canales, para reparar el daño a la dignidad de la
persona objeto de la discriminación.
3. Por la comisión de infracciones graves, el órgano que resuelva el expediente sancionador debe imponer,
además de la multa correspondiente, una de las siguientes sanciones accesorias, o más de una:

a) La prohibición de recibir ayudas o subvenciones públicas por un período de un año, como máximo.
b) La prohibición de contratar con las administraciones públicas y todos los organismos y entidades del
sector público por un período de un año, como máximo.

4. Por la comisión de infracciones muy graves, el órgano que resuelva el expediente sancionador debe
imponer, además de la multa correspondiente, una de las siguientes sanciones accesorias, o más de una:

a) La prohibición de recibir ayudas o subvenciones públicas por un período de dos años, como máximo,
que en caso de reincidencia o reiteración puede alargarse hasta un máximo total de cinco años, incluida la
cancelación total o parcial de las ayudas o subvenciones ya reconocidas.
b) La prohibición de contratar con las administraciones públicas y todos los organismos y entidades del
sector público por un período de entre un año y un día, y tres años.

5. Las autoridades competentes, a la hora de imponer sanciones y, en su caso, de determinar la cuantía de las
multas o la duración de las sanciones temporales, deben garantizar que sean proporcionales a la gravedad de
la infracción, teniendo en cuenta el perjuicio causado, el número de personas afectadas, la entidad del
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derecho afectado y la naturaleza del deber concernido según la legislación vigente. Deben considerarse
especialmente los siguientes criterios:

a) El grado de culpabilidad y la intencionalidad en la comisión de la infracción.
b) Los perjuicios físicos, morales y materiales causados a personas o bienes y la situación de riesgo creada
o mantenida.
c) La reincidencia o la reiteración.
d) La discriminación múltiple o interseccional y la victimización secundaria.
e) La trascendencia económica y social de la infracción.
f) El incumplimiento reiterado de las advertencias o recomendaciones previas de la Inspección de
Servicios Sociales.
g) El carácter permanente o transitorio de la situación de riesgo creada por la infracción.
h) El cumplimiento por iniciativa propia de las normas infringidas, en cualquier momento del
procedimiento administrativo sancionador, si todavía no se ha dictado una resolución.

6. La sanción debe tener por objetivo la prevención, disuasión, reparación y corrección de los perjuicios que
haya causado o pueda causar la discriminación.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 8

1. Entre los criterios de actuación de las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas 
competencias y en aplicación del principio de igualdad entre mujeres y hombres, establecidos en el artículo 
51 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres no se encuentra:

A) Establecer medidas efectivas para eliminar cualquier discriminación retributiva, directa o indirecta, por 
razón de sexo.

B) Establecer la igualdad efectiva entre mujeres y hombres tanto en el acceso público como en el desarrollo de 
la carrera profesional.

C) Establecer medidas efectivas de protección frente al acoso por razón de sexo.

D) Evaluar periódicamente la efectividad del principio de igualdad en sus ámbitos de actuación.

2. La Ley Orgánica 3/2007 para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres define acoso sexual como:

A) La situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, 
de manera menos favorable que otra en situación comparable

B) Cualquier comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto 
de atentar contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, 
degradante u ofensivo.

C) Cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una persona, con el propósito o el efecto de 
atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo.

D) Las respuestas b y c son correctas.
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3. Según el artículo 7 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, constituye acoso por razón de sexo:

A) Cualquier situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a 
su sexo, de manera menos favorable que otra en situación comparable.

B) Cualquier comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto 
de atentar contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, 
degradante u ofensivo.

C) Cualquier comportamiento de naturaleza sexual que tenga como propósito o produzca el efecto de tratar a 
una persona de manera menos favorable que otra en situación comparable.

D) Cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una persona, con el propósito o el efecto de 
atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo.

4. De acuerdo con el artículo 51 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres, entre los criterios de actuación de las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus 
respectivas competencias y en aplicación del principio de igualdad entre mujeres y hombres, éstas deberán 
(Señalar la opción de respuesta incorrecta):

A) Establecer medidas efectivas de protección frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo.

B) Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, sin menoscabo de la promoción profesional.

C) Fomentar la formación en igualdad, tanto en el acceso al empleo público como a lo largo de la carrera 
profesional.

D) Favorecer la presencia predominante de mujeres en los órganos de selección y valoración.

5. De conformidad con el art. 51 de la LO 3/2007 de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres: «las Administraciones públicas en el ámbito de sus respectivas competencias y en aplicación del 
principio de igualdad entre mujeres y hombres, deberán»: (señale la opción incorrecta).

A) Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, sin menoscabo de la promoción profesional.

B) Establecer un cupo del 3% de plazas en cada convocatoria destinada específicamente a mujeres en situación 
de maltrato.

C) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de selección y valoración.

D) Establecer medidas efectivas de protección frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo.

6. Según el artículo 51 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, las Administraciones públicas deberán fomentar la formación en igualdad:

A) Solo en el acceso al empleo público.

B) Solo en la promoción interna.

C) Solo en puestos directivos.

D) Tanto en el acceso al empleo público como a lo largo de la carrera profesional.

7. Según lo que se establece en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una persona, con el propósito o el 
efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo constituye:

A) Acoso sexual.

B) Acoso por razón de sexo.

C) Discriminación directa por razón de sexo.

D) Discriminación indirecta por razón de sexo.
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8. Respecto de la Ley orgánica 3/2007, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, cualquier 
comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar 
contra la dignidad de las personas, se refutará como acoso sexual o por razón de sexo cuando se realice sobre:

A) Una mujer.

B) A cualquier persona, independientemente de su sexo. (art. 7 Ley Orgánica 3/2007).

C) Un hombre.

D) A una mujer en su ámbito privado.

9. El acoso sexual:

A) Es sinónimo de acoso por razón de sexo.

B) Es cualquier comportamiento verbal o físico, de naturaleza sexual, que tenga el propósito o produzca el 
efecto de atentar contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, 
degradante u ofensivo.

C) Es cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una persona, con el propósito o el efecto de 
atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo

D) Es lo contrario que acoso por razón de sexo.

10. De conformidad con la LO 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad Efectiva entre Mujeres y Hombres, las 
Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias y en aplicación del principio de 
igualdad entre mujeres y hombres, deberán (señale la respuesta incorrecta):

A) Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, sin menoscabo de la promoción profesional.

B) Fomentar la formación en igualdad, tanto en el acceso al empleo público como a lo largo de la carrera 
profesional.

C) Promover la composición paritaria de mujeres y hombres en los órganos de selección y valoración.

D) Evaluar periódicamente la efectividad del principio de igualdad en sus respectivos ámbitos de actuación.

SOLUCIONES 1 B · 2 B · 3 D · 4 D · 5 B · 6 D · 7 B · 8 B · 9 B · 10 C

Te quedan 19 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 8, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.

Temario en formato ley · periodista (Parte general) · Departamento de Empresa y Trabajo 153

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Tema 9

La prevención de riesgos laborales: derechos y obligaciones de los 
trabajadores en materia de prevención de riesgos. Consulta y 

participación de los trabajadores y trabajadoras en materia de 
prevención de riesgos laborales. Seguridad y salud laboral: definición 

de riesgo laboral, definición de accidente laboral y sus tipologías, y 
definición de enfermedad profesional.

Ley 31/1995 prevención de riesgos laborales

LPRL · BOE-A-1995-24292 · art. 4 · arts. 14 a 29 · arts. 33 a 40 — 25 incluidos

CAPÍTULO I Objeto, ámbito de aplicación y definiciones

Artículo 4. Definiciones.
A efectos de la presente Ley y de las normas que la desarrollen:

1.º Se entenderá por «prevención» el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las
fases de actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo.
2.º Se entenderá como «riesgo laboral» la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño
derivado del trabajo. Para calificar un riesgo desde el punto de vista de su gravedad, se valorarán
conjuntamente la probabilidad de que se produzca el daño y la severidad del mismo.
3.º Se considerarán como «daños derivados del trabajo» las enfermedades, patologías o lesiones sufridas
con motivo u ocasión del trabajo.
4.º Se entenderá como «riesgo laboral grave e inminente» aquel que resulte probable racionalmente que se
materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud de los trabajadores. En el
caso de exposición a agentes susceptibles de causar daños graves a la salud de los trabajadores, se
considerará que existe un riesgo grave e inminente cuando sea probable racionalmente que se materialice
en un futuro inmediato una exposición a dichos agentes de la que puedan derivarse daños graves para la
salud, aun cuando éstos no se manifiesten de forma inmediata.
5.º Se entenderán como procesos, actividades, operaciones, equipos o productos «potencialmente
peligrosos» aquellos que, en ausencia de medidas preventivas específicas, originen riesgos para la
seguridad y la salud de los trabajadores que los desarrollan o utilizan.
6.º Se entenderá como «equipo de trabajo» cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación utilizada
en el trabajo.
7.º Se entenderá como «condición de trabajo» cualquier característica del mismo que pueda tener una
influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador. Quedan
específicamente incluidas en esta definición:

a) Las características generales de los locales, instalaciones, equipos, productos y demás útiles existentes en el
centro de trabajo.
b) La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus
correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia.
c) Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la generación
de los riesgos mencionados.
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d) Todas aquellas otras características del trabajo, incluidas las relativas a su organización y ordenación, que
influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador. 8.º Se entenderá por «equipo de
protección individual» cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el trabajador para que le proteja
de uno o varios riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo, así como cualquier
complemento o accesorio destinado a tal fin.

CAPÍTULO III Derechos y obligaciones

Artículo 14. Derecho a la protección frente a los riesgos laborales.
1. Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. El
citado derecho supone la existencia de un correlativo deber del empresario de protección de los trabajadores
frente a los riesgos laborales. Este deber de protección constituye, igualmente, un deber de las
Administraciones públicas respecto del personal a su servicio. Los derechos de información, consulta y
participación, formación en materia preventiva, paralización de la actividad en caso de riesgo grave e
inminente y vigilancia de su estado de salud, en los términos previstos en la presente Ley, forman parte del
derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
2. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar la seguridad y la salud de los
trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo. A estos efectos, en el marco de sus
responsabilidades, el empresario realizará la prevención de los riesgos laborales mediante la integración de la
actividad preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para la protección de la
seguridad y la salud de los trabajadores, con las especialidades que se recogen en los artículos siguientes en
materia de plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de riesgos, información, consulta y
participación y formación de los trabajadores, actuación en casos de emergencia y de riesgo grave e
inminente, vigilancia de la salud, y mediante la constitución de una organización y de los medios necesarios
en los términos establecidos en el capítulo IV de esta ley. El empresario desarrollará una acción permanente
de seguimiento de la actividad preventiva con el fin de perfeccionar de manera continua las actividades de
identificación, evaluación y control de los riesgos que no se hayan podido evitar y los niveles de protección
existentes y dispondrá lo necesario para la adaptación de las medidas de prevención señaladas en el párrafo
anterior a las modificaciones que puedan experimentar las circunstancias que incidan en la realización del
trabajo.
3. El empresario deberá cumplir las obligaciones establecidas en la normativa sobre prevención de riesgos
laborales.
4. Las obligaciones de los trabajadores establecidas en esta Ley, la atribución de funciones en materia de
protección y prevención a trabajadores o servicios de la empresa y el recurso al concierto con entidades
especializadas para el desarrollo de actividades de prevención complementarán las acciones del empresario,
sin que por ello le eximan del cumplimiento de su deber en esta materia, sin perjuicio de las acciones que
pueda ejercitar, en su caso, contra cualquier otra persona.
5. El coste de las medidas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo no deberá recaer en modo alguno
sobre los trabajadores.
Se modifica el apartado 2 por el art. 2.1 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 15. Principios de la acción preventiva.
1. El empresario aplicará las medidas que integran el deber general de prevención previsto en el artículo
anterior, con arreglo a los siguientes principios generales:

a) Evitar los riesgos.
b) Evaluar los riesgos que no se puedan evitar.
c) Combatir los riesgos en su origen.
d) Adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la concepción de los puestos de
trabajo, así como a la elección de los equipos y los métodos de trabajo y de producción, con miras, en
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particular, a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y a reducir los efectos del mismo en la salud.
e) Tener en cuenta la evolución de la técnica.
f) Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro.
g) Planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la técnica, la organización
del trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales en
el trabajo.
h) Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual.
i) Dar las debidas instrucciones a los trabajadores.

2. El empresario tomará en consideración las capacidades profesionales de los trabajadores en materia de
seguridad y de salud en el momento de encomendarles las tareas.
3. El empresario adoptará las medidas necesarias a fin de garantizar que sólo los trabajadores que hayan
recibido información suficiente y adecuada puedan acceder a las zonas de riesgo grave y específico.
4. La efectividad de las medidas preventivas deberá prever las distracciones o imprudencias no temerarias que
pudiera cometer el trabajador. Para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos adicionales que pudieran
implicar determinadas medidas preventivas, las cuales sólo podrán adoptarse cuando la magnitud de dichos
riesgos sea sustancialmente inferior a la de los que se pretende controlar y no existan alternativas más seguras.
5. Podrán concertar operaciones de seguro que tengan como fin garantizar como ámbito de cobertura la
previsión de riesgos derivados del trabajo, la empresa respecto de sus trabajadores, los trabajadores
autónomos respecto a ellos mismos y las sociedades cooperativas respecto a sus socios cuya actividad consista
en la prestación de su trabajo personal.

Artículo 16. Plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de los riesgos y planificación de la 
actividad preventiva 1.
La prevención de riesgos laborales deberá integrarse en el sistema general de gestión de la empresa, tanto en
el conjunto de sus actividades como en todos los niveles jerárquicos de ésta, a través de la implantación y
aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales a que se refiere el párrafo siguiente. Este plan de
prevención de riesgos laborales deberá incluir la estructura organizativa, las responsabilidades, las funciones,
las prácticas, los procedimientos, los procesos y los recursos necesarios para realizar la acción de prevención
de riesgos en la empresa, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 2. Los instrumentos
esenciales para la gestión y aplicación del plan de prevención de riesgos, que podrán ser llevados a cabo por
fases de forma programada, son la evaluación de riesgos laborales y la planificación de la actividad preventiva
a que se refieren los párrafos siguientes:
a) El empresario deberá realizar una evaluación inicial de los riesgos para la seguridad y salud de los
trabajadores, teniendo en cuenta, con carácter general, la naturaleza de la actividad, las características de los
puestos de trabajo existentes y de los trabajadores que deban desempeñarlos. Igual evaluación deberá hacerse
con ocasión de la elección de los equipos de trabajo, de las sustancias o preparados químicos y del
acondicionamiento de los lugares de trabajo. La evaluación inicial tendrá en cuenta aquellas otras actuaciones
que deban desarrollarse de conformidad con lo dispuesto en la normativa sobre protección de riesgos
específicos y actividades de especial peligrosidad. La evaluación será actualizada cuando cambien las
condiciones de trabajo y, en todo caso, se someterá a consideración y se revisará, si fuera necesario, con
ocasión de los daños para la salud que se hayan producido. Cuando el resultado de la evaluación lo hiciera
necesario, el empresario realizará controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los
trabajadores en la prestación de sus servicios, para detectar situaciones potencialmente peligrosas.
b) Si los resultados de la evaluación prevista en el párrafo a) pusieran de manifiesto situaciones de riesgo, el
empresario realizará aquellas actividades preventivas necesarias para eliminar o reducir y controlar tales
riesgos. Dichas actividades serán objeto de planificación por el empresario, incluyendo para cada actividad
preventiva el plazo para llevarla a cabo, la designación de responsables y los recursos humanos y materiales
necesarios para su ejecución. El empresario deberá asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades
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preventivas incluidas en la planificación, efectuando para ello un seguimiento continuo de la misma. Las
actividades de prevención deberán ser modificadas cuando se aprecie por el empresario, como consecuencia
de los controles periódicos previstos en el párrafo a) anterior, su inadecuación a los fines de protección
requeridos. 2 bis. Las empresas, en atención al número de trabajadores y a la naturaleza y peligrosidad de las
actividades realizadas, podrán realizar el plan de prevención de riesgos laborales, la evaluación de riesgos y la
planificación de la actividad preventiva de forma simplificada, siempre que ello no suponga una reducción del
nivel de protección de la seguridad y salud de los trabajadores y en los términos que reglamentariamente se
determinen. 3. Cuando se haya producido un daño para la salud de los trabajadores o cuando, con ocasión de
la vigilancia de la salud prevista en el artículo 22, aparezcan indicios de que las medidas de prevención
resultan insuficientes, el empresario llevará a cabo una investigación al respecto, a fin de detectar las causas
de estos hechos.
Se añade el apartado 2 bis por el art. 8.2 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725

Se modifica el título y los apartados 1 y 2 por el art. 2.2 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 17. Equipos de trabajo y medios de protección.
1. El empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que los equipos de trabajo sean adecuados para
el trabajo que deba realizarse y convenientemente adaptados a tal efecto, de forma que garanticen la seguridad
y la salud de los trabajadores al utilizarlos. Cuando la utilización de un equipo de trabajo pueda presentar un
riesgo específico para la seguridad y la salud de los trabajadores, el empresario adoptará las medidas
necesarias con el fin de que:

a) La utilización del equipo de trabajo quede reservada a los encargados de dicha utilización.
b) Los trabajos de reparación, transformación, mantenimiento o conservación sean realizados por los
trabajadores específicamente capacitados para ello.

2. El empresario deberá proporcionar a sus trabajadores equipos de protección individual adecuados para el
desempeño de sus funciones y velar por el uso efectivo de los mismos cuando, por la naturaleza de los trabajos
realizados, sean necesarios. Los equipos de protección individual deberán utilizarse cuando los riesgos no se
puedan evitar o no puedan limitarse suficientemente por medios técnicos de protección colectiva o mediante
medidas, métodos o procedimientos de organización del trabajo.

Artículo 18. Información, consulta y participación de los trabajadores.
1. A fin de dar cumplimiento al deber de protección establecido en la presente Ley, el empresario adoptará las
medidas adecuadas para que los trabajadores reciban todas las informaciones necesarias en relación con:

a) Los riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo, tanto aquellos que afecten a la
empresa en su conjunto como a cada tipo de puesto de trabajo o función.
b) Las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a los riesgos señalados en el apartado
anterior.
c) Las medidas adoptadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la presente Ley. En las
empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, la información a que se refiere el presente
apartado se facilitará por el empresario a los trabajadores a través de dichos representantes; no obstante,
deberá informarse directamente a cada trabajador de los riesgos específicos que afecten a su puesto de
trabajo o función y de las medidas de protección y prevención aplicables a dichos riesgos.

2. El empresario deberá consultar a los trabajadores, y permitir su participación, en el marco de todas las
cuestiones que afecten a la seguridad y a la salud en el trabajo, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo
V de la presente Ley. Los trabajadores tendrán derecho a efectuar propuestas al empresario, así como a los
órganos de participación y representación previstos en el capítulo V de esta Ley, dirigidas a la mejora de los
niveles de protección de la seguridad y la salud en la empresa.

Artículo 19. Formación de los trabajadores.
1. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar que cada trabajador reciba una
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formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el momento de su
contratación, cualquiera que sea la modalidad o duración de ésta, como cuando se produzcan cambios en las
funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de trabajo. La
formación deberá estar centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de cada trabajador,
adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos y repetirse periódicamente, si fuera
necesario.
2. La formación a que se refiere el apartado anterior deberá impartirse, siempre que sea posible, dentro de la
jornada de trabajo o, en su defecto, en otras horas pero con el descuento en aquélla del tiempo invertido en la
misma. La formación se podrá impartir por la empresa mediante medios propios o concertándola con
servicios ajenos, y su coste no recaerá en ningún caso sobre los trabajadores.

Artículo 20. Medidas de emergencia.
El empresario, teniendo en cuenta el tamaño y la actividad de la empresa, así como la posible presencia de
personas ajenas a la misma, deberá analizar las posibles situaciones de emergencia y adoptar las medidas
necesarias en materia de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación de los trabajadores,
designando para ello al personal encargado de poner en práctica estas medidas y comprobando
periódicamente, en su caso, su correcto funcionamiento. El citado personal deberá poseer la formación
necesaria, ser suficiente en número y disponer del material adecuado, en función de las circunstancias antes
señaladas. Para la aplicación de las medidas adoptadas, el empresario deberá organizar las relaciones que sean
necesarias con servicios externos a la empresa, en particular en materia de primeros auxilios, asistencia
médica de urgencia, salvamento y lucha contra incendios, de forma que quede garantizada la rapidez y eficacia
de las mismas.

Artículo 21. Riesgo grave e inminente.
1. Cuando los trabajadores estén o puedan estar expuestos a un riesgo grave e inminente con ocasión de su
trabajo, el empresario estará obligado a:

a) Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados acerca de la existencia de dicho riesgo y de
las medidas adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse en materia de protección.
b) Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que, en caso de peligro grave, inminente e
inevitable, los trabajadores puedan interrumpir su actividad y, si fuera necesario, abandonar de inmediato
el lugar de trabajo. En este supuesto no podrá exigirse a los trabajadores que reanuden su actividad
mientras persista el peligro, salvo excepción debidamente justificada por razones de seguridad y
determinada reglamentariamente.
c) Disponer lo necesario para que el trabajador que no pudiera ponerse en contacto con su superior
jerárquico, ante una situación de peligro grave e inminente para su seguridad, la de otros trabajadores o la
de terceros a la empresa, esté en condiciones, habida cuenta de sus conocimientos y de los medios técnicos
puestos a su disposición, de adoptar las medidas necesarias para evitar las consecuencias de dicho peligro.

2. De acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 14 de la presente Ley, el trabajador tendrá derecho a
interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo, en caso necesario, cuando considere que dicha
actividad entraña un riesgo grave e inminente para su vida o su salud.
3. Cuando en el caso a que se refiere el apartado 1 de este artículo el empresario no adopte o no permita la
adopción de las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores, los
representantes legales de éstos podrán acordar, por mayoría de sus miembros, la paralización de la actividad
de los trabajadores afectados por dicho riesgo. Tal acuerdo será comunicado de inmediato a la empresa y a la
autoridad laboral, la cual, en el plazo de veinticuatro horas, anulará o ratificará la paralización acordada. El
acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrá ser adoptado por decisión mayoritaria de los Delegados de
Prevención cuando no resulte posible reunir con la urgencia requerida al órgano de representación del
personal.
4. Los trabajadores o sus representantes no podrán sufrir perjuicio alguno derivado de la adopción de las
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medidas a que se refieren los apartados anteriores, a menos que hubieran obrado de mala fe o cometido
negligencia grave.

Artículo 22. Vigilancia de la salud.
1. El empresario garantizará a los trabajadores a su servicio la vigilancia periódica de su estado de salud en
función de los riesgos inherentes al trabajo. Esta vigilancia sólo podrá llevarse a cabo cuando el trabajador
preste su consentimiento. De este carácter voluntario sólo se exceptuarán, previo informe de los
representantes de los trabajadores, los supuestos en los que la realización de los reconocimientos sea
imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los trabajadores o para
verificar si el estado de salud del trabajador puede constituir un peligro para el mismo, para los demás
trabajadores o para otras personas relacionadas con la empresa o cuando así esté establecido en una
disposición legal en relación con la protección de riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad. En
todo caso se deberá optar por la realización de aquellos reconocimientos o pruebas que causen las menores
molestias al trabajador y que sean proporcionales al riesgo.
2. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo respetando siempre el
derecho a la intimidad y a la dignidad de la persona del trabajador y la confidencialidad de toda la información
relacionada con su estado de salud.
3. Los resultados de la vigilancia a que se refiere el apartado anterior serán comunicados a los trabajadores
afectados.
4. Los datos relativos a la vigilancia de la salud de los trabajadores no podrán ser usados con fines
discriminatorios ni en perjuicio del trabajador. El acceso a la información médica de carácter personal se
limitará al personal médico y a las autoridades sanitarias que lleven a cabo la vigilancia de la salud de los
trabajadores, sin que pueda facilitarse al empresario o a otras personas sin consentimiento expreso del
trabajador. No obstante lo anterior, el empresario y las personas u órganos con responsabilidades en materia
de prevención serán informados de las conclusiones que se deriven de los reconocimientos efectuados en
relación con la aptitud del trabajador para el desempeño del puesto de trabajo o con la necesidad de introducir
o mejorar las medidas de protección y prevención, a fin de que puedan desarrollar correctamente sus
funciones en materia preventiva.
5. En los supuestos en que la naturaleza de los riesgos inherentes al trabajo lo haga necesario, el derecho de los
trabajadores a la vigilancia periódica de su estado de salud deberá ser prolongado más allá de la finalización de
la relación laboral, en los términos que reglamentariamente se determinen.
6. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo por personal sanitario
con competencia técnica, formación y capacidad acreditada.

Artículo 23. Documentación.
1. El empresario deberá elaborar y conservar a disposición de la autoridad laboral la siguiente documentación
relativa a las obligaciones establecidas en los artículos anteriores:

a) Plan de prevención de riesgos laborales, conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 16 de esta
ley.
b) Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud en el trabajo, incluido el resultado de los controles
periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores, de acuerdo con lo dispuesto
en el párrafo a) del apartado 2 del artículo 16 de esta ley.
c) Planificación de la actividad preventiva, incluidas las medidas de protección y de prevención a adoptar y,
en su caso, material de protección que deba utilizarse, de conformidad con el párrafo b) del apartado 2 del
artículo 16 de esta ley.
d) Práctica de los controles del estado de salud de los trabajadores previstos en el artículo 22 de esta Ley y
conclusiones obtenidas de los mismos en los términos recogidos en el último párrafo del apartado 4 del
citado artículo.
e) Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que hayan causado al trabajador una
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incapacidad laboral superior a un día de trabajo. En estos casos el empresario realizará, además, la
notificación a que se refiere el apartado 3 del presente artículo.

2. En el momento de cesación de su actividad, las empresas deberán remitir a la autoridad laboral la
documentación señalada en el apartado anterior.
3. El empresario estará obligado a notificar por escrito a la autoridad laboral los daños para la salud de los
trabajadores a su servicio que se hubieran producido con motivo del desarrollo de su trabajo, conforme al
procedimiento que se determine reglamentariamente.
4. La documentación a que se hace referencia en el presente artículo deberá también ser puesta a disposición
de las autoridades sanitarias al objeto de que éstas puedan cumplir con lo dispuesto en el artículo 10 de la
presente Ley y en el artículo 21 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad. Se modifican las letras a),
b) y c) del apartado 1 por el art. 2.3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 24. Coordinación de actividades empresariales.
1. Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades trabajadores de dos o más empresas, éstas
deberán cooperar en la aplicación de la normativa sobre prevención de riesgos laborales. A tal fin,
establecerán los medios de coordinación que sean necesarios en cuanto a la protección y prevención de
riesgos laborales y la información sobre los mismos a sus respectivos trabajadores, en los términos previstos
en el apartado 1 del artículo 18 de esta Ley.
2. El empresario titular del centro de trabajo adoptará las medidas necesarias para que aquellos otros
empresarios que desarrollen actividades en su centro de trabajo reciban la información y las instrucciones
adecuadas, en relación con los riesgos existentes en el centro de trabajo y con las medidas de protección y
prevención correspondientes, así como sobre las medidas de emergencia a aplicar, para su traslado a sus
respectivos trabajadores.
3. Las empresas que contraten o subcontraten con otras la realización de obras o servicios correspondientes a
la propia actividad de aquéllas y que se desarrollen en sus propios centros de trabajo deberán vigilar el
cumplimiento por dichos contratistas y subcontratistas de la normativa de prevención de riesgos laborales.
4. Las obligaciones consignadas en el último párrafo del apartado 1 del artículo 41 de esta Ley serán también
de aplicación, respecto de las operaciones contratadas, en los supuestos en que los trabajadores de la empresa
contratista o subcontratista no presten servicios en los centros de trabajo de la empresa principal, siempre que
tales trabajadores deban operar con maquinaria, equipos, productos, materias primas o útiles proporcionados
por la empresa principal.
5. Los deberes de cooperación y de información e instrucción recogidos en los apartados 1 y 2 serán de
aplicación respecto de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en dichos centros de trabajo.
6. Las obligaciones previstas en este artículo serán desarrolladas reglamentariamente.
Se añade el apartado 6 por el art. 3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 25. Protección de trabajadores especialmente sensibles a determinados riesgos.
1. El empresario garantizará de manera específica la protección de los trabajadores que, por sus propias
características personales o estado biológico conocido, incluidos aquellos que tengan reconocida la situación
de discapacidad física, psíquica o sensorial, sean especialmente sensibles a los riesgos derivados del trabajo. A
tal fin, deberá tener en cuenta dichos aspectos en las evaluaciones de los riesgos y, en función de éstas,
adoptará las medidas preventivas y de protección necesarias. Los trabajadores no serán empleados en aquellos
puestos de trabajo en los que, a causa de sus características personales, estado biológico o por su discapacidad
física, psíquica o sensorial debidamente reconocida, puedan ellos, los demás trabajadores u otras personas
relacionadas con la empresa ponerse en situación de peligro o, en general, cuando se encuentren
manifiestamente en estados o situaciones transitorias que no respondan a las exigencias psicofísicas de los
respectivos puestos de trabajo.
2. Igualmente, el empresario deberá tener en cuenta en las evaluaciones los factores de riesgo que puedan
incidir en la función de procreación de los trabajadores y trabajadoras, en particular por la exposición a
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agentes físicos, químicos y biológicos que puedan ejercer efectos mutagénicos o de toxicidad para la
procreación, tanto en los aspectos de la fertilidad, como del desarrollo de la descendencia, con objeto de
adoptar las medidas preventivas necesarias.

Artículo 26. Protección de la maternidad.
1. La evaluación de los riesgos a que se refiere el artículo 16 de la presente Ley deberá comprender la
determinación de la naturaleza, el grado y la duración de la exposición de las trabajadoras en situación de
embarazo o parto reciente a agentes, procedimientos o condiciones de trabajo que puedan influir
negativamente en la salud de las trabajadoras o del feto, en cualquier actividad susceptible de presentar un
riesgo específico. Si los resultados de la evaluación revelasen un riesgo para la seguridad y la salud o una
posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas trabajadoras, el empresario adoptará las
medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo, a través de una adaptación de las condiciones o
del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada. Dichas medidas incluirán, cuando resulte necesario, la no
realización de trabajo nocturno o de trabajo a turnos.
2. Cuando la adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo no resultase posible o, a pesar de tal
adaptación, las condiciones de un puesto de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la
trabajadora embarazada o del feto, y así lo certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la
Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura
de los riesgos profesionales, con el informe del médico del Servicio Nacional de Salud que asista
facultativamente a la trabajadora, ésta deberá desempeñar un puesto de trabajo o función diferente y
compatible con su estado. El empresario deberá determinar, previa consulta con los representantes de los
trabajadores, la relación de los puestos de trabajo exentos de riesgos a estos efectos. El cambio de puesto o
función se llevará a cabo de conformidad con las reglas y criterios que se apliquen en los supuestos de
movilidad funcional y tendrá efectos hasta el momento en que el estado de salud de la trabajadora permita su
reincorporación al anterior puesto. En el supuesto de que, aun aplicando las reglas señaladas en el párrafo
anterior, no existiese puesto de trabajo o función compatible, la trabajadora podrá ser destinada a un puesto
no correspondiente a su grupo o categoría equivalente, si bien conservará el derecho al conjunto de
retribuciones de su puesto de origen.
3. Si dicho cambio de puesto no resultara técnica u objetivamente posible, o no pueda razonablemente exigirse
por motivos justificados, podrá declararse el paso de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del
contrato por riesgo durante el embarazo, contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto de los Trabajadores,
durante el período necesario para la protección de su seguridad o de su salud y mientras persista la
imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior o a otro puesto compatible con su estado.
4. Lo dispuesto en los números 1 y 2 de este artículo será también de aplicación durante el período de lactancia
natural, si las condiciones de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la mujer o del hijo y así lo
certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la
Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del
médico del Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la trabajadora o a su hijo. Podrá,
asimismo, declararse el pase de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo
durante la lactancia natural de hijos menores de nueve meses contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto
de los Trabajadores, si se dan las circunstancias previstas en el número 3 de este artículo.
5. Las trabajadoras embarazadas tendrán derecho a ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, para
la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, previo aviso al empresario y
justificación de la necesidad de su realización dentro de la jornada de trabajo.
Se modifica el párrafo primero del apartado 2 y el apartado 4 por la disposición adicional 12.2 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref.
BOE-A-2007-6115 Se modifca por el art. 10 de la Ley 39/1999, de 5 de noviembre. Ref. BOE-A-1999-21568

Artículo 27. Protección de los menores.
1. Antes de la incorporación al trabajo de jóvenes menores de dieciocho años, y previamente a cualquier
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modificación importante de sus condiciones de trabajo, el empresario deberá efectuar una evaluación de los
puestos de trabajo a desempeñar por los mismos, a fin de determinar la naturaleza, el grado y la duración de
su exposición, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico al respecto, a agentes,
procesos o condiciones de trabajo que puedan poner en peligro la seguridad o la salud de estos trabajadores. A
tal fin, la evaluación tendrá especialmente en cuenta los riesgos específicos para la seguridad, la salud y el
desarrollo de los jóvenes derivados de su falta de experiencia, de su inmadurez para evaluar los riesgos
existentes o potenciales y de su desarrollo todavía incompleto. En todo caso, el empresario informará a dichos
jóvenes y a sus padres o tutores que hayan intervenido en la contratación, conforme a lo dispuesto en la letra
b) del artículo 7 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores aprobado por el Real Decreto
legislativo 1/1995, de 24 de marzo, de los posibles riesgos y de todas las medidas adoptadas para la protección
de su seguridad y salud.
2. Teniendo en cuenta los factores anteriormente señalados, el Gobierno establecerá las limitaciones a la
contratación de jóvenes menores de dieciocho años en trabajos que presenten riesgos específicos.

Artículo 28. Relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en empresas de trabajo 
temporal.
1. Los trabajadores con relaciones de trabajo temporales o de duración determinada, así como los contratados
por empresas de trabajo temporal, deberán disfrutar del mismo nivel de protección en materia de seguridad y
salud que los restantes trabajadores de la empresa en la que prestan sus servicios. La existencia de una
relación de trabajo de las señaladas en el párrafo anterior no justificará en ningún caso una diferencia de trato
por lo que respecta a las condiciones de trabajo, en lo relativo a cualquiera de los aspectos de la protección de
la seguridad y la salud de los trabajadores. La presente Ley y sus disposiciones de desarrollo se aplicarán
plenamente a las relaciones de trabajo señaladas en los párrafos anteriores.
2. El empresario adoptará las medidas necesarias para garantizar que, con carácter previo al inicio de su
actividad, los trabajadores a que se refiere el apartado anterior reciban información acerca de los riesgos a los
que vayan a estar expuestos, en particular en lo relativo a la necesidad de cualificaciones o aptitudes
profesionales determinadas, la exigencia de controles médicos especiales o la existencia de riesgos específicos
del puesto de trabajo a cubrir, así como sobre las medidas de protección y prevención frente a los mismos.
Dichos trabajadores recibirán, en todo caso, una formación suficiente y adecuada a las características del
puesto de trabajo a cubrir, teniendo en cuenta su cualificación y experiencia profesional y los riesgos a los que
vayan a estar expuestos.
3. Los trabajadores a que se refiere el presente artículo tendrán derecho a una vigilancia periódica de su estado
de salud, en los términos establecidos en el artículo 22 de esta Ley y en sus normas de desarrollo.
4. El empresario deberá informar a los trabajadores designados para ocuparse de las actividades de protección
y prevención o, en su caso, al servicio de prevención previsto en el artículo 31 de esta Ley de la incorporación
de los trabajadores a que se refiere el presente artículo, en la medida necesaria para que puedan desarrollar de
forma adecuada sus funciones respecto de todos los trabajadores de la empresa.
5. En las relaciones de trabajo a través de empresas de trabajo temporal, la empresa usuaria será responsable
de las condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con la protección de la seguridad y la salud
de los trabajadores. Corresponderá, además, a la empresa usuaria el cumplimiento de las obligaciones en
materia de información previstas en los apartados 2 y 4 del presente artículo. La empresa de trabajo temporal
será responsable del cumplimiento de las obligaciones en materia de formación y vigilancia de la salud que se
establecen en los apartados 2 y 3 de este artículo. A tal fin, y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior,
la empresa usuaria deberá informar a la empresa de trabajo temporal, y ésta a los trabajadores afectados,
antes de la adscripción de los mismos, acerca de las características propias de los puestos de trabajo a
desempeñar y de las cualificaciones requeridas. La empresa usuaria deberá informar a los representantes de
los trabajadores en la misma de la adscripción de los trabajadores puestos a disposición por la empresa de
trabajo temporal. Dichos trabajadores podrán dirigirse a estos representantes en el ejercicio de los derechos
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reconocidos en la presente Ley.

Artículo 29. Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos.
1. Corresponde a cada trabajador velar, según sus posibilidades y mediante el cumplimiento de las medidas de
prevención que en cada caso sean adoptadas, por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas
otras personas a las que pueda afectar su actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones en el trabajo,
de conformidad con su formación y las instrucciones del empresario.
2. Los trabajadores, con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, deberán en
particular:

1.º Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos,
herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los
que desarrollen su actividad.
2.º Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con
las instrucciones recibidas de éste.
3.º No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes o
que se instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo en los que ésta tenga
lugar.
4.º Informar de inmediato a su superior jerárquico directo, y a los trabajadores designados para realizar
actividades de protección y de prevención o, en su caso, al servicio de prevención, acerca de cualquier
situación que, a su juicio, entrañe, por motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud de los
trabajadores.
5.º Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de
proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.
6.º Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean
seguras y no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores.

3. El incumplimiento por los trabajadores de las obligaciones en materia de prevención de riesgos a que se
refieren los apartados anteriores tendrá la consideración de incumplimiento laboral a los efectos previstos en
el artículo 58.1 del Estatuto de los Trabajadores o de falta, en su caso, conforme a lo establecido en la
correspondiente normativa sobre régimen disciplinario de los funcionarios públicos o del personal estatutario
al servicio de las Administraciones públicas. Lo dispuesto en este apartado será igualmente aplicable a los
socios de las cooperativas cuya actividad consista en la prestación de su trabajo, con las precisiones que se
establezcan en sus Reglamentos de Régimen Interno.

CAPÍTULO V Consulta y participación de los trabajadores

Artículo 33. Consulta de los trabajadores.
1. El empresario deberá consultar a los trabajadores, con la debida antelación, la adopción de las decisiones
relativas a:

a) La planificación y la organización del trabajo en la empresa y la introducción de nuevas tecnologías, en
todo lo relacionado con las consecuencias que éstas pudieran tener para la seguridad y la salud de los
trabajadores, derivadas de la elección de los equipos, la determinación y la adecuación de las condiciones
de trabajo y el impacto de los factores ambientales en el trabajo.
b) La organización y desarrollo de las actividades de protección de la salud y prevención de los riesgos
profesionales en la empresa, incluida la designación de los trabajadores encargados de dichas actividades o
el recurso a un servicio de prevención externo.
c) La designación de los trabajadores encargados de las medidas de emergencia.
d) Los procedimientos de información y documentación a que se refieren los artículos 18, apartado 1, y 23,
apartado 1, de la presente Ley.
e) El proyecto y la organización de la formación en materia preventiva.
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f) Cualquier otra acción que pueda tener efectos sustanciales sobre la seguridad y la salud de los
trabajadores.

2. En las empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, las consultas a que se refiere el
apartado anterior se llevarán a cabo con dichos representantes.

Artículo 34. Derechos de participación y representación.
1. Los trabajadores tienen derecho a participar en la empresa en las cuestiones relacionadas con la prevención
de riesgos en el trabajo. En las empresas o centros de trabajo que cuenten con seis o más trabajadores, la
participación de éstos se canalizará a través de sus representantes y de la representación especializada que se
regula en este capítulo.
2. A los Comités de Empresa, a los Delegados de Personal y a los representantes sindicales les corresponde, en
los términos que, respectivamente, les reconocen el Estatuto de los Trabajadores, la Ley de Organos de
Representación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas y la Ley Orgánica de Libertad
Sindical, la defensa de los intereses de los trabajadores en materia de prevención de riesgos en el trabajo. Para
ello, los representantes del personal ejercerán las competencias que dichas normas establecen en materia de
información, consulta y negociación, vigilancia y control y ejercicio de acciones ante las empresas y los
órganos y tribunales competentes.
3. El derecho de participación que se regula en este capítulo se ejercerá en el ámbito de las Administraciones
públicas con las adaptaciones que procedan en atención a la diversidad de las actividades que desarrollan y las
diferentes condiciones en que éstas se realizan, la complejidad y dispersión de su estructura organizativa y sus
peculiaridades en materia de representación colectiva, en los términos previstos en la Ley 7/1990, de 19 de
julio, sobre negociación colectiva y participación en la determinación de las condiciones de trabajo de los
empleados públicos, pudiéndose establecer ámbitos sectoriales y descentralizados en función del número de
efectivos y centros. Para llevar a cabo la indicada adaptación en el ámbito de la Administración General del
Estado, el Gobierno tendrá en cuenta los siguientes criterios:

a) En ningún caso dicha adaptación podrá afectar a las competencias, facultades y garantías que se
reconocen en esta Ley a los Delegados de Prevención y a los Comités de Seguridad y Salud.
b) Se deberá establecer el ámbito específico que resulte adecuado en cada caso para el ejercicio de la
función de participación en materia preventiva dentro de la estructura organizativa de la Administración.
Con carácter general, dicho ámbito será el de los órganos de representación del personal al servicio de las
Administraciones públicas, si bien podrán establecerse otros distintos en función de las características de
la actividad y frecuencia de los riesgos a que puedan encontrarse expuestos los trabajadores.
c) Cuando en el indicado ámbito existan diferentes órganos de representación del personal, se deberá
garantizar una actuación coordinada de todos ellos en materia de prevención y protección de la seguridad y
la salud en el trabajo, posibilitando que la participación se realice de forma conjunta entre unos y otros, en
el ámbito específico establecido al efecto.
d) Con carácter general, se constituirá un único Comité de Seguridad y Salud en el ámbito de los órganos de
representación previstos en la Ley de Organos de Representación del Personal al Servicio de las
Administraciones Públicas, que estará integrado por los Delegados de Prevención designados en dicho
ámbito, tanto para el personal con relación de carácter administrativo o estatutario como para el personal
laboral, y por representantes de la Administración en número no superior al de Delegados. Ello no
obstante, podrán constituirse Comités de Seguridad y Salud en otros ámbitos cuando las razones de la
actividad y el tipo y frecuencia de los riesgos así lo aconsejen.

Artículo 35. Delegados de Prevención.
1. Los Delegados de Prevención son los representantes de los trabajadores con funciones específicas en
materia de prevención de riesgos en el trabajo.
2. Los Delegados de Prevención serán designados por y entre los representantes del personal, en el ámbito de
los órganos de representación previstos en las normas a que se refiere el artículo anterior, con arreglo a la
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siguiente escala: De 50 a 100 trabajadores: 2 Delegados de Prevención. De 101 a 500 trabajadores: 3 Delegados
de Prevención. De 501 a 1.000 trabajadores: 4 Delegados de Prevención. De 1.001 a 2.000 trabajadores: 5
Delegados de Prevención. De 2.001 a 3.000 trabajadores: 6 Delegados de Prevención. De 3.001 a 4.000
trabajadores: 7 Delegados de Prevención. De 4.001 en adelante: 8 Delegados de Prevención. En las empresas de
hasta treinta trabajadores el Delegado de Prevención será el Delegado de Personal. En las empresas de treinta
y uno a cuarenta y nueve trabajadores habrá un Delegado de Prevención que será elegido por y entre los
Delegados de Personal.
3. A efectos de determinar el número de Delegados de Prevención se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

a) Los trabajadores vinculados por contratos de duración determinada superior a un año se computarán
como trabajadores fijos de plantilla.
b) Los contratados por término de hasta un año se computarán según el número de días trabajados en el
período de un año anterior a la designación. Cada doscientos días trabajados o fracción se computarán
como un trabajador más.

4. No obstante lo dispuesto en el presente artículo, en los convenios colectivos podrán establecerse otros
sistemas de designación de los Delegados de Prevención, siempre que se garantice que la facultad de
designación corresponde a los representantes del personal o a los propios trabajadores. Asimismo, en la
negociación colectiva o mediante los acuerdos a que se refiere el artículo 83, apartado 3, del Estatuto de los
Trabajadores podrá acordarse que las competencias reconocidas en esta Ley a los Delegados de Prevención
sean ejercidas por órganos específicos creados en el propio convenio o en los acuerdos citados. Dichos órganos
podrán asumir, en los términos y conforme a las modalidades que se acuerden, competencias generales
respecto del conjunto de los centros de trabajo incluidos en el ámbito de aplicación del convenio o del
acuerdo, en orden a fomentar el mejor cumplimiento en los mismos de la normativa sobre prevención de
riesgos laborales. Igualmente, en el ámbito de las Administraciones públicas se podrán establecer, en los
términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en la
determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos, otros sistemas de designación de los
Delegados de Prevención y acordarse que las competencias que esta Ley atribuye a éstos puedan ser ejercidas
por órganos específicos.

Artículo 36. Competencias y facultades de los Delegados de Prevención.
1. Son competencias de los Delegados de Prevención:

a) Colaborar con la dirección de la empresa en la mejora de la acción preventiva.
b) Promover y fomentar la cooperación de los trabajadores en la ejecución de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales.
c) Ser consultados por el empresario, con carácter previo a su ejecución, acerca de las decisiones a que se
refiere el artículo 33 de la presente Ley.
d) Ejercer una labor de vigilancia y control sobre el cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos
laborales. En las empresas que, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 38 de esta Ley, no
cuenten con Comité de Seguridad y Salud por no alcanzar el número mínimo de trabajadores establecido al
efecto, las competencias atribuidas a aquél en la presente Ley serán ejercidas por los Delegados de
Prevención.

2. En el ejercicio de las competencias atribuidas a los Delegados de Prevención, éstos estarán facultados para:
a) Acompañar a los técnicos en las evaluaciones de carácter preventivo del medio ambiente de trabajo, así
como, en los términos previstos en el artículo 40 de esta Ley, a los Inspectores de Trabajo y Seguridad
Social en las visitas y verificaciones que realicen en los centros de trabajo para comprobar el cumplimiento
de la normativa sobre prevención de riesgos laborales, pudiendo formular ante ellos las observaciones que
estimen oportunas.
b) Tener acceso, con las limitaciones previstas en el apartado 4 del artículo 22 de esta Ley, a la información
y documentación relativa a las condiciones de trabajo que sean necesarias para el ejercicio de sus
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funciones y, en particular, a la prevista en los artículos 18 y 23 de esta Ley. Cuando la información esté
sujeta a las limitaciones reseñadas, sólo podrá ser suministrada de manera que se garantice el respeto de la
confidencialidad.
c) Ser informados por el empresario sobre los daños producidos en la salud de los trabajadores una vez que
aquél hubiese tenido conocimiento de ellos, pudiendo presentarse, aún fuera de su jornada laboral, en el
lugar de los hechos para conocer las circunstancias de los mismos.
d) Recibir del empresario las informaciones obtenidas por éste procedentes de las personas u órganos
encargados de las actividades de protección y prevención en la empresa, así como de los organismos
competentes para la seguridad y la salud de los trabajadores, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40
de esta Ley en materia de colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
e) Realizar visitas a los lugares de trabajo para ejercer una labor de vigilancia y control del estado de las
condiciones de trabajo, pudiendo, a tal fin, acceder a cualquier zona de los mismos y comunicarse durante
la jornada con los trabajadores, de manera que no se altere el normal desarrollo del proceso productivo.
f) Recabar del empresario la adopción de medidas de carácter preventivo y para la mejora de los niveles de
protección de la seguridad y la salud de los trabajadores, pudiendo a tal fin efectuar propuestas al
empresario, así como al Comité de Seguridad y Salud para su discusión en el mismo.
g) Proponer al órgano de representación de los trabajadores la adopción del acuerdo de paralización de
actividades a que se refiere el apartado 3 del artículo 21.

3. Los informes que deban emitir los Delegados de Prevención a tenor de lo dispuesto en la letra c) del
apartado 1 de este artículo deberán elaborarse en un plazo de quince días, o en el tiempo imprescindible
cuando se trate de adoptar medidas dirigidas a prevenir riesgos inminentes. Transcurrido el plazo sin haberse
emitido el informe, el empresario podrá poner en práctica su decisión.
4. La decisión negativa del empresario a la adopción de las medidas propuestas por el Delegado de Prevención
a tenor de lo dispuesto en la letra f) del apartado 2 de este artículo deberá ser motivada.

Artículo 37. Garantías y sigilo profesional de los Delegados de Prevención.
1. Lo previsto en el artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores en materia de garantías será de aplicación a los
Delegados de Prevención en su condición de representantes de los trabajadores. El tiempo utilizado por los
Delegados de Prevención para el desempeño de las funciones previstas en esta Ley será considerado como de
ejercicio de funciones de representación a efectos de la utilización del crédito de horas mensuales retribuidas
previsto en la letra e) del citado artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores. No obstante lo anterior, será
considerado en todo caso como tiempo de trabajo efectivo, sin imputación al citado crédito horario, el
correspondiente a las reuniones del Comité de Seguridad y Salud y a cualesquiera otras convocadas por el
empresario en materia de prevención de riesgos, así como el destinado a las visitas previstas en las letras a) y
c) del número 2 del artículo anterior.
2. El empresario deberá proporcionar a los Delegados de Prevención los medios y la formación en materia
preventiva que resulten necesarios para el ejercicio de sus funciones. La formación se deberá facilitar por el
empresario por sus propios medios o mediante concierto con organismos o entidades especializadas en la
materia y deberá adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos, repitiéndose
periódicamente si fuera necesario. El tiempo dedicado a la formación será considerado como tiempo de
trabajo a todos los efectos y su coste no podrá recaer en ningún caso sobre los Delegados de Prevención.
3. A los Delegados de Prevención les será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 65 del Estatuto
de los Trabajadores en cuanto al sigilo profesional debido respecto de las informaciones a que tuviesen acceso
como consecuencia de su actuación en la empresa.
4. Lo dispuesto en el presente artículo en materia de garantías y sigilo profesional de los Delegados de
Prevención se entenderá referido, en el caso de las relaciones de carácter administrativo o estatutario del
personal al servicio de las Administraciones públicas, a la regulación contenida en los artículos 10, párrafo
segundo, y 11 de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de Organos de Representación, Determinación de las
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Condiciones de Trabajo y Participación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas.

Artículo 38. Comité de Seguridad y Salud.
1. El Comité de Seguridad y Salud es el órgano paritario y colegiado de participación destinado a la consulta
regular y periódica de las actuaciones de la empresa en materia de prevención de riesgos.
2. Se constituirá un Comité de Seguridad y Salud en todas las empresas o centros de trabajo que cuenten con 50
o más trabajadores. El Comité estará formado por los Delegados de Prevención, de una parte, y por el
empresario y/o sus representantes en número igual al de los Delegados de Prevención, de la otra. En las
reuniones del Comité de Seguridad y Salud participarán, con voz pero sin voto, los Delegados Sindicales y los
responsables técnicos de la prevención en la empresa que no estén incluidos en la composición a la que se
refiere el párrafo anterior. En las mismas condiciones podrán participar trabajadores de la empresa que
cuenten con una especial cualificación o información respecto de concretas cuestiones que se debatan en este
órgano y técnicos en prevención ajenos a la empresa, siempre que así lo solicite alguna de las
representaciones en el Comité.
3. El Comité de Seguridad y Salud se reunirá trimestralmente y siempre que lo solicite alguna de las
representaciones en el mismo. El Comité adoptará sus propias normas de funcionamiento. Las empresas que
cuenten con varios centros de trabajo dotados de Comité de Seguridad y Salud podrán acordar con sus
trabajadores la creación de un Comité Intercentros, con las funciones que el acuerdo le atribuya.

Artículo 39. Competencias y facultades del Comité de Seguridad y Salud.
1. El Comité de Seguridad y Salud tendrá las siguientes competencias:

a) Participar en la elaboración, puesta en práctica y evaluación de los planes y programas de prevención de
riesgos de la empresa. A tal efecto, en su seno se debatirán, antes de su puesta en práctica y en lo referente
a su incidencia en la prevención de riesgos, la elección de la modalidad organizativa de la empresa y, en su
caso, la gestión realizada por las entidades especializadas con las que la empresa hubiera concertado la
realización de actividades preventivas; los proyectos en materia de planificación, organización del trabajo e
introducción de nuevas tecnologías, organización y desarrollo de las actividades de protección y
prevención a que se refiere el artículo 16 de esta Ley y proyecto y organización de la formación en materia
preventiva.
b) Promover iniciativas sobre métodos y procedimientos para la efectiva prevención de los riesgos,
proponiendo a la empresa la mejora de las condiciones o la corrección de las deficiencias existentes.

2. En el ejercicio de sus competencias, el Comité de Seguridad y Salud estará facultado para:
a) Conocer directamente la situación relativa a la prevención de riesgos en el centro de trabajo, realizando
a tal efecto las visitas que estime oportunas.
b) Conocer cuantos documentos e informes relativos a las condiciones de trabajo sean necesarios para el
cumplimiento de sus funciones, así como los procedentes de la actividad del servicio de prevención, en su
caso.
c) Conocer y analizar los daños producidos en la salud o en la integridad física de los trabajadores, al objeto
de valorar sus causas y proponer las medidas preventivas oportunas.
d) Conocer e informar la memoria y programación anual de servicios de prevención.

3. A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en esta Ley respecto de la colaboración entre empresas en los
supuestos de desarrollo simultáneo de actividades en un mismo centro de trabajo, se podrá acordar la
realización de reuniones conjuntas de los Comités de Seguridad y Salud o, en su defecto, de los Delegados de
Prevención y empresarios de las empresas que carezcan de dichos Comités, u otras medidas de actuación
coordinada.
Se modifica la letra a) del apartado 1 por el art. 8.8 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725

Se modifica la letra a) del apartado 1 por el art. 5 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 40. Colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
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1. Los trabajadores y sus representantes podrán recurrir a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social si
consideran que las medidas adoptadas y los medios utilizados por el empresario no son suficientes para
garantizar la seguridad y la salud en el trabajo.
2. En las visitas a los centros de trabajo para la comprobación del cumplimiento de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales, el Inspector de Trabajo y Seguridad Social comunicará su presencia al
empresario o a su representante o a la persona inspeccionada, al Comité de Seguridad y Salud, al Delegado de
Prevención o, en su ausencia, a los representantes legales de los trabajadores, a fin de que puedan
acompañarle durante el desarrollo de su visita y formularle las observaciones que estimen oportunas, a menos
que considere que dichas comunicaciones puedan perjudicar el éxito de sus funciones.
3. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social informará a los Delegados de Prevención sobre los resultados
de las visitas a que hace referencia el apartado anterior y sobre las medidas adoptadas como consecuencia de
las mismas, así como al empresario mediante diligencia en el Libro de Visitas de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social que debe existir en cada centro de trabajo.
4. Las organizaciones sindicales y empresariales más representativas serán consultadas con carácter previo a
la elaboración de los planes de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en materia de
prevención de riesgos en el trabajo, en especial de los programas específicos para empresas de menos de seis
trabajadores, e informadas del resultado de dichos planes.

RDLeg 8/2015 Ley General de la Seguridad Social

LGSS · BOE-A-2015-11724 · arts. 156 a 157 — 2 incluidos

TÍTULO II Régimen General de la Seguridad Social

CAPÍTULO III Aspectos comunes de la acción protectora

Artículo 156. Concepto de accidente de trabajo.
1. Se entiende por accidente de trabajo toda lesión corporal que el trabajador sufra con ocasión o por
consecuencia del trabajo que ejecute por cuenta ajena.
2. Tendrán la consideración de accidentes de trabajo:

a) Los que sufra el trabajador al ir o al volver del lugar de trabajo.
b) Los que sufra el trabajador con ocasión o como consecuencia del desempeño de cargos electivos de
carácter sindical, así como los ocurridos al ir o al volver del lugar en que se ejerciten las funciones propias
de dichos cargos.
c) Los ocurridos con ocasión o por consecuencia de las tareas que, aun siendo distintas a las de su grupo
profesional, ejecute el trabajador en cumplimiento de las órdenes del empresario o espontáneamente en
interés del buen funcionamiento de la empresa.
d) Los acaecidos en actos de salvamento y en otros de naturaleza análoga, cuando unos y otros tengan
conexión con el trabajo.
e) Las enfermedades, no incluidas en el artículo siguiente, que contraiga el trabajador con motivo de la
realización de su trabajo, siempre que se pruebe que la enfermedad tuvo por causa exclusiva la ejecución
del mismo.
f) Las enfermedades o defectos, padecidos con anterioridad por el trabajador, que se agraven como
consecuencia de la lesión constitutiva del accidente.
g) Las consecuencias del accidente que resulten modificadas en su naturaleza, duración, gravedad o
terminación, por enfermedades intercurrentes, que constituyan complicaciones derivadas del proceso
patológico determinado por el accidente mismo o tengan su origen en afecciones adquiridas en el nuevo
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medio en que se haya situado el paciente para su curación.
3. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que son constitutivas de accidente de trabajo las lesiones que sufra
el trabajador durante el tiempo y en el lugar del trabajo.
4. No obstante lo establecido en los apartados anteriores, no tendrán la consideración de accidente de trabajo:

a) Los que sean debidos a fuerza mayor extraña al trabajo, entendiéndose por esta la que sea de tal
naturaleza que no guarde relación alguna con el trabajo que se ejecutaba al ocurrir el accidente. En ningún
caso se considerará fuerza mayor extraña al trabajo la insolación, el rayo y otros fenómenos análogos de la
naturaleza.
b) Los que sean debidos a dolo o a imprudencia temeraria del trabajador accidentado.

5. No impedirán la calificación de un accidente como de trabajo:
a) La imprudencia profesional que sea consecuencia del ejercicio habitual de un trabajo y se derive de la
confianza que este inspira.
b) La concurrencia de culpabilidad civil o criminal del empresario, de un compañero de trabajo del
accidentado o de un tercero, salvo que no guarde relación alguna con el trabajo.

Artículo 157. Concepto de enfermedad profesional.
Se entenderá por enfermedad profesional la contraída a consecuencia del trabajo ejecutado por cuenta ajena
en las actividades que se especifiquen en el cuadro que se apruebe por las disposiciones de aplicación y
desarrollo de esta ley, y que esté provocada por la acción de los elementos o sustancias que en dicho cuadro se
indiquen para cada enfermedad profesional. En tales disposiciones se establecerá el procedimiento que haya
de observarse para la inclusión en dicho cuadro de nuevas enfermedades profesionales que se estime deban
ser incorporadas al mismo. Dicho procedimiento comprenderá, en todo caso, como trámite preceptivo, el
informe del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 9

1. En las empresas de 31 a 49 trabajadores, según el artículo 35.2 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, habrá:

A) Un delegado de Prevención que será elegido por y entre los Delegados de Personal.

B) Dos Delegados de Prevención que serán elegidos por y entre los Delegados de Personal.

C) Un Delegado de Prevención que será el Delegado del Personal.

D) En estas empresas el Delegado de Prevención es cualquiera de los trabajadores elegido directamente por los 
otros trabajadores.

2. Según la regulación de las obligaciones del empresario en materia preventiva, ¿cuál de las siguientes 
afirmaciones es correcta respecto al principio de integración de la actividad preventiva?

A) La prevención solo debe aplicarse en los puestos de trabajo que hayan sido evaluados como peligrosos.

B) La prevención debe integrarse en el sistema general de gestión de la empresa, incluyendo todas las 
actividades y niveles jerárquicos.

C) La prevención solo es obligatoria cuando exista riesgo grave o inminente.

D) La integración preventiva corresponde exclusivamente al servicio de prevención externo contratado.

3. El Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de 
Prevención, aborda las especialidades de la Prevención de Riesgos Laborales en cuatro campos distintos:

A) Seguridad en el trabajo, higiene industrial, medicina del trabajo y ergonomía y psicología aplicada.

B) Seguridad en el trabajo, higiene laboral, medicina del trabajo y ergonomía y psicosociología aplicada.

C) Seguridad en el trabajo, higiene industrial, medicina del trabajo y ergonomía y psicosociología aplicada.

D) Inseguridad en el trabajo, higiene industrial, medicina del trabajo y ergonomía y psicosociología aplicada.
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4. De conformidad con lo establecido en el artículo 4 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de 
Riesgos Laborales define el “riesgo laboral grave e inminente” como:

A) La posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño en el trabajo dentro de las 48 horas siguientes 
a la detección del riesgo laboral.

B) Aquel daño producido y que supone un daño grave para la salud de los trabajadores y que se manifiesta 
dentro de las 48 horas siguientes a haberse producido.

C) El riesgo que se manifiesta solo en actividades industriales.

D) Aquel que resulte probable racionalmente que se materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un 
daño grave para la salud de los trabajadores.

5. Según lo dispuesto en la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, los equipos de protección individual:

A) Sólo quedan reservados a los encargados específicamente designados al efecto

B) Deberán utilizarse cuando los riesgos se puedan evitar o puedan limitarse suficientemente por medios 
técnicos de protección colectiva

C) Deberán utilizarse cuando los riesgos no se puedan evitar o no puedan limitarse suficientemente por medios 
técnicos de protección colectiva o mediante medidas, métodos o procedimientos de organización del trabajo

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

6. Según Ley 31/1995, ¿a quién tiene que informar un trabajador acerca de una situación que entrañe un 
riesgo para la seguridad y salud de los trabajadores?

A) Sólo a su superior jerárquico

B) Sólo a los trabajadores designados para realizar actividades de protección y prevención.

C) Sólo al servicio de prevención.

D) Todas las anteriores.

7. Según lo dispuesto en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, el Comité de Seguridad y Salud

A) Ejercerá, entre otras, las funciones de vigilancia y control de la normativa sobre prevención de riesgos 
laborales

B) Se reunirá trimestralmente y siempre que lo solicite alguna de las representaciones en el mismo

C) Prestará apoyo técnico especializado en materia de planificación, organización del trabajo y certificación

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

8. Se considerarán como daños derivados del trabajo según Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgos Laborales:

A) Los accidentes y enfermedades que pueda sufrir un trabajador.

B) Enfermedades, patologías o lesiones sufridas con motivo u ocasión del trabajo.

C) Cualquier lesión que sufra el trabajador en su vida diaria.

D) Enfermedades profesionales y riesgos no laborales.

9. Según la Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos Laborales, se entiende por prevención:

A) El conjunto de actividades o medidas para evitar los riesgos.

B) El conjunto de actividades o medidas para evitar o disminuir los riesgos en el trabajo.

C) El conjunto de medidas que influyen en el trabajo.

D) El conjunto de actividades o medidas para evitar o disminuir la protección laboral.

Temario en formato ley · periodista (Parte general) · Departamento de Empresa y Trabajo 170

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



10. El Comité de Seguridad y Salud en el Ayuntamiento de Madrid es

A) Un órgano paritario y colegiado de participación

B) Un órgano colegiado donde sólo participan los trabajadores

C) Un órgano colegiado donde sus miembros son nombrados por la Junta de Gobierno

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 A · 2 B · 3 C · 4 D · 5 C · 6 D · 7 B · 8 B · 9 B · 10 A

Te quedan 148 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 9, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 10

Derechos de representación colectiva y de reunión del personal 
laboral de la Administración de la Generalitat. Delegados de personal, 
comités de empresa territoriales y comités intercentros: composición 

y funciones.

RDLeg 2/2015 Estatuto de los Trabajadores

ET · BOE-A-2015-11430 · arts. 61 a 81 — 21 incluidos

TÍTULO II De los derechos de representación colectiva y de reunión de los trabajadores en la em

CAPÍTULO I Del derecho de representación colectiva

Artículo 61. Participación.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 y sin perjuicio de otras formas de participación, los
trabajadores tienen derecho a participar en la empresa a través de los órganos de representación regulados en
este título.

Sección 1.ª Órganos de representación

Artículo 62. Delegados de personal.
1. La representación de los trabajadores en la empresa o centro de trabajo que tengan menos de cincuenta y
más de diez trabajadores corresponde a los delegados de personal. Igualmente podrá haber un delegado de
personal en aquellas empresas o centros que cuenten entre seis y diez trabajadores, si así lo decidieran estos
por mayoría. Los trabajadores elegirán, mediante sufragio libre, personal, secreto y directo a los delegados de
personal en el número siguiente: hasta treinta trabajadores, uno; de treinta y uno a cuarenta y nueve, tres.
2. Los delegados de personal ejercerán mancomunadamente ante el empresario la representación para la que
fueron elegidos y tendrán las mismas competencias establecidas para los comités de empresa. Los delegados
de personal observarán las normas que sobre sigilo profesional están establecidas para los miembros de
comités de empresa en el artículo 65.

Artículo 63. Comités de empresa.
1. El comité de empresa es el órgano representativo y colegiado del conjunto de los trabajadores en la empresa
o centro de trabajo para la defensa de sus intereses, constituyéndose en cada centro de trabajo cuyo censo sea
de cincuenta o más trabajadores.
2. En la empresa que tenga en la misma provincia, o en municipios limítrofes, dos o más centros de trabajo
cuyos censos no alcancen los cincuenta trabajadores, pero que en su conjunto lo sumen, se constituirá un
comité de empresa conjunto. Cuando unos centros tengan cincuenta trabajadores y otros de la misma
provincia no, en los primeros se constituirán comités de empresa propios y con todos los segundos se
constituirá otro.
3. Solo por convenio colectivo podrá pactarse la constitución y funcionamiento de un comité intercentros con
un máximo de trece miembros, que serán designados de entre los componentes de los distintos comités de
centro. En la constitución del comité intercentros se guardará la proporcionalidad de los sindicatos según los
resultados electorales considerados globalmente. Tales comités intercentros no podrán arrogarse otras
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funciones que las que expresamente se les conceda en el convenio colectivo en que se acuerde su creación.

Artículo 64. Derechos de información y consulta y competencias.
1. El comité de empresa tendrá derecho a ser informado y consultado por el empresario sobre aquellas
cuestiones que puedan afectar a los trabajadores, así como sobre la situación de la empresa y la evolución del
empleo en la misma, en los términos previstos en este artículo. Se entiende por información la transmisión de
datos por el empresario al comité de empresa, a fin de que este tenga conocimiento de una cuestión
determinada y pueda proceder a su examen. Por consulta se entiende el intercambio de opiniones y la
apertura de un diálogo entre el empresario y el comité de empresa sobre una cuestión determinada,
incluyendo, en su caso, la emisión de informe previo por parte del mismo. En la definición o aplicación de los
procedimientos de información y consulta, el empresario y el comité de empresa actuarán con espíritu de
cooperación, en cumplimiento de sus derechos y obligaciones recíprocas, teniendo en cuenta tanto los
intereses de la empresa como los de los trabajadores.
2. El comité de empresa tendrá derecho a ser informado trimestralmente:

a) Sobre la evolución general del sector económico a que pertenece la empresa.
b) Sobre la situación económica de la empresa y la evolución reciente y probable de sus actividades,
incluidas las actuaciones medioambientales que tengan repercusión directa en el empleo, así como sobre
la producción y ventas, incluido el programa de producción.
c) Sobre las previsiones del empresario de celebración de nuevos contratos, con indicación del número de
estos y de las modalidades y tipos que serán utilizados, incluidos los contratos a tiempo parcial, la
realización de horas complementarias por los trabajadores contratados a tiempo parcial y de los supuestos
de subcontratación.
d) De las estadísticas sobre el índice de absentismo y las causas, los accidentes de trabajo y enfermedades
profesionales y sus consecuencias, los índices de siniestralidad, los estudios periódicos o especiales del
medio ambiente laboral y los mecanismos de prevención que se utilicen.

3. También tendrá derecho a recibir información, al menos anualmente, relativa a la aplicación en la empresa
del derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en la que deberá incluirse el
registro previsto en el artículo 28.2 y los datos sobre la proporción de mujeres y hombres en los diferentes
niveles profesionales, así como, en su caso, sobre las medidas que se hubieran adoptado para fomentar la
igualdad entre mujeres y hombres en la empresa y, de haberse establecido un plan de igualdad, sobre la
aplicación del mismo.
4. El comité de empresa, con la periodicidad que proceda en cada caso, tendrá derecho a:

a) Conocer el balance, la cuenta de resultados, la memoria y, en el caso de que la empresa revista la forma
de sociedad por acciones o participaciones, los demás documentos que se den a conocer a los socios, y en
las mismas condiciones que a estos.
b) Conocer los modelos de contrato de trabajo escrito que se utilicen en la empresa así como los
documentos relativos a la terminación de la relación laboral.
c) Ser informado de todas las sanciones impuestas por faltas muy graves.
d) Ser informado por la empresa de los parámetros, reglas e instrucciones en los que se basan los
algoritmos o sistemas de inteligencia artificial que afectan a la toma de decisiones que pueden incidir en las
condiciones de trabajo, el acceso y mantenimiento del empleo, incluida la elaboración de perfiles.
e) Ser informado por la empresa de las medidas de actuación previstas con motivo de la activación de
alertas por catástrofes y otros fenómenos meteorológicos adversos, sin perjuicio de los derechos de
información, consulta y participación previstos en la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. Todo ello a
los efectos de la adopción de las respectivas medidas y decisiones, incluidas, entre otras, las previstas en el
artículo 21 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre. Asimismo, el comité de empresa tendrá derecho a recibir
la copia básica de los contratos así como la notificación de las prórrogas y de las denuncias
correspondientes a los mismos en el plazo de diez días siguientes a que tuvieran lugar.
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5. El comité de empresa tendrá derecho a ser informado y consultado sobre la situación y estructura del
empleo en la empresa o en el centro de trabajo, así como a ser informado trimestralmente sobre la evolución
probable del mismo, incluyendo la consulta cuando se prevean cambios al respecto. Asimismo, tendrá
derecho a ser informado y consultado sobre todas las decisiones de la empresa que pudieran provocar
cambios relevantes en cuanto a la organización del trabajo y a los contratos de trabajo en la empresa.
Igualmente tendrá derecho a ser informado y consultado sobre la adopción de eventuales medidas
preventivas, especialmente en caso de riesgo para el empleo. El comité de empresa tendrá derecho a emitir
informe, con carácter previo a la ejecución por parte del empresario de las decisiones adoptadas por este,
sobre las siguientes cuestiones:

a) Las reestructuraciones de plantilla y ceses totales o parciales, definitivos o temporales, de aquella.
b) Las reducciones de jornada.
c) El traslado total o parcial de las instalaciones.
d) Los procesos de fusión, absorción o modificación del estatus jurídico de la empresa que impliquen
cualquier incidencia que pueda afectar al volumen de empleo.
e) Los planes de formación profesional en la empresa.
f) La implantación y revisión de sistemas de organización y control del trabajo, estudios de tiempos,
establecimiento de sistemas de primas e incentivos y valoración de puestos de trabajo.

6. La información se deberá facilitar por el empresario al comité de empresa, sin perjuicio de lo establecido
específicamente en cada caso, en un momento, de una manera y con un contenido apropiados, que permitan a
los representantes de los trabajadores proceder a su examen adecuado y preparar, en su caso, la consulta y el
informe. La consulta deberá realizarse, salvo que expresamente esté establecida otra cosa, en un momento y
con un contenido apropiados, en el nivel de dirección y representación correspondiente de la empresa, y de tal
manera que permita a los representantes de los trabajadores, sobre la base de la información recibida,
reunirse con el empresario, obtener una respuesta justificada a su eventual informe y poder contrastar sus
puntos de vista u opiniones con objeto, en su caso, de poder llegar a un acuerdo sobre las cuestiones indicadas
en el apartado 5, y ello sin perjuicio de las facultades que se reconocen al empresario al respecto en relación
con cada una de dichas cuestiones. En todo caso, la consulta deberá permitir que el criterio del comité pueda
ser conocido por el empresario a la hora de adoptar o de ejecutar las decisiones. Los informes que deba emitir
el comité de empresa tendrán que elaborarse en el plazo máximo de quince días desde que hayan sido
solicitados y remitidas las informaciones correspondientes.
7. El comité de empresa tendrá también las siguientes competencias:

a) Ejercer una labor:
1.º De vigilancia en el cumplimiento de las normas vigentes en materia laboral, de seguridad social y de
empleo, así como del resto de los pactos, condiciones y usos de empresa en vigor, formulando, en su
caso, las acciones legales oportunas ante el empresario y los organismos o tribunales competentes.
2.º De vigilancia y control de las condiciones de seguridad y salud en el desarrollo del trabajo en la
empresa, con las particularidades previstas en este orden por el artículo 19.
3.º De vigilancia del respeto y aplicación del principio de igualdad de trato y de oportunidades entre
mujeres y hombres, especialmente en materia salarial.

b) Participar, como se determine por convenio colectivo, en la gestión de obras sociales establecidas en la
empresa en beneficio de los trabajadores o de sus familiares.
c) Colaborar con la dirección de la empresa para conseguir el establecimiento de cuantas medidas
procuren el mantenimiento y el incremento de la productividad, así como la sostenibilidad ambiental de la
empresa, si así está pactado en los convenios colectivos.
d) Colaborar con la dirección de la empresa en el establecimiento y puesta en marcha de medidas de
conciliación.
e) Informar a sus representados en todos los temas y cuestiones señalados en este artículo en cuanto
directa o indirectamente tengan o puedan tener repercusión en las relaciones laborales.
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8. Lo dispuesto en el presente artículo se entenderá sin perjuicio de las disposiciones específicas previstas en
otros artículos de esta ley o en otras normas legales o reglamentarias.
9. Respetando lo establecido legal o reglamentariamente, en los convenios colectivos se podrán establecer
disposiciones específicas relativas al contenido y a las modalidades de ejercicio de los derechos de
información y consulta previstos en este artículo, así como al nivel de representación más adecuado para
ejercerlos. Se añade la letra e) al apartado 4 por la disposición final 2.3 del Real Decreto-ley 8/2024, de 28 de
noviembre. Ref. BOE-A-2024-24840#df-2 Se añade la letra d) al apartado 4 por el art. único.1 de la Ley 12/2021,
de 28 de septiembre. Ref. BOE-A-2021-15767#au Téngase en cuenta que esta letra ya fue añadida por el Real
Decreto-ley 9/2021, de 11 de mayo.
Se añade la letra d) al apartado 4, con efectos de 12 de agosto de 2021, por el art. único.1 del Real Decreto-ley 9/2021, de 11 de mayo. Ref. BOE-
A-2021-7840#au

Se modifica el apartado 3 y el párrafo tercero de la letra a) del apartado 7 por el art. 2.15 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-
A-2019-3244#a2

Artículo 65. Capacidad y sigilo profesional.
1. Se reconoce al comité de empresa capacidad, como órgano colegiado, para ejercer acciones administrativas
o judiciales en todo lo relativo al ámbito de sus competencias, por decisión mayoritaria de sus miembros.
2. Los miembros del comité de empresa y este en su conjunto, así como, en su caso, los expertos que les
asistan, deberán observar el deber de sigilo con respecto a aquella información que, en legítimo y objetivo
interés de la empresa o del centro de trabajo, les haya sido expresamente comunicada con carácter reservado.
3. En todo caso, ningún tipo de documento entregado por la empresa al comité podrá ser utilizado fuera del
estricto ámbito de aquella ni para fines distintos de los que motivaron su entrega. El deber de sigilo subsistirá
incluso tras la expiración de su mandato e independientemente del lugar en que se encuentren.
4. Excepcionalmente, la empresa no estará obligada a comunicar aquellas informaciones específicas
relacionadas con secretos industriales, financieros o comerciales cuya divulgación pudiera, según criterios
objetivos, obstaculizar el funcionamiento de la empresa o del centro de trabajo u ocasionar graves perjuicios
en su estabilidad económica. Esta excepción no abarca aquellos datos que tengan relación con el volumen de
empleo en la empresa.
5. La impugnación de las decisiones de la empresa de atribuir carácter reservado o de no comunicar
determinadas informaciones a los representantes de los trabajadores se tramitará conforme al proceso de
conflictos colectivos regulado en el capítulo VIII del título II del libro segundo de la Ley 36/2011, de 10 de
octubre, reguladora de la Jurisdicción Social. Asimismo, se tramitarán conforme a este proceso los litigios
relativos al cumplimiento por los representantes de los trabajadores y por los expertos que les asistan de su
obligación de sigilo. Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de lo previsto en el texto refundido
de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000,
de 4 de agosto, para los casos de negativa injustificada de la información a que tienen derecho los
representantes de los trabajadores.

Artículo 66. Composición.
1. El número de miembros del comité de empresa se determinará de acuerdo con la siguiente escala:

a) De cincuenta a cien trabajadores, cinco.
b) De ciento uno a doscientos cincuenta trabajadores, nueve.
c) De doscientos cincuenta y uno a quinientos trabajadores, trece.
d) De quinientos uno a setecientos cincuenta trabajadores, diecisiete.
e) De setecientos cincuenta y uno a mil trabajadores, veintiuno.
f) De mil en adelante, dos por cada mil o fracción, con el máximo de setenta y cinco.

2. Los comités de empresa o centro de trabajo elegirán de entre sus miembros un presidente y un secretario
del comité, y elaborarán su propio reglamento de procedimiento, que no podrá contravenir lo dispuesto en la
ley, remitiendo copia del mismo a la autoridad laboral, a efectos de registro, y a la empresa. Los comités
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deberán reunirse cada dos meses o siempre que lo solicite un tercio de sus miembros o un tercio de los
trabajadores representados.

Artículo 67. Promoción de elecciones y mandato electoral.
1. Podrán promover elecciones a delegados de personal y miembros de comités de empresa las organizaciones
sindicales más representativas, las que cuenten con un mínimo de un diez por ciento de representantes en la
empresa o los trabajadores del centro de trabajo por acuerdo mayoritario. Los sindicatos con capacidad de
promoción de elecciones tendrán derecho a acceder a los registros de las Administraciones Públicas que
contengan datos relativos a la inscripción de empresas y altas de trabajadores, en la medida necesaria para
llevar a cabo tal promoción en sus respectivos ámbitos. Los promotores comunicarán a la empresa y a la
oficina pública dependiente de la autoridad laboral su propósito de celebrar elecciones con un plazo mínimo
de, al menos, un mes de antelación al inicio del proceso electoral. En dicha comunicación los promotores
deberán identificar con precisión la empresa y el centro de trabajo de esta en que se desea celebrar el proceso
electoral y la fecha de inicio de este, que será la de constitución de la mesa electoral y que, en todo caso, no
podrá comenzar antes de un mes ni más allá de tres meses contabilizados a partir del registro de la
comunicación en la oficina pública dependiente de la autoridad laboral. Esta oficina pública, dentro del
siguiente día hábil, expondrá en el tablón de anuncios los preavisos presentados, facilitando copia de los
mismos a los sindicatos que así lo soliciten. Solo previo acuerdo mayoritario entre los sindicatos más
representativos o representativos de conformidad con la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad
Sindical, podrá promoverse la celebración de elecciones de manera generalizada en uno o varios ámbitos
funcionales o territoriales. Dichos acuerdos deberán comunicarse a la oficina pública dependiente de la
autoridad laboral para su depósito y publicidad. Cuando se promuevan elecciones para renovar la
representación por conclusión de la duración del mandato, tal promoción solo podrá efectuarse a partir de la
fecha en que falten tres meses para el vencimiento del mandato. Podrán promoverse elecciones parciales por
dimisiones, revocaciones o ajustes de la representación por incremento de plantilla. Los convenios colectivos
podrán prever lo necesario para acomodar la representación de los trabajadores a las disminuciones
significativas de plantilla que puedan tener lugar en la empresa. En su defecto, dicha acomodación deberá
realizarse por acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores.
2. El incumplimiento de cualquiera de los requisitos establecidos en este artículo para la promoción de
elecciones determinará la falta de validez del correspondiente proceso electoral; ello no obstante, la omisión
de la comunicación a la empresa podrá suplirse por medio del traslado a la misma de una copia de la
comunicación presentada a la oficina pública dependiente de la autoridad laboral, siempre que el traslado de
la copia se produzca con una anterioridad mínima de veinte días respecto de la fecha de iniciación del proceso
electoral fijado en el escrito de promoción. La renuncia a la promoción con posterioridad a la comunicación
de la oficina pública dependiente de la autoridad laboral no impedirá el desarrollo del proceso electoral,
siempre que se cumplan todos los requisitos que permitan la validez del mismo. En caso de concurrencia de
promotores para la realización de elecciones en una empresa o centro de trabajo se considerará válida, a
efectos de iniciación del proceso electoral, la primera convocatoria registrada, excepto en los supuestos en los
que la mayoría sindical de la empresa o centro de trabajo con comité de empresa hayan presentado otra fecha
distinta, en cuyo caso prevalecerá esta última, siempre y cuando dichas convocatorias cumplan con los
requisitos establecidos. En este último supuesto la promoción deberá acompañarse de una comunicación
fehaciente de dicha promoción de elecciones a los que hubieran realizado otra u otras con anterioridad.
3. La duración del mandato de los delegados de personal y de los miembros del comité de empresa será de
cuatro años, entendiéndose que se mantendrán en funciones en el ejercicio de sus competencias y de sus
garantías hasta tanto no se hubiesen promovido y celebrado nuevas elecciones. Solamente podrán ser
revocados los delegados de personal y miembros del comité durante su mandato, por decisión de los
trabajadores que los hayan elegido, mediante asamblea convocada al efecto a instancia de un tercio, como
mínimo, de los electores y por mayoría absoluta de estos, mediante sufragio personal, libre, directo y secreto.
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No obstante, esta revocación no podrá efectuarse durante la tramitación de un convenio colectivo, ni
replantearse hasta transcurridos, por lo menos, seis meses.
4. En el caso de producirse vacante por cualquier causa en los comités de empresa o de centros de trabajo,
aquella se cubrirá automáticamente por el trabajador siguiente en la lista a la que pertenezca el sustituido.
Cuando la vacante se refiera a los delegados de personal, se cubrirá automáticamente por el trabajador que
hubiera obtenido en la votación un número de votos inmediatamente inferior al último de los elegidos. El
sustituto lo será por el tiempo que reste del mandato.
5. Las sustituciones, revocaciones, dimisiones y extinciones de mandato se comunicarán a la oficina pública
dependiente de la autoridad laboral y al empresario, publicándose asimismo en el tablón de anuncios.

Artículo 68. Garantías.
Los miembros del comité de empresa y los delegados de personal, como representantes legales de los
trabajadores, tendrán, a salvo de lo que se disponga en los convenios colectivos, las siguientes garantías:
a) Apertura de expediente contradictorio en el supuesto de sanciones por faltas graves o muy graves, en el que
serán oídos, aparte del interesado, el comité de empresa o restantes delegados de personal.
b) Prioridad de permanencia en la empresa o centro de trabajo respecto de los demás trabajadores, en los
supuestos de suspensión o extinción por causas tecnológicas o económicas.
c) No ser despedido ni sancionado durante el ejercicio de sus funciones ni dentro del año siguiente a la
expiración de su mandato, salvo en caso de que esta se produzca por revocación o dimisión, siempre que el
despido o sanción se base en la acción del trabajador en el ejercicio de su representación, sin perjuicio, por
tanto, de lo establecido en el artículo 54. Asimismo no podrá ser discriminado en su promoción económica o
profesional en razón, precisamente, del desempeño de su representación.
d) Expresar, colegiadamente si se trata del comité, con libertad sus opiniones en las materias concernientes a
la esfera de su representación, pudiendo publicar y distribuir, sin perturbar el normal desenvolvimiento del
trabajo, las publicaciones de interés laboral o social, comunicándolo a la empresa.
e) Disponer de un crédito de horas mensuales retribuidas cada uno de los miembros del comité o delegado de
personal en cada centro de trabajo, para el ejercicio de sus funciones de representación, de acuerdo con la
siguiente escala:

1.º Hasta cien trabajadores, quince horas.
2.º De ciento uno a doscientos cincuenta trabajadores, veinte horas.
3.º De doscientos cincuenta y uno a quinientos trabajadores, treinta horas.
4.º De quinientos uno a setecientos cincuenta trabajadores, treinta y cinco horas.
5.º De setecientos cincuenta y uno en adelante, cuarenta horas. Podrá pactarse en convenio colectivo la
acumulación de horas de los distintos miembros del comité de empresa y, en su caso, de los delegados de
personal, en uno o varios de sus componentes, sin rebasar el máximo total, pudiendo quedar relevado o
relevados del trabajo, sin perjuicio de su remuneración.

Sección 2.ª Procedimiento electoral

Artículo 69. Elección.
1. Los delegados de personal y los miembros del comité de empresa se elegirán por todos los trabajadores
mediante sufragio personal, directo, libre y secreto, que podrá emitirse por correo en la forma que establezcan
las disposiciones de desarrollo de esta ley.
2. Serán electores todos los trabajadores de la empresa o centro de trabajo mayores de dieciséis años y con una
antigüedad en la empresa de, al menos, un mes, y elegibles los trabajadores que tengan dieciocho años
cumplidos y una antigüedad en la empresa de, al menos, seis meses, salvo en aquellas actividades en que, por
movilidad de personal, se pacte en convenio colectivo un plazo inferior, con el límite mínimo de tres meses de
antigüedad. Los trabajadores extranjeros podrán ser electores y elegibles cuando reúnan las condiciones a que
se refiere el párrafo anterior 3. Se podrán presentar candidatos para las elecciones de delegados de personal y
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miembros del comité de empresa por los sindicatos de trabajadores legalmente constituidos o por las
coaliciones formadas por dos o más de ellos, que deberán tener una denominación concreta atribuyéndose sus
resultados a la coalición. Igualmente podrán presentarse los trabajadores que avalen su candidatura con un
número de firmas de electores de su mismo centro y colegio, en su caso, equivalente al menos a tres veces el
número de puestos a cubrir.

Artículo 70. Votación para delegados.
En la elección para delegados de personal, cada elector podrá dar su voto a un número máximo de aspirantes
equivalente al de puestos a cubrir entre los candidatos proclamados. Resultarán elegidos los que obtengan el
mayor número de votos. En caso de empate, resultará elegido el trabajador de mayor antigüedad en la
empresa.

Artículo 71. Elección para el comité de empresa.
1. En las empresas de más de cincuenta trabajadores, el censo de electores y elegibles se distribuirá en dos
colegios, uno integrado por los técnicos y administrativos y otro por los trabajadores especialistas y no
cualificados. Por convenio colectivo, y en función de la composición profesional del sector de actividad
productiva o de la empresa, podrá establecerse un nuevo colegio que se adapte a dicha composición. En tal
caso, las normas electorales de este título se adaptarán a dicho número de colegios. Los puestos del comité
serán repartidos proporcionalmente en cada empresa según el número de trabajadores que formen los
colegios electorales mencionados. Si en la división resultaren cocientes con fracciones, se adjudicará la unidad
fraccionaria al grupo al que correspondería la fracción más alta; si fueran iguales, la adjudicación será por
sorteo.
2. En las elecciones a miembros del comité de empresa la elección se ajustará a las siguientes reglas:

a) Cada elector podrá dar su voto a una sola de las listas presentadas para los del comité que corresponda a
su colegio. Estas listas deberán contener, como mínimo, tantos nombres como puestos a cubrir. No
obstante, la renuncia de cualquier candidato presentado en algunas de las listas para las elecciones antes
de la fecha de la votación no implicará la suspensión del proceso electoral ni la anulación de dicha
candidatura aun cuando sea incompleta, siempre y cuando la lista afectada permanezca con un número de
candidatos, al menos, del sesenta por ciento de los puestos a cubrir. En cada lista deberán figurar las siglas
del sindicato o grupo de trabajadores que la presenten.
b) No tendrán derecho a la atribución de representantes en el comité de empresa aquellas listas que no
hayan obtenido como mínimo el cinco por ciento de los votos por cada colegio. Mediante el sistema de
representación proporcional se atribuirá a cada lista el número de puestos que le corresponda, de
conformidad con el cociente que resulte de dividir el número de votos válidos por el de puestos a cubrir. Si
hubiese puesto o puestos sobrantes se atribuirán a la lista o listas que tengan un mayor resto de votos.
c) Dentro de cada lista resultarán elegidos los candidatos por el orden en que figuren en la candidatura.

3. La inobservancia de cualquiera de las reglas anteriores determinará la anulabilidad de la elección del
candidato o candidatos afectados.

Artículo 72.
Representantes de quienes presten servicios en trabajos fijos-discontinuos y de trabajadores no fijos.
1. Quienes presten servicios en trabajos fijos-discontinuos y los trabajadores vinculados por contrato de
duración determinada estarán representados por los órganos que se establecen en este título conjuntamente
con los trabajadores fijos de plantilla.
2. Por tanto, a efectos de determinar el número de representantes, se estará a lo siguiente:

a) Quienes presten servicios en trabajos fijos-discontinuos y los trabajadores vinculados por contrato de
duración determinada superior a un año se computarán como trabajadores fijos de plantilla.
b) Los contratados por término de hasta un año se computarán según el número de días trabajados en el
periodo de un año anterior a la convocatoria de la elección. Cada doscientos días trabajados o fracción se
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computará como un trabajador más.

Artículo 73. Mesa electoral.
1. En la empresa o centro de trabajo se constituirá una mesa por cada colegio de doscientos cincuenta
trabajadores electores o fracción.
2. La mesa será la encargada de vigilar todo el proceso electoral, presidir la votación, realizar el escrutinio,
levantar el acta correspondiente y resolver cualquier reclamación que se presente.
3. La mesa estará formada por el presidente, que será el trabajador de más antigüedad en la empresa, y dos
vocales, que serán los electores de mayor y menor edad. Este último actuará de secretario. Se designarán
suplentes a aquellos trabajadores que sigan a los titulares de la mesa en el orden indicado de antigüedad o
edad.
4. Ninguno de los componentes de la mesa podrá ser candidato y, de serlo, le sustituirá en ella su suplente.
5. Cada candidato o candidatura, en su caso, podrá nombrar un interventor por mesa. Asimismo, el
empresario podrá designar un representante suyo que asista a la votación y al escrutinio.

Artículo 74. Funciones de la mesa.
1. Comunicado a la empresa el propósito de celebrar elecciones, esta, en el término de siete días, dará traslado
de la comunicación a los trabajadores que deban constituir la mesa, así como a los representantes de los
trabajadores, poniéndolo simultáneamente en conocimiento de los promotores. La mesa electoral se
constituirá formalmente, mediante acta otorgada al efecto, en la fecha fijada por los promotores en su
comunicación del propósito de celebrar elecciones, que será la fecha de iniciación del proceso electoral.
2. Cuando se trate de elecciones a delegados de personal, el empresario, en el mismo término, remitirá a los
componentes de la mesa electoral el censo laboral, que se ajustará, a estos efectos, a modelo normalizado. La
mesa electoral cumplirá las siguientes funciones:

a) Hará público entre los trabajadores el censo laboral con indicación de quiénes son electores.
b) Fijará el número de representantes y la fecha tope para la presentación de candidaturas.
c) Recibirá y proclamará las candidaturas que se presenten.
d) Señalará la fecha de votación.
e) Redactará el acta de escrutinio en un plazo no superior a tres días naturales. Los plazos para cada uno de
los actos serán señalados por la mesa con criterios de razonabilidad y según lo aconsejen las
circunstancias, pero, en todo caso, entre su constitución y la fecha de las elecciones no mediarán más de
diez días. En el caso de elecciones en centros de trabajo de hasta treinta trabajadores en los que se elige un
solo delegado de personal, desde la constitución de la mesa hasta los actos de votación y proclamación de
candidatos electos habrán de transcurrir veinticuatro horas, debiendo en todo caso la mesa hacer pública
con la suficiente antelación la hora de celebración de la votación. Si se hubiera presentado alguna
reclamación se hará constar en el acta, así como la resolución que haya tomado la mesa.

3. Cuando se trate de elecciones a miembros del comité de empresa, constituida la mesa electoral solicitará al
empresario el censo laboral y confeccionará, con los medios que le habrá de facilitar este, la lista de electores.
Esta se hará pública en los tablones de anuncios mediante su exposición durante un tiempo no inferior a
setenta y dos horas. La mesa resolverá cualquier incidencia o reclamación relativa a inclusiones, exclusiones o
correcciones que se presenten hasta veinticuatro horas después de haber finalizado el plazo de exposición de
la lista. Publicará la lista definitiva dentro de las veinticuatro horas siguientes. A continuación, la mesa, o el
conjunto de ellas, determinará el número de miembros del comité que hayan de ser elegidos en aplicación de
lo dispuesto en el artículo 66. Las candidaturas se presentarán durante los nueve días siguientes a la
publicación de la lista definitiva de electores. La proclamación se hará en los dos días laborables después de
concluido dicho plazo, publicándose en los tablones referidos. Contra el acuerdo de proclamación se podrá
reclamar dentro del día laborable siguiente, resolviendo la mesa en el posterior día hábil. Entre la
proclamación de candidatos y la votación mediarán al menos cinco días.
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Artículo 75. Votación para delegados y comités de empresa.
1. El acto de la votación se efectuará en el centro o lugar de trabajo y durante la jornada laboral, teniéndose en
cuenta las normas que regulen el voto por correo. El empresario facilitará los medios precisos para el normal
desarrollo de la votación y de todo el proceso electoral.
2. El voto será libre, secreto, personal y directo, depositándose las papeletas, que en tamaño, color, impresión
y calidad del papel serán de iguales características, en urnas cerradas.
3. Inmediatamente después de celebrada la votación, la mesa electoral procederá públicamente al recuento de
votos mediante la lectura por el presidente, en voz alta, de las papeletas.
4. Del resultado del escrutinio se levantará acta según modelo normalizado en la que se incluirán las
incidencias y protestas habidas en su caso. Una vez redactada el acta será firmada por los componentes de la
mesa, los interventores y el representante del empresario, si lo hubiere. Acto seguido, las mesas electorales de
una misma empresa o centro, en reunión conjunta, extenderán el acta del resultado global de la votación.
5. El presidente de la mesa remitirá copias del acta de escrutinio al empresario y a los interventores de las
candidaturas, así como a los representantes electos. El resultado de la votación se publicará en los tablones de
anuncios.
6. El original del acta, junto con las papeletas de votos nulos o impugnados por los interventores y el acta de
constitución de la mesa, serán presentadas en el plazo de tres días a la oficina pública dependiente de la
autoridad laboral por el presidente de la mesa, quien podrá delegar por escrito en algún miembro de la mesa.
La oficina pública dependiente de la autoridad laboral procederá en el inmediato día hábil a la publicación en
los tablones de anuncios de una copia del acta, entregando copia a los sindicatos que así se lo soliciten y dará
traslado a la empresa de la presentación en dicha oficina pública del acta correspondiente al proceso electoral
que ha tenido lugar en aquella, con indicación de la fecha en que finaliza el plazo para impugnarla y
mantendrá el depósito de las papeletas hasta cumplirse los plazos de impugnación. La oficina pública
dependiente de la autoridad laboral, transcurridos los diez días hábiles desde la publicación, procederá o no al
registro de las actas electorales.
7. Corresponde a la oficina pública dependiente de la autoridad laboral el registro de las actas, así como la
expedición de copias auténticas de las mismas y, a requerimiento del sindicato interesado, de las
certificaciones acreditativas de su capacidad representativa a los efectos de los artículos 6 y 7 de la Ley
Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical. Dichas certificaciones consignarán si el sindicato tiene
o no la condición de más representativo o representativo, salvo que el ejercicio de las funciones o facultades
correspondientes requiera la precisión de la concreta representatividad ostentada. Asimismo, y a los efectos
que procedan, la oficina pública dependiente de la autoridad laboral podrá extender certificaciones de los
resultados electorales a las organizaciones sindicales que las soliciten. La denegación del registro de un acta
por la oficina pública dependiente de la autoridad laboral solo podrá hacerse cuando se trate de actas que no
vayan extendidas en el modelo oficial normalizado, falta de comunicación de la promoción electoral a la
oficina pública, falta de la firma del presidente de la mesa electoral u omisión o ilegibilidad en las actas de
alguno de los datos que impida el cómputo electoral. En estos supuestos, la oficina pública dependiente de la
autoridad laboral requerirá, dentro del siguiente día hábil, al presidente de la mesa electoral para que en el
plazo de diez días hábiles proceda a la subsanación correspondiente. Dicho requerimiento será comunicado a
los sindicatos que hayan obtenido representación y al resto de las candidaturas. Una vez efectuada la
subsanación, esta oficina pública procederá al registro del acta electoral correspondiente. Transcurrido dicho
plazo sin que se haya efectuado la subsanación o no realizada esta en forma, la oficina pública dependiente de
la autoridad laboral procederá, en el plazo de diez días hábiles, a denegar el registro, comunicándolo a los
sindicatos que hayan obtenido representación y al presidente de la mesa. En el caso de que la denegación del
registro se deba a la ausencia de comunicación de la promoción electoral a la oficina pública dependiente de la
autoridad laboral no cabrá requerimiento de subsanación, por lo que, comprobada la falta por dicha oficina
pública, esta procederá sin más trámite a la denegación del registro, comunicándolo al presidente de la mesa
electoral, a los sindicatos que hayan obtenido representación y al resto de las candidaturas. La resolución
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denegatoria del registro podrá ser impugnada ante el orden jurisdiccional social.

Artículo 76. Reclamaciones en materia electoral.
1. Las impugnaciones en materia electoral se tramitarán conforme al procedimiento arbitral regulado en este
artículo, con excepción de las denegaciones de inscripción, cuyas reclamaciones podrán plantearse
directamente ante la jurisdicción social.
2. Todos los que tengan interés legítimo, incluida la empresa cuando en ella concurra dicho interés, podrán
impugnar la elección, las decisiones que adopte la mesa, así como cualquier otra actuación de la misma a lo
largo del proceso electoral, fundándose para ello en la existencia de vicios graves que pudieran afectar a las
garantías del proceso electoral y que alteren su resultado, en la falta de capacidad o legitimidad de los
candidatos elegidos, en la discordancia entre el acta y el desarrollo del proceso electoral y en la falta de
correlación entre el número de trabajadores que figuran en el acta de elecciones y el número de
representantes elegidos. La impugnación de actos de la mesa electoral requerirá haber efectuado reclamación
dentro del día laborable siguiente al acto y deberá ser resuelta por la mesa en el posterior día hábil, salvo lo
previsto en el último párrafo del artículo 74.2.
3. Serán árbitros los designados conforme al procedimiento que se regula en este apartado, salvo en el caso de
que las partes de un procedimiento arbitral se pusieran de acuerdo en la designación de un árbitro distinto. El
árbitro o árbitros serán designados, con arreglo a los principios de neutralidad y profesionalidad, entre
licenciados en Derecho, graduados sociales, así como titulados equivalentes, por acuerdo unánime de los
sindicatos más representativos, a nivel estatal o de comunidades autónomas según proceda y de los que
ostenten el diez por ciento o más de los delegados y de los miembros de los comités de empresa en el ámbito
provincial, funcional o de empresa correspondiente. Si no existiera acuerdo unánime entre los sindicatos
señalados anteriormente, la autoridad laboral competente establecerá la forma de designación, atendiendo a
los principios de imparcialidad de los árbitros, posibilidad de ser recusados y participación de los sindicatos
en su nombramiento. La duración del mandato de los árbitros será de cinco años, siendo susceptible de
renovación. La Administración laboral facilitará la utilización de sus medios personales y materiales por los
árbitros en la medida necesaria para que estos desarrollen sus funciones.
4. Los árbitros deberán abstenerse y, en su defecto, ser recusados, en los casos siguientes:

a) Tener interés personal en el asunto de que se trate.
b) Ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa con alguna de las partes.
c) Tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con
cualquiera de los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y también
con los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el arbitraje, así como compartir
despacho profesional o estar asociado con estos para el asesoramiento, la representación o el mandato.
d) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas mencionadas en la letra c).
e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto o haberle
prestado en los últimos dos años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o
lugar.

5. El procedimiento arbitral se iniciará mediante escrito dirigido a la oficina pública dependiente de la
autoridad laboral, a quien promovió las elecciones y, en su caso, a quienes hayan presentado candidatos a las
elecciones objeto de impugnación. Este escrito, en el que figurarán los hechos que se tratan de impugnar,
deberá presentarse en un plazo de tres días hábiles, contados desde el siguiente a aquel en que se hubieran
producido los hechos o resuelto la reclamación por la mesa; en el caso de impugnaciones promovidas por
sindicatos que no hubieran presentado candidaturas en el centro de trabajo en el que se hubiera celebrado la
elección, los tres días se computarán desde el día en que se conozca el hecho impugnable. Si se impugnasen
actos del día de la votación o posteriores al mismo, el plazo será de diez días hábiles, contados a partir de la
entrada de las actas en la oficina pública dependiente de la autoridad laboral. Hasta que no finalice el
procedimiento arbitral y, en su caso, la posterior impugnación judicial, quedará paralizada la tramitación de
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un nuevo procedimiento arbitral. El planteamiento del arbitraje interrumpirá los plazos de prescripción.
6. La oficina pública dependiente de la autoridad laboral dará traslado al árbitro del escrito en el día hábil
posterior a su recepción así como de una copia del expediente electoral administrativo. Si se hubieran
presentado actas electorales para registro, se suspenderá su tramitación. A las veinticuatro horas siguientes, el
árbitro convocará a las partes interesadas para que comparezcan ante él, lo que habrá de tener lugar en los
tres días hábiles siguientes. Si las partes, antes de comparecer ante el árbitro designado de conformidad a lo
establecido en el apartado 3, se pusieran de acuerdo y designaran uno distinto, lo notificarán a la oficina
pública dependiente de la autoridad laboral para que dé traslado a este árbitro del expediente administrativo
electoral, continuando con el mismo el resto del procedimiento. El árbitro, dentro de los tres días hábiles
siguientes a la comparecencia y previa práctica de las pruebas procedentes o conformes a derecho, que
podrán incluir la personación en el centro de trabajo y la solicitud de la colaboración necesaria del empresario
y las Administraciones Públicas, dictará laudo. El laudo será escrito y razonado, resolviendo en derecho sobre
la impugnación del proceso electoral y, en su caso, sobre el registro del acta, y se notificará a los interesados y
a la oficina pública dependiente de la autoridad laboral. Si se hubiese impugnado la votación, la oficina
procederá al registro del acta o a su denegación, según el contenido del laudo. El laudo arbitral podrá
impugnarse ante el orden jurisdiccional social a través de la modalidad procesal correspondiente.

CAPÍTULO II Del derecho de reunión

Artículo 77. Las asambleas de trabajadores.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4, los trabajadores de una misma empresa o centro de
trabajo tienen derecho a reunirse en asamblea. La asamblea podrá ser convocada por los delegados de
personal, el comité de empresa o centro de trabajo, o por un número de trabajadores no inferior al treinta y
tres por ciento de la plantilla. La asamblea será presidida, en todo caso, por el comité de empresa o por los
delegados de personal mancomunadamente, que serán responsables del normal desarrollo de la misma, así
como de la presencia en la asamblea de personas no pertenecientes a la empresa. Solo podrá tratarse en ella
de asuntos que figuren previamente incluidos en el orden del día. La presidencia comunicará al empresario la
convocatoria y los nombres de las personas no pertenecientes a la empresa que vayan a asistir a la asamblea y
acordará con este las medidas oportunas para evitar perjuicios en la actividad normal de la empresa.
2. Cuando por trabajarse en turnos, por insuficiencia de los locales o por cualquier otra circunstancia, no
pueda reunirse simultáneamente toda la plantilla sin perjuicio o alteración en el normal desarrollo de la
producción, las diversas reuniones parciales que hayan de celebrarse se considerarán como una sola y
fechadas en el día de la primera.

Artículo 78. Lugar de reunión.
1. El lugar de reunión será el centro de trabajo, si las condiciones del mismo lo permiten, y la misma tendrá
lugar fuera de las horas de trabajo, salvo acuerdo con el empresario.
2. El empresario deberá facilitar el centro de trabajo para la celebración de la asamblea, salvo en los siguientes
casos:

a) Si no se cumplen las disposiciones de esta ley.
b) Si hubiesen transcurrido menos de dos meses desde la última reunión celebrada.
c) Si aún no se hubiese resarcido o afianzado el resarcimiento por los daños producidos en alteraciones
ocurridas en alguna reunión anterior.
d) Cierre legal de la empresa. Las reuniones informativas sobre convenios colectivos que les sean de
aplicación no estarán afectadas por lo establecido en la letra b).

Artículo 79. Convocatoria.
La convocatoria, con expresión del orden del día propuesto por los convocantes, se comunicará al empresario
con cuarenta y ocho horas de antelación, como mínimo, debiendo este acusar recibo.
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Artículo 80. Votaciones.
Cuando se someta a la asamblea por parte de los convocantes la adopción de acuerdos que afecten al conjunto
de los trabajadores, se requerirá para la validez de aquellos el voto favorable personal, libre, directo y secreto,
incluido el voto por correo, de la mitad más uno de los trabajadores de la empresa o centro de trabajo.

Artículo 81. Locales y tablón de anuncios.
En las empresas o centros de trabajo, siempre que sus características lo permitan, se pondrá a disposición de
los delegados de personal o del comité de empresa un local adecuado en el que puedan desarrollar sus
actividades y comunicarse con los trabajadores, así como uno o varios tablones de anuncios. La
representación legal de los trabajadores de las empresas contratistas y subcontratistas que compartan de
forma continuada centro de trabajo podrán hacer uso de dichos locales en los términos que acuerden con la
empresa. Las posibles discrepancias se resolverán por la autoridad laboral, previo informe de la Inspección de
Trabajo y Seguridad Social.

RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público

TREBEP · BOE-A-2015-11719 · art. 31 · art. 46 — 2 incluidos

TÍTULO III Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

CAPÍTULO IV Derecho a la negociación colectiva, representación y participación institucional. D

Artículo 31. Principios generales.
1. Los empleados públicos tienen derecho a la negociación colectiva, representación y participación
institucional para la determinación de sus condiciones de trabajo.
2. Por negociación colectiva, a los efectos de esta ley, se entiende el derecho a negociar la determinación de
condiciones de trabajo de los empleados de la Administración Pública.
3. Por representación, a los efectos de esta ley, se entiende la facultad de elegir representantes y constituir
órganos unitarios a través de los cuales se instrumente la interlocución entre las Administraciones Públicas y
sus empleados.
4. Por participación institucional, a los efectos de esta ley, se entiende el derecho a participar, a través de las
organizaciones sindicales, en los órganos de control y seguimiento de las entidades u organismos que
legalmente se determine.
5. El ejercicio de los derechos establecidos en este artículo se garantiza y se lleva a cabo a través de los órganos
y sistemas específicos regulados en el presente capítulo, sin perjuicio de otras formas de colaboración entre
las Administraciones Públicas y sus empleados públicos o los representantes de éstos.
6. Las organizaciones sindicales más representativas en el ámbito de la Función Pública están legitimadas para
la interposición de recursos en vía administrativa y jurisdiccional contra las resoluciones de los órganos de
selección.
7. El ejercicio de los derechos establecidos en este capítulo deberá respetar en todo caso el contenido del
presente Estatuto y las leyes de desarrollo previstas en el mismo.
8. Los procedimientos para determinar condiciones de trabajo en las Administraciones Públicas tendrán en
cuenta las previsiones establecidas en los convenios y acuerdos de carácter internacional ratificados por
España.

Artículo 46. Derecho de reunión.
1. Están legitimados para convocar una reunión, además de las organizaciones sindicales, directamente o a
través de los Delegados Sindicales:
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a) Los Delegados de Personal.
b) Las Juntas de Personal.
c) Los Comités de Empresa.
d) Los empleados públicos de las Administraciones respectivas en número no inferior al 40 por 100 del
colectivo convocado.

2. Las reuniones en el centro de trabajo se autorizarán fuera de las horas de trabajo, salvo acuerdo entre el
órgano competente en materia de personal y quienes estén legitimados para convocarlas. La celebración de la
reunión no perjudicará la prestación de los servicios y los convocantes de la misma serán responsables de su
normal desarrollo.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 10

1. Conforme al artículo 46 del Real Decreto Legislativo 5/2015, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, están legitimados para convocar una reunión los empleados 
públicos de las Administraciones respectivas en número no inferior a qué porcentaje del colectivo convocado:

A) 10 por 100.

B) 25 por 100.

C) 30 por 100.

D) 40 por 100.

2. Según el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, ¿qué se entiende por 
negociación colectiva?

A) El derecho a participar, a través de las organizaciones sindicales, en los órganos de control y seguimiento de 
las entidades u organismos que legalmente se determine.

B) El derecho a elegir representantes y constituir órganos unitarios a través de los cuales se instrumente la 
interlocución entre las Administraciones Públicas y sus empleados.

C) El derecho a negociar la determinación de condiciones de trabajo de los empleados de la Administración 
Pública.

D) El derecho a negociar la determinación de condiciones de trabajo de, únicamente, el personal laboral de la 
Administración Pública.

3. Si Don J.L.M. tuviera la condición de Delegado de Personal, ¿de qué crédito de horas dispondría para el 
ejercicio de su función representativa, dentro de la jornada de trabajo y retribuidas como de trabajo efectivo?

A) 15 horas mensuales.

B) 20 horas mensuales.

C) 30 horas mensuales.

D) 40 horas mensuales.

4. A tenor de lo establecido en el artículo 46 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, están legitimados para convocar una reunión en el centro de trabajo:

A) Los Delegados de Personal.

B) Los empleados públicos de las Administraciones respectivas en número no inferior al 40 por 100 del colectivo 
convocado.

C) Las organizaciones sindicales, directamente o a través de los Delegados Sindicales.

D) Todas las anteriores son correctas.
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5. Entre los principios generales que recoge el artículo 31 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, NO se 
recoge:

A) El derecho a la negociación colectiva.

B) El derecho de reunión.

C) El derecho de representación institucional.

D) El derecho de participación institucional.

6. El ejercicio de los derechos a la negociación colectiva, representación y participación institucional para la 
determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos:

A) Deberá respetar, salvo excepciones debidamente justificadas, el contenido del Estatuto Básico del Empleado 
Público y las leyes de desarrollo previstas en el mismo.

B) Se ajustará al contenido del Estatuto Básico del Empleado Público y las leyes de desarrollo previstas en el 
mismo, en lo que fuera de aplicación, sin perjuicio de la discrecionalidad de cada Administración Pública.

C) Deberá respetar, en todo caso, el contenido del Estatuto Básico del Empleado Público y las leyes de desarrollo 
previstas en el mismo.

D) Se ajustará a lo que determine cada Administración en ejercicio de sus competencias, sin que se encuentra 
vinculada al contenido del Estatuto Básico del Empleado Público y las leyes de desarrollo previstas en el mismo.

7. Según lo dispuesto en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, el número de miembros 
del comité de empresa se determinará de acuerdo con la siguiente escala:

A) De 50 a 100 trabajadores: 3

B) De 101 a 250 trabajadores: 7

C) De 251 a 500 trabajadores: 15.

D) De 501 a 750 trabajadores: 17.

8. De conformidad con lo dispuesto en el TREBEP, se entiende por negociación colectiva:

A) El derecho a negociar la determinación de condiciones de trabajo de los empleados de la Administración 
Pública.

B) La facultad de elegir representantes y constituir órganos unitarios a través de los cuales se instrumente la 
interlocución entre las Administraciones Públicas y sus empleados.

C) El derecho a participar, a través de las organizaciones sindicales, en los órganos de control y seguimiento de 
las entidades u organismos que legalmente se determine.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.

9. De acuerdo con el artículo 46 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, están legitimados para convocar una 
reunión, además de las organizaciones sindicales, directamente o a través de los Delegados Sindicales:

A) Los Delegados de Personal, las Juntas de Personal, los Comités de Empresa y los empleados públicos de las 
Administraciones respectivas en número no inferior al 25% del colectivo convocado.

B) Los Delegados de Personal, las Juntas de Personal, los Comités de Empresa y los empleados públicos de las 
Administraciones respectivas en número no inferior al 35% del colectivo convocado.

C) Los Delegados de Personal, las Juntas de Personal, los Comités de Empresa y los empleados públicos de las 
Administraciones respectivas en número no inferior al 40% del colectivo convocado.

D) Los Delegados de Personal, las Juntas de Personal, los Comités de Empresa y los empleados públicos de las 
Administraciones respectivas en número no inferior al 30% del colectivo convocado.
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10. Están legitimados para convocar una reunión, además de las Organizaciones Sindicales:

A) Los Delegados de Personal

B) La Junta de Personal

C) Los Comités de Empresa

D) Todas son correctas

SOLUCIONES 1 D · 2 C · 3 A · 4 D · 5 B · 6 C · 7 D · 8 A · 9 C · 10 D

Te quedan 1 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 10, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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